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Editorial

Este número 19 de la revista OSAL que el lector tiene
entre sus manos aborda la reflexión sobre los movi-
mientos sociales y la coyuntura político-social de
América Latina y el Caribe para la primera mitad de
2006. En relación a estas cuestiones, a lo largo de la
preparación de la presente publicación tuvo lugar en
el escenario regional un cúmulo de acontecimientos
relevantes. Entre ellos, y en el marco del ciclo de con-
frontación y levantamientos caracterizados por el cre-
ciente protagonismo de movimientos sociales de base
indígena y popular a lo largo de los años anteriores en
Bolivia, la asunción de Evo Morales como nuevo presi-
dente a fines de enero, y la firma del decreto presi-
dencial de nacionalización de los hidrocarburos el 1º
de mayo, parecen condensar en el país andino un
conjunto de procesos y desafíos que recorren nuestra
América en el período reciente. Su particular impacto
continental se enhebra con la actual revitalización de
las movilizaciones indígenas en Ecuador en un esce-
nario marcado por la intensidad que adoptan los
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acuerdos de libre comercio, la militarización, las elecciones presidenciales y la construc-
ción de alternativas que distinguen la realidad vivida en la región Andina a lo largo del pri-
mer semestre de 2006. 

Hemos decidido entonces dedicar el primer dossier de este número a la reflexión sobre
dichas cuestiones. Inicia el mismo una contribución de Aníbal Quijano que analiza las dife-
rentes configuraciones de los movimientos sociales emergidos de la movilización de las
poblaciones indígenas en Ecuador, Bolivia y Perú, para señalar desde allí los desafíos que
se plantean en el terreno del cuestionamiento y las alternativas al actual patrón de poder. 

A continuación presentamos una compilación de cinco artículos que refieren específica-
mente al proceso abierto en Bolivia con el triunfo del MAS y la asunción presidencial de
Evo Morales. Prolongando el debate iniciado por la contribución de Quijano, estos plan-
tean particularmente una serie de reflexiones y contrapuntos sobre la relación entre los
movimientos sociales y el nuevo gobierno y las perspectivas de la transformación en
curso. Desde la referencia al “evismo”, entendido como una forma de auto-representa-
ción político-estatal de los movimientos populares e indígenas formulada por Álvaro
García Linera en su reflexión sobre los retos que afronta el caracterizado “gobierno de los
movimientos sociales”, diferentes perspectivas y análisis sobre dichas cuestiones son
desgranados y apuntados desde distintos enfoques por los textos de Pablo Stefanoni,
Lorgio Orellana Allión y Pablo Cuba Rojas. Por otra parte, Boaventura de Sousa Santos
argumenta en su texto sobre la naturaleza profundamente democrática de la nacionali-
zación de los hidrocarburos decidida por el gobierno boliviano.  

Las dos contribuciones siguientes, de Alejandro Moreano y Ana María Larrea, analizan las
características y significación que le caben al ciclo de movilizaciones protagonizadas por el
movimiento indígena en Ecuador en los meses pasados en rechazo al Tratado de Libre
Comercio (TLC) con EE.UU., y por la rescisión del convenio con la petrolera estadounidense
OXY. Las reflexiones y perspectivas planteadas por los autores se acentúan con la resolución
gubernamental de decretar la caducidad de dicho convenio y la suspensión de las negocia-
ciones del TLC acontecidas recientemente. Por último, el artículo de Bruno Revesz analiza el
proceso político-social reciente en el Perú y las particularidades e impacto de la irrupción de
la candidatura presidencial de Ollanta Humala en la escena electoral en dicho país. 

En la siguiente sección, “Documentos”, incluimos en esta ocasión dos declaraciones de
la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE) de fines de marzo
y mediados de mayo respectivamente, así como la convocatoria de la Coordinadora
Nacional de Lucha contra el TLC en Perú a la jornada de protesta de fines de mayo.
También publicamos allí el decreto presidencial “Heroés del Chaco” del gobierno bolivia-
no, que declara la nacionalización de los hidrocarburos en el país. 
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La reflexión sobre los procesos de conflicto social y los tratados de libre comercio en el
área Andina se continúa en la contribución de María Soledad Betancur sobre el período
reciente en Colombia, que introduce a la lectura de las cronologías de dicha región. En
esta sección también pueden consultarse la contribución de Tomás Moulian sobre el sig-
nificado y las perspectivas de la elección de Michelle Bachelet como nueva presidenta de
Chile, y la de Simona Yagenova sobre el proceso de movilizaciones y conflictos aconteci-
dos en Guatemala durante el 2005, que se proyectan en el presente año. El lector
puede también consultar aquí las llamadas “Cronologías del Conflicto Social”, que ofre-
cen abundante información respecto de las principales acciones de protesta y moviliza-
ción social y sobre los hechos más relevantes en los terrenos político y económico acon-
tecidos en diecinueve países de América Latina y el Caribe a lo largo del primer cuatri-
mestre de 2006. Introduce a la lectura de dichas cronologías el habitual informe cuatri-
mestral del Programa OSAL, que ofrece un panorama general de los procesos sociales y
políticos que recorren la región a lo largo de este primer tercio del año. 

El segundo dossier, que cierra el presente número, compila cinco contribuciones que
reflexionan, a la luz de diferentes experiencias, sobre la relación de lo social y político en el
marco de las resistencias y construcción de alternativas al modelo neoliberal. En este sen-
tido, el artículo de Pablo González Casanova reflexiona sobre los desafíos y perspectivas
que plantean la Sexta Declaración de la Selva Lacandona y la “Otra Campaña” impulsadas
por el zapatismo a la luz del análisis de los cambios en la configuración de las clases y las
mediaciones fraguadas por el capitalismo neoliberal, para concluir señalando los retos que
afronta el proyecto de un mundo alternativo. Lucio Oliver Costilla aborda la temática del
dossier desde el análisis del “vaciamiento” de las democracias latinoamericanas bajo el
imperio del neoliberalismo, refiriéndose en este sentido a los recientes procesos vividos
en México en el marco de la campaña electoral en vista a las próximas elecciones presi-
denciales. La genealogía y peculiaridades de las recientes y multitudinarias manifestacio-
nes de los trabajadores inmigrantes –especialmente de la comunidad mexicana– en
EE.UU. frente a las políticas tendientes a su criminalización son analizadas por Raúl Ross
Pineda y Luciano Concheiro Bórquez en el artículo siguiente. Finalmente, las contribucio-
nes de Graça Druck y Virginia Fontes abordan también la citada problemática de este
dossier, en su caso para la experiencia brasileña. La primera analiza dicha cuestión en refe-
rencia a la relación del movimiento sindical y el gobierno del PT, y particularmente respec-
to de la propuesta de reforma sindical impulsada por este último. Fontes reflexiona sobre
las características que asume el proceso llamado de conversión mercantil-filantrópica de
los movimientos sociales de base popular, que promueve la transformación de las
demandas populares en la producción de servicios de cuño asistencial. 

Con la publicación del presente número, la revista del OSAL cumple seis años de exis-
tencia. Permítasenos aprovechar este aniversario dedicando las últimas líneas de la pre-
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sente introducción a hacer un repaso de la labor realizada en este tiempo. Desde el pri-
mer ejemplar, publicado en julio de 2000, diecinueve números de esta publicación han
visto la luz conteniendo más de 210 contribuciones de más de 240 autores latinoameri-
canos y de otros continentes. En esas contribuciones se han abordado análisis y debates
sobre los principales movimientos sociales emergidos en nuestro continente, así como
sobre las diferentes perspectivas teóricas planteadas frente a las particulares configura-
ciones y características que distinguen a los mismos, sus prácticas, horizontes emancipa-
torios y alternativas. Acompañando esas reflexiones, el OSAL ha publicado también a lo
largo de este tiempo más de 50 documentos, en su amplia mayoría elaborados por los
propios movimientos sociales a la luz de los conflictos tratados. Un lugar especial le cabe
en este comentario a la elaboración de las llamadas “cronologías del conflicto social” que
se elaboran para diecinueve países de nuestra América latina y caribeña en una tarea
colectiva coordinada por el Programa que convoca el esfuerzo y la participación de dife-
rentes investigadores de la región. Esta tarea, que cristalizó uno de los objetivos fijados
para el OSAL por CLACSO, permite hoy contar con una serie continua desde el año 2000
hasta la actualidad que, en la versión impresa publicada regularmente y el contenido
completo de la misma disponible para consulta en el respectivo sitio web, cuenta con
información respecto a más de 10 mil hechos de conflicto social. La calidad de las con-
tribuciones y la información suministrada, su perspectiva regional y de actualidad, así
como la regularidad y continuidad a lo largo de estos años, sumadas al permanente
esfuerzo por mejorar su difusión y circulación, han contribuido a hacer de esta revista un
material de consulta permanente tanto entre los investigadores como entre un público
amplio y creciente interesado en estas temáticas. 

Esta labor ha sido en el más completo sentido de la palabra fruto de un trabajo y esfuer-
zo colectivo y compartido que quisiéramos reconocer y agradecer. Vaya entonces nues-
tra mención general, para evitar la injusticia del olvido involuntario, a tod@s aquell@s
que han colaborado y colaboran en sus más diversas formas para que esta publicación
haya llegado a las manos del lector, desde l@s que han participado con sus sugerencias,
elaboración y preparación de las temáticas y el conjunto de los textos, el material foto-
gráfico de ilustración y el diseño y divulgación de esta publicación –en los siempre exi-
gentes tiempos de una revista cuatrimestral que versa sobre la coyuntura– hasta l@s que
han apoyado y participado –en particular l@s investigador@s, centros de investigación y
autoridades de CLACSO– de la labor desarrollada por el Programa del Observatorio
Social de América Latina en estos años. Finalmente, no quisiéramos concluir estas líneas
sin hacer una especial mención y dedicar este esfuerzo a todas las mujeres y hombres
que, de diferentes maneras y en distintos lugares, piensan y actúan cotidianamente para
hacer realidad la aspiración de esa “Otra América” posible y necesaria.
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Estado-nación y 

“movimientos indígenas” 

en la región Andina: 

cuestiones abiertas1

Aníbal Quijano*

Quiero comenzar estas reflexiones señalando las difi-
cultades de mirar o de pensar a los movimientos indí-
genas como si se tratara de poblaciones homogénea-
mente identificadas. Ecuador es el único lugar en
donde la virtual totalidad de las identidades o etnici-
dades indígenas han logrado conformar una organi-
zación común, sin perjuicio de mantener las propias
particularidades. El ecuatoriano es también el movi-
miento indígena que más temprano llegó a la idea de
que la liberación de la colonialidad del poder no
habría de consistir en la destrucción o eliminación de
las otras identidades producidas en la historia del
Ecuador, sino en la erradicación de las relaciones
sociales materiales e intersubjetivas del patrón de
poder así como también en la producción de un
nuevo mundo histórico inter-cultural y una común
autoridad política (puede ser el Estado), por lo tanto,
inter-cultural e inter-nacional, más que multi-cultural
o multi-nacional. 

* D i r e c t o r

d e l  C e n t r o

d e  I n v e s t i g a c i o n e s

S o c i a l e s  ( C E I S ) ,

L i m a ,  P e r ú .

I n t e g r a n t e

d e l  C o m i t é  C o n s u l t i v o

d e l  P r o g r a m a

d e  E s t u d i o s

s o b r e  D e m o c r a c i a

y  Tr a n s f o r m a c i ó n  G l o b a l

d e  l a  U n i v e r s i d a d

N a c i o n a l  M a y o r

d e  S a n  M a r c o s ,  P e r ú .

P r o f e s o r

d e  l a  U n i v e r s i d a d

d e  B i n g h a m t o n ,

N u e v a  Yo r k .



El proyecto de una Universidad Indígena Inter-cultural con
su Instituto de Investigaciones Inter-culturales es uno de los
claros testimonios de esas ideas, aunque su desarrollo ha
sido hasta el momento más bien lento e irregular. Después
de frustráneas (por apresuradas y erróneas) alianzas políti-
cas que llevaron a algunos líderes del movimiento a formar
parte del gobierno del Estado central, bajo el Coronel
Gutiérrez, quien pronto se reveló como agente de la colo-
nialidad del poder, divisiones y debates ásperos abrieron un
período de grave crisis en la unidad y en la organización del
mismo. No obstante, está en curso un claro proceso de
renovación organizacional y de relegitimación del nuevo
liderazgo tanto dentro de la población indígena como res-
pecto de los agentes sociales de otras identificaciones. Eso
ha permitido al Movimiento Indígena Ecuatoriano volver a
ser el principal agente y representante político-cultural de la
población popular ecuatoriana, hasta el punto de ser el con-
ductor del actual movimiento popular que ha logrado blo-
quear e impedir la aprobación del Tratado de Libre
Comercio (TLC) entre Ecuador y Estados Unidos y la cance-
lación del contrato con la OXY para la extracción de petró-
leo. Sin duda, dentro del movimiento indígena ecuatoriano
se instalará pronto, si no lo está ya, el debate en torno de
avanzar hacia el gobierno del Estado. Y en ese caso, las
cuestiones de la inter-culturalidad y de la inter-nacionalidad
del Estado, sus formas de representación y de organización
institucional para la práctica de ambas propuestas, nos con-
vocarán a todos en América Latina.

En el caso de Bolivia no ha ocurrido un proceso semejan-
te. Los que se auto-identifican como indígenas no han
logrado producir ni una organización ni propuestas cultu-
rales y políticas comunes. El Movimiento al Socialismo
(MAS) no se formó ni desarrolló como movimiento indí-
gena, sino como organización primero sindical y después
política, aunque la población que lo integra, comenzando
por su principal líder, Evo Morales, sea identificada o inclu-
sive pueda auto-identificarse como indígena según la cla-
sificación social fundante de la colonialidad del poder –es
decir, en términos de raza. Sin embargo, Bolivia es el pri-
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““EEll MMoovviimmiieennttoo 

aall SSoocciiaalliissmmoo ((MMAASS))

nnoo ssee ffoorrmmóó 

nnii ddeessaarrrroollllóó 

ccoommoo mmoovviimmiieennttoo

iinnddííggeennaa,, ssiinnoo 
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mer país latinoamericano en el cual los indígenas (en términos ya no sólo raciales, sino
ante todo culturales) han terminado siendo hegemónicos en un amplio movimiento
popular que ha logrado asumir, por votación mayoritaria de la población, el gobierno del
Estado central del país. Eso abre a la investigación y al debate un complejo conjunto de
cuestiones. La primera y obvia es si Evo Morales y el MAS habrían llegado a ser lo que
son si se hubieran presentado desde el primer momento como un movimiento indígena
en lugar de formarse y desarrollarse como un movimiento político popular (esto es, pluri-
social y pluri-étnico), cuya meta histórica sería el socialismo. Evo Morales es aymara, pero
en momento alguno apareció como el dirigente aymara de mayor autoridad y reconoci-
miento. Felipe Quishpe, apodado “El Mallqu”, estuvo y quizás aún esté más cerca de ese
lugar y de ese papel. Y mientras que para una parte influyente de la inteligencia y del
liderazgo político aymara, el proyecto central aymara es el restablecimiento del Collasuyo
(nombre del ámbito geohistórico aymara dentro del Tawantinsuyo o “Imperio Incaico”),
para el actual gobierno del MAS el proyecto político central es el establecimiento de un
Estado multi-cultural y multi-nacional. Esto es, la redistribución de la representación polí-
tica de todas las culturas y/o naciones en el mismo Estado. 

De tener éxito, esa democratización de las condiciones y límites de la dominación políti-
ca implicaría un proceso peculiar de des/colonialización del Estado, y abriría sin duda
cruciales cuestiones en el debate boliviano, latinoamericano y mundial. En especial, acer-
ca de cuáles podrían ser las formas de representación multi-nacional y multi-cultural, y
cuáles las respectivas formas de institucionalización en el nuevo Estado.

Puesto que ningún movimiento indígena unificado ha estado debatiendo de modo orga-
nizado aquellas cuestiones durante el proceso que ha llevado al MAS al gobierno del
Estado, el indispensable debate está apenas comenzando. Y esa discusión sin duda será
una de las más álgidas áreas del conflicto político durante y después de la Asamblea
Constituyente. En lo fundamental, las opciones en debate podrían ser:

- si lo multicultural y lo multinacional del Estado habrá de consistir en que indivi-

duos de todas las varias culturas y/o naciones tengan lugar y papel en el gobierno

del Estado; 

- si tales roles serán distribuidos entre individuos indígenas en forma proporcional a

la magnitud de cada una de las identidades, pero en un Estado con la misma

estructura institucional que el actual –esto es, con su conocida y respectiva división

de poderes;

- si cada una de las poblaciones que reclama identidad diferenciada y propia ten-

drá, como lo están reclamando ya, autonomía territorial, política y jurídica;

- si los organismos constituidos por las poblaciones pluri-identitarias en sus princi-

pales momentos de las luchas de los últimos años, como por ejemplo la

Federación de Juntas Vecinales del Alto, la Coordinadora del Agua, el Consejo
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Nacional de Ayllus y Markas del Qullasuyu (CONAMAQ) y otros equivalentes, for-

marán también parte de un nuevo universo institucional de autoridad colectiva y

pública, si se quiere, de un nuevo Estado. 

Por otra parte, aunque el término socialismo está inscrito en el nombre mismo de la
organización política gobernante (el MAS), el vicepresidente Álvaro García Linera sostie-
ne que en Bolivia no están dadas ahora las condiciones para tratar de ir hacia el socialis-
mo, pues no existe en el país una clase obrera amplia, y mucho menos mayoritaria.
García Linera propone ir más bien hacia un “capitalismo andino-amazónico”. En lo fun-
damental, esa fórmula pareciera referirse por un lado al control estatal de una parte
mayor de la renta producida en la realización mercantil del gas y del petróleo, como
resultaría de la reciente nacionalización de los respectivos yacimientos, para re-distribuir-
la entre las comunidades, pueblos, pequeñas y medianas empresas y servicios públicos.
Esa política podría implicar una relativa desconcentración del control del trabajo, de sus
recursos y de sus productos. 

Pero por otro lado, sería mantenido el control privado-empresarial del resto de la acu-
mulación capitalista, actualmente en manos, sobre todo, de la burguesía de Santa Cruz,
Tarija y de otros centros menores, asociados ya al capital global. No está aún esclarecida
la relación entre ambas formas de administración del capital. Los conflictos y las asocia-
ciones probablemente serán discutidos y negociados en la Asamblea Constituyente y en
el Referéndum Autonómico acordado para resolver la cuestión de las autonomías. Las
burguesías regionales plantean, obviamente, el control autónomo de sus respectivas
regiones (sobre todo Santa Cruz y Tarija, donde están las reservas de hidrocarburos, la
más moderna agricultura comercial y algunas industrias), pero las identidades indígenas
demandan autonomía territorial por cuestiones culturales y jurídico/políticas; esto es, en
tanto que identidades nacionales. 

La historia que viene permitirá contestar una crucial e ineludible cuestión: ¿puede la
redistribución multi-cultural y/o multi-nacional del control del Estado ocurrir separada-
mente de la redistribución del control del trabajo, de sus recursos y de sus productos, y
sin cambios igualmente profundos en los otros ámbitos básicos del patrón de poder? 

En el caso del Perú, la mayor parte de la población que racialmente es considerada india
o indígena no está incorporada, ni parece hasta el momento interesada en estarlo, a nin-
gún movimiento indígena de las mismas dimensiones e impacto que en los otros países
en referencia. La propuesta teórica2 para explicar esa diferencia es que, sobre todo des-
pués de 1945, sucede una vasta des-indianización, en el proceso de la urbanización de
la sociedad peruana, en los cauces de la migración rural/urbana, de la crisis del Estado
oligárquico y de la bancarrota de sus dos principales expresiones de dominación cultural.
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La cultura gamonal-andina en las relaciones entre el señorío terrateniente y los indios,
sobre todo en el campo, pero también en las ciudades de la Sierra, y de la cultura seño-
rial-criolla en las relaciones entre la burguesía señorial, los grupos de capas medias edu-
cados por aquella, y los negros, mestizos e indios, en las ciudades de la Costa. 

Ese proceso de des-indianización fue abrupto y masivo, abarcó a todo el país, y produjo
una población –sobre todo urbana, pero también rural– a la que dentro de la cultura
señorial-criolla se le impuso el nombre de “chola”. La des-indianización produjo, así, una
“cholificación” de la población. 

Esa población identificada por los otros como “chola” fue sin duda el mayor agente del
cambio en la sociedad y el poder en el Perú después de la Segunda Guerra Mundial,
aunque primero fue contenida y derrotada políticamente, comenzando con los sucesivos
regímenes militares que se autodenominaron revolucionarios, y después en buena parte
fue cooptada por el patrón de poder post-oligárquico, en especial desde la re-privatiza-
ción del control del Estado y la profunda reconcentración del control de los recursos de
producción y de los ingresos, que comenzó con la funesta dictadura fuji-montesinista.
Una amplia parte de la población que no se des-indianizó fue víctima de la guerra sucia
entre el terrorismo de Estado y el de Sendero Luminoso entre 1980 y 2000. Según el
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Informe de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación, la mayoría de los más de 60 mil
asesinados en ese período eran precisamente campesinos indígenas. No faltan ahora
intentos procedentes de algunos grupos de la ex izquierda por formar un movimiento
indígena, e incluso se ha montado por cuenta de la primera dama del gobierno de
Toledo una maquinaria burocrática, ya acusada de corrupción fiscal, para manipular a
algunos pocos y pragmáticos grupos con un discurso “originario”. 

Los únicos grupos que de verdad se mueven en esa dirección son las comunidades de
la selva amazónica, donde hace unas tres décadas, con la formación de la Coordinadora
de Organizaciones Indígenas de la Cuenca Amazónica (COICA), comenzó toda la historia
reciente de los movimientos indígenas del área andino-amazónica3. Más recientemente,
bajo los impactos de los procesos de Bolivia y Ecuador, algunas comunidades campesi-
nas, sobre todo aquellas enfrentadas a las corporaciones mineras multinacionales, han
comenzado a identificarse como indígenas y a plantearse como nuevos movimientos
políticos identitarios. 

De todos modos, el mapa político de América Latina, tanto en términos territoriales
como “culturales” o “étnicos”, está cambiando notoriamente. Pero la cuestión central de
estos procesos es la crisis de la Colonialidad del Poder. Históricamente fundado en estas
tierras, también aquí está entrando en su más radical momento de crisis. 

LLooss eessttaaddooss--nnaacciióónn

En el actual patrón de poder, uno de cuyos ejes centrales es el capitalismo (en el senti-
do que esta noción admite en la teoría de la colonialidad del poder), la idea de un inte-
rés social “nacional” corresponde a la existencia de una sociedad nacional dominada por
una burguesía nacional, con un Estado nacional. Es decir, a una estructura de poder con-
figurada según esas condiciones. En América Latina, antes de la llamada Revolución
Mexicana, esas características correspondían solamente a Chile, desde la República
Portaliana en la segunda década del siglo XIX. Tal Estado nacional oligárquico fue conso-
lidado con el exterminio genocida de los mapuches –denominación impuesta a una
población de indios de diversos orígenes. Los movimientos sociales, sobre todo de las
capas medias y del proletariado minero hacia un moderno Estado-nación, desarrollados
desde 1920, culminaron en la década del treinta con el gobierno del Frente Popular, que
implicó una suerte de pacto político entre la burguesía chilena y los partidos políticos de
los trabajadores y de las capas medias para consolidar las normas y las instituciones de
la democracia liberal/burguesa. Fue con estas normas que los trabajadores y sus asocia-
dos en las capas medias llegaron con Allende al gobierno en 1971, pero fue también su
lealtad con las mismas lo que facilitó su derrota bajo un cruento golpe militar en 1973. 
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Bajo el pinochetismo se llevó a cabo una contra-revolu-
ción. Se impuso una sangrienta dictadura mientras se
removían y cambiaban las más corroídas bases sociales
del Estado para adecuarlas a la neo-liberalización del capi-
talismo, iniciado precisamente allí y entonces, y a las
necesidades de la globalización –esto es, de la reconcen-
tración mundial del control del trabajo y del Estado. 

Pero eso produjo también una nueva sociedad capitalista
nacional y su nuevo Estado-nación respectivo. Esa condi-
ción explica que lo que ocurre hoy con el capitalismo en
Chile, no ocurriera en Bolivia a pesar de que también allí
dictaduras militares ferozmente represivas actuaron desde
antes y durante los mismos años, o más tarde en
Argentina o Uruguay. O que no ocurriera en un país como
el Perú, de lejos mejor dotado en términos de recursos,
pero cuya burguesía no ha dejado de practicar la rapiña
desde el comienzo mismo de la república en asociación
con el capital imperialista. 

Por eso hoy, como ocurre en Bolivia, la demanda de las
poblaciones que precisamente fueron víctimas de estados
no nacionales y no democráticos, es no tanto más nacio-
nalismo y más Estado, sino ante todo otro Estado; esto es,
des/colonializar ese Estado, que es la única forma de
democratizarlo. Pero si ese proceso llega ser victorioso, el
nuevo Estado no podría ser un Estado-nación o un Estado
nacional, sino uno multi-nacional, o mejor aún, inter-
nacional. En los demás países, procesos que iban en esa
dirección, como en Brasil desde 1964 o en Perú desde
1990, han sido derrotados. En la imposición global del
neoliberalismo, es decir, de la re-concentración mundial
del control del trabajo y del Estado por parte de las corpo-
raciones globales y de su bloque imperial global, la ero-
sión de la autonomía de los estados menos democráticos
y menos nacionales es continua. 

Desde esa perspectiva, la propuesta de la Tercera
Internacional de que todos los países sometidos al impe-
rialismo tuvieran “burguesías nacionales” con las cuales
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los dominados/explotados/reprimidos debían hacer alianzas, en tanto supuestamente
había un terreno común de intereses frente a la dominación imperialista, fue un error trá-
gico –teórico, político e histórico. La propensión homogenizante, reduccionista y dualista
del eurocentrismo se expresaba también en ese materialismo histórico post-Marx. Como
toda teoría eurocéntrica, produjo en América Latina desvaríos teóricos, prácticas políticas
erróneas e inconducentes, y derrotas cuyas víctimas fueron y son los trabajadores, las víc-
timas de la colonialidad del poder. 

Aunque José Carlos Mariátegui había insistido en que en América Latina no había fun-
damento histórico para ninguna “burguesía nacional”, a diferencia de otras áreas, como
en Asia, por ejemplo, a su muerte fue impuesta sobre la inmensa mayoría de las
“izquierdas” la doctrina de la burguesía nacional y de la alianza nacional de los trabaja-
dores con ella. El nacionalismo dominó virtualmente todo el debate de las izquierdas
en América Latina durante el siglo XX, con una asociación puramente ideológica con el
socialismo, sobre todo porque ambas vertientes buscaban el control del mítico Estado-
nación, precisamente en países en los cuales, como en los “andinos”, la colonialidad del
poder había hecho históricamente inviable el proyecto liberal/eurocéntrico de un
moderno Estado-nación. 

Así, por ejemplo, Alan García Pérez, hoy uno de los dos candidatos a la segunda vuelta
electoral en Perú, fue entre 1985 y 1990 uno de los agentes de tales desvaríos teóricos
y errores políticos, y quien llevó a su pueblo a una derrota cuyas consecuencias no
hemos terminado de pagar. Y, peor, al regresar ahora, de nuevo muestra que aprendió al
revés la lección política de esa historia, lección que tampoco ha sido aprendida por sus
rivales. Estos siguen creyendo que el nacionalismo produce naciones y estados-nación
en sociedades configuradas en torno de la colonialidad del poder y con universos pluri-
culturales e incluso pluri-nacionales. Peor aún, todos los eurocentristas del actual debate
mundial, como los autores del muy vendido Imperio, Toni Negri y Michael Hard, persis-
ten en pensar que todo país, en cualquier contexto histórico, es por definición una
nación, y que todo Estado central es por eso un Estado-nación.

EEll BBllooqquuee IImmppeerriiaall GGlloobbaall

Con la desintegración del campo socialista, el mundo emergió como unipolar en el sen-
tido específico de que un único patrón de poder controlaba a toda la población del
globo. Por eso, lo que era –y todavía es– un bloque imperial global, con EE.UU. como su
Estado hegemónico, fue virtualmente percibido por muchos como un único Estado todo-
poderoso, e incluso como el centro mismo de un único imperio global. 
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Los conflictos y tensiones no podían no existir en dicho bloque, por ejemplo respecto de
la invasión de Irak. Pero dado que ocurrían al interior de un bloque de intereses sociales
y políticos comunes, no tenía sentido esperar rupturas o enfrentamientos violentos. No
obstante, de ningún modo podría decirse que los conflictos han terminado, o que los
intereses particulares –incluso nacionales– de los otros miembros del bloque han deja-
do de actuar. Dados los notorios problemas del capitalismo en EE.UU. –por ejemplo la
más grande deuda internacional mundial, así como el mayor déficit fiscal y comercial del
mundo; sus crecientes dificultades en las guerras colonial/imperialistas en Irak y
Afganistán; la resistencia de los migrantes en los centros mismos del bloque (las luchas
en Francia, en España y en EE.UU., en donde ha sucedido la más grande manifestación
política de todos los 1º de Mayo de la historia de ese país); la resistencia social mundial
de los trabajadores contra las tendencias extremas del poder; y la lucha de los indígenas
en América Latina y en el Asia– dadas esas condiciones, las tensiones en dicho bloque
podrían ser aún más fuertes. Y en la perspectiva del tiempo por venir, las tendencias
apuntan a la formación de nuevos partícipes de las disputas hegemónicas en el mundo,
y en algunos casos a realineamientos coyunturales de intereses en esas pugnas, como
China, India, Rusia, quizá Brasil, quizá, inclusive, tendríamos derecho a imaginar una
Comunidad Suramericana de Naciones. Como resulta perceptible, no se trata solamente
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de pugnas entre estados, sino de conflic-
tos en el patrón mismo de poder, cuyas
expresiones son esos estados. 

Nadie, en ningún espacio dentro de este
patrón de poder, podría estar fuera o libre
de los conflictos, de la exacerbación de la
crisis y de sus violencias. Nadie, por lo
tanto, debiera siquiera imaginar que
puede ser neutral entre las crecientes
perversiones de los dominadores/explo-
tadores/represores y las luchas de resis-
tencia de sus víctimas. Y en la medida en
que la crisis de la colonialidad del poder
ha estimulado estudios y debates sobre
estos cambios, también otros horizontes
históricos hacia los cuales encaminar
nuestras luchas están levantándose.

NNoottaass

1 Trascribimos aquí, bajo la forma de artículo, las respuestas a una entrevista no publicada
que el autor nos hizo llegar para su inclusión en este número del OSAL. Agradecemos
especialmente a Aníbal Quijano por habernos facilitado el presente texto.

2 Sobre ello ver Quijano, Aníbal 2004 “O ‘Movimento Indígena’ e as questões pendentes
na America Latina” em Política Externa (São Paulo: USP) Vol. 12, Nº 4. 

3 Ver ídem.
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El evismo:

lo nacional-popular

en acción1

Álvaro García Linera*

A partir del triunfo electoral del MAS el 18 de diciem-
bre de 2005, la izquierda latinoamericana se ha
potenciado con la presencia de un nuevo actor que
emerge desde el corazón de Sudamérica: el evismo.

A dos meses de gestión, resulta tentador ensayar una
exposición de las matrices del movimiento de renovación
de la política que encabeza Evo Morales en su doble rol
de presidente y de líder de lo que en un primer momen-
to hemos llamado la “nueva izquierda indígena”. 

El evismo es fundamentalmente una estrategia de poder
que ha transitado, principalmente, por tres etapas: la resis-
tencia local, en sus inicios, entre 1987 y 1995; la expan-
sión en la búsqueda de alianzas, entre 1995 y 2001; la
etapa de consolidación en el poder y de iniciativa ofensiva
por llegar al poder, en el período 2001-2006.

Pero aunque en su núcleo fuerte parta de una persona, el
evismo es un hecho colectivo revelado como una práctica
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política que para avanzar en estas tres etapas que señalamos fue incorporando una serie
de componentes. 

El primer componente central del evismo es una estrategia de lucha por el poder funda-
da en los movimientos sociales. Esto marca una ruptura con las estrategias previas obser-
vables en nuestra historia política y en buena parte de la historia política continental y
mundial. Anteriormente, las estrategias de los subalternos estaban construidas a la
manera de una vanguardia política cohesionada que lograba construir movimientos que
eran su base social. Ese fue el caso de muchos países de Centroamérica, de Chile y, en
parte, de Brasil. En otros casos se trató de una vanguardia política democrática legal o
armada que lograba arrastrar a, o empalmarse con, movimientos sociales que la catapul-
taban, como ocurrió en distintos momentos en Perú o Colombia. El evismo modifica este
debate al plantearse la posibilidad de que el acceso a niveles de decisión del Estado lo
puedan hacer los propios movimientos sociales. 

El evismo ya no hace una lectura de la representación de lo político a través de la dele-
gación de poderes. Es una proyección que busca de manera casi absoluta la auto-repre-
sentación de los propios movimientos sociales. Hablamos del evismo como una praxis
porque este horizonte en el que los sindicatos campesinos optan por la auto-representa-
ción, rompiendo todos sus vínculos con los viejos partidos, no nace de una propuesta
teórica definida, sino que se va implementando en la práctica, desde mediados de la
década del noventa, con la fundación del Instrumento Por la Soberanía de los Pueblos
(IPSP) en 1995, sigla con la cual Evo Morales y el movimiento campesino entran a la
vida política, ya con perspectivas emancipadoras. 

LLaa lluucchhaa ppoorr llaa aauuttoo--rreepprreesseennttaacciióónn

A partir de la fundación del IPSP, los sindicatos campesinos empiezan a pugnar por llegar
a controlar las estructuras estatales gubernamentales. De la negociación desde la resis-
tencia, los movimientos sociales pasan a ocupar alcaldías e incrementan su trabajo por
tener presencia en el parlamento. Como movimientos sociales son ellos quienes luchan
por acceder al gobierno. A partir de la fundación del IPSP, los movimientos sociales
(especialmente los campesinos) nunca más van a entregar la responsabilidad de lo polí-
tico a un representante o a una vanguardia. 

El evismo es pues una forma de auto-representación político-estatal de la sociedad plebe-
ya. De aquí se puede derivar una veta importantísima para el debate neomarxista: esta-
mos hablando de los movimientos sociales ya no como base, sino como actores directos
que avanzan de la resistencia hacia la expansión y el control de puestos en el Estado.
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Un segundo componente central del evismo –que lo
caracteriza notoriamente– es que el núcleo articulador de
esa estrategia es el discurso de la identidad y la presencia
indígena. Para ser estrictos, la identidad es algo construido:
no es una condición natural ni perpetua. Y el evismo es
una forma de reconstrucción contemporánea de la identi-
dad. Ello se puede ver claramente en el movimiento coca-
lero, que pasa del discurso plenamente campesinista de la
década del ochenta a otro claramente indígena en la déca-
da del noventa. Y ese proceso se extendió en todos los sin-
dicatos campesinos en diversos momentos. Por ejemplo,
Omasuyos pasó de un discurso campesinista a un discurso
indianista en las décadas del setenta y el ochenta.

Lo interesante es que la reconstrucción de la identidad
indianista en la que participa el MAS coincide con un deve-
lamiento general que también se da en la sociedad boli-
viana en estos últimos veinte años. Y este proceso lo pro-
mueve el MAS aprovechando notablemente las luchas que
le antecedieron: el katarismo de las décadas del setenta y
el ochenta, el indianismo radical de Felipe Quispe en la
década del noventa, e incluso el katarismo moderado de
Víctor Hugo Cárdenas. La identidad indianista que Evo
Morales y los sindicatos cocaleros logran reconstruir es fle-
xible. Heredan la producción discursiva de los sindicatos
indígenas y de los ayllus del altiplano, y la matizan con el
indianismo más negociador de las comunidades indígenas
de tierras bajas. Más concretamente, el indianismo radical
aymara termina proponiéndose como excluyente respecto
de cualquier otra forma de entender la indianitud, y su
horizonte es centralmente político. El indianismo que pro-
pone Evo Morales, en cambio, es ante todo cultural, y por
ello puede convocar a sectores más amplios de la nación
para incluirlos en un proyecto renovador.

Pero lo central en la estrategia evista es que, partiendo de
ese su indianismo flexible, núcleo unificador de su lectura
política, puede abrirse a los mestizos, a los blancos o a
quien fuera, pero bajo la premisa de organizar un nuevo
proyecto que tenga como base otra vez a la nación, aun-
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que ya de un modo distinto respecto de la idea de nación que proponía el nacionalismo
revolucionario de 1952. El núcleo unificador de lo social y promovedor de la idea de
nación es el indio. 

El evismo se diferencia del nacionalismo revolucionario porque ahí el núcleo unificador y
promovedor de la idea de la nación eran las clases medias letradas, y aquí la idea de la
nación recae en los indios que vienen de los sindicatos agrarios y campesinos.

En términos didácticos, podríamos decir que la revolución del ‘52 despierta el inicio a la
ciudadanía, pero trata de diluirlo en un mestizaje marcado por la hegemonía de la blan-
quitud de las elites oligarcas, y no le da más posibilidades de desarrollo político. En esta
nueva etapa, cincuenta años después, el indio es ya un sujeto político autónomo que
propone un nuevo modelo de nacionalismo expansivo, una nación multicultural que
resalta la “unidad en la diversidad”, como lo ha repetido tantas veces Evo Morales en sus
campañas electorales.

En la práctica, las bases económicas de este nuevo proyecto parten de la recuperación
de los recursos naturales, la nacionalización, y la atención especial que pone el programa
del MAS en la pequeña producción, los microempresarios, los artesanos, las comunida-
des, los campesinos. La base material del evismo es la priorización de la pequeña pro-
ducción, individual, familiar, comunitaria. Es la pequeña producción la que se ha rebela-
do durante este tiempo: los cooperativistas, los cocaleros, los microempresarios, las feju-
ves. Es claro que el MAS expresa esta rebelión pero de un modo inclusivo, incorporando
la gran producción extranjera, tratando de dialogar con el mundo globalizado, pero giran-
do todo en torno a un núcleo indígena en términos políticos y a la pequeña producción
familiar y comunal en términos económicos. El evismo es también la visibilización de
más de un modo de producción y de múltiples modernidades: esa es una de sus virtu-
des. Esto implica que tenga también como característica importante una multitemporali-
dad. Por eso puede entusiasmar a las clases medias urbanas, cosa que le fue negada al
indianismo de Felipe Quispe, por ejemplo.

CCoommppoossiicciióónn iiddeeoollóóggiiccaa ddeell eevviissmmoo

Hemos dicho que el MAS representa el despertar de los sujetos subalternos hacia un
nuevo nacionalismo revolucionario, pero eso no quiere decir que el movimiento de Evo
Morales pretenda resucitar la vieja ideología del nacionalismo revolucionario. El evismo
transita más bien la vertiente de lo nacional popular, cuyo filo es todavía más revolucio-
nario, y cuyas raíces en Bolivia pueden rastrearse en el despertar de las masas promovi-
do por Belzu en el siglo XIX, incorporando fácilmente otras experiencias emancipatorias
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como el zapatismo –“mandaré obedeciendo”, prometió Evo en su discurso de asun-
ción– o las luchas de líderes influidos por las ideas marxistas como el Che Guevara o
Marcelo Quiroga Santa Cruz. 

Evo también dialoga con la antigua izquierda en la dimensión nacional-popular. Se hace
cargo de los múltiples marxismos que todavía existen en el espacio político nacional,
pero los subordina completamente al proyecto indianista.

El componente antiimperialista del discurso de Evo Morales y del MAS deviene de la pra-
xis de la resistencia que tuvieron los sindicatos cocaleros desde fines de la década del
ochenta y durante la década del noventa. El Chapare fue el epicentro de una gran lucha
en torno al cultivo de la coca. Eso potenció un discurso radicalmente antiimperialista,
pues los distintos gobiernos neoliberales actuaban contra los cocaleros presionados –y
apoyados militarmente– por EE.UU.

Otra vertiente importante que debemos destacar en este punto es el sindicalismo, lo
cual nos retrotrae nuevamente a la fundación del IPSP, momento en que el sindicalismo
cobista recibe quizás el primer revés histórico: los campesinos, cansados del sindicalismo
clientelar y pactista que representaba la COB, organizan una nueva coordinadora de sin-
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dicatos –eso ha sido y es el IPSP– con fines emancipato-
rios. El IPSP, y luego el MAS, asimilan la disciplina sindical
y un sinnúmero de simbolismos de la vieja COB, pero
para emplearlos en un proyecto de auto-representación
política. No es que aquí consideremos que el sindicalismo
sea una ideología, sino que el MAS la recupera como dis-
ciplina de organización y movilización efectiva en su lucha
por asumir el control de los espacios estatales.

Lo interesante de esto es ver cómo a partir de los jirones
del indianismo, lo nacional-popular, el sindicalismo y el
marxismo, Evo Morales ha podido convertir al MAS en una
maquinaria de poder que en esos años llegó a controlar el
Estado para, desde ahí, atreverse a emprender la cons-
trucción de un modelo postneoliberal, quizás el único
serio en Latinoamérica.

Eso hace del evismo un proyecto de potencial irradiación
continental y mundial. La experiencia que hoy vivimos en
Bolivia replantea todo el debate en torno a la lucha por el
poder que hasta hoy estuvo en manos del marxismo y el
neomarxismo. La disyuntiva irresoluble –si formamos par-
tido de cuadros o partido de masas, si el poder se toma o
se construye desde abajo– es planteada por el evismo de
forma teórica en sus estrategias de lucha, pero a la vez va
siendo resuelta. En sentido estricto, este es el único ejem-
plo en todo el mundo en que los movimientos sociales
han llegado a tomar el Estado.

El debate socialista de principios de siglo XX fue: ¿creamos
sindicatos, o partidos? Al final, se crearon sindicatos que
fueron negociados por los partidos. De manera parecida,
los autonomistas –con Toni Negri a la cabeza– siguen hoy
debatiendo desde la resistencia sobre si el poder se cons-
truye o se toma, cuando ese debate esta siendo enfrenta-
do de forma práctica por el gobierno de Evo Morales. El
evismo es una propuesta que tiene muchas cosas que
decir a nivel mundial –dialoga con el zapatismo a su
manera, dialoga con el autonomismo, dialoga con todos
los movimientos mundiales y planetarios– y va más allá
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de ellos, porque lo hace desde el punto de vista de quien ha llegado a las estructuras de
poder y está tratando de dominarlas.

¿¿EEll eevviissmmoo eess llaa rreevvoolluucciióónn?? 

Los movimientos sociales radicales, que cuentan con una representación política mínima
o nula, quieren entender al MAS como un movimiento plenamente reformista y no revo-
lucionario. Pero hay que considerar por lo menos dos formas de revolución: la social, que
combina estructuras y modos de producción, y la política, que abre espacios de repre-
sentación. Ambas tienen efectos económicos concretos. En el caso del evismo, estaría-
mos ante una revolución política que tiene su impacto en el ámbito económico, pero no
de manera estrictamente radical. El propio Evo Morales ha conceptualizado al proceso
que encabeza como una revolución democrática cultural o revolución democrática des-
colonizadora, que modifica las estructuras de poder, modifica la composición de las eli-
tes del poder y los derechos, y con eso las instituciones del Estado, y eso tiene un efec-
to en la propia estructura económica, porque toda ampliación de derechos significa la
redistribución de la riqueza.

EEll ffuuttuurroo ddeell eevviissmmoo

Comenzamos este artículo mencionando que el evismo es una estrategia de poder en
plena construcción. Valdría la pena precisar también que propuestas como estas han
estado presentes en diferentes momentos de la vida política de la nación. El movimien-
to indígena se ha abierto varias veces al “diálogo” con los otros sectores y cuerpos socia-
les que constituían una posible nación: Katari y la propuesta de ayllu de blancos, Zárate
Willka al luchar contra los conservadores junto a los federales… Pero estas estrategias de
apertura de diálogo duran poco tiempo, esa es la estrategia de la historia, porque viene
la traición de los mestizos, la traición de las clases medias, que rompen esas estrategias
de diálogo y obligan a una confrontación brutal a muerte entre indios y blancos. 

En el fondo, el evismo –no precisamente Evo– es el tercer gran intento histórico de los
pueblos indígenas por establecer una lucha por el poder que lo redistribuya, compar-
tiendo el acceso al mismo con los sectores no indígenas.

Su duración habrá de depender en gran medida de las clases medias. En la época de Katari,
hay un período de dos meses de diálogo y luego rompen los mestizos, se pasan al bando
de los españoles y entonces ahí se declara la guerra a muerte. Lo mismo sucedió con Wilka,
que después de servir a los fines de las oligarquías paceñas es traicionado y asesinado. 
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Y aunque este evismo se construye hoy con otras virtualidades y en un escenario en el
que las elites blancas –a excepción del Oriente– han aceptado anticipadamente su
derrota, habría que trabajar arduamente para evitar que asistamos a una repetición trági-
ca de la historia. 

NNoottaa

1 Este artículo fue publicado por primera vez en El Juguete Rabioso 2006 (La Paz: EJR)
Año V, Nº 150, abril. Agradecemos especialmente al autor por permitirnos su reproducción,
así como a Lourdes Montero por habernos facilitado su inclusión en el presente número
del OSAL.
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Evo Morales

e a Democracia

Boaventura de Sousa Santos*

Pela terceira vez na história do país (1937, 1969, 2006),
a Bolívia acaba de decretar a nacionalização dos seus
recursos naturais. A medida terá, para já, um impacto
económico significativo apenas no caso do gás natural,
de que a Bolívia detém as segundas maiores reservas
do continente. Qualquer democrata que se preze –ou
seja, alguém para quem a democracia deve ser levada a
sério, sob pena de ser descredibilizada e sucumbir
facilmente a aventuras autoritárias– deverá saudar esta
medida. Por três razões principais. 

Em primeiro lugar, porque ela foi uma das promessas
eleitorais que levaram ao poder o Presidente Evo Morales.
Se as promessas eleitorais não forem cumpridas, o que
tem vindo a ser recorrente no continente, a democracia
representativa deixará a prazo de ter qualquer sentido.
Acontece que, neste caso, o não cumprimento da
promessa eleitoral seria particularmente grave porque os
bolivianos mostraram de forma eloquente (com o
sacrifício da própria vida) em várias ocasiões nos últimos
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anos a sua determinação em porem fim à pilhagem dos
seus recursos: os protestos massivos entre 2000 e 2005,
que levaram à demissão de dois presidentes e
culminaram com o referendo vinculante de Julho de
2005, em que 89% dos participantes se pronunciou a
favor da nacionalização dos hidrocarbonetos. 

A segunda razão para saudar esta medida é que se a
democracia não é sustentável para além de certo limite
de exclusão social, podemos dizer que a Bolívia está
próximo desse limite, já que cerca de metade da
população vive com menos de um euro e meio por dia. O
empobrecimento agravou-se nas duas últimas décadas
com o neoliberalismo, cujo cerco à sobrevivência do país
não cessa de se apertar. Com a recente assinatura dos
tratados bilaterais de livre comércio dos EUA com a
Colômbia e o Peru, a exportação de produtos agrícolas
(sobretudo soja) para os países vizinhos terminará. É
certo que a nacionalização não basta, porque se bastasse
as nacionalizações anteriores teriam resolvido os
problemas do país. Deve ser complementada com uma
política progressista de redistribuição social e de
investimento na saúde, na educação, nas infraestruturas
básicas, na segurança social. Se tal complementaridade
ocorrer, o contexto para a nacionalização não podia ser
melhor, dado o aumento do preço dos recursos
energéticos. Neste domínio, a democracia e a justiça
social têm outro ponto de contacto: é moralmente
repugnante que as empresas energéticas colham frutos
fabulosos –a vender o barril de petróleo acima de 70
dólares com base em contratos de exploração em que o
preço de referência é muito inferior a 20 dólares–
enquanto o povo morre de fome e de doenças curáveis. 

A terceira razão para saudar o decreto do Presidente
Morales é que esta nacionalização é muito moderada
(não envolve expropriação) e visa repor a segurança
jurídica, que deve ser um dos pilares da democracia. As
privatizações da década de 1990, além de terem sido
ruinosas para o país, foram ilegais, como acabam de
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declarar os tribunais, já que os contratos de exploração não foram aprovados pelo poder
legislativo, como manda a Constituição. Em termos jurídicos, a nacionalização é condição
mínima para que o governo da Bolívia possa renegociar os contratos com as empresas
energéticas de modo mais justo, a fim de que estas renunciem aos seus superlucros
(não aos seus lucros) para que o povo empobrecido possa viver um pouco melhor. 

Perante a força destas razões, cabe perguntar pelo porquê da reacção hostil dos países
muito mais ricos e aparentemente muito mais democráticos que a Bolívia. ¿Será que
quando a democracia interfere com os nossos negócios são estes que prevalecem?
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El nacionalismo indígena

en el poder

Pablo Stefanoni*

El triunfo electoral de Evo Morales Ayma el 18 de
diciembre de 2005 dio inicio a una profunda reconfigu-
ración del bloque sociopolítico gobernante. Mediante la
combinación de formas de lucha institucionales y extra-
institucionales, el movimiento indígena-popular logró, a
través de su instrumento político, desplazar a las elites
neoliberales que monopolizaron el poder y la palabra
en las últimas dos décadas, e inaugurar una nueva
hegemonía indígena-popular. Para ello contó con una
legitimidad político-electoral sin precedentes: la mayo-
ría absoluta de los votos (53,7%). Desde la restauración
de la democracia en 1982, ningún partido llegó al
gobierno por la sola fuerza del voto popular sin acudir a
poco transparentes pactos políticos en el Parlamento
para habilitar mayorías que la ciudadanía no había con-
validado en las urnas1.

La tesis central de este artículo es que Bolivia se encuentra
inmersa en un nuevo ciclo nacionalista, en un entronque
histórico con el nacionalismo militar de las décadas del
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treinta y cuarenta, con la Revolución Nacional de 1952 y con el breve ciclo de nacionalis-
mo obrero-militar de la década del setenta, una de cuyas expresiones fue la Asamblea
Popular durante el corto gobierno del general Juan José Torres (1970-1971). Sin embar-
go, a diferencia de las experiencias anteriores, este nuevo nacionalismo plebeyo no es arti-
culado por las Fuerzas Armadas ni por las clases medias urbanas, sino por las masas indí-
geno-mestizas que han recuperado parcialmente los clivajes propios del viejo nacionalis-
mo boliviano (lucha entre la nación y la anti-nación, anti-imperialismo y demanda de
nacionalización de la economía y del Estado), pero incorporando un novedoso compo-
nente étnico-cultural y de auto-representación social en la construcción de una identidad
colectiva popular atravesada por múltiples identificaciones sindical-corporativas. 

¿¿UUnn ggoobbiieerrnnoo ddee llooss mmoovviimmiieennttooss ssoocciiaalleess??

La experiencia político-estatal del Movimiento al Socialismo-Instrumento Político por la
Soberanía de los Pueblos (MAS-IPSP) plantea nuevos desafíos analíticos acerca de sus
posibilidades democratizadoras y su capacidad para potenciar procesos de empodera-
miento social y construcción de poder “desde abajo”. A la luz de los primeros pasos
del gobierno del MAS, ¿puede hablarse de un gobierno de los movimientos sociales?
Los primeros meses de gestión parecen avalar una respuesta en parte positiva y en
parte negativa.

Por un lado, la fragmentación actual de los movimientos sociales y los conflictos internos
al interior del MAS-IPSP han potenciado un modelo ultra-centralizado de toma de deci-
siones corporizado en Evo Morales. Por el otro, las determinaciones gubernamentales
son consultadas con las direcciones de los principales movimientos sociales del país. La
dificultad reside, en todo caso, en que los movimientos sociales están lejos de la imagen
idealizada que ha construido una frontera ilusoria entre lo político y lo social, y muchas
de las organizaciones “realmente existentes” conciben a la política más como “clientelis-
mo popular” –es decir, como acceso prebendal a las estructuras estatales– que en su
dimensión emancipatoria.

En un contexto en el que la identidad de los actores políticos y sociales tiene un fuerte
componente corporativo, el momento de la universalidad –la visión de conjunto– recae
en Evo Morales, quien intenta consolidar al pueblo como sujeto político por encima de la
multiplicidad visualizada por los teóricos de la multitud, en una operación similar a la des-
cripta por Ernesto Laclau en sus análisis de las formas articulatorias populistas, basadas
en la equivalencia contingente de un conjunto de demandas populares (Laclau, 2005).
El formato del liderazgo de Evo Morales toma mucho de la figura del líder carismático
(muchos hablan ya del evismo2), y no resulta claro hasta el momento cómo garantizar

O
SA

L3
8

AN
ÁL

IS
IS

[E
L

NA
CI

O
NA

LI
SM

O
IN

DÍ
G

EN
A

EN
EL

PO
D

ER
]



un mayor debate público y la participación social en un proceso de democratización
desde abajo que desde el gobierno se percibe y promueve como una “revolución demo-
crática y cultural”. Ello puede visualizarse en la apatía social que acompaña a la convoca-
toria a la Asamblea Constituyente que será elegida el 2 de julio de 2006, principal con-
signa de los movimientos sociales en los últimos años, concebida como espacio para
debatir y concretar la refundación de Bolivia dejando atrás el colonialismo interno y
nacionalizando efectivamente al Estado boliviano. Hay hoy una clara delegación del
poder en el Ejecutivo: “si ya somos gobierno para qué queremos la Asamblea
Constituyente”, dice una frase escuchada en estos días entre los movimientos sociales.
Desde el propio gobierno no se percibe a la Constituyente como “poder constituyente
de la multitud”, con independencia del Estado, sino como una instancia de “constitucio-
nalización” de los cambios en marcha, como la recuperación de los recursos naturales.
En este sentido, está presente la experiencia venezolana: transformar la actual iniciativa
política de la izquierda nacionalista en una hegemonía de largo aliento.
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Pese a estas observaciones, no se debe perder de vista
que, a diferencia del populismo clásico, en el que la rela-
ción entre el líder y las masas es directa (o al menos se
presenta como tal), el liderazgo de Morales está mediado
por una multiplicidad de organizaciones corporativas y
movimientos sociales ante los cuales debe rendir cuentas,
en una versión boliviana del “mandar obedeciendo” de
los zapatistas mexicanos. 

Tampoco resulta un dato menor que Morales haya decidi-
do aceptar su reelección como presidente de las seis
federaciones cocaleras del Chapare “para no quebrar los
lazos con los movimientos sociales que parieron al instru-
mento político”. En momentos considerados importantes,
Evo Morales baja a las bases para retomar la relación cara
a cara que define y revalida su liderazgo, en un contexto
de modernización incompleta, vinculada al desarrollo
trunco del proceso de industrialización operado en Bolivia;
los viajes diarios de Evo Morales a congresos sindicales o
reuniones campesinas e indígenas tienen la función de
renovar y fortalecer este vínculo carismático. En este
ámbito, Morales cuenta con un alto grado de autoridad,
pero no con un cheque en blanco que le permita autono-
mizarse de los movimientos sindicales que dieron origen
al “instrumento político”, y eso puede verse en cada
ampliado del MAS en el que el presidente boliviano sigue
con atención las propuestas de sus bases. 

Un dato a tener en cuenta es que las líneas ideológicas
en este partido de sindicatos no se expresan como
corrientes internas sino como posiciones “personales” de
sus dirigentes, y es sintomático que en los congresos
masistas cada delegado exponga su posición sin polemi-
zar con las otras y no se desarrolle un verdadero debate
político-ideológico.

Este tipo de articulación política no está exento de tensio-
nes: ¿qué pasa cuando un movimiento social decide
medidas de fuerza contra el “gobierno de los movimien-
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tos sociales”? Hasta ahora el gobierno se mostró firme tanto frente a los reclamos sindi-
cales como ante conflictos de carácter empresarial, y ha manifestado la necesidad de
defender los intereses del Estado frente a los variados intereses sectoriales expresados
en los múltiples particularismos, vinculados en gran medida a la captación de una parte
de la renta proveniente de los recursos naturales. Por ello, algunos análisis liberales
hablan de una mentalidad rentista que atraviesa la historia de Bolivia, y que hoy se reac-
tualizaría en las expectativas de despegue nacional que genera la nacionalización de los
hidrocarburos (Molina, 2006).

El corporativismo –y, siguiendo a Antonio Gramsci, las tendencias conservadoras del
campo popular– es una de las dificultades presentes en la consolidación del actual pro-
ceso de cambio como proceso contrahegemónico. Estas se presentan también en la difí-
cil articulación, sinuosa y no exenta de tensiones, entre el movimiento social emergente
y los intelectuales. En ausencia de estructuras institucionales que permitan articular a los
técnicos con las organizaciones sociales, esta tarea recae en el liderazgo del propio Evo
Morales, quien corrientemente considera a sus intuiciones como tanto o más válidas que
los sofisticados análisis intelectualizados. Y en gran medida la historia reciente parece
darle la razón: la estrategia que lo llevó al Palacio Quemado no fue una elaboración teó-
rica, sino una sucesión de decisiones guiadas por la razón práctica adquirida en las trin-
cheras del sindicalismo campesino. 

El desafío del gobierno de la izquierda indígena es convertir estas intuiciones en una efi-
caz gestión con la capacidad para reconstruir el Estado y transformar las condiciones
materiales de vida de los bolivianos, principal demanda de la sociedad. 

LLaa nnaacciioonnaalliizzaacciióónn ddee llooss hhiiddrrooccaarrbbuurrooss

El 1º de mayo de 2006, a dos días de cumplir los 100 días de gobierno, el presidente
boliviano tomó la medida más esperada por los movimientos sociales que conforman la
base del Movimiento del MAS-IPSP: la nacionalización de los hidrocarburos. Lejos de la
nacionalización “light” pronosticada por sus críticos de izquierda3, el mandatario boliviano
optó por un decreto duro, militarizó los campos petroleros y proclamó el control estatal del
negocio hidrocarburífero en el país. El decreto 28.701, denominado “Héroes del Chaco”
en referencia a la cruenta guerra contra Paraguay (1932-1935), restituye al Estado la pro-
piedad, la posesión y el control total y absoluto del gas y el petróleo. A partir de la fecha
de la firma del decreto las petroleras están obligadas a entregar al Estado toda su produc-
ción, que será comercializada por Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB), la
empresa estatal. Esta determinará las condiciones de venta (precios y volúmenes) tanto
en el mercado interno como externo. Además, las empresas deberán firmar, en un lapso
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de 180 días, nuevos contratos acordes con el nuevo armazón legal nacionalizador. En
caso de resistencia, YPFB tomará a su cargo la operación de sus campos. 

El Estado retomó también la mayoría de las acciones en las empresas capitalizadas (pri-
vatizadas) en la década del noventa mediante la recuperación de las acciones de los ciu-
dadanos en manos de las administradoras de fondos de pensión (AFPs)4 y, según el
decreto, se nacionalizarán las acciones necesarias para garantizar el control estatal de por
lo menos el 50% + 1 de las acciones de refinerías, ductos y centros de almacenaje. 

Asimismo, hubo fuertes cambios impositivos: los campos que produjeron en promedio
más de 100 millones de pies cúbicos diarios de gas en 2005, Sábalo y San Alberto,
pagarán una combinación de impuestos, regalías y participaciones de 82%, que deberá
incorporarse a los nuevos contratos5.

En los últimos años, dos gobiernos fueron expulsados del poder por la demanda de
nacionalización del gas y el petróleo. Gonzalo Sánchez de Lozada intentó exportar el
compuesto energético por puertos de Chile –país que durante la guerra del Pacífico,
entre 1879 y 1886, se apropió del litoral marítimo boliviano– y provocó una asonada
popular con un saldo de más de 60 muertos y 400 heridos. Su sucesor, Carlos Mesa,
intentó un fatal equilibrio entre las petroleras y los movimientos sociales, con una actitud
dubitativa que favoreció la radicalización social y su propia caída. 
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Hoy, los sectores populares se entusiasman con la posibilidad de un despegue econó-
mico de este país históricamente postergado, cuyos recursos naturales terminaron siem-
pre en manos de pequeñas elites aliadas al capital extranjero. Los riesgos políticos y eco-
nómicos no son pocos. Uno de los ejes de conflicto es con Brasil, ya que Petrobras, que
controla el 46% de las reservas probadas y probables de gas de Bolivia y el 39,5% de
sus reservas de petróleo, es la principal empresa petrolera afincada en Bolivia. El gobier-
no de Lula –quien se enteró por la prensa de la nacionalización, a diferencia de Hugo
Chávez y Fidel Castro, que lo habrían sabido dos días antes– combinó gestos de disten-
sión con anuncios de independencia energética de Brasil para dejar de depender del gas
boliviano. Según versiones de la prensa, en la cancillería brasileña existe preocupación
ante el incremento de la influencia venezolana en este país andino-amazónico. Los
recientes acuerdos en torno a la Alternativa Bolivariana para las Américas (ALBA) y el
Tratado de Comercio de los Pueblos (TCP) están conformando un bloque entre Bolivia,
Cuba y Venezuela que está reconfigurando el mapa sociopolítico de la región, a lo que se
suma la crisis de los dos bloques más importantes de Sudamérica: la Comunidad Andina
de Naciones (CAN) y el Mercado Común del Sur (MERCOSUR).

La escenificación de la nacionalización mediante la ocupación militar de los pozos petro-
leros ha puesto de relieve los vínculos del nuevo nacionalismo indígena con el viejo
nacionalismo boliviano. Evo Morales se propone un renovado pacto militar-campesino,
esta vez no como un instrumento de las Fuerzas Armadas para cooptar al campesinado,
como lo fue el impulsado por el general René Barrientos después del golpe de 1964
(Soto, 1994), sino articulado desde un gobierno indígena-popular que incorpore a las
FF.AA. al actual proceso nacionalista.

El devenir del proceso político boliviano desde la crisis de octubre de 2003 ha dejado en
claro que las corrientes socialistas resultan minoritarias y marginales; que la mayoría de los
movimientos sociales promueve una perspectiva de reformas en el marco del “capitalis-
mo de Estado”6; y que luego de cada crisis se produce un repliegue defensivo hacia lo sin-
dical-corporativo. En ese contexto, el actual gobierno está promoviendo un “reformismo
con reformas” que contrasta con otras experiencias de izquierda o centroizquierda en la
región, y ensayando los primeros pasos para poner en marcha un proyecto posneoliberal. 
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García Linera, Álvaro 2006a “El Evismo. Lo nacional y popular en acción” en El Juguete
Rabioso (La Paz) Año 5, Nº 150, abril.

García Linera, Álvaro 2006b “El capitalismo andino-amazónico” en Le Monde
diplomatique, Edición Cono Sur, Nº 79, enero.

NNoottaass

1 En Bolivia, si ninguna fórmula obtiene más del 50% de los votos, el presidente es elegi-
do entre los dos binomios más votados por el Congreso, reunido en Asamblea Legislativa.

2 Ver García Linera, 2006a (N. del D.: puede consultarse dicho artículo en el presente
número del OSAL). 

3 Una de las ideas predominantes era que la nacionalización iba a ser solamente “cosmé-
tica” y mediática. 

4 Se trata de Chaco (Panamerican Energy, controlada por British Petroleum), Andina
(Repsol-YPF) y Transredes (Shell). De las políticas de privatización aplicadas durante el pri-
mer gobierno de Sánchez de Lozada (1993-1997) surgieron diez empresas “capitalizadas”.
La operación entregó el 50% de las acciones de las empresas estatales a sus “socios” capi-
talizadores, mientras el resto del paquete accionario se dividía entre los trabajadores (2%)
y “los ciudadanos bolivianos” (48%). Las AFPs eran las encargadas de administrar las
acciones de ese conjunto difuso de propietarios a través del denominado Fondo de
Capitalización Colectiva (FCC) y de representar a los bolivianos en el directorio de las
empresas. Con los dividendos del FCC se pagaba la pensión denominada Bonosol a los
bolivianos mayores de 65 años, que ahora pagará YPFB.

5 Ver decreto de nacionalización en Agencia Abi, 
<www.comunica.gov.bo/index.php?i=decretos>

6 El vicepresidente Álvaro García Linera ha propuesto la fórmula de “capitalismo andino-
amazónico” para diferenciar su proyecto del anterior nacionalismo revolucionario de los
años cincuenta (García Linera, 2006b). 

O
SA

L4
4

AN
ÁL

IS
IS

[E
L

NA
CI

O
NA

LI
SM

O
IN

DÍ
G

EN
A

EN
EL

PO
D

ER
]



Hacia una caracterización 

del gobierno 

de Evo Morales

Lorgio Orellana Aillón*

El propósito del presente artículo es identificar el lugar
del gobierno del Movimiento al Socialismo (MAS) en
el contexto de las luchas nacionalistas contra las
empresas transnacionales que han sacudido a Bolivia
durante los últimos seis años. En este sentido, nuestro
artículo es una tentativa de caracterización que propo-
ne algunas hipótesis sobre la naturaleza y la orienta-
ción políticas del mandato de Evo Morales.

NNaattuurraalleezzaa ddeell ggoobbiieerrnnoo ddeell MMAASS

Mientras que los gobiernos neoliberales se sustentaron en
la atomización de las luchas sociales, el nuevo gobierno
ha emergido de la propia movilización social. Desde esta
perspectiva, sería irreflexivo indicar que el MAS “es la
misma cosa” que los gobiernos neoliberales anteriores;
sin embargo, tampoco estaría mejor ubicado quien dijera
que los masistas son revolucionarios.
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Los nuevos gobernantes del MAS comparten con sus oponentes neoliberales el mismo
respeto por la propiedad privada y por las instituciones del Estado capitalista; como los
gobiernos anteriores, incentivan la inversión extranjera, promueven la seguridad jurídica y
trabajan en sociedad con las empresas transnacionales (MAS-IPSP, 2005: 17). En una
conferencia de prensa de enero de 2006, Evo Morales, junto al presidente Kirchner de
Argentina, fue enfático al respecto: “En nuestro Gobierno no sólo vamos a respetar la
propiedad privada. Vamos a garantizar que los inversionistas privados puedan recuperar
la inversión. Y también tienen derecho a las ganancias” (Clarín, 2006). El MAS comparte
con los anteriores funcionarios del Estado el mismo respeto por las estructuras funda-
mentales del capitalismo.

A diferencia de los combatientes de las jornadas de mayo y junio de 2005, que pelea-
ban por la nacionalización sin indemnización de los hidrocarburos –lo cual en El Alto sig-
nificaba la expropiación de las compañías petroleras–, los masistas se proclaman defen-
sores de la propiedad privada, los promotores de una “nacionalización responsable” (ver
MAS-IPSP, 2005) que, como Evo Morales lo ha puesto de relieve en varias ocasiones, no
significa expropiación. 

¿Qué es entonces lo nuevo de este gobierno con respecto a los neoliberales de antaño?
Ciertamente, la composición de clase de su movimiento y de su dirección política, la
orientación ideológica de sus propuestas, y las reformas que se propone implementar.
Para empezar, mientras que los dirigentes neoliberales representan los intereses del
capital monopolista en la economía boliviana, el nuevo gobierno proviene de un espec-
tro social distinto. El gabinete ministerial es la expresión política de una capa social parti-
cular, situada entre las clases populares que derribaron gobiernos neoliberales durante
los últimos cinco años y las oligarquías locales articuladas al imperialismo. Una mirada a
las declaraciones de bienes de los actuales miembros del gabinete ministerial y del pro-
pio presidente puede ayudarnos a constatar que, si bien su extracción social es predo-
minantemente campesina, minera, artesanal o de otro origen humilde, en la mayoría de
los casos su patrimonio actual asciende a una suma superior a los 50 mil dólares (ver El
Juguete Rabioso, 2006: 13), condición que los aproxima más a las capas medias, cuyo
modo de vida es relativamente holgado en un país como Bolivia.

Si a ello sumamos la preeminencia de intelectuales de clases medias en las carteras
ministeriales del área política y económica y en los vice-ministerios, por su composición
social el nuevo gobierno es básicamente la expresión de las capas medias urbanas y
rurales. Aunque el gabinete ministerial tiene en sus filas a dirigentes campesinos, artesa-
nos o mineros, estos proceden mayormente de estratos relativamente privilegiados en
relación a las clases subalternas del campo y la ciudad.
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Por su condición social, creemos correcto caracterizar a los
miembros del nuevo gobierno, predominantemente,
como expresión de capas sociales de la pequeña burgue-
sía, cuyos orígenes en muchos casos los asemejan a las
clases sociales explotadas y oprimidas del campo y la ciu-
dad, pero cuya condición social actual los diferencia consi-
derablemente de ellas. 

Sin embargo, el nuevo gobierno no sería el representante
de un imponente movimiento popular si no interpelara
ideológicamente, en su programa de reformas, a sectores
más vastos que el de la pequeña burguesía, dándole a
esta interpelación su propio sello de clase. Los sujetos
sociales principales invocados por el programa masista
son la microempresa y la pequeña producción (MAS-
IPSP, 2005: 6). Tanto la composición social como el pro-
grama de esta organización política expresan, y se dirigen
a, esa gigantesca masa de productores de las pequeñas
unidades de producción de la ciudad de El Alto, las coo-
perativas mineras de Potosí y Oruro, los campesinos, los
gremios y las comunidades indígenas: clases y grupos
sociales oprimidos que han sido la base de las moviliza-
ciones de los últimos cinco años, simbólicamente repre-
sentados por el gabinete ministerial del nuevo gobierno.

Ideológicamente, la noción de desarrollar un “capitalismo
andino-amazónico” (García Linera, 2006), de industrializar
el país, y en consecuencia de fomentar una burguesía
andina y amazónica, lo cual en Bolivia equivaldría a decir
una burguesía nacional, se dirige hacia dichas fracciones
de clase. Tal consigna resignifica de modo capitalista, nacio-
nal e indígena las expectativas de una heterogeneidad de
sectores medios, campesinos pobres, pequeños propieta-
rios de las ciudades y comunidades indígenas, a quienes
se busca fortalecer con la ayuda de un Estado fuerte lla-
mado a redistribuir una mayor parte del excedente que
hoy es controlado por las empresas transnacionales. La
tesis del “capitalismo andino-amazónico” actualiza aquella
antigua narrativa burguesa que promovía la transformación
del pequeño productor en capitalista y la transformación
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de una sociedad de pequeños productores en una sociedad capitalista, ideas ciertamente
legitimadas por un fuerte discurso indigenista de identidad cultural que se ha convertido
en el distintivo de lo nacional y lo popular en Bolivia durante los últimos años.

El programa del MAS apunta a la industrialización de los recursos naturales, al desarrollo
del mercado interno, a un cambio del “patrón de desarrollo” centrado en la producción y
exportación de materias primas por otro centrado en productos industriales. Busca “aca-
bar con el Estado colonial” y democratizarlo por medio de una Asamblea Constituyente,
para generar igualdad jurídica entre los distintos grupos étnicos y sociales y conquistar la
soberanía política (MAS-IPSP, 2005). 

Las luchas indígenas por la inclusión política y la soberanía de los pueblos son cierta-
mente reivindicaciones democráticas incorporadas en el discurso del MAS, y que en la
letra recogen las aspiraciones de las movilizaciones nacionalistas y de reivindicación étni-
ca-cultural de los últimos cinco años.

Mientras que los antiguos gobiernos neoliberales eran los administradores de un Estado
oligárquico y antidemocrático, las reformas democráticas planteadas por los dirigentes
del MAS conllevan –sea esta o no su intencionalidad– la creación de un Estado y una
sociedad capitalista modernos. La tesis según la cual el nuevo gobierno propugna la
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democratización del Estado debe ser precisada, indicando que se trata, intencionada-
mente o no, de una democratización limitadamente burguesa del Estado: un esfuerzo
por la instauración de la igualdad formal (la eliminación de la discriminación racial); por
la ciudadanización de los indígenas, es decir, su inclusión política; por la expansión del
mercado interno, el desarrollo del capitalismo, y la instauración de una democracia libe-
ral y representativa hasta hoy inexistente en Bolivia, pese a las liturgias electorales de los
últimos veinticuatro años.

No obstante sus propias particularidades, mística y ritualismo indígena, pensamos que es
correcto, a partir de las referencias que hemos ido aportando, caracterizar al nuevo
gobierno como un movimiento social y político reformista de carácter democrático bur-
gués, que se desarrolla en la era del capitalismo monopolista y de la dominación impe-
rialista, contexto que es su condición de posibilidad pero también el límite de su propio
desarrollo. Es su condición de posibilidad, pues la efervescencia social que posibilitó el
ascenso al gobierno de Evo Morales estuvo dada por las luchas antiimperialistas encara-
das por las clases y capas populares del país durante los últimos cinco años, emergentes
de la contradicción entre la proliferación de la pequeña unidad económica y la expansión
del capital monopolista en Bolivia. Es el principal obstáculo, pues el gobierno de Evo
Morales se ha propuesto desarrollar la pequeña producción y reconstruir la soberanía
nacional colaborando con el imperialismo, es decir, con la propia negación del desarrollo
nacional y de las posibilidades de una burguesía andino-amazónica.

EEll ppooppuulliissmmoo ddeell MMAASS

Los elementos aportados indican que el programa ideológico y de reformas propues-
to por el MAS hacen de él una opción más inofensiva que el populismo de los años
cincuenta. Mientras que el nacionalismo del ‘52 propugnaba una alianza de clases
contra el imperialismo y la rosca1, los nuevos gobernantes del MAS empezaron su ges-
tión pidiendo el respaldo financiero de la “comunidad internacional” y el beneplácito
de la oligarquía cruceña, para cuyas exportaciones bregan por nuevos mercados. Atrás
quedó la época en la que el MAS promovía la ocupación de tierras en los latifundios
del Oriente boliviano.

Morales inicia su gobierno planteando una franca sociedad entre el Estado, los peque-
ños y grandes propietarios locales, y las empresas transnacionales. En ello consiste su
“nuevo patrón de desarrollo”, en el que “las relaciones entre empresa estatal, privada
nacional y extranjera, así como las asociaciones de productores del campo y la ciudad,
se conciben como complementarias” (ver MAS-IPSP, 2005: 17). La diferencia principal
con la alianza de clases del MNR del ‘52 es que la complementariedad invocada por
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el MAS incluye a la empresa extranjera. Los nuevos
gobernantes son prisioneros de aquella antigua ilusión
populista de que se puede gobernar para los pobres sin
perjudicar a los ricos. 

No obstante el largo siglo que los separa, los ideólogos
del “capitalismo andino” llevan el mismo signo de aque-
llas clases medias reformistas enfrentadas al Estado oligár-
quico latinoamericano de principios del siglo XX, de quie-
nes Cueva dijera: “La influencia de tales capas suple, en
gran medida, la debilidad o ausencia de un proyecto
industrializador proveniente de la fracción burguesa
correspondiente, pero lo hace con las mismas vacilacio-
nes y limitaciones de dicha fracción, o sea, con igual
temor de resquebrajar el principal mecanismo establecido
de acumulación” (Cueva, 1982: 162).

Como en el caso de los gobiernos anteriores, la inversión
de las empresas extranjeras y la “ayuda de la comunidad
internacional” –es decir, de las agencias del capital finan-
ciero transnacional– son ciertamente esenciales en la
visión de los nuevos gobernantes del MAS (MAS-IPSP,
2005). Los constructores del “nuevo Estado” comparten
con los antiguos gerentes del Estado oligárquico la misma
actitud no sólo con relación a las estructuras fundamenta-
les del capitalismo (defensa de la propiedad privada,
fomento a las inversiones, seguridad jurídica, etc.), sino
también con relación a ciertas instituciones y principios
sagrados del neoliberalismo como el respeto a la estabili-
dad macroeconómica, el control del déficit fiscal, los bajos
salarios, el control de la inflación y el mantener la apertura
irrestricta de la economía al comercio exterior. 

Las diferencias ideológicas existentes entre el MNR y el
MAS ciertamente se sustentan en condiciones objetivas
distintas. Mientras que el gobierno del MNR ascendió al
poder como producto de una revolución social, es decir,
una transformación radical de la estructura del Estado y de
las clases sociales, el MAS llegó al gobierno en 2006 sin
haber derrocado al antiguo poder oligárquico, que pervive
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en las estructuras del Estado y controla, junto a las denominadas agencias de coopera-
ción y las transnacionales, las palancas fundamentales de la economía. Pero además,
mientras que la revolución de 1952 derrocó a la rosca y expropió a los grandes empre-
sarios mineros, la “revolución democrática” del MAS consiste en buscar una convivencia
pacífica con el antiguo poder.

Así, las condiciones objetivas y subjetivas de este movimiento reformista para llevar ade-
lante tareas democrático-burguesas son más desventajosas que las existentes en 1952.
En los marcos del capitalismo, las posibilidades de la concretización de un proyecto refor-
mista de corte democrático en Bolivia, son menores que las de un franco proceso de res-
tauración oligárquica dentro de la misma estructura del Estado y la frustración de las tare-
as democráticas; destino comparable con el de la Revolución Nacional de 1952 que, en
palabras de Agustín Cueva, devino “una revolución democrático burguesa abortada”
(Cueva 1982: 196).

El ascenso del nuevo gobierno, entonces, no indica una superación del neoliberalismo,
sino la renovación de gerentes estatales que ahora procuran revisar las funciones regula-
torias y redistributivas del Estado en el proceso de reproducción del capital monopolista,
situado en el sector primario exportador, sin transformar estas funciones ni las bases eco-
nómico-sociales en que se fundamentan: el control privado y transnacional sobre las
principales condiciones objetivas de la producción. 

PPeerrssppeeccttiivvaass ddeell nnuueevvoo ggoobbiieerrnnoo

Finalmente, es necesario situar la victoria del MAS en el contexto de la crisis política de
los últimos años y plantear algunos posibles escenarios sobre las perspectivas del régi-
men de acumulación neoliberal en Bolivia. Dada la composición social, ideología y base
social del nuevo gobierno, así como el programa de reformas que este se propone reali-
zar, es razonable pensar, como en algún momento lo hiciera René Zavaleta Mercado
(1990) en relación con el Estado del ´52, que este movimiento posibilite la recuperación
de la autonomía relativa del Estado respecto del imperialismo y la oligarquía, resolviendo
la crisis política de los últimos años: es decir, la contradicción entre las funciones de legi-
timación y acumulación del Estado capitalista. Ello, en efecto, no podrá sustentarse sólo
en las liturgias políticas que han caracterizando al MAS desde su ascenso al gobierno,
sino en un programa serio de reformas que redistribuyan el excedente económico.

La cooptación de dirigentes populares en cargos ministeriales, como es el caso de los
dirigentes de las juntas vecinales de El Alto, la Federación de Cooperativas Mineras y el
sindicato de fabriles, además del decisivo control del MAS en las organizaciones campe-

O
SA

L5
1

[A
ÑO

VI
I N

º 1
9 

EN
ER

O
-A

BR
IL

20
06

]



sinas e indígenas del país, indica la probabilidad de la formación de organizaciones popu-
lares y sindicatos paraestatales, que se constituirían en el sostén fundamental del nuevo
gobierno y en la base de su legitimidad. La perdurabilidad de este proceso, nuevamente,
sólo sería posible si el reformismo del MAS es suficiente como para resolver los proble-
mas materiales concretos de estos sectores; básicamente, las condiciones de reproduc-
ción de la pequeña unidad económica.

La contradicción principal que se plantea desde la perspectiva de la recomposición del
Estado es una lucha por el poder entre el nuevo gobierno, que apunta a reformar el
Estado tomando el control de la Asamblea Constituyente de agosto, y la oligarquía, que
pugna por restablecer su antiguo dominio transfiriendo las palancas principales del poder
a las prefecturas, es decir, a los gobiernos departamentales que han sido ocupados por
las antiguas fuerzas conservadoras. Esta es una lucha básicamente entre la reforma y la
conservación del antiguo poder.

Una de las posibles resoluciones de esa lucha puede definirse por la constitución de un
nuevo pacto social entre la antigua oligarquía, el imperialismo y una nueva burocracia
estatal que, a la vez que garantiza la “paz social”, no inviabilizaría la lógica de acumulación
imperante hasta la fecha. Dicha alternativa no rompería con el régimen de acumulación
imperante, sino que daría oxígeno al ya existente, al realizar ciertas reformas nacionalistas
que redistribuyan el excedente económico proveniente de la explotación de los hidro-
carburos y consoliden la adhesión de las masas al nuevo gobierno por un tiempo más
largo a los lapsos políticos que hemos conocido durante los últimos años. Aunque en el
mediano plazo posibilitaría una relativa estabilidad política, en el largo plazo esta podría
ser una de las vías de la restauración oligárquica, como sucedió con los gobiernos del
MNR post ‘52.

La otra posibilidad es que las bases sociales del MAS recuperen su independencia políti-
ca y presionen a su gobierno y sus direcciones pro-gubernamentales hacia la realización
de reformas cada vez más profundas, como la expropiación de la tierra y de los yaci-
mientos de hidrocarburos, a los latifundistas y a las transnacionales, respectivamente.
Tales exigencias están presentes en el Movimiento sin Tierra (MST) y en las organizacio-
nes populares de la ciudad de El Alto, a través de la demanda de “nacionalización sin
indemnización”, por ejemplo. 

La actualización de una opción radical produciría fisuras cada vez más grandes dentro del
MAS, precipitando al nuevo gobierno a la disyuntiva entre un enfrentamiento abierto y
directo con la oligarquía y el imperialismo y la represión del ala más radical del movi-
miento, proceso que podría reactivar la crisis del actual régimen de acumulación y plan-
tearía nuevamente la posibilidad de su transformación. De la forma en que se resuelvan
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estas contradicciones entre la oligarquía, el imperialismo, el nuevo gobierno del MAS y
las masas populares dependerá el destino del antiguo régimen de acumulación y del
poder político en Bolivia.

Las alternativas históricas oscilan entre prolongar la agonía del neoliberalismo o impulsar
el surgimiento de un nuevo régimen de acumulación, que emergería a partir del control
y la propiedad estatal efectivos sobre los yacimientos hidrocarburíferos, los latifundios,
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los yacimientos mineralógicos y la banca. Mientras el nuevo gobierno garantice el control
privado y transnacional de estas condiciones objetivas de la producción, permanecere-
mos en una etapa intermedia entre lo viejo, que no acaba de perecer, y lo nuevo, que
aún no acaba de nacer: una variante andina de “economía social de mercado” que, si
bien plantea un cierto revisionismo en relación a la ortodoxia neoliberal acompañada de
un discurso que sentencia la sepultura del neoliberalismo, en la práctica no termina de
romper con ella.
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“superestado minero”.
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Bolivia: movimientos sociales,

nacionalización y

Asamblea Constituyente

L. Pablo Cuba Rojas*

IInnttrroodduucccciióónn

Los acontecimientos políticos que se desarrollaron en
Bolivia en los últimos cinco años generaron un conjun-
to de interrogantes frente al surgimiento de nuevos y
complejos problemas en las esferas política, cultural,
social y económica. El proceso actual ha dado lugar a
la presencia de nuevos actores de la sociedad civil que
buscan encaminar sus propuestas y demandas desde
una visión más constructiva para lograr una sociedad
más justa, democrática, igualitaria y sustentable.

Es importante recordar que las tensiones políticas que deri-
varon en un nuevo proceso electoral realizado en diciembre
de 2005 tuvieron como resultado la victoria del Movimiento
al Socialismo (MAS) por más de 53%. Es en ese nuevo
contexto que se ven espacios de participación inspirados no
sólo por reivindicaciones económicas sino en la posibilidad
de una participación más activa en la construcción de un
nuevo orden social a través de la Asamblea Constituyente.
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El resultado de las elecciones, que abarcó no solamente a presidente y vicepresidente, sino
que incluyó al Congreso Nacional y a los prefectos, ha generado un nuevo escenario para
definir mejor en qué marcos institucionales se plantean otros temas que influirán en la ges-
tión pública nacional, regional y municipal, en el proceso de descentralización, y en los pro-
cesos de desarrollo local con participación ciudadana.

Desde antes de las elecciones de 2005 en Bolivia, las expectativas crecieron más rápi-
damente que la economía y que los recursos para satisfacerlas. Ello se debió en parte a
la nueva dinámica de circulación de ideas e imágenes en el mundo, que facilita y esti-
mula la comparación entre unas y otras realidades agudizando la percepción de las desi-
gualdades, y que por tanto ha puesto sobre la mesa los intereses de los grupos de poder
y de los movimientos sociales. 

LLooss hhoommbbrreess yy mmuujjeerreess eenn eell ggoobbiieerrnnoo ddee EEvvoo MMoorraalleess

El nuevo gobierno, encabezado por el líder sindical cocalero Evo Morales, en su discurso
de posesión hizo énfasis en combatir la corrupción y cumplir con la agenda de octubre1.
La composición de su gabinete se conformó con líderes locales ligados a la guerra del gas
y del agua, así como con mujeres líderes de movimientos sociales por la defensa de los
derechos humanos de los más pobres y vulnerables de la sociedad boliviana. 

Así, la actual ministra de Justicia proviene de un movimiento de reivindicación de las
empleadas domésticas, que durante más de cinco años encabezaron movilizaciones
para que el parlamento boliviano aprobara una ley que permita reconocer los derechos
laborales de ese significativo sector. En el Ministerio de Desarrollo Económico, importan-
te cartera de gobierno y muy vinculada con el sector micro empresarial, se posesionó a
una líder local con amplia trayectoria sindical, sobre todo a nivel de las organizaciones
sociales productivas del sur de Bolivia (municipios de Tarija). 

El Ministerio de Hidrocarburos está bajo la responsabilidad de un ex-parlamentario boli-
viano vinculado a un desaparecido partido populista, que en la década del noventa se
convirtió en uno de los partidos-asociación del espectro nacional, como diría Bourdieu
(2001), por el carácter limitado y parcial de sus objetivos y por la composición social
fuertemente diversificada de su clientela (hecha de electores y no de militantes). En su
condición de parlamentario y periodista criticó permanentemente al modelo neoliberal, y
sobre todo a los acuerdos firmados en el marco de la capitalización, principalmente en el
sector de hidrocarburos. Por otra parte, en el Ministerio de Servicios Básicos se designó a
uno de los líderes vecinales de la ciudad de El Alto, donde se desarrollaron los principa-
les conflictos sociales.
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El resto del gabinete está conformado por otros representantes del sector público y pri-
vado más vinculados a organizaciones de productores medianos y pequeños. Además,
el gobierno cuenta con el apoyo de representantes de organizaciones sociales del tró-
pico de Cochabamba, hombres y mujeres de amplia trayectoria sindical, y en el altipla-
no se encuentran dirigentes locales que junto a otras organizaciones campesinas y
mineras han conformado un Alto Mando del Pueblo, que vendría a reemplazar desde el
punto de vista funcional a la principal organización de los trabajadores de Bolivia, la
Central Obrera Boliviana (COB). 

LLaa nnaacciioonnaalliizzaacciióónn yy llaa ddeeffeennssaa ddee llooss rreeccuurrssooss nnaattuurraalleess

La nacionalización de los hidrocarburos aprobada, el mismo día en que se celebraba el
Día Internacional de los Trabajadores, tomó por sorpresa a la población por la forma tan
reservada y cautelosa con que se trabajó su decreto. Esta medida política señala que en
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base al referéndum vinculante del 18 de julio de 2004, y en aplicación estricta de los
preceptos constitucionales, se nacionalizan los recursos naturales hidrocarburíferos del
país, se recupera la propiedad, la posesión y el control total y absoluto de estos recursos,
y las empresas petroleras que actualmente realizan actividades de producción de gas y
petróleo en el territorio nacional están obligadas a entregar en propiedad a Yacimientos
Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB) toda la producción de hidrocarburos. A su vez,
YPFB, en nombre y en representación del Estado, en ejercicio pleno de la propiedad de
todos los hidrocarburos producidos en el país, asume su comercialización, definiendo las
condiciones, volúmenes y precios tanto para el mercado interno como para la exporta-
ción y la industrialización2.

Este decreto, que cambia las reglas de juego con las empresas petroleras, plantea un
plazo de negociación para la renovación de nuevos contratos y define el papel de la
empresa estatal en la explotación del principal recurso natural de exportación con que
cuenta Bolivia, por lo que Evo Morales señalaba en su discurso: 

Si hemos llegado a donde hemos llegado como presidente, ministros, parlamenta-

rios que vienen fundamentalmente de los pueblos indígenas originarios, queremos

decirles, no venimos con la venganza, llegamos acá para la esperanza del pueblo

boliviano y la propiedad de los hidrocarburos, del gas natural que pasan a partir de

este momento a manos del Estado boliviano. Bajo el control del pueblo boliviano,

es la solución a los problemas económicos, a los problemas sociales de nuestro

país (Los Tiempos, 2006).

Con esta medida, el gobierno de Morales ha sentado la base de su modelo económico
y el papel del Estado, que ha de tener una alta participación en la economía boliviana y
en sus relaciones con los países de la región, dando los primeros pasos frente al mode-
lo económico de corte neoliberal que estuvo vigente por más de veinte años. De ahí que
Morales consideró a ese acto como un reconocimiento a los trabajadores de Bolivia:

Al pueblo de Bolivia, en este día también histórico, primero de mayo, un gobierno

popular, un gobierno originario, un gobierno sobre todo que viene de tantas luchas

indígenas originarias de más de 500 años, qué podíamos hacer al margen de la

libre contratación, al margen del salario, el mejor regalo para los trabajadores del

campo y la ciudad, para los profesionales e intelectuales que trabajan en nuestro

país, el mejor regalo a los trabajadores es la nacionalización de nuestros recursos

naturales, los hidrocarburos (Los Tiempos, 2006).

La reacción mundial fue inmediata frente a ese decreto de nacionalización pero los que
se consideraban más afectados por esa medida gubernamental fueron las empresas
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multinacionales Repsol y Petrobras, quienes recurrieron
inmediatamente a sus gobiernos en España y Brasil. Sin
embargo, también hubo cautela política en las declaracio-
nes de los representantes de ambos países. Pasadas la
sorpresa y las primeras reacciones frente a la medida
tomada por el gobierno de Morales, a los dos días, los
presidentes de Bolivia, Argentina y Brasil, involucrados en
forma directa en el negocio del gas, junto con el presiden-
te de Venezuela, quien enfatizó la importancia de la soli-
daridad con Bolivia y ponderó la importancia del acuerdo
energético latinoamericano, asistieron a un encuentro
internacional realizado en una población fronteriza de
Brasil donde acordaron respetar la decisión soberana de
Bolivia y negociar en forma bilateral el precio del gas. En el
caso del gobierno de España, la reacción fue parecida
aunque duramente criticada por la derecha de dicho país.

LLaa ppoollííttiiccaa ssoocciiaall ddeell GGoobbiieerrnnoo ddee MMoorraalleess

En este corto período de gobierno, 100 días, las acciones
emprendidas en el campo social se basaron fundamental-
mente en plantear propuestas de empleo de emergencia
a través del programa social denominado “Pro-país”, que
apunta a generar un empleo más productivo con apoyo
de la cooperación internacional y se vislumbra como una
acción directa que busca la superación de la pobreza, la
expansión de los servicios públicos y la equidad social. 

Por otra parte, a través de una resolución gubernamental
se incrementó el salario mínimo vital y se eliminó la libre
contratación vigente en Bolivia bajo la política neoliberal.
El resultado de esa acción ha provocado una reacción del
sector empresarial, que señaló que el decreto que reco-
noce las indemnizaciones por despidos injustos y obliga a
la contratación con el salario mínimo afectaría la competi-
tividad de las empresas. Sin embargo, de acuerdo a estu-
dios realizados por diversas instituciones de investigación
social, se ha comprobado que la libre contratación en
Bolivia tuvo un efecto más negativo que positivo: durante
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muchos años afectó sobre todo a los grupos de bajos ingresos, que se vieron obligados
a generar estrategias de vida en el sector informal, donde las actividades que realizan
generan bajos ingresos. Sin embargo, por otra parte también es importante reconocer
que en las áreas urbanas de Bolivia los ingresos promedio de las distintas categorías ocu-
pacionales han subido de una manera relativamente significativa, sobre todo en el sector
formal de la economía. A partir de la nacionalización de los hidrocarburos y de la elimi-
nación de la libre contratación se establecen las bases para un nuevo modelo económi-
co y social en Bolivia.

LLaa AAssaammbblleeaa CCoonnssttiittuuyyeennttee

Una de las principales demandas de las movilizaciones que impulsaron la guerra de
febrero (2002) y la guerra del gas (octubre de 2003) tiene que ver con la convocato-
ria para una Asamblea Constituyente que permita modificar la actual constitución polí-
tica del Estado. La acción política para llamar a una constituyente es producto de diver-
sas movilizaciones y numerosas marchas que se realizaron durante estos últimos años
en Bolivia. Agrupaciones como el Movimiento Sin Tierra, los cocaleros del Chapare y
los Yungas, los mineros cooperativistas de Oruro y Potosí, y finalmente las Juntas
Vecinales del Alto de La Paz, estuvieron entre las principales fuerzas sociales impulso-
ras de la Asamblea Constituyente además de los movimientos indígenas propiamente
tales, sobre todo de aquellas tierras comunitarias de origen (TCO) que demandan a
través de la Asamblea Constituyente un mejor ordenamiento territorial conforme a sus
“usos y costumbres”3.

El último gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada (2002-2004) se opuso sistemática-
mente a convocar a una Asamblea Constituyente y trató de reducir a los movimientos
sociales en simples agregados o desmovilizarlos por medio de la represión. Esta situa-
ción generó reacciones diversas entre la población e importantes conductas simbólicas
que a la postre fueron las principales banderas de lucha de los movimientos sociales en
Bolivia que se expresó en un complejo escenario social con violentas movilizaciones
sociales y bloqueos de caminos en todo el país. El orden social y político fue cuestiona-
do y se obligó a renunciar a dos presidentes constitucionales en menos de dos años.

La convocatoria a una Asamblea Constituyente pasa a convertirse en un espacio impor-
tante en la redefinición de la sociedad boliviana para los próximos veinte o treinta años.
El propio gobierno de Evo Morales reconoce la importancia política de ese escenario,
motivo por el cual se ha asegurado de que los postulantes a constituyentes sean elegi-
dos en ampliados campesinos, mineros y en otros espacios sindicales para asegurar el
control social de sus representantes locales o regionales4.
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Los temas centrales son diversos y complejos, pero sólo los tres partidos más votados en
las elecciones de diciembre –MAS, PODEMOS y UN5– recibirán recursos financieros para
sus campañas dirigidas a elegir a los constituyentes, lo que les da mayor ventaja sobre
otros partidos políticos y agrupaciones ciudadanas. Adicionalmente, el presidente
Morales apuesta al éxito de los resultados de la Asamblea Constituyente para consolidar
su liderazgo y generar un proyecto político de más largo aliento. 

Las presiones vinieron de los sectores de derecha y de un sector del periodismo nacio-
nal, por considerar que la campaña para elegir a los representantes para la Constituyente
liderada por el partido de gobierno se realizaba con recursos del Estado, y que Morales
cumplía más un rol de líder sindical olvidando su papel como mandatario. A los pocos
días de esas críticas, el gobierno de Morales daba a conocer al país el decreto de nacio-
nalización de los hidrocarburos.

CCoonncclluussiióónn

En el futuro inmediato se vislumbra un complejo proceso de gobernabilidad que, si bien
está marcado por el optimismo propio del cambio, no deja de tener grados de incerti-
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dumbre. Con la nacionalización del petróleo y el nuevo rol
de YPFB en la administración de los hidrocarburos el
desafío es garantizar un flujo de inversiones extranjeras
para el sector con las nuevas reglas establecidas por la
nacionalización, además de implementar mecanismos
más transparentes para beneficiar a los más desfavoreci-
dos económica y socialmente. Es importante que el
gobierno establezca niveles de negociación con diferentes
sectores de la sociedad y en particular con aquellas movi-
lizaciones que son estrictamente reinvindicativas. 

De la misma manera se visualiza que la reforma política,
social y económica sea conducida a través de la Asamblea
Constituyente6 para adoptar una nueva Constitución
Política del Estado. El pueblo boliviano exige una constitu-
ción que le garantice su soberanía, sus derechos, sus
riquezas, su prosperidad y su futuro. Sin embargo, su apro-
bación e implementación se dará en nuevos escenarios si
se aprueban las Autonomías Regionales7. Adicionalmente,
constituye un gran desafío para el gobierno de Evo Morales
el consolidar las acciones iniciadas en estos cien días de
gobierno generando las bases para el desarrollo futuro de
la economía nacional, al igual que aquellas referidas al con-
trol de la explotación y comercialización de los recursos
naturales, la integración económica regional, y la genera-
ción y el mejoramiento de los empleos.

Es indudable que en los años anteriores estos avances no
fueron suficientes, y que los desafíos que el país tiene
pendientes para resolver los problemas de la pobreza y la
exclusión social son todavía enormes, sobre todo los que
afectan a las poblaciones y comunidades rurales e indíge-
nas. La solución a las demandas planteadas debe buscar-
se en el cambio en los paradigmas institucionales que
definen la noción de progreso para las personas y los gru-
pos sociales.

En los próximos meses el gobierno de Morales debe pro-
mover una democracia con equidad social para garantizar
la participación de la población en el sentido del ejercicio
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de derechos públicos y la generación de una cultura de convivencia que promueva la tole-
rancia en la diferencia, la efectiva participación en los asuntos públicos, y el desarrollo de
los mecanismos propios de la sociedad civil para fortalecer los sentidos de comunidad,
solidaridad y responsabilidad. Morales ha dado los primeros pasos, pero todavía tiene
mucho que recorrer para cumplir con sus compromisos electorales y generar un proceso
de responsabilidad social y política sobre los cambios que se están produciendo.

BBiibblliiooggrraaffííaa

Bourdieu, Pierre 2001 El campo Político (La Paz: Plural).

Corte Nacional Electoral 2006 Asamblea Constituyente y referéndum nacional vinculante
(La Paz).

Seoane, José (comp.) 2003 Movimientos sociales y conflicto en América Latina (Buenos
Aires: CLACSO). 

Laserna, Roberto 2005 Ciudades y Pobreza (Cochabamba: IESE/Plural).

Secretariado Rural 2005 Territorios indígenas, autonomías y Asamblea Constituyente
(La Paz).

Los Tiempos 2006 “Documentos especiales sobre la nacionalización de los
hidrocarburos” (Cochabamba) 3 de mayo.

NNoottaass

1 Producto de la revuelta popular de octubre de 2004 que demanda principalmente la
nacionalización, recuperación total e industrialización de los hidrocarburos, la realización de
la Asamblea Constituyente, y el juicio de responsabilidades contra el ex presidente de la
República, Gonzalo Sánchez de Lozada.

2 DS 28701 dictado el 1 de mayo de 2006.

3 El término “usos y costumbres” se refiere a los acuerdos comunitarios para la adminis-
tración de los sistemas de agua y tierra establecidos en un determinado territorio y es muy
aplicado en el área rural de Bolivia desde antes de la colonia como criterio de instituciona-
lidad local.

4 El número de asambleístas es de 255 asambleístas. 210 son candidatos uninominales
en 70 circunscripciones aprobadas por la Corte Nacional Electoral. Los otros 45 son pluri-
nominales. Los ciudadanos votarán, el 2 de julio, por representantes a la Asamblea
Constituyente. 

5 PODEMOS es la agrupación ciudadana conformada por el ex presidente Jorge Quiroga
que expresa los intereses de la derecha boliviana. Cuenta actualmente con casi la mitad de
los representantes en el senado nacional. La mayor parte de sus representantes legislativos
proviene de los partidos tradicionales, principalmente de Acción Democrática Nacional
(ADN), fundado por el ex presidente Hugo Banzer. El partido Unidad Nacional (UN) es
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liderado por el empresario boliviano Samuel Doria Medina, que busca representar al sector
productivo, principalmente a los pequeños y medianos empresarios. 

6 La Asamblea Constituyente prevista para agosto de 2006 considera la participación de
más de 144 constituyentes. Está previsto reconfigurar el escenario económico, jurídico y
social de Bolivia. Se espera que los resultados de sus deliberaciones sean presentados en
la siguiente legislatura, en agosto de 2007.

7 La idea de impulsar las autonomías regionales proviene de la propuesta del Comité Cívico
de Santa Cruz para lograr una reconfiguración descentralizada desde la perspectiva de los
grupos de poder regional. De ahí que hubiera sido apoyada sobre todo por grupos econó-
micos vinculados a las empresas petroleras y grandes productores de soya y ganaderos.
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Ecuador en

la encrucijada

Alejandro Moreano

La gran movilización de la Confederación de
Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE) del
pasado mes de abril de 2006, en contra de la firma del
Tratado de Libre Comercio (TLC) y por la caducidad de
los contratos con la empresa petrolera Occidental
(OXY) tuvo la virtud no solo de romper el silencio de
las negociaciones sobre el TLC, sino también de ubicar
la dinámica política del Ecuador en su justo sitio y lan-
zar a la escena pública –a la acción y al debate– a múl-
tiples fuerzas, propiciando así su reagrupamiento.

En un conversatorio celebrado en la CONAIE meses atrás
señalábamos que los acontecimientos que Gramsci
denomina orgánicos –que expresan movimientos y nece-
sidades de la estructura– de la actual coyuntura no son la
“lucha contra la corrupción” o la reforma política que
dominan la escena, sino los que tienen referencia a la
problemática petrolera (y en particular el conflicto con la
OXY), la firma del TLC y la ubicación de Ecuador en el
juego de fuerzas que se libra en América, la integración
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sudamericana, la Comunidad Andina de Naciones (CAN), y en particular el Plan
Colombia. La diferencia radical en el curso de los procesos de Bolivia y Ecuador –tan
próximos en muchos aspectos– ha sido precisamente esa: las masas indias y populares
de Bolivia han logrado imponer los problemas centrales, mientras que en Ecuador no.
La acción de la CONAIE ha empezado, empero, a cambiar las cosas.

La llamada lucha contra la corrupción fue, en la última década, la gran estratagema para
obliterar del debate y de la acción pública los temas fundamentales del país. Si el
Coronel Gutiérrez logró disolver la amplia movilización social por el derrocamiento de
Jamil Mahuad en el imaginario de la lucha contra la corrupción, su derrocamiento en las
acciones de abril de 2005 corrió igual suerte. El movimiento de los “forajidos” que preci-
pitó la caída de Gutiérrez sintetizó la lucha social en un difuso y pacato moralismo políti-
co y en la consigna puramente ideológica del “que se vayan todos”, cuya expresión en
una reforma política por medio de una Asamblea Constituyente nunca logró esbozar sus
contenidos. El gobierno de Palacio asumió la tesis de la Asamblea Constituyente como
mera maniobra de supervivencia. Nos preguntábamos entonces: ¿acaso todo este bati-
burrillo actual no resultará siendo a la postre una cortina de humo para pasar por debajo
de la manga la firma del TLC, la “mejoría” de las relaciones con el presidente colombia-
no Uribe y la renovación del contrato con la OXY?

La movilización de la CONAIE cambió la agenda y colocó en su centro los principales pro-
blemas del país, revelando además la naturaleza de la crisis que vive Ecuador.

LLaa nnaattuurraalleezzaa ddee llaa ccrriissiiss ppoollííttiiccaa 

Es indudable que nos encontramos con una crisis política en maduración que tiene
varios niveles de determinación. El primero es el agotamiento del neoliberalismo. El ali-
neamiento de fuerzas y los intereses que salieron a flote durante la movilización de la
CONAIE mostraron que las elites dominantes han perdido la capacidad de construir un
país. La única conquista que el “libre comercio” ha generado ha sido, gracias al Tratado
de Preferencias Arancelarias Andinas y Erradicación de la Droga (ATPDEA), el desarrollo
de pequeños nuevos productos de exportación –flores, brócoli, mango, maracuyá,
madera contraenchapada, artículos de joyería, pantys, etc.–, que representan menos
del 5% del valor total de las exportaciones. Los empresarios de dichos productos pusie-
ron el grito en el cielo ante una eventual suspensión de la firma del TLC y movilizaron a
sus trabajadores a quienes les impiden empero sindicalizarse. En el debate se demos-
tró1 que el así llamado “sacrificio fiscal” que hace EE.UU. con el ATPDEA suma no más
de 25 millones de dólares anuales2, cifra que bien podría ser subsidiada por el Estado
sin mayor esfuerzo.
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A cambio del mismo, el programa neoliberal significó el
retroceso industrial del Ecuador, la reducción de los gastos
en salud, educación, vivienda, bienestar social a porcenta-
jes irrisorios, entre los más bajos de Latinoamérica,
desempleo y migración forzosa, la entrega de los recursos
naturales a las corporaciones multinacionales y alarmantes
índices de pobreza y desigualdad. En efecto, de 1980 a
1996 el salario mínimo real del Ecuador bajó en un
47,7%. Entre 1990 y 2004 el desempleo subió del 6,1%
al 11% y el índice de Ginny del 0,461 a 0,513. En el perí-
odo 2000-2001 Ecuador ocupaba, con 131 dólares de
gasto social per cápita, uno de los últimos lugares en
América Latina solo por encima de Guatemala, El Salvador,
Honduras y Nicaragua. En 2004, los gastos efectivos en
educación, salud y desarrollo agropecuario no representa-
ron más del 10,5% del presupuesto, con notables reduc-
ciones respecto al de 2003.

La continuidad y profundización del modelo neoliberal
con la vigencia del TLC implicaría la ruina de miles y aún
millones de campesinos que siembran maíz suave y duro
y papas (productos que aportan el 57% del valor bruto de
la producción de las unidades campesinas), arroz, fréjol,
soya, carne vacuna, quesos y cítricos. Amén de tales efec-
tos, el TLC conllevaría la privatización de los servicios
públicos, el tratamiento preferencial para las inversiones
provenientes de EE.UU., mayores beneficios para las
empresas farmacéuticas estadounidenses, prohibición de
los controles sobre el movimiento de capitales y someti-
miento de los conflictos a tribunales internacionales con el
consecuente debilitamiento de la capacidad de toma de
decisiones en política económica y, por ende, de la sobe-
ranía estatal. La firma del TLC contribuirá a enterrar la inte-
gración subregional andina y las relaciones económicas
con Latinoamérica. Ello forma parte del Plan Colombia,
que pretende convertir a la Comunidad Andina en parte
de la estrategia militar de los EE.UU.

La propuesta de los partidarios del TLC –empresarios,
publicistas, abogados y representantes de las empresas
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petroleras– para los campesinos afectados no ha sido otra que la de la “reconversión
productiva”, que trae a la memoria los grandes dolores que sufrieron los campesinos
ecuatorianos con la reconversión de la variedad de plátano Gross Michel a la Cavendish
en la década del sesenta del siglo pasado.

La reconversión productiva es, además, la mirada “ligth” de un capitalismo sin raíces fren-
te a las tradiciones milenarias de cultivos como el maíz, la papa, el arroz. “En habiendo
arroz aunque no hay dios” decían los montubios costeños, frase recogida en la novela de
Gil Gilbert, Nuestro Pan3. También se suele decir que las culturas del maíz y de la papa
tienen más de dos mil años. Por otra parte en una curiosa traducción semiótica del valor
de cambio en valor de uso, los pueblos dan el nombre del producto más entrañable al
dinero de la supervivencia: “hay que ganarse los frijolitos”, dicen en México; “la papa”
decimos en Ecuador.

La mencionada versión “ligth” es la manifestación de una burguesía que no logró cons-
truir una identidad ni una tradición productiva, y que a la primera de bastos abandona
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todo proyecto nacional. Desde hace veinte años, los industriales golpeados por la globa-
lización han reaccionado reorientando sus negocios a las importaciones. Esa burguesía
de “distribuidores” ha sido en todas partes el puente para la dominación imperial.

¿Qué propuesta de país puede forjarse a partir del desarrollo de un pequeño sector
exportador cuyos productos encuentran nichos de mercado porque no se producen en
EE.UU. a cambio de la ruina de la agricultura y de la industria, la privatización de sus
recursos naturales y servicios básicos, y la reducción de sus políticas sociales? Contribuye
a la actual crisis la erosión del Estado derivada de los efectos de la “globalización” y del
programa neoliberal, que ha transferido la soberanía política al mercado mundial contro-
lado por las corporaciones multinacionales, los organismos internacionales como el
Banco Mundial y el FMI y al sistema de alianzas construidas por EE.UU. Nos encontramos
frente a una reestructuración del poder mundial en la que países como Ecuador se pre-
sentan como inviables. La solución de la fragmentación micro-regional –Santa Cruz en
Bolivia, la cuenca del Guayas en el Ecuador, Zulia en Venezuela– emerge en el horizonte
de la estrategia imperial. En el Ecuador, el éxito de los gobiernos seccionales frente al
derrumbe del gobierno central es una clara muestra de ello. En las formulaciones no tan
ocultas de la estrategia norteamericana, Ecuador es considerado como uno los países
vulnerables y eventualmente fallidos de la región.

La crisis del régimen político que surgió con la reforma de 1978 es otro de los factores
de la crisis. Por entonces el régimen oligárquico fundado en el gamonalismo conserva-
dor y el caciquismo liberal estaba en franca descomposición, en la medida en que sus
bases estructurales fueron liquidadas por la reforma agraria y la modernización econó-
mica del sesenta y setenta. La Constitución de 1978 contribuyó a desmontarlo y a pro-
piciar la emergencia y consolidación de un naciente régimen político, fundado en nue-
vos partidos de ciudadanos –Izquierda Democrática, Democracia Popular, Social
Cristiano e Izquierda–, fuertes organizaciones sociales y renovadas instituciones. Dicho
régimen expresaba el ascenso de una burguesía industrial gestada gracias a la interven-
ción del Estado.

El esplendor del nuevo régimen no duró mucho. La crisis de 1982 y el paso al programa
neoliberal erosionaron sus bases de sustentación. El debilitamiento del Estado y del
desarrollo industrial, la creciente informalización de la economía y el deterioro de los vie-
jos movimientos sociales, lo minaron progresivamente. La descomposición se dio en los
partidos y en el parlamento: cambio masivo de camisetas, retorno al viejo clientelismo
electoral, pérdida de todo proyecto. El golpe final lo dio la crisis del sistema bancario de
2000 que, amén de la gigantesca estafa que significó, quebrantó al capital financiero
nacional, sobre todo el de la oligarquía guayaquileña, y convirtió a los banqueros sobre-
vivientes en saqueadores del país a través de los bonos en dólares.

O
SA

L6
9

[A
ÑO

VI
I N

º 1
9 

EN
ER

O
-A

BR
IL

20
06

]



En el marco de la creciente inorganicidad social generada
por la globalización y el programa neoliberal, el movimien-
to indio, liderado por la CONAIE, se convirtió en uno de
los ejes cardinales de la preservación del Ecuador como
país, como historia y como sociedad. A partir del levanta-
miento de 1990, los pueblos indios, junto a otros movi-
mientos sociales, han resistido parcialmente las políticas
de ajuste estructural y las llamadas reformas estructurales,
y propiciado la vigencia constitucional de los derechos
colectivos de los pueblos y de los nuevos derechos huma-
nos derivados de las demandas de las organizaciones de
mujeres, ecologistas y GLTB (Gay-Lesbico-Travesti-
Bisexual) conquistados en la Asamblea Constituyente de
1997, que a la par afirmó algunas reformas neoliberales
como expresión de la relación de fuerzas. Junto a amplios
sectores sociales, la CONAIE fue protagonista central de
las movilizaciones que llevaron a la caída sucesiva de los
gobiernos de Bucaram, Mahuad y Gutiérrez.

La creciente fragilidad del poder estatal en los países débi-
les de la periferia como el Ecuador genera una paradoja
sui géneris. Por un lado, el poder no tiene capacidad
represiva como en el pasado, o ésta es desbordada por la
movilización social, generándose así una peculiar demo-
cracia fundada en una dinámica relación de fuerzas. Sin
embargo, la desvertebración del aparato de Estado lo
priva de la capacidad de impulsar una profunda transfor-
mación de la vida económica y política. La gran paradoja:
como nunca antes tan abierta lucha de clases y tan en el
vacío. Los gobiernos surgidos de la movilización social ter-
minaron sin promover transformaciones profundas o, en
el peor de los casos, desplegando la misma política por
cuya condena asumieron el gobierno.

El gobierno de Palacio, surgido de la movilización de abril
de 2005 que derrocó a Gutiérrez, ha seguido la misma
suerte, moviéndose al calor de las presiones, en particular
de EE.UU., pero a la par tratando de esquivar el peligro de
una nueva ola de agitación social. La técnica de la supervi-
vencia es uno de los objetivos centrales de nuestros
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gobiernos, signo de la terrible precariedad del régimen político y del Estado. En este con-
texto el presidente Alfredo Palacio ha mostrado ciertas dotes como aquella de promover
la convocatoria de una Asamblea Constituyente de tal manera que el Tribunal Supremo
Electoral y el Congreso la pudieran negar por siete ocasiones. Hay un cierto estilo en la
política ecuatoriana que se asemeja al de los prestidigitadores de las ferias, en especial al
jugador de la bolita que la escamotea de cualquiera de los tres “tillos”. La mano es más
rápida que el ojo es la divisa de los prestidigitadores. En el Ecuador, la prestidigitación
política funciona porque los otros son llevados a esquivar la mirada. Pasar por debajo de
la manga, desplegar tácticas de diversión, correr cortinas de humo, meter gato por liebre
son tácticas del poder en el arte del birlibirloque. 

Empero, el peligro de la movilización social inexorablemente se hizo presente cuando el
gobierno se aprestaba a terminar las negociaciones y firmar el TLC, en el mismo período
en que lo hicieron Perú y Colombia.

UUnn ppeeqquueeññoo aaccoonntteecciimmiieennttoo hhiissttóórriiccoo

La movilización de la CONAIE y la presión de amplios sectores productivos (campesinos
y ganaderos entre otros) obligó al gobierno a fijar las célebres “líneas rojas” en la nego-
ciación del TLC y a promover una tímida reforma a la Ley de Hidrocarburos que reparte
las enormes ganancias derivadas del alza de los precios del petróleo por mitades entre el
Estado y las petroleras.

Los EE.UU., que pretendían rebasar las “líneas rojas” para dar salida a sus gigantescos
excedentes agrícolas y meter de contrabando en el TLC reformas que afianzaran la priva-
tización de nuestros recursos naturales y servicios, al parecer se resinteron por la acción
de gobierno y suspendieron las negociaciones como medida de presión.

En principio, el gobierno cedió a la coacción norteamericana y de las cámaras empre-
sariales del país, y anunció la renegociación del contrato con la OXY en lugar de
declarar su caducidad, facilitando de esa manera la reapertura de las negociaciones
sobre el TLC.

La protesta no se hizo esperar. Dos provincias del Oriente realizaron una marcha sobre
Quito y anunciaron un paro general al que se sumó la CONAIE y se abrió un juicio políti-
co al presidente Palacio. El gobierno al fin declaró la caducidad del contrato y ordenó a
PetroEcuador asumir el control de las instalaciones de la OXY y mantener su producción,
que bordea el 30% de la producción petrolera global con un volumen de exportaciones
que llega a los 1.200 millones de dólares, la sexta parte de las exportaciones del país
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que en 2004 ascendieron a 7.553 millones4. Se trata de un pequeño acontecimiento
histórico que puede abrir otro horizonte para el Ecuador.

¿¿UUnn nnuueevvoo bbllooqquuee hhiissttóórriiccoo??

El bloque histórico y el régimen político surgidos del ‘78 están en su fase terminal sin
que el neoliberalismo haya logrado engendrar otros. ¿Qué fracción de la burguesía es
capaz de gestar un nuevo proyecto nacional? ¿Cuáles son las formas políticas que habrán
de reemplazar al actual régimen de partidos? ¿Cuál el programa económico de recons-
trucción nacional? En el marco del actual sistema económico y político mundiales, ¿es
viable el Ecuador?

En las reuniones con la Secretaria de Estado de EE.UU. Condoleezza Rice previas a la últi-
ma y fracasada ronda de negociaciones sobre el TLC realizada en Washington, el canci-
ller ecuatoriano pretendió, como arma de negociación, convencer a EE.UU. de la impor-
tancia geoestratégica del Ecuador. Lo que el canciller ofrecía era el papel que el Ecuador
tiene para decidir la correlación de fuerzas entre un bloque sometido a Washington y
otro en torno al eje del Mercado Común del Sur (MERCOSUR), Bolivia, Venezuela y
Cuba; entre una integración sudamericana que sea un centro de poder capaz de nego-
ciar una “globalización” distinta y un bloque pronorteamericano que, en el caso del
Ecuador, conduce a nuestra desintegración e inviabilidad como Estado y país. 

La movilización de la CONAIE y otros sectores sociales contribuyó a sacar a flote la ver-
dadera agenda del Ecuador. La lucha contra la firma del TLC y a favor de la caducidad del
contrato con la OXY, la nacionalización del petróleo, la realización de una Asamblea
Constituyente que permita desmontar todo el andamiaje montado en nuestro país por el
neoliberalismo5 y la integración sudamericana son los ejes de un reagrupamiento de
fuerzas que abre el horizonte de un nuevo bloque histórico del Ecuador que solo puede
gestarse en el seno de la Patria Grande.

O
SA

L7
3

[A
ÑO

VI
I N

º 1
9 

EN
ER

O
-A

BR
IL

20
06

]



NNoottaass

1 Por parte de los economistas Alberto Acosta y Eduardo Valencia y la Cámara de la
Pequeña Industria. 

2 

3 Gil Gilbert, Enrique 1983 (1942) Nuestro pan (Ciudad de La Habana: Casa de las
Américas).

4 Las exportaciones petroleras fueron de 4.234 millones y las no petroleras de 3.319, con
un total de 7.553 millones de dólares. Fuente: Banco Central. 

5 Los acuerdos de inversiones, la supresión del área estatal, las reformas laborales que eli-
minaron la estabilidad y facilitaron la labor de las “tercerizadoras” que hoy están siendo
acusadas por todas partes y que deben ser suprimidas, la prohibición de la organización
sindical y de las huelgas del sector público, la reducción de los presupuestos de salud, edu-
cación, vivienda y bienestar, entre otras reformas.
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Producto 2004 Arancel 2004 2005 Arancel 2005

Rosas frescas cortadas $ 134.214.900,00 $ 9.126.613,20 $ 129.354.600,00 $ 8.796.112,80

Maderas contraenchapadas $ 16.549.000,00 $ 1.323.920,00 $ 18.124.100,00 $ 1.449.928,00

Caña de azúcar $ 4.409.400,00 $ 149.919,60 $ 4.927.100,00 $ 167.521,40

Artículos de joyería $ 7.772.200,00 $ 427.471,00 $ 8.094.100,00 $ 445.175,50

Panty $ 3.447.700,00 $ 55.852,74 $ 5.152.900,00 $ 83.476,98

Textiles y confecciones $ 19.321.700,00 $ 3.091.472,00 $ 18.389.500,00 $ 2.942.320,00

Vegetales frescos,
refrigerados o deshidratados $ 13.628.600,00 $ 1.908.004,00 $ 15.350.200,00 $ 2.149.028,00

Cerámica lavamanos y
sanitarios para baños $ 13.343.000,00 $ 773.894,00 $ 15.775.300,00 $ 914.967,40

Pulpa de banano, purés
y pastas de mango y guayaba $ 376.700,00 $ 5.273,80 $ 819.600,00 $ 11.474,40

TOTALES $ 213.063.200,00 $16.862.420,34 $ 215.987.400,00 $ 16.960.004,48



Movimiento indígena,

lucha contra el TLC

y racismo en el Ecuador

Ana María Larrea Maldonado*

Para poder llegar a Quito, tuve que quitarme los moños,

sacarme el sombrero y cambiarme la vestimenta.

Así pudimos engañar a los militares que

nos hacían bajar de los buses por ser indígenas.

Mujer indígena, miembro de la FENOCIN

EEll rreennaacceerr oorrggaanniizzaattiivvoo

Entre marzo y abril de 2006 el movimiento indígena ecuato-
riano protagonizó una serie de marchas y protestas que
lograron paralizar a gran parte del país durante tres semanas,
demostrando su capacidad de movilización, su fortaleza
organizativa y su posición de defensa de los intereses nacio-
nales frente a las imposiciones del imperio. Estas moviliza-
ciones tienen especial relevancia no solamente por la plata-
forma planteada y la gran fuerza que alcanzaron, sino sobre
todo porque marcan una nueva etapa para el movimiento
indígena ecuatoriano, después de que este fuera fuertemen-
te golpeado por el gobierno de Lucio Gutiérrez. 

O
SA

L 7
5

[A
ÑO

VI
I N

º 1
9 

EN
ER

O
-A

BR
IL

20
06

]

* I n v e s t i g a d o r a

d e l  I n s t i t u t o

d e  E s t u d i o s

E c u a t o r i a n o s  ( I E E ) .

I n t e g r a n t e

d e l  C o m i t é  D i r e c t i v o

d e  C L A C S O .



En efecto, la alianza electoral protagonizada por Pachakutik, movimiento político ligado a la
Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE), que llevó a la presiden-
cia de la república al Coronel Lucio Gutiérrez en 2002, tuvo profundas repercusiones sobre
el movimiento indígena pese a que como alianza en el gobierno sólo duró seis meses. Tanto
es así, que muchos políticos, intelectuales y analistas anunciaron la muerte definitiva de la
CONAIE tras la derrota política que esta vivió durante el gobierno de Gutiérrez.

La fuerza demostrada por el movimiento indígena durante la década del noventa lo con-
virtió en el enemigo más visible de las políticas neoliberales. Empieza entonces a gene-
rarse una estrategia para desmantelarlo, la cual, sumada a las dificultades y errores
cometidos por el propio movimiento, lo colocó en una situación sumamente difícil. Los
últimos años han estado signados por este proceso, que durante el gobierno del Coronel
Lucio Gutiérrez adoptó la característica de una política abierta dirigida a destruir al movi-
miento indígena. Gutiérrez contaba con todos los instrumentos para ello: había sido alia-
do de los indígenas, y conocía bastante bien sus fortalezas y debilidades.

El Coronel inició su mandato creando una nueva organización indígena con el apoyo del
gobierno, incursionó en las comunidades con una política asistencialista para tratar de
ganarse el aprecio de las bases del movimiento y a través del intercambio de favores y el
reparto de cargos públicos logró cooptar a algunos de los líderes indígenas. El Ministerio
de Bienestar Social, encabezado por un ex presidente de la CONAIE, se convirtió en el
espacio desde el cual se movilizaba a las organizaciones de base del movimiento y a
varios líderes locales, sobre todo evangélicos, a favor del gobierno. Dentro del Estado,
Gutiérrez atacó a dos de las instituciones más importantes para el movimiento indígena:
la Educación Intercultural Bilingüe y el Consejo de Desarrollo de las Nacionalidades y
Pueblos del Ecuador (CODENPE). Todo ello, acompañado de una política de cooptación,
amedrentamiento y persecución de los principales líderes indígenas de oposición.

Durante las jornadas de protesta de abril de 2005, que condujeron al derrocamiento del
gobierno de Gutiérrez, más allá de algunas declaraciones de sus dirigentes, el movi-
miento indígena estuvo ausente. Pese a varios intentos, durante el gobierno de Gutiérrez
las organizaciones indígenas no habían logrado generar acciones de protesta de la fuer-
za y características de las últimas movilizaciones contra el TLC.

Sin embargo, esa no fue la primera vez que el movimiento indígena ecuatoriano demostró
su impresionante capacidad de recomposición. Ya en el año 2001, cuando se vaticinaba su
ocaso debido a los múltiples errores de la dirigencia de la CONAIE, en ese entonces enca-
bezada por Antonio Vargas, que luego pasaría a ser uno de los aliados de Gutiérrez para des-
mantelar a la mayor organización indígena del Ecuador, las tres organizaciones nacionales
–CONAIE, Federación Nacional de Organizaciones Campesinas, Indígenas y Negras
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(FENOCIN) y Federación Ecuatoriana de Indígenas
Evangélicos (FEINE)– propiciaron uno de los levantamientos
indígenas más importantes de la historia reciente del país.

¿De dónde surge esta inusitada fuerza? ¿Cómo entender
estos constantes flujos y reflujos de las organizaciones indí-
genas ecuatorianas? Una de las explicaciones para enten-
der tales cambios podría encontrarse en el rol de las diri-
gencias intermedias y el enorme poder de las comunida-
des. La crisis vivida por la CONAIE ha tenido enormes
repercusiones en los dirigentes intermedios de la organiza-
ción, que han vivido un proceso de radicalización y de
generación de posiciones sumamente críticas no solamen-
te con respecto al sistema y los gobiernos de turno, sino
también frente a sus líderes nacionales y a sus autoridades
de elección popular, tanto nacionales como locales.

Mientras operó la alianza entre Pachakutik y Sociedad
Patriótica –el partido del Coronel Gutiérrez–, muchos de
estos cuadros intermedios fueron llamados a ocupar car-
gos públicos, produciéndose un grave vaciamiento de las
organizaciones locales. Ahora algunos de estos dirigentes
han vuelto a las mismas, con una gran experiencia acu-
mulada. Muchos de ellos fueron objeto de fortísimas críti-
cas por parte de sus bases, lo que les ha llevado a gene-
rar posiciones más radicales dentro de sus espacios políti-
co-organizativos.

Por otra parte, la gran fuerza que tuvieron las últimas
movilizaciones indígenas fue también producto de un
importante trabajo de reencuentro de las dirigencias
nacionales con las bases, en el que Luis Macas, actual pre-
sidente de la CONAIE, ha jugado un rol fundamental. En el
congreso de la CONAIE de diciembre de 2004, en el que
se renovó el Consejo de Gobierno de la organización
nacional, Macas, por entonces flamante presidente, se
propuso retomar el contacto con las bases del movimien-
to. A partir de entonces emprendió un silencioso trabajo
organizativo que sin duda ha contribuido al reposiciona-
miento de la organización en la esfera nacional.
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UUnnaa ppllaattaaffoorrmmaa nnaacciioonnaall

La plataforma de las movilizaciones indígenas de marzo y abril de 2006 contenía cuatro
reivindicaciones. La primera fue el rechazo a las negociaciones del Tratado de Libre
Comercio (TLC) que el Ecuador está negociando con Estados Unidos, y el pedido de que
no se firme el mismo sin antes convocar a una consulta popular cuyos resultados sean
los que definan el futuro del tratado. La segunda tenía que ver con el tema petrolero: los
indígenas exigieron la caducidad del contrato entre la Occidental Exploration and
Production Company (OXY) y el gobierno ecuatoriano. El tercer punto de la plataforma
de las movilizaciones exigía que el país no se involucre en el Plan Colombia, y que la
Base de Manta pase a manos ecuatorianas. Finalmente, el último punto de la plataforma
pedía la convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente que reforme la actual
constitución política del país.

Se trata de una plataforma de lucha nacional, que señala los problemas profundos del
Ecuador y tiene relación con el modelo de desarrollo vigente y la débil democracia que
lo acompaña. Los temas no son específicamente étnicos. De ahí que no se trató de
una lucha corporativa para defender los intereses de un grupo particular. Por el con-
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trario, la protesta apuntó a la estructura misma de un modelo cada vez más excluyen-
te y anti-democrático. 

Sin embargo, estos temas afectan de una manera particular a los pueblos indígenas, que
son una de las principales víctimas del proceso aperturista, concentrador y homogenei-
zador. Sin duda alguna, los principales perjudicados en la firma del TLC con EE.UU. son
los pequeños productores campesinos. La mayor parte de la población indígena ecuato-
riana vive de la pequeña producción agrícola, condenada a desaparecer aniquilada por la
competencia de productos agrícolas norteamericanos subsidiados que entrarían libre-
mente al Ecuador. Los indígenas entienden muy bien la situación, y están dispuestos a
luchar para defender la base de su economía. Si a esto añadimos las cuestiones de la
propiedad intelectual, la privatización de los recursos naturales y la homogenización cul-
tural, el panorama se vuelve aún más complejo y difícil para los pueblos originarios.

El tema petrolero afecta directamente a las poblaciones indígenas de la Amazonía ecua-
toriana, donde las compañías transnacionales han explotado el recurso dejando muy
pocos beneficios para el Estado, y serios procesos de contaminación que han afectado a
las poblaciones del oriente ecuatoriano. El juicio de los pueblos indígenas amazónicos
contra la empresa norteamericana Texaco forma parte ya de la historia de lucha de los
pueblos ancestrales por sus derechos. El caso de la OXY, que violó el contrato con el
Estado ecuatoriano al vender el 40% de sus activos a la compañía canadiense Encana
sin autorización, que solicitó al mismo la devolución de los pagos por concepto del
Impuesto al Valor Agregado, y que lo ha demandado por 600 millones de dólares ante
tribunales internacionales, muestra la prepotencia y el menosprecio de las transnaciona-
les frente a los gobiernos y al pueblo. Cada vez que se ha planteado el tema de la OXY
en el país, el Ecuador ha recibido llamadas de atención y amenazas públicas de la
Embajada de EE.UU. Entre ellas, que si caduca el contrato con la compañía EE.UU. no fir-
maría el TLC con el Ecuador. La defensa de los recursos naturales por parte de los pue-
blos indígenas amazónicos ha sido una lucha contra el etnocidio y por la vida.

El gobierno ecuatoriano aprobó un proyecto de ley en el que se establece un reparto de
las utilidades del 50% para las compañías petroleras y un 50% para el Estado sobre los
excedentes producidos por el alza de los precios del crudo, en relación al monto esta-
blecido en los contratos. El proyecto aprobado no modifica el reparto de utilidades total,
que en el caso de la compañía OXY es del 85% para la empresa y apenas 15% para el
Estado. La aprobación de este proyecto de ley generó la inmediata reacción del equipo
negociador del TLC norteamericano. Las negociaciones se hallan actualmente suspendi-
das, y Ecuador ha tenido que enviar misiones diplomáticas a Washington para solicitar
que se reanuden: una muestra más de las presiones que recibe el país para defender los
intereses norteamericanos.
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Las permanentes disputas y problemas en la frontera colombo-ecuatoriana han afectado
enormemente a los pueblos indígenas ubicados en dichas zonas. Pueblos enteros han
sido faccionados, divididos y perseguidos. De ahí que tampoco este tema sea ajeno a los
pueblos indígenas.

Finalmente, el pedido de convocar a una Asamblea Nacional Constituyente fue parte de
las demandas del pueblo ecuatoriano en la rebelión que llevó al derrocamiento de Lucio
Gutiérrez, y ha sido constantemente apoyado por los pueblos indígenas.

Con esta plataforma de lucha el movimiento indígena ecuatoriano demostró una vez
más su capacidad para cuestionar al modelo económico y político ecuatorianos, sin
poner por delante sus propias demandas, sino más bien articulándolas a plataformas
más amplias. El lema del levantamiento de 2001, “Nada sólo para los indios”, cobró nue-
vamente vigencia en las últimas movilizaciones.

LLooss ddiissccuurrssooss ddeell ppooddeerr

La reacción no se hizo esperar. Los planteamientos de las organizaciones indígenas cues-
tionaban temas de fondo, no negociables para los sectores dominantes y sus represen-
tantes en el gobierno. Todas las diferencias entre las distintas facciones de los grupos
dominantes se esfumaron, y pudo observarse un solo discurso, un proceso de unidad
que cerraba filas ante cualquier intento de cuestionar los valores del modelo de pensa-
miento único, y en el que los grandes medios de comunicación no hacían sino replicar y
montar el escenario para la difusión de los discursos del poder.

Los argumentos fueron hábilmente esgrimidos para generar un enfrentamiento entre
indígenas y no indígenas. Se recurrió a discursos decimonónicos que visualizaban a los
pueblos indígenas como el principal obstáculo para alcanzar el progreso y el desarrollo,
que solamente llegarían al país a través del libre mercado. Quienes a ello se oponían
eran poblaciones atrasadas e ignorantes, que no podían entender los complejos térmi-
nos de un tratado que solo puede ser entendido por especialistas. Este discurso estuvo
además acompañado de una apelación al sentido común, extrapolando las molestias
causadas por el cierre de las carreteras: los indígenas no permiten que los no indígenas
trabajen, circulen, desarrollen tranquilamente sus actividades cotidianas.

Con gran destreza el gobierno acudió a desempolvar los prejuicios de buena parte de la
población ecuatoriana, que emergieron en formas diversas y crueles, mostrando las pro-
fundas raíces socio-culturales de una sociedad que ha apelado a su ser mestizo como un
eterno proceso de blanqueamiento y de negación de lo indio. Los esfuerzos realizados
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por las organizaciones indígenas a fin de demostrar que el
TLC perjudica a la mayor parte de los ecuatorianos y ecua-
torianas, y que no se trata de un problema indígena, resul-
taron insuficientes en medio de la explosión de prejuicios
y comportamientos claramente racistas.

Es importante recordar que las movilizaciones más fuertes
se dieron justamente en las provincias con un alto por-
centaje de población indígena, donde el movimiento indí-
gena ha accedido a una serie de gobiernos locales tanto
cantonales cuanto provinciales. El discurso gubernamental
caló muy bien en estas localidades donde los mestizos se
han sentido desplazados políticamente por los indígenas,
que han empezado a ocupar cargos que hace sólo quince
años atrás estaban reservados a los primeros. La posibili-
dad de que un indígena fuera elegido por votación popu-
lar como autoridad de estas localidades era simplemente
inexistente. En medio de un sentimiento de desplaza-
miento y de los profundos cuestionamientos de los que
son objeto las organizaciones indígenas por su participa-
ción en el gobierno del Coronel Gutiérrez, un discurso que
apelaba a exacerbar los conflictos étnicos constituía un
terreno fértil para la deslegitimación social de la protesta.

Algunas de las autoridades indígenas de estas localidades
participaron activamente en la protesta, enarbolando a la
vez demandas locales por presupuesto público, lo cual en
varios casos generó una confusión muy grande y contri-
buyó a exacerbar el sentimiento anti-indígena ya presente
en varias provincias del país.

De esta forma se legitimó socialmente una represión des-
medida por parte del gobierno nacional. En medio del
estado de emergencia decretado, se apresó a cientos de
manifestantes, hubo un saldo de más de 40 heridos, y
todo intento de reunión fue dispersado por la fuerza
pública. Pero lo más ruin fue la cacería de brujas imple-
mentada por el gobierno ecuatoriano para impedir que
los indígenas llegaran a Quito, la capital de la república.
Militares y policías paraban a todo bus que intentaba llegar
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a la ciudad de Quito, pedían documentos a los pasajeros, y todos/as aquellos/as que
tenían apellidos indígenas o lucían como indígenas eran bajados/as de los buses para
evitar que llegaran a la capital. Los testimonios de mujeres y hombres que expresan el
dolor y la vejación que para ellos/as significó el tener que cambiarse de vestimenta o dis-
frazarse para evitar ser detenidos/as son estremecedores.

Durante los primeros días de abril de 2006 la CONAIE anunció el repliegue a las pro-
vincias y la preparación de un futuro levantamiento indígena. Sin embargo, la FENOCIN
y la FEINE iniciaron sus jornadas de protesta, ya no mediante el cierre de carreteras,
sino a través de una marcha por la vida que llegaría desde las provincias del norte y sur
del país hacia la capital. La FENOCIN había programado una serie de importantes acti-
vidades culturales en Quito, como la feria de alimentos tradicionales en el Parque del
Arbolito, la preparación de la fanesca1 más grande del mundo con granos producidos
por las organizaciones campesinas del país, un debate público sobre el TLC en la
Universidad Andina, entre otras. Se trataba de actividades totalmente pacíficas, que fue-
ron brutalmente reprimidas en un claro mensaje a la CONAIE de que no se toleraría un
posible levantamiento. Se apresó al presidente de la FENOCIN, Pedro de la Cruz, sin
que estuviera siquiera participando de la marcha que avanzaba desde las provincias
australes: fue bajado por la fuerza de un vehículo y tomado preso, en un claro acto de
abuso de autoridad. 

Los discursos del poder no se limitaron a estas vejaciones y a promover comportamientos
altamente racistas en la sociedad ecuatoriana. También intentaron buscar, como en otras
ocasiones, culpables de las movilizaciones. Ello también responde a una visión peyorativa
del “otro” cultural, según la cual los indígenas son incapaces de auto-convocarse, auto-
organizarse y protestar. Alguien debía estar detrás de las movilizaciones, mentalizando a
estos individuos incapaces de auto-determinación. Por ende, se acusó a las organizacio-
nes no gubernamentales y al gobierno venezolano de organizar y financiar la protesta. En
el primer caso se dijo que en las marchas había vascos, y que eso era una muestra de que
infiltrados radicales estaban detrás de las movilizaciones. En el segundo caso, se dijo que
varios dirigentes indígenas habían viajado a Venezuela para recibir instrucciones del
gobierno de Chávez respecto a las protestas. Obviamente, estas imprudencias tuvieron
sus repercusiones diplomáticas para el Ecuador, pues tanto el gobierno español como el
gobierno venezolano expresaron su protesta ante semejantes declaraciones.

EEffeeccttooss yy ddeessaaffííoo

Las jornadas de movilización lograron colocar el tema de las negociaciones del TLC en el
centro del debate nacional que empezaba a estar casi totalmente centrado en el proce-
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so electoral que se avecina. Lograron también hacer visible el carácter secreto de la
negociación comandada por pequeños grupos de empresarios, futuros beneficiarios de
la apertura comercial; el carácter absolutamente restringido de la democracia ecuatoria-
na, reducida únicamente a cumplir el papel de elección de los mandatarios, y en la que
la consulta a la población sobre las decisiones que marcarán el rumbo del país en el
futuro no tienen cabida; y las múltiples presiones e imposiciones del gobierno nortea-
mericano sobre la política nacional.

El gran desafío a futuro tiene que ver con el proceso de unidad de las organizaciones
indígenas nacionales en pos de acciones de protesta, resistencia y generación de pro-
puestas articuladas y conjuntas: proceso complejo, pero indispensable en los actuales
momentos que vive el Ecuador.
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GGlloossaarriioo ddee ssiiggllaass

CODENPE Consejo de Desarrollo de las Nacionalidades y Pueblos del Ecuador

CONAIE Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador

FEINE Federación de Indígenas Evangélicos

FENOCIN Federación Nacional de Organizaciones Campesinas, Indígenas y Negras

TLC Tratado de Libre Comercio

NNoottaass

1 Sopa tradicional ecuatoriana elaborada a base de granos que constituye la comida prin-
cipal del Viernes Santo.
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La irrupción

de Ollanta Humala

en la escena electoral

peruana

Bruno Revesz*

La primera vuelta de las elecciones presidenciales y
congresales peruanas, el 9 abril de 2006, ubicó de
manera singular al país en relación al actual giro polí-
tico del subcontinente puesto de manifiesto ya desde
las elecciones de Hugo Chávez en Venezuela, Lula da
Silva en Brasil, Néstor Kirchner en Argentina, y luego
confirmado por las de Tabaré Vásquez en Uruguay,
Evo Morales en Bolivia y Michelle Bachelet en Chile. 

Por un lado, a diferencia de los precedentes procesos
electorales, la campaña para elegir al sucesor del presi-
dente Alejandro Toledo ha generado un consenso relativa-
mente amplio respecto de que se necesita un conjunto
de reformas profundas para lograr que los beneficios del
progreso económico sean compartidos por toda la pobla-
ción y no (como hasta ahora) por unos cuantos, y de que
seguir esperando a que el crecimiento económico “se
derrame” simplemente constituiría una receta para el des-
borde social. Pero, tal como hemos de precisarlo aquí, la
gran perdedora de estas elecciones es la candidata de la
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derecha (UN), a pesar de disponer de una hegemonía
aplastante en los medios de comunicación y del apoyo de
las elites en el poder y de los grupos dominantes, y de
haber sido colocada largo tiempo en pole position por las
empresas que difunden sondeos de opinión. En la vereda
de enfrente, y contrastando con el reconocimiento efusivo
que le brindaron desde afuera tanto Chávez como
Morales, ningún movimiento social, fuerza gremial u orga-
nización de izquierda inscrito en el registro electoral res-
paldó a Ollanta Humala, el hombre que con más determi-
nación afirmó la necesidad de abrir caminos para dejar
atrás el ya exhausto Consenso de Washington, y el candi-
dato que obtuvo la mayor votación en esta primera vuelta.

IInnssttiittuucciioonneess yy ffrraaggmmeennttaacciióónn ppoollííttiiccaa 

Expresión y efecto del éxito fujimorista (1990-2000), la
crisis del sistema de partidos en el Perú tuvo como corre-
lato la proliferación de movimientos independientes y la
creación de partidos ad hoc, que no tenían arraigo en la
sociedad y se definían más por personalidades que por
una ideología. Para muchos, el acceso al Congreso no
implicaba ni presuponía experiencia de gestión colectiva o
los costos del aprendizaje profesional de la política en los
rangos de una organización, ni tampoco la confrontación y
el debate con otros proyectos de sociedad. Son numero-
sas las protestas populares reseñadas en los últimos años
por el Observatorio Social de América Latina (OSAL), y es
significativo que ninguno de estos conflictos (mineros,
cocaleros y otros), ni siquiera las revueltas arequipeñas de
2002, haya sido canalizado o resuelto a través de media-
ciones o de organizaciones partidarias. 

A fin de remediar en algo esta mediocridad y déficit de
representación, el Congreso elegido en 2001 adoptó en
octubre de 2003, por primera vez en la historia del país,
una ley que regulaba las actividades de los partidos políti-
cos. Uno de sus dispositivos establecía barreras de entra-
da (acreditación de comités locales en por lo menos 65
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de las 194 provincias, y presentación de 125 mil firmas para obtener el reconocimiento
de las autoridades electorales), con la finalidad de disminuir la fragmentación política y el
número de los partidos y así incentivar el desarrollo de los partidos más sólidos. Más
tarde se estableció una valla electoral que permite el acceso al Congreso a las organiza-
ciones que obtengan por lo menos el 4% de los votos válidos, o alternativamente a un
mínimo de 5 representantes elegidos. 

A pesar de estas restricciones y de otras exigencias (elecciones internas, presentación de su
contabilidad, etc.), son 24 las organizaciones políticas (tanto partidos como alianzas y fren-
tes) que entraron a competir al presentar listas de candidatos al congreso, de las cuales 20
presentaron un candidato a la elección presidencial. No fue el caso de Perú Posible, el par-
tido de Alejandro Toledo, que no encontró candidato idóneo. Humala, por su parte, tuvo
que capear una situación particular; al no haber podido su Partido Nacionalista cumplir a
tiempo con los requisitos mencionados, negoció y obtuvo la franquicia electoral de Unión
Por el Perú (UPP), el partido fundado por Javier Pérez de Cuéllar, ex Secretario General de
las Naciones Unidas, cuando se presentó contra Fujimori en las elecciones de 1995.

DDee llaa ddiissppeerrssiióónn hhaacciiaa llaa ppoollaarriizzaacciióónn 

Sin embargo, tal como día a día lo mostraron las encuestas de opinión, y atreviéndonos
a utilizar una metáfora económica, el exceso de la oferta produjo una concentración de
la demanda. Rápidamente emergió muy por encima de la multitud de candidatos un
grupo de cinco partidos y frentes o alianzas. En primer lugar se situaron los tres líderes en
condiciones de ambicionar enfrentarse en la segunda vuelta: Lourdes Flores (UN),
Ollanta Humala (Partido Nacionalista-UPP) y Alan García (APRA). Luego, a mucha dis-
tancia, aunque seguros de superar la valla y de disponer de una bancada parlamentaria,
Valentín Paniagua, el destacado presidente de la transición de 2000, y la representante
de Alberto Fujimori, encarcelado en Chile. 

Los primeros resultados del 9 de abril (sondeo a boca de urna, conteo rápido) no per-
mitieron determinar si Lourdes Flores o Alan García, en situación de virtual empate téc-
nico, habrían de acompañar a Humala en la segunda vuelta. Fue necesario esperar hasta
mayo para obtener los resultados definitivos.
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Unión Por el Perú-UPP Ollanta Humala 30,6% de los votos válidos 

Partido Aprista Peruano-APRA Alan García 24,3% de los votos válidos

Unidad Nacional-UN Lourdes Flores 23,8% de los votos válidos



Estos resultados pueden ser interpretados como el signo de una cierta continuidad. Desde
comienzos de la década del ochenta (salvo en el caso de las reelecciones fujimoristas), el
Perú ha votado sistemáticamente por el cambio, lo cual no consolida lealtades políticas
pero tiene algo de racional: en la medida en que los gobiernos defraudan a sus electores,
resulta lógico votar en la elección siguiente por quien encarne mejor la alternativa opues-
ta a la del mandatario saliente. Esta vez, más de dos terceras partes de los electores apos-
taron al cambio, más radical en el caso de Humala, más moderado en el caso de García. 

Asimismo, en un país tan fragmentado social, geográfica y étnicamente, con una débil pene-
tración de la sociedad por parte de los partidos y un comportamiento de los privilegiados
que desmiente a cada instante su invocación de los principios democráticos, no resulta sor-
prendente que sea percibido como más atractivo un candidato ajeno al establishment social,
político y económico del país. Fujimori derrotó a Vargas Llosa en 1990, y Toledo triunfó sobre
Alan García y Lourdes Flores en el 2001, en buena parte porque los sectores populares se
sintieron mejor identificados y representados por Fujimori y por Toledo que por sus más for-
males y elocuentes contrincantes. La irrupción electoral de Ollanta frente a García y Flores en
2006 se inscribe en esta nueva pero persistente tradición.

Sin embargo, las similitudes no deben ocultar las diferencias y lo específico del momen-
to actual. En 1990 se trataba de salir del caos en que el gobierno de Alan García dejaba
el país al término de su mandato: guerra sucia con Sendero Luminoso por un lado, hipe-
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rinflación por el otro, y una inseguridad política y económica que se habían vuelto insos-
tenibles. El conjunto de los partidos –izquierda, APRA, derecha– fue desplazado por
Fujimori. En 2001 el retorno a la democracia se encontraba dentro de las prioridades de
buena parte de la población. Frente a esto, por haber liderado las movilizaciones antifuji-
moristas, Toledo se había posicionado mejor que sus contendores.

Ahora está a la orden del día, y severamente cuestionado por el voto de la mayoría, el
divorcio entre la economía y la política. La economía va bien: crecimiento del PBI, incre-
mento y diversificación de las exportaciones, déficit fiscal e inflación reducidos. La políti-
ca va mal: no sólo mantenimiento o reducción poco significativa de la pobreza que afec-
ta a la mitad de la población, sino también multiplicación en los últimos cinco años de
protestas, movilizaciones y conflictos mineros, cocaleros o locales –desde la sierra de
Piura hasta el altiplano aymara, con un reclamo común de los pobladores rurales: “que-
remos un Estado que funcione y un gobierno que esté cerca”. Por lo general, en la mayo-
ría de estos conflictos el Estado no funciona, y el gobierno menos aún. Paralelamente,
decrece el apoyo a los partidos y a la democracia como régimen. El propio Alejandro
Toledo expresó en forma caricatural este divorcio entre la economía y la política, al asom-
brarse de que “Wall Street lo aprobaba mientras que la opinión pública lo desaprobaba”. 

En este contexto, en el que se privilegió y priorizó drásticamente la integración externa en
relación a la interna, el discurso nacionalista puede ser interpretado en un doble registro:
para los sectores dominantes, empresas mineras, grandes exportadores y servicios de
telecomunicación, entre otros, despierta de inmediato los aterradores fantasmas del pro-
teccionismo y de las nacionalizaciones. En el caso de amplios sectores populares, en par-
ticular rurales, y más allá de lo que se percibe como la defensa de sus intereses, este dis-
curso puede ser recibido como otorgándoles elementos de pertenencia a la historia en
curso y también como valoración de su cultura.

Por otra parte, el mapeo electoral de los resultados de abril 2006 muestra con más niti-
dez que en otras oportunidades algunas de las grandes brechas territoriales, sociales y
étnicas que atraviesan al país. El único departamento donde Lourdes Flores (UN) llega
en primer lugar es Lima, que por cierto representa alrededor del tercio del electorado. El
APRA logra alzarse con la mayoría relativa en sólo cinco departamentos del litoral, cuatro
de ellos en la costa norte, su feudo tradicional desde su fundación por Haya de la Torre
en la década del treinta. En comparación, la presencia humalista aparece como arrasa-
dora en 18 de los 24 departamentos, y en 146 de las 194 provincias.

En la práctica, a través de la lente electoral, estamos en presencia de tres países: Lima, la
“Ciudad de los Reyes”, que concentra las principales actividades económicas y fuera de
la cual no logran implantarse de manera sólida las organizaciones políticas de la derecha;
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la costa norte, donde predominan la agricultura comercial (caña de azúcar, algodón,
arroz, frutales) y una vocación exportadora, fortaleza aprista; y por último el sur, la sierra,
corazón del mundo andino, y la selva, donde esta vez irrumpió con fuerza Humala.
Naturalmente, esta situación, tomando en cuenta la concentración de los electores en
Lima y las principales ciudades, no garantiza en nada, como veremos, la victoria de
Humala en la segunda vuelta, donde no habrá más que dos contendores.

LLaa ffrruussttrraacciióónn ddee llaa ddeerreecchhaa 

La derecha representada por la alianza Unidad Nacional tenía una candidata considerada
por todos lo analistas como particularmente honesta y experimentada, involucrada en la
política desde hace más de veinte años. Dos veces congresista (1993-2001) y presi-
dente del Partido Popular Cristiano (PPC), Lourdes Flores se postulaba a la presidencia
de la república por tercera vez. Después de un primer fracaso en 1995, se había queda-
do en las puertas de la segunda vuelta en 2001. Cinco años más tarde creía con firmeza
en sus posibilidades de convencer a los peruanos que rechazan en masa a la clase polí-
tica, y esperaba abiertamente beneficiarse de la dinámica provocada por la elección de
Michelle Bachelet a la presidencia de Chile el pasado 15 de enero. Gozaba además del
apoyo de la mayor parte de los medios de comunicación.

Había iniciado mucho antes que sus contendores una campaña de proximidad, viajan-
do por todo el país, cambiando su estrategia para aproximarse a los sectores populares
–e incluso en su manera de vestir– presentando un programa más centrista, y multipli-
cando las promesas sociales: garantizar un sistema de seguro social a los que no dis-
ponen de los medios necesarios, crear 650 mil puestos de trabajo, asignar más del 6%
del PNB a la educación, etcétera. Sin embargo, para “abrir el mercado manteniendo un
Estado fuerte” apoyaba el TLC con EE.UU., que Alejandro Toledo al mismo tiempo pre-
tende firmar “sí o sí”.

A pesar de sus méritos, de sus ilusiones o de sus máscaras, y a diferencia del social-demó-
crata Alan García y del nacionalista Ollanta Humala, era percibida como la encarnación de
la continuidad de la política económica que existe desde 1990 con sus buenos y malos
aspectos, islotes de prosperidad en un mar de desigualdades. El hecho de que la UN
aceptara como candidato a la vicepresidencia a Arturo Woodman, hombre de confianza
del Grupo Romero, el principal grupo económico del país, reforzó la crítica que se le hacía
en términos de representar los intereses de las empresas y de los sectores más ricos. 

Con todo, durante meses, y hasta el 19 de marzo de este año, cuando fue desplazada
por Ollanta Humala, los sondeos de opinión ubicaron a Lourdes Flores a la cabeza de las
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intenciones de voto. Pocos días antes de las elecciones
todavía parecía muy probable que Lourdes Flores fuera
elegida en la segunda vuelta. Su fracaso es por lo tanto
una inmensa frustración para la derecha, que desde hace
veinticinco años no logra imponer a su candidato. 

LLaa ccrruuzzaaddaa aannttii--HHuummaallaa

El perfil del comandante en situación de retiro Ollanta
Humala es casi diametralmente opuesto al de Lourdes
Flores. Muy pocas cosas se sabían de él al inicio de la cam-
paña. Ollanta y su hermano Antauro saltaron a la primera
plana por primera vez en octubre de 2000 gracias a la aso-
nada que protagonizaron en Locumba, en las postrimerías
del fujimontesinismo. Amnistiado por el congreso y envia-
do como agregado militar a Francia primero y después a
Corea del Sur, Ollanta se había mostrado muy discreto, y
permaneció olvidado hasta el año pasado. Este novato en
política demostró ser un hombre que aprende rápidamen-
te, asociándose con un selecto núcleo de profesionales
eminentes, y con notables capacidades para moverse
como un pez en el agua cuando se acercaba al pueblo. 

Al mismo tiempo que denunciaba a los “políticos tradicio-
nales” por ser responsables de la exclusión y de la miseria,
presentó propuestas políticas importantes: revisión de los
contratos con las transnacionales; rechazo a la privatización
de los puertos y servicios públicos; nuevo estudio del TLC y
posibilidad de no suscribirlo; regalías mineras; integración
latinoamericana; Asamblea Constituyente. Pocos partidarios
del candidato parecen tener una idea precisa de en qué
consiste el programa presentado por la UPP, pero todos
están convencidos de que “Ollanta” –como se le denomina
ahora– está del lado de los pobres, permitirá una mejor
redistribución de la riqueza, y será el arquitecto del cambio. 

El candidato tuvo que sortear varios tropiezos. En primer
lugar, las incontinencias verbales de su familia: su padre
Isaac, fundador del pensamiento “etnonacionalista”; su
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hermano Antauro, actualmente preso por haber liderado en enero de 2005 el asalto y
la toma de una comisaría, con un saldo de cinco policías muertos; y su madre Elena
Tasso, que recientemente afirmó: “Fusilamos a dos homosexuales y no habrá más
inmoralidad en la calle”. El clan familiar asusta y confunde. En segundo lugar, Ollanta ha
sido objeto de acusaciones vinculadas con torturas y asesinatos de civiles en 1992,
durante el combate contra el terrorismo, cuando dirigía la base militar de Madre Mía
cerca de Ayacucho. Todo esto, y un conjunto de especulaciones y difamaciones –fun-
dadas o no– fueron municiones para la agresiva campaña –promovida por parte de la
derecha y de los medios– de calumnias y de demonización de su candidatura, desen-
cadenada por su alineamiento con Hugo Chávez y Evo Morales. Basta citar como botón
de muestra el editorial del Correo (uno de los diarios de mayor circulación) del 11 de
abril: “Esto es lo que ha ocurrido con el fascista Humala. Solamente un 30% ha optado
por esta primitiva propuesta militarista con tufillo montenisino-velazquista-chavista,
manejada por millonarios oportunistas”. 

Esta cruzada mediática de “todos contra Humala”, no exenta de inflexiones racistas en
torno a sus “resentidos” electores, es la tela de fondo sobre la cual un conjunto de per-
sonalidades, desde Mario Vargas Llosa hasta el propio presidente en ejercicio, plantean
que para la segunda vuelta la disyuntiva es entre democracia o autoritarismo. Una fór-
mula que al abogar a favor de una coalición de centro-derecha (Alan/Lourdes) subvalo-
ra o niega la demanda mayoritaria de cambio, y lleva consigo el riesgo de desvalorizar la
democracia al identificarla con el statu quo, y de seguir ignorando las fracturas sociales,
étnicas y regionales a las que hemos aludido.

AAllaann,, eell eeqquuiilliibbrriissttaa

Como es sabido, la sorpresiva revitalización electoral del APRA en 2001 había obedecido
en gran medida al carisma de Alan García. Esta vez también demostró tener olfato y refle-
jos políticos al ubicarse en una posición equidistante de sus contendientes, estigmatizan-
do a Lourdes Flores como la “candidata de los ricos” y criticando la falta de experiencia de
Ollanta, calificándolo como “apuesta al vacío”. Para enfrentar la segunda vuelta, se posicio-
na hábilmente como el candidato del “cambio responsable” y no amenazante. 

García ha propuesto cambios que no cabrían dentro del actual esquema toledista. Son
iniciativas menos drásticas que las de Humala, pero relativamente parecidas en determi-
nados aspectos. La revisión de los contratos mineros, los programas sociales, el crédito
agrario, el cuestionamiento del Tratado de Libre Comercio, el cambio de la Constitución
sólo se diferencian en grado, pero no en principio. Exigirían cambios reales en la forma y
el fondo del Estado peruano. El punto clave para García remite a si podrá cumplir con sus
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ofrecimientos en plazos aceptables para el clima social, manteniéndose –como afirmó
que lo hará– dentro de los márgenes de la actual política macroeconómica.

Por el momento, su cruz es el recuerdo que los peruanos tienen del apocalipsis en que
terminó su gobierno en 1990, que conllevó una enorme frustración con la democracia y
creó el clima para el autoritarismo fujimorista: hiperinflación (la inflación acumulada
entre 1985 y 1990 fue del 2,2 millones %), escasez, apagones, copamiento partidario,
corrupción generalizada, violencia política descontrolada, crímenes de Estado, etcétera.

Más que las propuestas que hagan los dos candidatos, pesarán en la campaña de la
segunda vuelta los temores que despierten uno y otro: Humala recordando los desastres
ocurridos durante el régimen aprista, y García pretendiendo demostrar que un gobierno
de su rival podría parecerse al suyo de la década de los ochenta.

PPeerrssppeeccttiivvaass

El acercamiento ostensible a Alan García por parte de una serie de empresarios, políticos
y periodistas que hasta hace poco despotricaban de su persona y rodeaban a Lourdes
Flores es la señal inequívoca de que buena parte de este sector se ha resignado a elegir
lo que denomina el “mal menor”. 

Al mismo tiempo, los desenfadados intentos de Chávez y de Morales de inmiscuirse en
la elección peruana, llegando incluso a insultar al presidente Alejandro Toledo, contribu-
yen a atizar las resistencias suscitadas por las ambigüedades de Humala o despertadas
por la demonización mediática que padece. Ello afecta su capacidad de convencer a los
indecisos y a los que votaron por otros candidatos.

En estas condiciones, a escasas semanas de realizarse la segunda vuelta, y aunque en
las elecciones peruanas la sorpresa siempre está a la vuelta de la esquina, todo parece-
ría indicar que Ollanta Humala resultará derrotado el 4 de junio.

Esto no debe ocultar que su irrupción en la escena electoral, al incitar a Lourdes Flores a
reorientar su discurso más hacia el centro, y a Alan García a “izquierdizar” el suyo, ha con-
tribuido significativamente a la formación de un nuevo consenso social en torno al tipo
de crecimiento excluyente generado por la política neoliberal, a la necesidad de renego-
ciar los contratos de estabilidad tributaria con las grandes empresas mineras y de hidro-
carburos que están obteniendo ganancias extraordinarias, al imperativo de aumentar el
gasto en educación, salud y lucha contra la pobreza para que dichos servicios públicos
sean de calidad y de alcance universal, entre otros temas.
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El posible fracaso electoral de Humala en junio no implica la muerte súbita del humalis-
mo. Dados los resultados obtenidos a lo largo del país, el movimiento está bien ubicado
para obtener algunas cabezas de puente en las elecciones municipales y regionales de
noviembre. Como señala Romeo Grompone, investigador del Instituto de Estudios
Peruanos (IEP), “todo indica que en los años venideros vamos a seguir viviendo conflictos
de difícil resolución en el ámbito local, en la minería, con los cocaleros. Si las situaciones
de por sí graves no llegaron a extremos que hicieran insostenible la gobernabilidad en el
período que está terminando, se debió en buena medida a la falta de liderazgos con una
extendida capacidad de convocatoria. Una probable hipótesis es que Humala lo pueda
lograr y cerque al sistema político tanto en el congreso como fuera de él”.
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DDooccuummeennttooss

Declaración de la CONAIE
CCoonnffeeddeerraacciióónn ddee
NNaacciioonnaalliiddaaddeess IInnddííggeennaass 
ddeell EEccuuaaddoorr

AAll ppaaííss yy aall mmuunnddoo

QQuuiittoo,, 2233 ddee mmaarrzzoo ddee 22000066

La Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador y sus
Federaciones filiales agradecen a los comuneros indígenas y campesinos, a
los pequeños agricultores, a los estudiantes, a los trabajadores de las ciuda-
des, a los maestros, a los jóvenes, a las mujeres, a los intelectuales, a los
comunicadores populares, a las organizaciones de campesinos de la costa
ecuatoriana, así como a otros sectores, que han decidido apoyar y sumarse a
estas movilizaciones en defensa de la vida y la soberanía que se desarrollan
en estos días en todo el país.

También agradecemos por los pronunciamientos que hemos recibido de
organizaciones y movimientos sociales del Ecuador, de América Latina y del
mundo, así como de los gobiernos amigos, que han saludado esta moviliza-
ción y que manifiestan su preocupación por la situación ecuatoriana.

Una primera evaluación de los acontecimientos de los días pasados nos indican
que hasta el momento las jornadas de movilización y protesta han producido
logros importantes que sin esta gran movilización indígena, con el apoyo de
distintos sectores de la sociedad ecuatoriana, no se hubiesen alcanzado:

1. Un primer resultado significativo de nuestras acciones es el de haber obli-
gado al gobierno nacional a debatir el tema del TLC públicamente, cosa que
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durante todo el tiempo de las negociaciones del TLC con los EEUU no fue

posible. Es importante señalar, que las acciones emprendidas desde el 13 de

marzo han obligado a los empresarios, a las cámaras de comercio y de indus-

trias y a los sectores de poder político y económico a que se inicien los deba-

tes sobre las implicaciones que traerá el tratado de libre comercio bilateral

entre Ecuador y EEUU, para los pobres de nuestro país. Además, las moviliza-

ciones han servido para llevar el tema del TLC a los ámbitos públicos de

debate, de tal forma que los interesados en la firma del TLC ya no podrán

cerrar las negociaciones entre “gallos y medianoche” como lo pretendían

todos aquellos que aspiran lucrar a través del TLC.

En todo el país ha empezado, en contra de la intención del gobierno, un

debate serio y patriótico sobre el TLC con EEUU. Es la ciudadanía entera la

que ha empezado a exigir transparencia y democracia en el TLC. No se

puede firmar un tratado con criterios de confidencialidad, ocultamiento de

información, manipulación de datos, y tergiversación de las consecuencias.

El gobierno tiene el deber democrático de informar al país de los compro-

misos que sus negociadores han tomado en nombre de todos los ecuato-

rianos. Transparentar esas negociaciones es un deber con la democracia,

con la paz, con la justicia, y, sobre todo, con el futuro del país. Si el gobier-

no ratifica su vocación democrática, entonces deberá suspender toda nego-

ciación con EEUU, hasta que sea el pueblo quien decida democráticamente

su propio destino.

2. Otro avance considerable de estas jornadas de protesta es el hecho de que

los negociadores del TLC se vieron obligados a no ceder a determinadas pre-

siones estadounidenses en el ámbito de la mesa de servicios, la cual por lo

tanto no se ha podido cerrar en el período previsto. Queremos dejar cons-

tancia de que si finalmente los negociadores cederán ante las presiones de

los interesados de ambos lados para cerrar esta mesa, se estará pasando por

encima de los intereses del País.

3. Queremos señalar que las movilizaciones y las acciones de protesta han

obligado al Ministerio de Energía y Minas y Petroecuador a rechazar la pro-

puesta presentada por la Petrolera Occidental, con la finalidad de renegociar

su contrato y continuar con el saqueo de nuestras reservas petroleras. Tanto

Petroecuador como el Ministerio de Energía y Minas, deben continuar el pro-

ceso que exigido por el pueblo ecuatoriano, para determinar la caducidad del

contrato de la compañía petrolera estadounidense OXY.

Hemos manifestado al gobierno nuestra voluntad indeclinable de obedecer el

mandato de nuestras organizaciones de defender la soberanía nacional y que
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la movilización en defensa de la vida y la soberanía no es negociable. Las
nacionalidades y pueblos indígenas del Ecuador, gracias a la movilización por
la vida y la soberanía, hemos dado una vez mas un ejemplo de resistencia al
neoliberalismo.

Queremos recalcar que el país no pertenece a cuatro o cinco empresarios
que tienen secuestrado al gobierno de Alfredo Palacio como presidente de un
régimen que persigue la entrega de los recursos del país a los intereses
extranjeros.

Dada la situación de no existir la predisposición del gobierno nacional para
entrar a un dialogo sobre los temas planteados, las manifestaciones se radi-
calizarán en las provincias y saludamos la adhesión de movimientos campesi-
nos de la costa, de estudiantes y grupos sociales de Quito a las protestas que
se realizan contra el TLC.

Luis Macas
Presidente de la CONAIE
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El pueblo ganó

contra la OXY

DDeeccllaarraacciióónn ddee CCOONNAAIIEE 
yy OONNAAHHEE

EEccuuaaddoorr,, 1166 ddee MMaayyoo ddee 22000066

Esta mañana de Martes, se hizo oficial el anuncio del Ministro de Energía Ivan
Rodríguez de declarar la caducidad del contrato con la compañía Petrolera
OXY. La alegría se hizo sentir en la población de la zona de la Amazonía y en
todo el Pueblo Ecuatoriano quien reafirmó que su lucha permanente no ha
sido en vano.

La CONAIE que se había unido a la última Marcha Amazónica del pasado
martes, pone en evidencia que la protesta y la presión ejercida desde hace
más de una año, ha sido efectiva y que la soberanía del Pueblo es inviolable.

Sin embargo, si aun se ha ganado la primera batalla no hay que olvidar que el
tema TLC no está aun resuelto. A pesar de que la declaración de la caducidad
de OXY va alterar profundamente las posibilidades de negociación con
Estados Unidos, los sectores populares y sociales al que suma la CONAIE, no
tienen que perder de vista que los sectores de poder y empresarios exigirán
la reanudación de las negociaciones. 

La CONAIE hace un llamado a Presidente de la República para que se pronun-
cie oficialmente, en su firmeza, acerca de la caducidad del Contrato con la OXY.

La CONAIE llama a los ciudadanos y ciudadanas ecuatorianos a no bajar la
guardia porque si bien se ha logrado mandar fuera del país una Compañía no

O
SA

L9
8

D
O

CU
M

EN
TO

S
[E

L
PU

EB
LO

G
AN

Ó
CO

NT
RA

LA
O

XY
]



hay que olvidar que nuestra Amazonía está plagada de Multinacionales que
explotan y chupan nuestros recursos. 

A este propósito, comunidades de Orellana quieren atentar juicio contra el
Estado por no hacer respetar las normas ambientales. En efecto, quieren
impedir la entrada de la Compañía Petrolera Perenco en una zona completa-
mente virgen y que tendrá el riesgo de ser destruida y contaminada por la
explotación del crudo.

Shuk shunkulla, un solo corazón;
shuk makilla, un solo puño,
shuk shimilla, una sola voz

Consejo de Gobierno de las Nacionalidades y Pueblos Indígenas CONAIE
Consejo de Gobierno Organización de la Nacionalidad Huaorani de la
Amazonia Ecuatoriana ONAHE
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Decreto Supremo 28.071

“Héroes del Chaco”

EEvvoo MMoorraalleess AAyymmaa
PPrreessiiddeennttee CCoonnssttiittuucciioonnaall 
ddee llaa RReeppúúbblliiccaa ddee BBoolliivviiaa

Considerando:

Que en históricas jornadas de lucha el pueblo ha conquistado, a costa de su
sangre, el derecho de que nuestra riqueza hidrocarburífera vuelva a manos de
la nación y sea utilizada en beneficio del país.

Que en el Referéndum Vinculante de 18 de julio de 2004, a través de la con-
tundente respuesta a la pregunta 2, el pueblo ha decidido, de manera sobe-
rana, que el Estado Nacional recupere la propiedad de todos los hidrocarbu-
ros producidos en el país.

Que de acuerdo a lo expresamente dispuesto en los Artículos 136, 137 y 139
de la Constitución Política del Estado, los hidrocarburos son bienes nacionales
de dominio originario, directo, inalienables e imprescriptibles del Estado,
razón por la que constituyen propiedad pública inviolable.

Que por mandato del inciso 5 del Artículo 59 de la constitución Política del
Estado, los contratos de explotación de riquezas nacionales deben ser autori-
zados y aprobados por el Poder Legislativo, criterio reiterado en la sentencia
del Tribunal Constitucional N° 0019/2005 de 7 de marzo de 2005.
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Que esta autorización y aprobación legislativa constituye fundamento del

contrato de explotación de riquezas nacionales por tratarse del consentimien-

to que otorga la nación, como propietaria de estas riquezas, a través de sus

representantes.

Que las actividades de exploración y producción de hidrocarburos se están

llevando adelante mediante contratos que no han cumplido con los requisi-

tos constitucionales y que violan expresamente los mandatos de la Carta

Magna al entregar la propiedad de nuestra riqueza hidrocarburífera a manos

extranjeras.

Que ha expirado el plazo de 180 días, señalado por el Artículo 5 de la Ley N°

3058 de 17 de mayo de 2005 –Ley de Hidrocarburos-, para la suscripción

obligatoria de nuevos contratos.

Que el llamado proceso de capitalización y privatización de Yacimientos

Petrolíferos Fiscales Bolivianos –YPFB– ha significado no sólo un grave daño

económico al Estado, sino además un acto de traición a la patria al entregar a

manos extranjeras el control y la dirección de un sector estratégico, vulneran-

do la soberanía y la dignidad nacionales.

Que de acuerdo a los Artículos 24 y 135 de la Constitución Política del Estado,

todas las empresas establecidas en el país se consideran nacionales y están

sometidas a la soberanía, leyes y autoridades de la República.

Que es voluntad y deber del Estado y del Gobierno Nacional, nacionalizar y

recuperar la propiedad de los hidrocarburos, en aplicación a lo dispuesto por

la Ley de Hidrocarburos.

Que el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos como también

el Pacto de los Derechos Económicos y Culturales, suscritos el 16 de diciem-

bre de 1966, determinan que: “… todos los pueblos pueden disponer libre-

mente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones

que derivan de la cooperación económica internacional basada en el princi-

pio del beneficio recíproco, así como del derecho internacional. En ningún

caso podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia”.

Que Bolivia ha sido el primer país del Continente en nacionalizar sus hidro-

carburos en el año 1937 a la Standard Oil Co., medida heroica, que se tomó

nuevamente en el año 1969 afectando a la Gulf Oil, correspondiendo a la

generación presente llevar adelante la tercera y definitiva nacionalización de

su gas y su petróleo.
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Que esta medida se inscribe en la lucha histórica de las naciones, movimien-

tos sociales y pueblos originarios por reconquistar nuestras riquezas como

base fundamental para recuperar nuestra soberanía.

Que por lo expuesto corresponde emitir la presente disposición, para llevar

adelante la nacionalización de los recursos hidrocarburíferos del país.

En Consejo de Ministros, Decreta:

Artículo 1.-

En ejercicio de la soberanía nacional, obedeciendo el mandato del pueblo

boliviano expresado en el Referéndum vinculante del 18 de julio del 2004 y

en aplicación estricta de los preceptos constitucionales, se nacionalizan los

recursos hidrocarburíferos del país.

El Estado recupera la propiedad, la posesión y el control total y absoluto de

estos recursos.

Artículo 2.-

I. A partir del 1 de mayo del 2006, las empresas petroleras que actualmente

realizan actividades de producción de gas y petróleo en el territorio nacional,

están obligadas a entregar en propiedad a Yacimientos Petrolíferos Fiscales

Bolivianos –YPFB, toda la producción de hidrocarburos.

II. YPFB, a nombre y en representación del Estado, en ejercicio pleno de la

propiedad de todos los hidrocarburos producidos en el país, asume su

comercialización, definiendo las condiciones, volúmenes y precios tanto para

el mercado interno como para la exportación y la industrialización.

Artículo 3.-

I. Sólo podrán seguir operando en el país las compañías que acaten inmedia-

tamente las disposiciones del presente Decreto Supremo, hasta que en un

plazo no mayor a 180 días desde su promulgación, se regularice su actividad,

mediante contratos, que cumplan las condiciones y requisitos legales y cons-

titucionales. Al término de este plazo, las compañías que no hayan firmado

contratos no podrán seguir operando en el país.

II. Para garantizarla continuidad de la producción, YPFB, de acuerdo a directi-

vas del Ministerio de Hidrocarburos y Energía, tomará a su cargo la operación

de los campos de las compañías que se nieguen a acatar o impidan el cum-

plimiento de lo dispuesto en el presente Decreto Supremo.

III. YPFB no podrá ejecutar contratos de explotación de hidrocarburos que no
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hayan sido individualmente autorizados y aprobados por el Poder Legislativo

en pleno cumplimiento del mandato del inciso 5 del Artículo 59 de la

Constitución Política del Estado.

Artículo 4.-

I. Durante el período de transición, para los campos cuya producción certifi-

cada promedio de gas natural del año 2005 haya sido superior a los 100

millones de pies cúbicos diarios, el valor de la producción se distribuirá de la

siguiente forma: 82% para el Estado (18% de regalías y participaciones, 32%

de Impuesto Directo a los Hidrocarburos-IDH y 32% a través de una partici-

pación adicional para YPFB), y 18% para las compañías (que cubre costos de

operación, amortización de inversiones y utilidades).

II. Para los campos cuya producción certificada promedio de gas natural del

año 2005 haya sido menor a 100 millones de pies cúbicos diarios, durante el

período de transición, se mantendrá la actual distribución del valor de la pro-

ducción de hidrocarburos.

III. El Ministerio de Hidrocarburos y Energía determinará, caso por caso y

mediante auditorías, las inversiones realizadas por las compañías, así como

sus amortizaciones, costos de operación y rentabilidad obtenida en cada

campo. Los resultados de las auditorías servirán de base a YPFB para deter-

minar la retribución o participación definitiva correspondiente a las compañí-

as en los contratos a ser firmados de acuerdo a lo establecido en el Artículo 3

del presente Decreto Supremo.

Artículo 5.-

I. El Estado toma el control y la dirección de la producción, transporte, refina-

ción, almacenaje, distribución, comercialización e industrialización de hidro-

carburos en el país.

II. El Ministerio de Hidrocarburos y Energía regulará y normará estas activida-

des hasta que se aprueben nuevos reglamentos de acuerdo a Ley.

Artículo 6.-

I. En aplicación a lo dispuesto por el Artículo 6 de la Ley de Hidrocarburos, se

transfieren en propiedad a YPFB, a título gratuito, las acciones de los ciudada-

nos bolivianos que formaban parte del Fondo de Capitalización Colectiva en

las empresas capitalizadas Chaco S.A., Andina S.A. y Transredes S.A.

II. Para que esta transferencia no afecte el pago del BONOSOL, el Estado

garantiza la reposición de los aportes por dividendos, que estas empresas

entregaban anualmente al Fondo de Capitalización Colectiva.
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III. Las acciones del Fondo de Capitalización Colectiva que están a nombre de
los Administradores de Fondos de Pensiones en las empresas Chaco S.A.,
Andina S.A. y Transredes S.A., serán endosadas a nombre de YPFB. 

Artículo 7.-
I. El Estado, recupera su plena participación en toda la cadena productiva del
sector de hidrocarburos.

II. Se nacionalizan las acciones necesarias para que YPFB controle como míni-
mo el 50% más 1 en las empresas Chaco S.A., Andina S.A., Transredes S.A.,
Petrobrás Bolivia Refinación S.A. y Compañía Logística de Hidrocarburos de
Bolivia S.A.

III. YPFB nombrará inmediatamente a sus representantes y síndicos en los
respectivos directorios y firmará nuevos contratos de sociedad y administra-
ción en los que se garantice el control y la dirección estatal de las actividades
hidrocarburíferas en el país.

Artículo 8.-
En 60 días, a partir de la fecha de promulgación del presente Decreto
Supremo y dentro del proceso de refundación de YPFB, se procederá a su
reestructuración integral, convirtiéndola en una empresa corporativa, transpa-
rente, eficiente y con control social.

Artículo 9.-
En todo lo que no sea contrario a lo dispuesto en el presente Decreto
Supremo, se seguirán aplicando los reglamentos y normas vigentes a la fecha,
hasta que sean modificados de acuerdo a ley.

Los Señores Ministros de Estado, el Presidente de YPFB y las Fuerzas Armadas
de la Nación, quedan encargados de la ejecución y cumplimiento del presen-
te Decreto Supremo.

Es dado en el Palacio de Gobierno de la ciudad de La Paz, el primer día del
mes de mayo del año dos mil seis.

Firmado por: Evo Morales Ayma, David Choquehuanca Céspedes, Juan
Ramón Quintana Taborga, Alicia Muñoz Alá, Walker San Miguel Rodríguez,
Carlos Villegas Quiroga, Luis Alberto Arce Catacora, Abel Mamani Marca,
Celinda Sosa Lunda, Salvador Ric Riera, Hugo Salvatierra Gutiérrez, Andrés
Soliz Rada, Walter Villarroel Morochi, Santiago Alex Gálvez Mamani, Félix Patzi
Paco, Nila Heredia Miranda.
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Congreso Nacional 

Referéndum ¡Ahora!

Este TLC ¡No pasará!

2244 ddee mmaayyoo 
JJoorrnnaaddaa nnaacciioonnaall yy ppaarroo
aaggrrooppeeccuuaarriioo ddee ttooddoo eell ppuueebblloo

MMaarrcchhaa ddee ssaaccrriiffiicciioo
ddee llooss 44 SSuuyyooss

DDeeccllaarraacciióónn ddee llaa CCoooorrddiinnaaddoorraa
NNaacciioonnaall ddee LLuucchhaa ccoonnttrraa eell TTLLCC

LLiimmaa,, 33 ddee mmaayyoo ddee 22000066

El gobierno y el poder económico, han iniciado una campaña millonaria, con
la finalidad de confundir a la opinión pública nacional y crear el clima favora-
ble para desconocer la iniciativa del Referéndum, pedido por el pueblo; evitar
que el pueblo conozca el contenido real del TLC y de esa manera lograr su
ratificación mediante carpetazo del Congreso. El gobierno en su desespera-
ción por la ratificación del TLC, en el Congreso pretende reducirlo solo al
tema agrario y ha propuesto una serie de medidas de compensación, anun-
ciando destinar S/.112 millones de soles al año para compensar solo a los pro-
ductores de maíz, algodón y trigo. 
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La mayoría nacional rechaza el TLC con Estados Unidos. El Jurado Nacional de

Elecciones ha admitido la iniciativa legislativa ciudadana a través de la

Resolución Nº 372-2006-JNE, sobre obligatoriedad de someter a Referéndum

la aprobación del TLC con EE.UU.

EL CONGRESO TIENE LA RESPONSABILIDAD DE APROBAR LA INICIATIVA

CIUDADANA DE CONVOCATORIA AL REFERÉNDUM SOBRE EL TLC CON

ESTADOS UNIDOS.

Exigimos a los congresistas electos sumarse a la movilización al lado del pue-

blo por ¡Este TLC No Pasará!

Exigimos a los dos candidatos que pasen a la segunda vuelta tomar una posi-

ción clara y firme sobre el TLC con EE.UU.

Convocamos a la Gran Marcha de Sacrificio de los 4 Suyos hacia el Congreso y

Palacio de Gobierno, iniciando la Movilización Nacional Indefinida agraria a

partir del día 24 de Mayo; así como a las jornadas a nivel de todas las regiones.

¿Por qué el TLC con EE.UU. no debe pasar?

1.-Porque fue negociado a espaldas del pueblo peruano, violenta la

Constitución Política y vulnera la soberanía nacional.

2.-Porque el presidente Toledo entrega nuestro mercado nacional a los pro-

ductos subsidiados provenientes de EEUU, que acabarán con nuestra pro-

ducción agropecuaria e industrial. Con el TLC se expulsará del mercado a más

de 2 millones 857 mil productores agropecuarios del Perú, es decir al 97% de

productores, en beneficio de solo el 3% de Agro Exportadores.

3.-Porque contraviniendo las normas internacionales el gobierno peruano a

exigencias de EE.UU eliminó las restricciones a las importaciones de carne de

bovino prohibido por SENASA para salvaguardar la salud de la población del

mal de la “vaca loca” que causa disminución de las funciones mentales y el

movimiento de las personas (D.S Nº 019-2006-AG a partir del 12 de abril)

4.-Porque es falso la creación de puestos de trabajo de calidad y digno. En los

5 años últimos se ha exportado mas de 1 millón 500 mil peruanos al exterior,

mientras que el ATPDEA que buscan consolidar hoy con el TLC solo ha crea-

do trabajo temporal, pésimas condiciones y bajos salarios, la sobre explota-

ción, haciendo trabajar mas de 8 horas y ha postergado la aprobación de nor-

mas en partes que protejan los derechos laborales.
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5.-Porque vulnera los derechos de los trabajadores al no reconocer los

Convenios de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y deja la solu-

ción de conflictos a arbitrajes internacionales, favoreciendo de esta manera a

la gran empresa extranjera y nacional.

6.-Porque subirán los precios de los medicamentos afectando a la gran mayo-

ría del pueblo (según el Ministerio de Salud) al ampliar el monopolio a las

transnacionales farmacéuticas. 

7.-Porque las empresas transnacionales podrán apropiarse de nuestra riqueza

biogenética, ya que permite el patentado de plantas sin ningún reconoci-

miento al conocimiento y uso tradicional de las Comunidades ni al país del

que son originarias. 

8.-Porque agrede nuestra cultura y deja sin protección a la educación nacio-

nal; además se imponen las condiciones de propiedad intelectual norteame-

ricanas en perjuicio de los artistas y productores nacionales. 

9.-Porque establece ventajas a los inversionistas extranjeros por encima de los

intereses nacionales y del medio ambiente. 

10.-Porque impone mayor privatización de servicios y recursos básicos como

el agua, la educación, la salud, servicios municipales. 

11.-Porque al eliminar aranceles e impuestos, se dejará de recaudar más de

700 millones de nuevos soles anuales, lo cual originará la reducción de pro-

gramas sociales, suspensión de adquisiciones por el Estado a las Pymes y

Micro y pequeños productores, así como a la industria nacional que utiliza

insumos nacionales.

12.-Porque afecta la integración económica, social, cultural y política de la

Región Andina. 

Por lo expuesto:

1.-Exigimos a los Congresistas que asuman la defensa de la soberanía, los

intereses nacionales, aprobando la iniciativa ciudadana de Convocatoria al

Referéndum.

2.- Demandamos al Congreso de la Republica asumir su responsabilidad de

convocar al Referéndum y evitar el sacrificio del pueblo Peruano.
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3.- Convocamos a las organizaciones agrarias sindicales, populares y patrióti-
cas a conformar los Frentes de Lucha por la no firma del TLC en todas las
regiones, provincias Cuencas, Distritos y localidades del territorio Nacional.

Lima, 03 de mayo del 2006
Coordinadora Nacional de Lucha contra el TLC

Organizaciones convocantes a la Lucha contra el TLC con EE.UU.:
Confederación Nacional Agraria - CNA; Confederación Campesina del Perú -
CCP; CONACAMI;  Frente  Nacional Ganadero - FNG; SONAGA - Perú;
ANECOMSA; ANPAL - PERU; COMPACC; CONADES; CGTP; Foro Salud; Foro
Ecológico; Foro Solidaridad Perú; GCAP-PERU; Llamado Mundial a la Acción
Contra la Pobreza; FENTAP, Confederación De Nacionalidades Indígenas del
Perú - CONAIP; Movimiento Todas las Voces; Colectivo Contranatura; Centro
Federado de Derecho y Ciencias Políticas; PS; PST, AIDESEP - CONVEAGRO;
Grupo género y economía; Plataforma Nacional de Jóvenes; Movimiento
Integración Estudiantil; APRODH; La Lucha Continua; FEPA VRAE;
Consumidores por el Desarrollo; FCS; COREDES CALLAO; WT Piura; CUP;
Llamado de acción Global; CUT-Perú; CUT Perú - Ucayali; CUT-Perú - San
Martín; CUT - Perú - Loreto; CUT-Perú- Piura; CUT-Perú Tumbes; CUT-Perú-
Cajamarca; CUT-Perú-Lambayeque; CUT-Perú-La Libertad; CUT-Perú- Ica; CUT-
Perú-Lima Metropolitana; CUT-Perú- Lima Provincia; CUT-Perú- Arequipa; CUT-
Perú- Puno; CUT-Perú- Ayacucho; CUT-Perú- Huancavelica; CUT-Perú-Junin;
CUT-Perú-Tacna; APAAFA-AGROECOLOGICOS-Cusco; FARTAC-Cusco; Liga
Agraria; Cocaleros Cusco Quillabamba, FADA-ANCASH; FADITH-HUANUCO;
FAREJ-JUNIN; FANORP-AMAZONAS; FADEL-LIMA; FAL-LAMBAYEQUE; FASMA-
SAN MARTIN; FEDAICA-ICA; FARA-APURIMAC; FASSOL-LORETO; FRAT-
TUMBES; FADA-AREQUIPA; FEDEP-RUMIMAKI-PUNO.
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CCrroonnoollooggííaa ddeell ccoonnfflliiccttoo
EEnneerroo--aabbrriill 22000066

Los movimientos sociales

en la geopolítica

continental1

José Seoane y Clara Algranati

En el marco del proceso de disputa entre la reconfigu-
ración de la gobernanza neoliberal y la construcción
de alternativas que recorre nuestra América Latina y
Caribeña, el primer semestre de 2006 –anunciando
en perspectiva lo que podrá deparar su culminación–
aparece surcado por una continuada serie de eleccio-
nes2 que signarán a lo largo del año la renovación de
buena parte de las estructuras de gobierno a nivel
nacional3 y por la intensificación de la confrontación
alrededor de las iniciativas orientadas a profundizar la
integración subordinada al mercado mundial en gene-
ral y particularmente a la hegemonía estadounidense. 

En su densidad, estos elementos parecen dar forma a una
redefinición del mapa geopolítico del continente que
computa, en sus avances y retrocesos, diferentes alinea-
mientos, alianzas y conflictos a nivel regional. La impor-
tancia de estos procesos no oculta sin embargo que en el
entramado de esta malla se enhebra, como una de sus
fuerzas cinéticas, la acción colectiva de grupos y sectores
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sociales, y en particular de aquellos que dieron emergencia a los significativos movi-
mientos sociopolíticos que encarnaron el ciclo de resistencias al neoliberalismo durante
la última década y forjaron en su experimentación alternativas y horizontes emancipato-
rios. Movimientos que enfrentan hoy, como lo señaláramos en otras oportunidades, un
escenario diferente que plantea tanto desafíos como amenazas. 

Es en este contexto que la conflictividad social en el subcontinente vuelve a crecer signi-
ficativamente a lo largo del primer cuatrimestre de 2006 respecto de lo registrado para
los últimos cuatro meses de 2005 (11,46 %). Esta evolución es principalmente el resul-
tado del incremento de las acciones relevadas en la región Andina (14,6%), que expre-
san lo acontecido especialmente en Ecuador y Venezuela. También el conflicto se incre-
menta en el Cono Sur (11%) y la región Norte, comprendida por México, Centroamérica
y el Caribe (8,5%). Sin embargo, en el primero de estos dos últimos casos, las realida-
des nacionales son más heterogéneas de lo que pareciera indicar a primera vista el incre-
mento de la conflictividad social: mientras que la misma crece particularmente en Brasil
y Paraguay, disminuye en Chile y Uruguay, y en menor medida en Argentina. En el caso
de la región Norte, aunque el incremento de los hechos de protesta es proporcional-
mente menor, sus expresiones a nivel nacional resultan mucho más regulares. Así, las
acciones colectivas de contestación social del primer cuatrimestre resultan más elevadas
respecto de las registradas para el último período del pasado año en siete de los nueve
países considerados (República Dominicana, Nicaragua, Puerto Rico, Guatemala, Costa
Rica, El Salvador y México).

Como es habitual en esta sección, a continuación intentaremos bosquejar una apretada
crónica analítica de estos procesos de conflicto y movilización social así como de los prin-
cipales eventos políticos y económicos acontecidos recientemente en América Latina y el
Caribe, particularmente aquellos que tuvieron lugar en el primer cuatrimestre del corrien-
te año, período comprendido por las cronologías que se publican posteriormente y a
cuya lectura el presente artículo persigue introducirnos. 

MMoovviimmiieennttooss ssoocciiaalleess yy bbiieenneess ccoommuunneess ddee llaa nnaattuurraalleezzaa eenn llaa rreeggiióónn AAnnddiinnaa

El 1º de mayo, a cien días de su asunción, el presidente boliviano Evo Morales habrá de
anunciar la firma del decreto que avanza sobre la nacionalización de los hidrocarburos en
Bolivia (ver el decreto en la sección Documentos de este número). La recuperación del
control estatal sobre la extracción y comercialización del gas y el incremento de la apro-
piación pública de la renta gasífera, junto a los posteriores anuncios de distribución de
tierras improductivas bajo el llamado al inicio de la “revolución agraria”, expresarán en el
terreno de las políticas gubernamentales tanto el peso de la bautizada agenda de octu-
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bre promovida por los movimientos populares como la
afectación de los intereses de las empresas y las élites de
las regiones hidrocarburíferas y latifundiarias, particular-
mente de la oligarquía santacruceña, en el camino de las
próximas elecciones para la Asamblea Constituyente y el
referéndum sobre las autonomías departamentales (2/7). 

Las consecuencias a nivel nacional de las medidas adop-
tadas por el nuevo gobierno y el escenario de disputas
que plantea hacia delante habrán de poner nuevamente
de manifiesto la relevancia que le cabe a la contienda
sobre los bienes comunes de la naturaleza y el lugar de
los mismos en la formulación de alternativas al neolibera-
lismo, en la perspectiva de un modelo que, entre otras
cuestiones, parece orientarse, en similar dirección a la de
la experiencia venezolana, a la reapropiación estatal de los
beneficios de la explotación de los bienes comunes natu-
rales y del control sobre las empresas privatizadas con el
objetivo de promover una redistribución progresiva de la
riqueza social y que suma, en este caso entre otras cues-
tiones, el desafío del desmantelamiento de un régimen
colonial de poder. 

En estos sentidos, el impacto del proceso boliviano se
hará sentir también en el área Andina y a nivel regional,
no sólo en las tensiones con los gobiernos de países veci-
nos –particularmente a partir de los intereses de
PETROBRAS y las élites brasileñas en las reservas gasíferas
y la explotación sojera en el país andino– sino también en
la reconfiguración de los bloques y alternativas regionales
y en los “horizontes de cambio” a nivel nacional bajo la
impronta de la efectiva posibilidad de los mismos más allá
de la pretendida excepcionalidad de la experiencia vene-
zolana. Resulta una nueva expresión del algoritmo cínico
del neoliberalismo el que se haya tachado como antide-
mocrática y autoritaria la decisión soberana de un gobier-
no que traduce en su gestión los compromisos asumidos
en la campaña electoral y frente a los movimientos popu-
lares que hubieron de protagonizar una prolongada e
intensa “guerra de posiciones contra el neoliberalismo”
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““LLaass ccoonnsseeccuueenncciiaass 

aa nniivveell nnaacciioonnaall 

ddee llaass mmeeddiiddaass

aaddooppttaaddaass ppoorr 

eell nnuueevvoo ggoobbiieerrnnoo 

yy eell eesscceennaarriioo 

ddee ddiissppuuttaass 

qquuee ppllaanntteeaa 

hhaacciiaa ddeellaannttee 

hhaabbrráánn ddee ppoonneerr

nnuueevvaammeennttee 

ddee mmaanniiffiieessttoo 

llaa rreelleevvaanncciiaa qquuee 

llee ccaabbee aa llaa

ccoonnttiieennddaa ssoobbrree 

llooss bbiieenneess ccoommuunneess

ddee llaa nnaattuurraalleezzaa 

yy eell lluuggaarr ddee 

llooss mmiissmmooss eenn 

llaa ffoorrmmuullaacciióónn 

ddee aalltteerrnnaattiivvaass 

aall nneeoolliibbeerraalliissmmoo””



(Tapia, 2005) en los años pasados. En este contexto, la asunción de Evo Morales como
nuevo presidente (22/1) –precedida por la ceremonia indígena en Tiwanaku– se trans-
formó en una verdadera fiesta popular luego de tantas luchas marcadas con su trágica
cuota de sangre. El debate sobre las características, desafíos, dificultades y riesgos que
este nuevo escenario plantea para los movimientos sociales bolivianos es abordado,
desde distintas perspectivas, en las contribuciones recogidas en el primer dossier del
presente número del OSAL (ver los artículos de Aníbal Quijano, Álvaro García Linera,
Boaventura de Sousa Santos, Pablo Stefanoni, Lorgio Orellana y Pablo Cuba Rojas en
este número). 

En un contexto de descenso del conflicto social, durante los primeros cuatro meses del
año se destacan las protestas impulsadas por los trabajadores de la empresa privatiza-
da Lloyd Aéreo Boliviano (LAB), que frente a diferentes problemas laborales inician un
serie de acciones que recogen apoyo de diversos sectores sociales, especialmente en
Cochabamba, y suponen la transitoria intervención gubernamental de la empresa aun-
que no la estatización reclamada por el personal en un conflicto que continúa abierto.
Así también se prolongan las luchas promovidas por organizaciones de trabajadores de
la educación y la salud públicas en reclamo de incremento salarial y nuevas designacio-
nes, que concluyen con acuerdos provisorios y/o apertura de negociaciones con el
nuevo gobierno4. 

A lo largo de febrero se desarrolla la pugna y negociación sobre las leyes de convocato-
ria a la Asamblea Constituyente y el referéndum autonómico –que expresan los intere-
ses de los movimientos sociales populares por un lado y de las élites de los departa-
mentos gasíferos, especialmente Santa Cruz, por otro– finalmente aprobadas por el par-
lamento a inicios de marzo como resultado de un difícil compromiso entre las diferentes
bancadas5. Estas leyes definieron las características y alcances que tendrá la
Constituyente (que habrá de iniciar sus sesiones en agosto) y el referéndum sobre las
autonomías que habrá de realizarse a comienzos de julio (2/7) junto con la elección de
los convencionales. Tras su aprobación, en abril la presión de las élites santacruceñas se
intensificará bajo las amenazas de la “Asamblea de la Cruceñidad” de convocar a un
nuevo paro cívico y las protestas en la localidad de Puerto Suárez en defensa de la insta-
lación de una siderúrgica brasileña –en el marco del cual llegan a retener en calidad de
rehenes a ministros del gobierno nacional. En este contexto, la batalla por los hidrocar-
buros parece prolongarse –en un clima de débil movilización– en el llamado de un arco
de movimientos sociales y del gobierno a votar negativamente en el referéndum auto-
nómico así como en la composición que habrán de conquistar las diferentes fuerzas en
la Asamblea Constituyente. Un nuevo escenario donde volverá a dirimirse la contraposi-
ción entre los proyectos populares de cambio y los de conservación del neoliberalismo y
los privilegios en Bolivia. 
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La disputa social en relación con los hidrocarburos y los acuerdos de libre comercio tam-
bién habrá de signar el escenario político en Ecuador, que se apresta a afrontar eleccio-
nes presidenciales en octubre próximo. Ya durante el pasado año el rechazo al TLC con
EE.UU. y el reclamo por la caducidad del contrato de la petrolera estadounidense OXY
habían cristalizado socialmente como la programática general asumida por un amplio
arco de movimientos sociales y protestas que, entre otras razones, consiguieron demorar
la conclusión del tratado. 

En el marco de la continuidad de las negociaciones bilaterales (el 3/4 se realiza la XIV
ronda, restando según los anuncios una más para concluir el proceso), la serie de movi-
lizaciones que protagonizan a principios de año estudiantes y trabajadores (particular-
mente de la empresa estatal de petróleo PETROECUADOR) presenta, junto a sus dife-
rentes reivindicaciones particulares, el rechazo al TLC y a la OXY. En marzo nuevamente
el cuestionamiento al TLC y la OXY habrá de colocarse en el centro de la atención políti-
ca con la serie de protestas, marchas, paros territoriales y cortes de ruta impulsados por
el movimiento indígena en la región de la sierra ecuatoriana, que se combina con recla-
mos locales de mayor presupuesto. A pesar de las negociaciones y concesiones que el
gobierno del presidente Alfredo Palacio parece hacer a las reivindicaciones particulares
–tal como aconteció con las anteriores– y la represión de las fuerzas de seguridad, la
protesta se reanuda hacia fines de marzo bajo la iniciativa de la marcha (toma) a Quito
que levanta también la bandera de la nacionalización de los hidrocarburos. El levanta-
miento indígena impulsado por la CONAIE –que se prolonga con las acciones de la
FENOCIN y FEINE en abril– da cuenta de la recuperación de la capacidad de convocato-
ria y acción de dicha organización luego de las gravosas consecuencias que le deparara
el anterior gobierno de Lucio Gutiérrez. 

Bajo el peso de la protesta y los reclamos sociales a fines de abril, la sanción de una ley
que incrementa moderadamente el porcentaje de apropiación pública de la renta petro-
lera motiva a EE.UU. a suspender las negociaciones; y posteriormente, la decisión guber-
namental de rescindir finalmente el contrato de la OXY habrá de confirmar dicha sus-
pensión. Si en el marco de los procesos que se viven en la región andina la experiencia
ecuatoriana vuelve a poner de manifiesto tanto la capacidad de los movimientos sociales
de alcanzar conquistas como el papel central que le cabe en la disputa social a los bie-
nes comunes de la naturaleza, los aprestos hacia las futuras elecciones plantean nuevos
desafíos y riesgos hacia delante. 

En contraposición a lo acontecido en estos meses en Ecuador, en Perú y en el marco de
la campaña hacia las elecciones presidenciales y legislativas el conflicto desciende signi-
ficativamente. En este escenario, y frente a las revelaciones de los compromisos asumi-
dos en el capítulo agrícola del TLC por el gobierno, se destaca el paro agrario de 48hs.
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(29 y 30/3) impulsado por la Confederación Nacional
Agraria (CNA) y la Confederación Campesina del Perú
(CCP) contra el TLC y reclamando la convocatoria a un
referéndum sobre el mismo. A posteriori de dicho paro, la
Junta Nacional Electoral valida las firmas necesarias para
pedir la convocatoria a referendúm presentadas por la
campaña peruana contra el TLC, pasando entonces la ini-
ciativa a tener que ser considerada por el Parlamento.

En un marco de denuncias y acusaciones cruzadas entre
los tres primeros candidatos (Ollanta Humala, Alan
García y Lourdes Flores) se realizarán a principios de
abril las elecciones presidenciales (primera vuelta) y
legislativas (9/4), donde “más de dos terceras partes de
los electores apostaron por el cambio” (Revesz, en este
número). Finalmente la segunda vuelta (4/6) consagra-
rá al candidato del APRA como nuevo presidente del
Perú, quedando el tratamiento parlamentario del TLC a
cuenta del Congreso.

En el caso del gobierno de Álvaro Uribe en Colombia, y en
un contexto de relativa estabilización del conflicto, a fines
de febrero se anuncia la conclusión del TLC con EE.UU. Si
bien no tienen lugar las significativas movilizaciones del
año anterior, prolongando pasadas protestas contra la polí-
tica educativa gubernamental, en este cuatrimestre se des-
tacan los conflictos protagonizados por estudiantes univer-
sitarios –y en algunos casos también profesores– que se
inician con las acciones frente a los intentos de cierre de la
Universidad del Atlántico (Barranquilla) y se extienden
hasta la Marcha Nacional Universitaria de fines de marzo
en rechazo de los intentos de ajuste y privatización de la
educación y del TLC con EE.UU. A pesar del importante
cuestionamiento social a dicho acuerdo, las elecciones
legislativas (12/3) y presidenciales (28/5) darán el triunfo
al presidente Uribe y la coalición política que lo acompaña
por más del 60% de los votos, obteniendo así su reelec-
ción, hecho que se da por primera vez en más de 90
años6. Esta revalidación del gobierno colombiano en el
marco de un importante abstencionismo, característico en
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parte de las últimas compulsas en dicho país, parece señalar la particular eficacia electoral
de la política bautizada por el oficialismo como de “seguridad democrática”, que “retoma
con mayor fuerza la penalización de la protesta social, acompañándola con un discurso
que legitima la estigmatización y la exclusión de las propuestas que no empatizan con su
proyecto de régimen autoritario” (Betancur, en este número).

Por último, si bien resta aún tiempo para las próximas elecciones presidenciales en
Venezuela a realizarse el próximo diciembre (3/12), el debate sobre la actitud que adop-
tará la oposición ante las mismas y las posibilidades de un candidato único, así como la
convocatoria a la movilización hacia dicha compulsa lanzada por las fuerzas bolivarianas,
habrán de cruzar la escena política durante estos meses. Por otra parte, continuando con
su política social, el gobierno bolivariano pone en marcha nuevas “misiones” (entre ellas
la llamada “Negra Hipólita” contra la pobreza) y aprueba el plan excepcional de desarro-
llo económico y social orientado a garantizar los programas de construcción de viviendas
populares en todo el país. 

El importante crecimiento de los conflictos en este país durante el primer cuatrimestre
de 2006 expresa por una parte el incremento de las protestas y ocupaciones de terrenos
suburbanos protagonizadas tanto por los damnificados por las recientes lluvias que per-
dieron sus hogares como por los habitantes de las barriadas populares. La disputa por la
tierra también se extiende, como en pasados cuatrimestres, a las zonas rurales donde las
organizaciones campesinas, al tiempo que demandan la agilización de las expropiacio-
nes, exigen poner fin a la acción de los sicarios de los latifundistas. 

Por otra parte, protagonizadas especialmente por estudiantes universitarios, en marzo
tienen lugar diferentes movilizaciones en reclamo de seguridad a raíz de un irresuelto y
sonado caso de un doble secuestro. Posteriormente, el asesinato de los secuestrados y
la aparición de sus cuerpos desencadenan marchas en Caracas y en diferentes ciudades
del país a principios de abril exigiendo la renuncia del ministro del Interior. Sumando
otros recientes casos similares, estas demandas se prolongan en la marcha de fin de
mes en la ciudad capital. El carácter opositor al gobierno bolivariano de dichas moviliza-
ciones –que parecen reproducir estrategias similares a las acontecidas en otros países de
la región– queda por demás evidenciado en la contramarcha que organizan las fuerzas
chavistas en esa oportunidad. En el mismo contexto del enfrentamiento entre los pro-
yectos bolivariano y liberal, en marzo se registra el lanzamiento de la agrupación política
“Rumbo Propio” del estado petrolero de Zulia, donde gobierna la oposición, que reivindi-
ca la autonomía de la región. 

En esta dirección, al tiempo que se acentúan las tensiones entre el gobierno venezolano
y el de los EE.UU., la política continental del gobierno del presidente Hugo Chávez habrá
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de renovar las iniciativas hacia acuerdos de integración energética regional que, sumado
al rumbo del nuevo gobierno boliviano y los acuerdos suscriptos entre ambos, marcarán
la cartografía de los procesos de reconfiguración de los bloques, las alianzas y las alter-
nativas en la región. 

CCaarrttooggrraaffííaa ddee llooss pprrooyyeeccttooss iimmppeerriiaalleess yy llaass aalltteerrnnaattiivvaass rreeggiioonnaalleess 

En el marco de la mundialización neoliberal iniciada décadas atrás y de las tensiones al
interior del bloque imperial global (Quijano, en este número), la reciente iniciativa esta-
dounidense de cara al continente hubo de expresarse en los intentos de acelerar los tra-
tados de libre comercio, la infraestructura necesaria para el transporte de los bienes y
mercancías, y la protección y control de los territorios donde los mismos se encuentran.
Si el avance de estos procesos ha supuesto la colonización neoliberal, reconfiguración y
crisis de los anteriores acuerdos regionales de integración bajo un patrón de subordina-
ción continental, el primer cuatrimestre de 2006, condensando desarrollos del pasado
reciente, ha estado signado tanto por la intensificación de tales procesos como por las
alternativas que se yerguen ante ellos. 

En este sentido, la iniciativa del movimiento altermundialista y la búsqueda de una efec-
tiva integración desde los pueblos bajo la convocatoria a la construcción de esa “Otra
América” se darán cita hacia fines de enero en Caracas (Venezuela) en ocasión del VI
Foro Social Mundial policéntrico sede Américas (y II Foro Social Américas), primer
encuentro continental luego de las jornadas de noviembre del año anterior en la ciudad
argentina de Mar del Plata que hubieron de frustrar el relanzamiento de la iniciativa esta-
dounidense del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA). Las resistencias y alter-
nativas de los movimientos sociales frente a los tratados de libre comercio y la militariza-
ción regional volverán a reunirse en el V Encuentro Hemisférico contra el ALCA7 (La
Habana, abril) así como en otros foros y contracumbres que tendrán lugar en estos
meses, entre ellos los realizados frente al IV Foro Mundial de Agua (México, abril), la
Conferencia Internacional de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y
la Alimentación (FAO, Brasil, marzo), y la IV Cumbre de presidentes de la Unión Europea,
América Latina y el Caribe (bajo la convocatoria al segundo encuentro “Enlazando
Alternativas”, Viena, mayo).

Pero, por su significación y masividad, las movilizaciones de los inmigrantes latinos en
EE.UU. frente a las propuestas legislativas de criminalizarlos y profundizar el control fron-
terizo ciertamente resultarán una de las experiencias más sobresalientes. En una serie
iniciada a principios de marzo (10/3) y que se prolonga en las acciones de inicios de
abril, las movilizaciones alcanzarán su cenit el 1º de mayo, cuando bajo la consigna “un
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día sin inmigrantes” habrán de intensificarse las marchas signadas bajo la convocatoria a
un paro en aquel único país donde siguen silenciadas las trágicas jornadas de 1886 que
inspiraron la conmemoración internacional del día de los trabajadores (ver el artículo de
Raúl Ross Pineda y Luciano Concheiro Bórquez en este número).

En el contexto de estas multitudinarias manifestaciones y del debate parlamentario en
EE.UU. sobre el “control de la inmigración y los inmigrantes” habrá de tener lugar la
segunda Cumbre presidencial de la Alianza para la Prosperidad y la Seguridad de la
América del Norte (ASPAN, 31/3) que, iniciada el pasado año, prolonga en el terreno
policial-militar y energético la supremacía conquistada por los EE.UU. a través del NAFTA
(Tratado de Libre Comercio de América del Norte) (Saxe-Fernández, 2006). Publicitada
como una cumbre para avanzar en acuerdos sobre “fronteras inteligentes y seguras,
manejo de emergencias y seguridad energética”, la misma será seguida por la decisión
del gobierno estadounidense de prolongar el “muro de la vergüenza” en la frontera con
México e incrementar las fuerzas de seguridad en dicha área. 

La iniciativa norteamericana de expandir en la región latinoamericana estos tratados de
libre comercio había logrado en 2005 la ratificación parlamentaria del acuerdo CAFTA-RD
en cinco de los seis países centroamericanos y caribeños involucrados (El Salvador,
Honduras, República Dominicana, Nicaragua y Guatemala, con la excepción de Costa
Rica). Sin embargo, su puesta en vigencia quedó subordinada a la incorporación de una
serie de reformas legislativas exigidas por EE.UU. y justificadas bajo la necesidad de ade-
cuar las normativas nacionales a los compromisos asumidos en el acuerdo plurilateral.
Esta situación, que lleva a un proceso de presiones y sucesivos pactos, pone de manifies-
to tanto el impacto de dichos acuerdos internacionales sobre la mentada soberanía nacio-
nal como la lógica impuesta por la diplomacia estadounidense de intervención y perma-
nente renegociación en el sentido de obtener y asegurarse los mayores beneficios de los
mismos. Finalmente EE.UU. convalida la entrada en vigencia del CAFTA-RD en el caso de
El Salvador (1/3), Nicaragua y Honduras (1/4) luego de que los Congresos de estos paí-
ses accedieran a aprobar las reformas requeridas8. En el caso de Panamá, que está en tra-
tativas por un TLC con EE.UU., tiene lugar la IX ronda de negociaciones9, en la que subsis-
ten diferencias, postergándose la conclusión del tratado para un próximo encuentro10. 

En otro terreno, la integración regional en el ámbito de la coordinación de las fuerzas
armadas y policiales, que constituye una de las prioridades para la Casa Blanca, suma
nuevos pasos a lo largo del primer cuatrimestre de 2006. En este período tiene lugar una
nueva reunión de la Conferencia de las Fuerzas Armadas Centroamericanas11 (23/3),
donde se acuerda la creación de un batallón de mantenimiento de la paz en la región a
disposición de la ONU. Por otra parte, en estos meses se realizan en la región diferentes
ejercicios militares que involucran al ejército estadounidense así como entrega de finan-
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ciamiento y equipamiento para las fuerzas de seguridad.
El carácter regional de esta estrategia y su estrecha imbri-
cación con la protección de los emprendimientos econó-
micos que se despliegan por detrás de los TLC se ponen
de manifiesto con el reinicio de las fumigaciones en zonas
mineras de Guatemala en el marco del Plan Maya Jaguar,
ahora bajo el asesoramiento brindado por el gobierno
colombiano, así como el despliegue de personal militar y
policial en las regiones cafetaleras en Nicaragua12. 

Por otro lado, en relación con los países andinos, al anuncio
del presidente peruano Toledo de la conclusión del acuerdo
comercial con EE.UU. en diciembre pasado se suma, a fines
de febrero, similar proclama de Álvaro Uribe, presidente de
Colombia. Ambos TLC reconfiguran y precipitan la crisis de
la Comunidad Andina de Naciones (CAN) que se hace
pública con el retiro de Venezuela de dicho acuerdo. Las
revelaciones del capítulo agrícola del TLC con Perú (31/1)
así como lo comprometido y las nuevas exigencias formula-
das por EE.UU. sobre similares ítems en el acuerdo con
Colombia no sólo despiertan nuevas protestas de los secto-
res rurales, sino que también preanuncian el catastrófico
impacto que el mismo habrá de tener sobre los producto-
res rurales y las economías campesinas, así como sobre la
alimentación y la seguridad alimentaria de estos países. 

La intensidad que cobran las movilizaciones en Ecuador y
la debilidad del gobierno de Alfredo Palacio se conjugan
para que la negociación del TLC con EE.UU. permanezca
suspendida hasta el momento, así como el triunfo y la
asunción del gobierno de Evo Morales en Bolivia consoli-
dan el alejamiento de ese país de dicho acuerdo. El TLC
Andino parece así quedar restringido a Perú y Colombia.

Se ha señalado en otras oportunidades el papel que repre-
senta el gobierno de Álvaro Uribe (y su modelo de guerra y
seguridad electoralmente exitoso) para EE.UU. como “encla-
ve fundamental…para su estrategia de guerra en el conti-
nente” (Solano, 2006), especialmente por la proyección
regional del Plan Patriota hacia los países limítrofes (Iniciativa
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Andina), que en el presente cuatrimestre volverá a desencadenar reiterados cruces diplomá-
ticos con Ecuador por la invasión de su espacio aéreo. Profundizando esta dirección, el
gobierno colombiano entabla diversos acuerdos de cooperación con Guatemala y Paraguay
para el asesoramiento en la persecución del narcotráfico y el terrorismo. 

En este último caso, dicha colaboración, explicada por la aparente operación de las
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) en suelo guaraní, prolonga una
política marcada por los recientes ejercicios militares estadounidenses en dicho país, que
parecen hacer del mismo “uno de los puntos nodales de la estrategia hegemónica de
Estados Unidos” en el Cono Sur (Ceceña y Motto, 2005). En esta dirección, durante el pri-
mer cuatrimestre de 2006 los gobiernos de Paraguay y Uruguay formulan diversas críticas
al MERCOSUR, justificadas por las efectivas asimetrías en los beneficios que este acuerdo
dispensa a las economías menos desarrolladas, y sugieren la posibilidad de pasar a con-
dición de miembros asociados para estrechar sus lazos comerciales con EE.UU. 

Como contracara de estos procesos, en el terreno de la iniciativa gubernamental se afirman
las propuestas tanto de integración energética como de expansión y sostenimiento regional
de un conjunto de políticas sociales que tendrán en el acuerdo suscripto entre Venezuela,
Bolivia y Cuba –a través de la Alternativa Bolivariana para las Américas (ALBA) y el Tratado
de Comercio entre los Pueblos (TCP)– la expresión de un eje emergente a nivel regional.

En este terreno, el gobierno venezolano avanza durante los cuatro primeros meses del
año en la creación de emprendimientos petroleros bilaterales con gobiernos municipales
en Nicaragua y El Salvador (ALBA Petróleos de Nicaragua y El Salvador respectivamente)
y hace similar oferta hace al nuevo gobierno hondureño, así como da vida a la empresa
PDV-CUPET con Cuba. En la misma dirección, y posteriormente a la rescisión del conve-
nio con la empresa estadounidense OXY en Ecuador tras las protestas acontecidas en
dicho país, firma diversos acuerdos en Quito. Hacia el Sur del continente, la iniciativa boli-
variana toma cuerpo principalmente en el impulso al proyecto de construcción de un
extenso gasoducto que, luego de sucesivas negociaciones, parece querer abarcar de
Caracas a La Paz incluyendo a los cuatro países del MERCOSUR, acuerdo al que el país
venezolano se está integrando.

Sin embargo, este espacio regional se encuentra atravesado por múltiples tensiones, ade-
más de las ya mencionadas, en relación nuevamente con el carácter público de los bienes
comunes naturales y la apropiación privada de los mismos (particularmente a través de la
inversión extranjera). Tal es la raíz de los contrapuntos expresados tanto ante la nacionali-
zación de los hidrocarburos en Bolivia como frente al cuestionamiento de la instalación de
dos empresas papeleras trasnacionales sobre el margen uruguayo del río compartido con
Argentina (y que parece coronar la expansión del monocultivo de eucaliptos en el país
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oriental). En este sentido, las disputas y los sentidos que asume la integración regional
vuelven a anudarse en los conflictos y procesos que se forjan a nivel nacional.

DDeell RRííoo BBrraavvoo aall CCaannaall ddee PPaannaammáá:: rreessiisstteenncciiaass aall lliibbrree ccoommeerrcciioo yy llaa gguueerrrraa iinnffiinniittaa

Ciertamente, los tratados de libre comercio y las consecuencias de la dinámica de integra-
ción subordinada que estos impulsan fueron uno de los blancos de las resistencias y con-
flictos sociales recientes en la región Mesoamericana. Conflictividad social que, según los
registros producidos por el OSAL, se incrementa en el primer cuatrimestre de 2006 por
segundo período consecutivo. En el caso del CAFTA-RD, las protestas, aunque de menor
intensidad que las acontecidas en el año anterior, se orientan ahora en la mayoría de los
casos contra las reformas legislativas exigidas por los EE.UU. para la entrada en vigencia del
tratado, así como contra los proyectos y políticas amparados por estos acuerdos. 

En este nivel se destaca la serie de movilizaciones y conflictos en El Salvador que convo-
can a un amplio arco de organizaciones sociales pero que toma particular intensidad en
la resistencia de los vendedores ambulantes amenazados por las aprobadas reformas de
los derechos de propiedad intelectual. Por otra parte, en un contexto de crecimiento del
conflicto social en Guatemala, la oposición al CAFTA-RD –junto al rechazo a los desalojos
y los reclamos por el acceso a la tierra, contra la explotación minera y la política educati-
va– forma parte del pliego reivindicativo que parece acompañar la convergencia de las
principales organizaciones sociales. Luego de abandonar la mesa de diálogo con el
gobierno (22/2) estas participan de la Marcha Nacional Maya y Popular (30/3) que se
realiza en el onceavo aniversario de la firma de los Acuerdos de Identidad y Derechos de
los Pueblos Indígenas. Semanas después, tras la insatisfactoria respuesta gubernamental
y en un clima de amedrentamiento represivo, las organizaciones campesinas e indíge-
nas, junto a otros movimientos sociales, promueven el levantamiento maya y popular
(20/4) que toma cuerpo en decenas de movilizaciones y bloqueos de carreteras y pun-
tos estratégicos en todo el país. Por otra parte, en el marco de conflictos contra los
emprendimientos mineros e hidroeléctricos que tuvieron lugar en el pasado año, en abril
la Corte Constitucional reconoce las consultas populares realizadas en las localidades de
Río Hondo (Zacapa) y Sipacapa (San Marcos), donde las poblaciones se pronunciaron
mayoritariamente contra la instalación de una represa y una mina respectivamente.
Ciertamente, este incremento de la beligerancia social es uno de los factores que pue-
den explicar el hecho de que el conjunto de las reformas exigidas para la puesta en mar-
cha del CAFTA-RD no hayan sido implementadas hasta ahora en este país.

También el debate sobre el CAFTA-RD, en un contexto de moderado incremento del
conflicto social, habrá de ganar un espacio significativo en la campaña hacia las eleccio-
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nes presidenciales y legislativas (5/2) en Costa Rica luego de las significativas protestas
que antecedieron al envío del proyecto al parlamento. La relativa paridad de votos obte-
nidos por el candidato Oscar Arias (claramente el favorito antes de las elecciones, que
había expresado su apoyo al acuerdo con EE.UU, y finalmente resultó ganador y nuevo
presidente) y Ottón Solis (que proponía una renegociación del tratado) dará muestra de
la vigencia de una fuerte oposición social a la ratificación del proyecto. 

La elección presidencial en Costa Rica no será la única acontecida en esta región a lo
largo del primer cuatrimestre de 2006. También tendrá lugar la elección presidencial en
Haití, que contra las expectativas estadounidenses otorgará el triunfo a René Preval, así
como las elecciones legislativas y municipales en El Salvador (12/3) y en República
Dominicana (16/5) y las de concejales de las Regiones Autónomas del Atlántico Sur y
Norte en Nicaragua (5/3), las cuales inician un calendario electoral que habrá de arribar
a las elecciones presidenciales y legislativas en dicho país el próximo noviembre. La inter-
vención estadounidense en la región se expresa también en el terreno electoral cuando
el embajador de dicho país ofrece su colaboración en la tarea de unificar las fuerzas libe-
rales y conservadoras ante la posibilidad de un triunfo del FSLN. 

La creciente presencia militar estadounidense en el istmo y las políticas de criminaliza-
ción de la acción de los movimientos populares despiertan también diferentes conflictos
y denuncias. Entre los acontecidos en la región se destacan las protestas contra el ope-
rativo norteamericano “Nuevos Horizontes 2006” en la provincia de Barahona en
República Dominicana que se inicia a principios de enero –tras denuncias del intento de
construir en la zona una base militar de dicho país– para crecer a medida que arriban los
contingentes de soldados, hasta llegar a la importante movilización multisectorial que
tiene lugar a fines de marzo. 

El escenario de la contestación social en la región mesoamericana a lo largo de este pri-
mer tercio del año se ve atravesado también por importantes conflictos protagonizados
por los trabajadores del sector público. Según los registros provistos por el OSAL, los mis-
mos representan un 25% del conjunto de los hechos de conflicto relevados para los
ocho países centroamericanos y caribeños considerados13, siendo que igual categoría sig-
nifica sólo un 16% del total registrado para el conjunto de la región latinoamericana.
Ciertamente, la geografía de estas protestas da cuenta de la vigencia y profundidad de
las políticas de privatización y ajuste fiscal promovidas especialmente por el FMI, y de su
impacto más allá de los difundidos procesos de renegociación, reducción y/o condona-
ción de parte de la deuda externa de la región. 

En el caso de Nicaragua, el año 2006 se inicia con la continuidad de la prolongada huel-
ga de médicos iniciada casi dos meses atrás, a la que se suma a fines de enero el paro
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de los trabajadores del sector de la salud pública. Huelgas, movilizaciones y ocupaciones
de hospitales recorrerán todo el primer cuatrimestre en reclamo de incremento salarial y
mayor presupuesto para el sector. También los conflictos impulsados por los empleados
de la administración pública nacional y municipal tienen lugar en El Salvador, así como
las movilizaciones de los docentes están presentes en muchos de los países centroame-
ricanos y en México contra el proyecto legislativo de reforma del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE). 

Estas experiencias de cuestionamiento a una política regresiva como única respuesta
posible al déficit fiscal habrán de expresarse también en Puerto Rico hasta transformarse
en el centro de una crisis política. Ante las dificultades de aplicar una reducción del gasto
fiscal por la resistencia sindical, y de obtener aprobación al proyecto de reforma tributaria
que amplía el peso de los impuestos al consumo por la oposición parlamentaria, el
gobierno puertorriqueño habrá de amenazar hacia fines de abril con el cierre de nume-
rosas oficinas estatales y despidos masivos. La explosión de la crisis motivará la intensifi-
cación de las movilizaciones promovidas por la mayoría de las organizaciones sindicales
(que plantean una reforma tributaria progresiva) y de aquellos sectores que apoyan los
proyectos del Poder Ejecutivo o de la oposición parlamentaria, alcanzándose una solu-
ción provisoria entre ambos poderes del Estado que pospone hacia delante la definición
de la pretendida reforma. 

El conflicto social crece también, aunque moderadamente, en México, en un contexto
político signado por la campaña electoral para las presidenciales de principios de julio
(2/7), las segundas elecciones de gobierno nacional luego del fin del régimen priísta
que hubo de prolongarse durante siete décadas y tras la frustración de las expectativas
de una efectiva democratización de la sociedad mexicana –abiertas seis años atrás– bajo
el imperio de las contrarreformas neoliberales que se prolongaron e intensificaron duran-
te el gobierno del presidente Vicente Fox (Oliver Costilla, en este número). En este esce-
nario, el futuro gobierno del primer país latinoamericano que sufrió la implementación
de un acuerdo de libre comercio con EE.UU. (NAFTA, 1994) habrá de dirimirse entre el
candidato del partido de gobierno Felipe Calderón (PAN), la formulación “progresista”
enarbolada por el ex alcalde de la ciudad de México Andrés Manuel López Obrador
(PRD) o el retorno del PRI encabezado por Roberto Madrazo. 

A distancia crítica de dichas candidaturas y de las posibilidades de cambio que pueden
esperarse de las elecciones, a principios de enero se inicia la llamada “otra campaña”
impulsada por el zapatismo a partir de la convocatoria realizada en la Sexta
Declaración de la Selva Lacandona y que llevará a una delegación encabezada por el
Subcomandante Marcos (bautizado delegado Zero) a través de todo México, promo-
viendo decenas de encuentros con todos aquellos “de abajo y a la izquierda” para
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“construir desde abajo y por abajo una alternativa a la destrucción neoliberal, una alter-
nativa de izquierda para México” (EZLN, 2005) en una “lucha que consiste en organi-
zar, con los excluídos y oprimidos, un proyecto anticapitalista” (González Casanova, en
este número). 

Por otra parte, uno de los conflictos que tiene lugar en este primer cuatrimestre del año
es el ciclo de protestas y movilizaciones desencadenadas frente a la decisión guberna-
mental de desconocer –a poco tiempo del inicio de las negociaciones del convenio
colectivo– al dirigente nacional del sindicato de trabajadores mineros y metalúrgicos,
acusado de corrupción, y de avalar a su opositor, que cuenta con las simpatías de los gru-
pos empresariales mineros14. En esta serie de movilizaciones y protestas, a fines de abril,
la huelga en la Siderúrgica Lázaro Cárdenas (Michoacán) habrá de ser respondida por
una brutal represión policial que cobrará la muerte de dos trabajadores. 

Días después, la ferocidad e impunidad del accionar de las fuerzas represivas habrá de
reproducir y acentuar su tendal de víctimas en la localidad de Atenco, próxima a la capi-
tal. Sus pobladores hubieron de convocar la atención pública en el pasado cuando se
opusieron con éxito a perder sus tierras para la construcción de un nuevo aeropuerto
para la ciudad de México, considerado una de las obras del sexenio por el gobierno de
Vicente Fox. A principios de mayo, luego de que campesinos se enfrentaran con la poli-
cía, cientos de fuerzas represivas avanzarán sobre el pueblo de Atenco, protagonizando
una batalla por su ocupación que se prolongará durante dos días, resultando en el asesi-
nato de dos jóvenes y decenas de heridos y detenidos que sufren feroces abusos y mal-
tratos. A esta trágica lista habrá de sumarse, al momento de haber concluido estas líne-
as, la brutal represión sufrida por los maestros de Oaxaca, que en el marco de un pro-
longado conflicto en demanda de aumento salarial son desalojados violentamente de la
plaza principal de la ciudad que ocupaban desde semanas atrás, con un saldo de muer-
tos, heridos, abusos y maltratos a los detenidos. La ferocidad y reiteración de esta trágica
secuencia, inescindible de la propia campaña electoral, parece poner nuevamente de
manifiesto el papel que les cabe a los diagramas represivos bajo formas de democracia
representativa en la estrategia de la dominancia neoliberal.

LLooss ccoonnfflliiccttooss ssuuddaammeerriiccaannooss

En el sur de América registramos también un crecimiento del conflicto respecto del pasado
cuatrimestre. El mismo prolonga una tendencia sostenida desde enero de 2005 que lleva
acumulado desde entonces un incremento del 52%. En este sentido, la región tiende a
concentrar un porcentaje creciente de la conflictividad del conjunto regional, abarcando en
los últimos dos cuatrimestres un tercio de las protestas consignadas por el OSAL.
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Es en Brasil donde registramos el mayor aumento de los hechos de protesta respecto
del periodo anterior. Siendo este un año electoral, los conflictos se dinamizan entre
aquellos sectores que no vieron cumplidas sus expectativas por el gobierno o bien se
oponen a medidas anunciadas (ver artículos de Graça Druck y Virginia Fontes en este
número). En este sentido, particularmente los campesinos, en gran medida miembros
del Movimiento de Trabajadores Rurales Sin Tierra (MST) pero también pertenecientes a
otras organizaciones, intensifican las tomas de tierras. El importante protagonismo de
este movimiento durante el presente cuatrimestre se expresa en que sus acciones se
multiplican por 5 en relación con las registradas para el período anterior. 

En esta serie, a comienzos de marzo el MST inaugura las “Jornadas de Lucha por la
Reforma Agraria” o “2006 Vermelho” que movilizan a miles de familias para exigir al
Instituto Nacional de Colonización y Reforma Agraria (INCRA) que realice nuevas clasifi-
caciones de las áreas. Este plan de lucha se propone presionar al gobierno para lograr
asentamientos y denunciar el agronegocio y la promoción de la floresta homogénea.
Hasta el 12 de marzo los campesinos contabilizan 55 ocupaciones de haciendas y pre-
dios públicos en todo el país. Mientras tanto la justicia procesa a miles de campesinos
que participan de las ocupaciones y a 37 líderes del movimiento acusados de planearlas.

Por otra parte, la organización internacional Vía Campesina ocupa un importante lugar en
las protestas de Brasil que, al ser sede de dos eventos internacionales, es también esce-
nario de la construcción de cumbres paralelas y manifestaciones por parte de los movi-
mientos sociales. En primer lugar, durante la primera semana de marzo, se realiza en
Porto Alegre la Conferencia Internacional de la Organización de las Naciones Unidas para
la Agricultura y la Alimentación (FAO) y en simultáneo la Vía Campesina organiza el “Foro
Tierra, Territorio y Dignidad”. En la localidad de Barra do Ribeiro, mujeres del movimiento
destruyen material con mutaciones genéticas y semillas de eucalipto para denunciar el
“latifundio verde” creado por el monocultivo de dicha especie y sus consecuencias socia-
les y ambientales, coincidiendo además con el Día Internacional de la Mujer. En segun-
do lugar, hacia fines de marzo, tienen lugar en Curitiba el 3º Encuentro del Protocolo de
Cartagena sobre Bioseguridad y la 8ª Conferencia de la Convención sobre Diversidad
Biológica de la ONU, que reúne a los 187 países firmantes. En paralelo al evento, los
movimientos instalan el “Campamento Tierra Libre de Transgénicos” donde se reúnen
seis mil agricultores. Los campesinos manifiestan frente al predio donde sesiona la con-
vención de ministros para denunciar los acuerdos que benefician a las compañías multi-
nacionales y a las grandes empresas y exigen la prohibición de la tecnología que esterili-
za semillas y el desalojo de laboratorios ilegales. 

Por último, otro evento que convoca a distintos sectores pero a nivel nacional es el II
Foro Social Brasilero, que en la ciudad de Recife reúne a unas 500 organizaciones socia-
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les. El presidente de Venezuela, Hugo Chávez, quien se
encuentra en el país para participar de una cumbre con
los presidentes de Brasil y Argentina, se hace presente en
el foro y recepciona críticas de los campesinos al presi-
dente brasileño pero afirma enfáticamente la importancia
de que Lula sea reelecto en las próximas elecciones de
octubre. El Foro concluye con un llamado de los partici-
pantes al presidente Lula para que divulgue, antes de
dichas elecciones, una nueva “Carta al pueblo brasilero”
que constituya un compromiso con los trabajadores para
ser cumplido en su próximo mandato. 

El mundo urbano también se ve sacudido por importantes
conflictos en los primeros meses del año, entre ellos los
que tienen epicentro en las cárceles y en los barrios popu-
lares en San Pablo y Río de Janeiro, las dos ciudades más
importantes del Brasil. A mediados de mayo los integran-
tes del Primer Comando da Capital (PCC) realizan ataques
simultáneos a comisarías, incendian colectivos y se amoti-
nan en 29 cárceles del país, entre otras acciones coordina-
das que dejan decenas de muertos y paralizan por com-
pleto la ciudad de San Pablo durante 3 días. Por otra parte,
a inicios de marzo el ejército realiza una ocupación con
1.600 militares en las favelas de Río de Janeiro que se pro-
longa 12 días en busca de armamentos robados. En la
prensa se divulga que los militares negocian con los inte-
grantes del llamado Comando Vermelho (CV) la devolu-
ción de las armas. Por entonces los habitantes de las fave-
las militarizadas protestan contra la presencia del ejército y
denuncian abusos por parte de los gendarmes. Por último,
también vale mencionar la realización en diferentes puntos
del país de huelgas y protestas de funcionarios públicos de
diferentes dependencias, por mayor presupuesto y
aumento salarial, entre otras reivindicaciones. 

En Paraguay la presentación que hace el presidente
Nicanor Duarte Frutos al Tribunal Superior de Justicia
Electoral (TSJE) para ser habilitado para ejercer también la
presidencia del partido Colorado –cuestión que está
prohibida por la Constitución pero que finalmente es
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autorizada– así como también su interés en habilitar la reelección presidencial, impulsan
a la oposición a crear una mesa coordinadora contra estas iniciativas, compuesta por el
conjunto de las organizaciones sociales y partidos políticos del arco opositor. Alrededor
de 100 organizaciones de este espacio realizan (29/3) la manifestación multisectorial
más importante de los últimos años bajo el lema “Resistencia Ciudadana, Dictadura
Nunca Más”. La movilización logra que el Senado repudie la violación de la Constitución
por parte del presidente.

En este contexto, son muy significativas las protestas de los campesinos afectados por las
consecuencias climáticas de los desmontes realizados para la siembra de soja. A comien-
zos de febrero la Federación Nacional Campesina (FNC) se moviliza en 12 puntos del
país por tiempo indefinido reclamando al Ministerio de Agricultura y Ganadería medidas
concretas para ayudar a los productores a superar la crisis que afecta al campo debido,
fundamentalmente, a las prolongadas sequías. 

Simultáneamente, la persecución a las organizaciones campesinas y de izquierda se
incrementa, así como se suceden violaciones a los derechos humanos por parte de orga-
nismos de seguridad del estado o avaladas por estos a partir de las llamadas “comisio-
nes de seguridad ciudadana” en un período además signado por asesinatos selectivos
de dirigentes sociales. Por otro lado, existe una campaña mediática de criminalización de
las organizaciones campesinas que son acusadas de estar gestando un movimiento gue-
rrillero con la colaboración de las FARC. Bajo esta hipótesis se propicia la cooperación con
el gobierno colombiano en la lucha contra el secuestro y el terrorismo. Sin embargo,
hacia comienzos de junio, organizaciones campesinas denuncian a un dirigente del par-
tido Colorado por haber ofrecido dinero a un presunto testigo para que simulara ser un
guerrillero arrepentido y denunciara a un importante líder campesino de la Central
Nacional de Organizaciones Campesinas, Indígenas y Populares del Paraguay (CNOCIP)
por su supuesta participación en una organización armada de Alto Paraná. Los campesi-
nos presentan pruebas contundentes del hecho en el Senado nacional. 

Por otra parte, en Argentina en este período disminuyen levemente los conflictos res-
pecto del último cuatrimestre de 2005. La principal protesta la realizan los vecinos de
Gualeguaychú contra las papeleras que se están construyendo en la vecina ciudad uru-
guaya de Fray Bentos. En cuanto a las protestas eminentemente obreras se destaca la
huelga por tiempo indeterminado de los petroleros de Las Heras, Santa Cruz –provincia
donde el presidente Kirchner fuera gobernador durante 12 años– en demanda del
aumento del mínimo salarial que no tributa impuesto a las ganancias y el encuadra-
miento sindical único de todos los trabajadores de las empresas petroleras. A mediados
de febrero, cuando el paro cumple 15 días, se producen choques entre los trabajadores
y la policía con el saldo de un policía muerto y varios heridos. Posteriormente, la ciudad
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es ocupada por la gendarmería en un clima de creciente tensión, siendo que los orga-
nismos de derechos humanos denuncian apremios ilegales y detenciones indebidas. Al
calor de la divulgación nacional de estos hechos, el gobernador de la provincia renuncia,
así como algunos oficiales son procesados, mientras que posteriormente los trabajado-
res logran el cumplimiento de sus principales demandas.

En este país es importante considerar también la significación que adquiere el 30º ani-
versario del golpe militar acontecido el 24 de marzo de 1976. Tanto la iniciativa de las
organizaciones sociales –que históricamente convocan y participan de la movilización–
cuanto la importancia que el gobierno nacional le asigna a la conmemoración –que es
declarada día feriado nacional– instalan el tema en el centro de la opinión pública. Sin
embargo, la masiva manifestación cristalizará también en cardinales diferencias y fuertes
enfrentamientos –con impacto en la prensa nacional– entre las organizaciones ligadas al
oficialismo y las firmemente opositoras en torno a la caracterización del gobierno y la
situación del país. Por último, vale destacar los paros y asambleas que realizan los pro-
ductores ganaderos de diferentes asociaciones contra la disposición gubernamental de
frenar las exportaciones de carne como parte de las medidas implementadas para con-
trolar el incremento de los precios. 

Volviendo al caso del conflicto por la instalación de las papeleras en la localidad urugua-
ya de Fray Bentos, la Asamblea Ambientalista de la ciudad de Gualeguaychú, integrada
por una multiplicidad de sectores sociales, despliega un abanico de formas de protesta
entre las cuales se destaca –por el impacto alcanzado– el corte durante 26 días de la
ruta 136 que une ambas ciudades y países. Ante el crecimiento del conflicto, que con-
vocará a una multitudinaria movilización hacia fines de abril, y la expansión de los cortes
a otras ciudades fronterizas de la misma provincia argentina, el gobierno impulsará el
reclamo contra las papeleras en el Tribunal Internacional de La Haya en base a la viola-
ción del tratado del río Uruguay firmado por ambos países en 1975. En el marco de esta
estrategia, finalmente los vecinos deciden suspender el corte del puente fronterizo y
esperar el dictamen del tribunal internacional. 

En tanto, en Uruguay el conflicto con la Argentina se ve agudizado por el perjuicio eco-
nómico que sufre el país a causa del corte de la ruta internacional. Este argumento, así
como la ilegalidad de la medida, serán presentados por el país oriental ante el referido
tribunal internacional. En este contexto, el presidente Tabaré Vásquez, en declaraciones
realizadas en ocasión de una visita a Washington a fines de abril, afirmará que no se des-
carta un cambio de status en el MERCOSUR –de socio pleno a asociado– si la perte-
nencia a dicho bloque le impide profundizar su relación bilateral con México y EE.UU. Por
otra parte, en relación a los conflictos sociales en Uruguay, se destacan la toma de fábri-
cas y empresas por parte de trabajadores del sector privado que exigen el cumplimiento
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de leyes laborales o rechazan despidos. En el campo, los cañeros de la Unión de
Trabajadores Azucareros de Artigas (UTAA), del Sindicato de Obreros de la empresa azu-
carera CALNU (SOCA) y de la Asociación de Pequeños Agricultores y Asalariados Rurales
de Bella Unión (APAARBU) ocupan 36 hectáreas de tierras del Instituto Nacional de
Colonización (INC) en las inmediaciones de la ciudad de Bella Unión (departamento de
Artigas) en demanda de una reforma agraria que expropie los latifundios improductivos
y los campos adquiridos por especuladores financieros. 

En Chile la victoria en el ballotage (15/1) de la candidata de la Concertación Michelle
Bachelet (ver artículo de Tomás Moulian en este número) y su asunción en marzo se
ven rápidamente empañadas por una huelga de hambre de presos políticos mapuche
que piden ser liberados y que se prolonga por 63 días contando con gran apoyo nacio-
nal e internacional. Respecto de la explotación de los recursos naturales, organizaciones
sociales repudian un proyecto minero llevado a cabo por una transnacional canadiense
en la III Región, mientras que integrantes de la Asociación Mapuche reclaman una solu-
ción a la falta de agua en La Araucanía, causada por las plantaciones forestales15. Por otro
lado los mapuche denuncian la militarizaron de las zonas aledañas al lago Lleu Lleu y las
permanentes agresiones sufridas por parte de carabineros. 

Por último, vale señalar que sobre fines de abril (26/4) miles de estudiantes de secun-
daria marchan en la ciudad de Santiago en repudio al límite del uso del pasaje escolar,
exigiendo la gratuidad del boleto así como también de la prueba de selección universita-
ria. El movimiento juvenil bautizado como la “rebelión de los pingüinos” en referencia al
uniforme que visten los secundarios, va a extenderse a todo el país hasta alcanzar la
movilización de un millón de personas (30/5) en la mayor protesta estudiantil en trein-
ta años. Dichas protestas, organizadas por la Asamblea Coordinadora de Estudiantes
Secundarios (ACES), ponen en jaque al nuevo gobierno, mientras la represión policial
con cientos de detenidos no alcanza para detener las movilizaciones. Luego de diez días
de masivas manifestaciones, los estudiantes dan fin a las acciones tras la propuesta del
gobierno, entre otras cuestiones, de crear un Consejo Asesor presidencial que se encar-
gará de proponer reformas a la Ley Orgánica Constitucional de la Educación, a la Jornada
Escolar Completa y al sistema imperante de municipalización de los colegios y que esta-
rá integrado por estudiantes, entre otros actores.

Esta movilización de la sociedad chilena, tanto por la juventud de sus protagonistas como
por la radicalidad y expansión alcanzada por el movimiento, señala la aparición de una
nueva generación que nace de la confrontación con los resultados de la aplicación del
modelo neoliberal en la educación y se incorpora así al escenario de la protesta y la
experimentación social que recorre América Latina en los últimos años.
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1 Para la elaboración del presente artículo se han utilizado las cronologías del conflicto
social –resultado de una tarea coordinada por el programa OSAL y que abarca el esfuerzo
de diferentes investigadores y centros de investigación de la red CLACSO– y los informes
respectivos preparados por el equipo del referido programa. A tod@s ell@s nuestros agra-
decimientos y especialmente a Emilio Taddei por sus comentarios y a Marcelo Perera y
Mariana Fassi por las sugerencias y revisión del texto. 

2 Las principales elecciones o cambios de gobierno acontecidos en el primer semestre de
2006 son: elecciones presidenciales segunda vuelta (enero) y asunción de Michelle
Bachellet en Chile (marzo); asunción del nuevo presidente Evo Morales en Bolivia (enero);
asunción del nuevo presidente Manuel Zelaya Rosales en Honduras (enero); elecciones
presidenciales en Haití (febrero) y asunción del nuevo presidente René Preval; legislativas
y municipales en El Salvador (marzo); presidenciales (primera y segunda vuelta, abril y
junio) y legislativas (abril) en Perú; presidenciales (mayo) y legislativas (marzo) en
Colombia; legislativas y municipales en República Dominicana (marzo). 

3 Por orden cronológico las principales compulsas electorales que restan para el segundo
semestre en América Latina y el Caribe son: elecciones presidenciales, legislativas y de
Gobernadores en México (julio); congresales para la Asamblea Constituyente en Bolivia
(julio); presidenciales (primera vuelta), legislativas y de gobernadores en Brasil (octubre);
presidenciales y legislativas en Ecuador (octubre); presidenciales y legislativas en Nicaragua
(noviembre); regionales y municipales en Perú (noviembre); municipales en Paraguay
(noviembre); presidenciales en Venezuela (diciembre); de alcaldes y municipales en Costa
Rica (diciembre).

4 Se suceden también durante enero y luego de la asunción del gobierno diferentes pro-
testas del movimiento cocalero por el desmantelamiento de los cuarteles militares que el
ejército tiene instalados en sus regiones. El gobierno de Evo Morales, quien es reelegido
durante estos meses al frente de la organización cocalera del Chapare, detiene las fumiga-
ciones y ataques sobre estas poblaciones campesinas y promueve, especialmente a nivel
internacional, una campaña por la despenalización del consumo de la hoja de coca y la
industrialización y comercialización de la misma.
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5 En la medida que el MAS no contaba con los dos tercios de parlamentarios necesarios
para aprobar la convocatoria a la Asamblea Constituyente, se promovió una negociación
con las fuerzas de la oposición en el Congreso que supuso particularmente acuerdos en
relación con la composición y forma de elección de los convencionales constituyentes y el
carácter del mandato resultante del referéndum sobre las autonomías. Finalmente, este fue
reconocido como vinculante y la consulta restringida a los departamentos. 

6 El segundo lugar en la elección presidencial lo ocupará el candidato del Polo
Democrático Alternativo (PDA) Carlos Gaviria con el 22% de los votos, reconfigurando el
tradicional escenario partidario, debido a que el Partido Liberal ocupará el tercer lugar y el
Conservador hubo de apoyar la candidatura del presidente Uribe.

7 En esta ocasión dicho encuentro fue convocado bajo el título “Encuentro Hemisférico de
Movimientos Sociales, Redes y Organizaciones que luchan contra el ALCA y porque una
América mejor sea posible”. 

8 En el caso de Guatemala los negociadores estadounidenses requieren la sanción de
reformas legales en el terreno de las telecomunicaciones, propiedad intelectual y contrata-
ciones públicas; en relación con República Dominicana se exige mayor transparencia en el
último de estos ítems. 

9 Vale resaltar que, en el marco de la expansión del libre comercio, en este período
Panamá concluye sendos TLC con Chile y Singapur. 

10 Si bien la política de integración subordinada de los EE.UU. para la región resulta la más
avanzada y dinámica, otros bloques o países persiguen similar objetivo. Tal es el caso por
ejemplo de las negociaciones abiertas entre la Unión Europea y Centroamérica, en razón
de las cuales diferentes países del istmo retoman las conversaciones de un TLC con
Panamá que es una de las exigencias del bloque europeo para la prosperidad del acuerdo. 

11 La Conferencia de las Fuerzas Armadas Centroamericanas fue creada en 1998 e integra
a Guatemala, El Salvador, Honduras y Nicaragua. 

12 En el marco de este proceso de fortalecimiento de un diagrama represivo regional se
destaca en el período también la atención dedicada a la creación y fortalecimiento de cuer-
pos de seguridad “antidisturbios”. En Nicaragua el escuadrón estadounidense SWAT entre-
na a un batallón especial para tal fin y en El Salvador, luego de las protestas contra el
CAFTA-RD, el gobierno anuncia la creación de una unidad especial para combatir los cara-
tulados “delitos en masa”.

13 Nos referimos a Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá,
Puerto Rico y República Dominicana.

14 El cuestionamiento a esta decisión gubernamental habrá de desembocar en la creación
de un espacio de convergencia sindical, denominado primero Frente de Solidaridad en
Defensa del Sindicalismo Nacional para luego transformarse en el Frente Nacional por la
Unidad y la Autonomía Sindical.

15 Desde una perspectiva distinta pero también en relación con la explotación de los bie-
nes comunes naturales, los trabajadores de algunas divisiones de la Corporación del Cobre
(CODELCO) entran en huelga indefinida a comienzos de enero en reclamo de un bono
salarial acorde con la suba del precio del cobre.
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RReeggiióónn SSuurr

El gobierno 

de Michelle Bachelet: 

las perspectivas de cambio

Tomás Moulian*

El objetivo de este artículo es analizar los desafíos parti-
culares que enfrenta el gobierno de Michelle Bachelet.
Pero como punto de partida hay que realizar una serie
de operaciones preliminares de caracterización de la
transición y también de la alianza gobernante. 

RReeccaappiittuullaacciióónn:: llaa ddiiffeerreenncciiaa ddee tteemmppoorraalliiddaaddeess
ppoollííttiiccaass

La Concertación, que gobierna desde 1990, ha estabiliza-
do el ritmo y cambiado la temporalidad política que había
primado en Chile en la primera parte de la segunda mitad
del siglo XX, desde 1950 hasta 1973. Ese período se
caracterizó por el paso vertiginoso de una opción presi-
dencial a otra, trascurriendo desde el populismo ibañista
de 1952, pasando por la tentativa de desarrollo capitalista
ortodoxa bajo el mandato de Jorge Alessandri en 1958, al
reformismo radical de Eduardo Frei en 1964, para final-
mente llegar a la “vía chilena al socialismo”, después de la
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cual viene el quiebre provocado por la dictadura en 1973. Como puede verse, desde la
segunda administración de Ibáñez hasta Allende ninguna opción logra durar más de un
período presidencial, lo cual significa que se salta de un conjunto de medidas a otras. Las
diferentes opciones se suceden, generando la impresión de atropellamiento y falta de
organicidad, pues no hay tiempo para que las estrategias puedan profundizarse. 

Esta inestabilidad de los proyectos de gobierno tiene relación con la estructura del
campo de fuerzas existente. En el período comprendido entre 1952 y 1973 no existe un
partido intermedio flexible, capaz de contraer alianzas con la izquierda y de modificarlas
en el momento en que la tensión política amenazaba con tornarse crítica, fenómeno que
sí ocurrió en la etapa estable transcurrida entre 1938 y 1952. En ese período hay escasa
polarización, porque el campo de fuerzas se caracteriza por una alta propensión coalicio-
nal, provista en especial por el comportamiento del centro.

Por el contrario, todas las opciones desplegadas durante el período inmediatamente pos-
terior, entre 1952 y 1973, son víctimas de la baja propensión coalicional, que afectó sobre
todo a la corta fase transcurrida entre 1970 y 1973. La única salida del turbulento momen-
to inmediatamente anterior al golpe hubiese sido una alianza entre la coalición gobernan-
te y la Democracia Cristiana, pero ella no fue posible pese al temor de una ruptura.

LLaa CCoonncceerrttaacciióónn,, ccooaalliicciióónn mmiinniimmaalliissttaa

La Concertación es una coalición estable que ha logrado sobrevivir a cuatro elecciones
presidenciales, triunfando sobre las opciones de la derecha (especialmente fuertes en
las dos últimas). Se trata de una coalición que unifica al centro demócrata cristiano
con una parte de la izquierda, la más significativa desde el punto de vista electoral,
reviviendo así la situación colaborativa, de alta propensión coalicional, que existió entre
1938 y 1952. En los dos últimos comicios presidenciales esta alianza enfrentó una
experiencia por la que no pasaron las coaliciones de centro izquierda de las primeras
décadas del siglo XX. Se trata de la sustitución del centro como la fuerza proveedora
del líder presidencial, sin que eso haya significado hasta ahora ni el retiro de la coali-
ción del Partido Demócrata Cristiano, ni una pérdida notoria de votos centristas en las
elecciones presidenciales.

La libertad política se obtuvo en 1990 sin mediar una reestructuración de las Fuerzas
Armadas y con la manutención hasta 1998 de Augusto Pinochet como Comandante en
Jefe del Ejército. Esa situación del campo de fuerzas ha servido de argumento justificato-
rio para la instalación por parte de la Concertación de un programa de carácter minima-
lista, caracterizado por los siguientes rasgos: 

O
SA

L1
32

CR
O

N
O

LO
GÍ

A
[E

L
G

O
BI

ER
N

O
D

E
M

IC
HE

LL
E

BA
CH

EL
ET

]



a) un tratamiento débil de los derechos humanos, que evita los gestos rupturistas

–como proponer la derogación de la ley de amnistía impuesta por la dictadura– y

coloca el énfasis principal en las grandes operaciones simbólicas de reconocimien-

to estatal de las víctimas de desaparición y fusilamiento (Informe Rettig) y de las

víctimas de torturas (Informe Valech); 

b) un plan suave de reformas políticas que no ha contemplado la convocatoria de

una Asamblea Constituyente o la derogación de la constitución del ’80, y que pos-

tergó hasta fines del gobierno de Lagos la eliminación de los senadores designa-

dos, y hasta el gobierno de Michelle Bachelet la discusión sobre el sistema binomi-

nal, que impide la representación de partidos minoritarios; 

c) una obstinada estrategia de manutención y perfeccionamiento de las políticas

macroeconómicas, de las opciones de desarrollo y del modelo de políticas sociales

de carácter neoliberal, a las cuales sólo se le han realizado cambios optimizadores; 

d) una política exterior cuyo objetivo básico es la firma de acuerdos de libre comercio

con las grandes potencias, creyendo con eso alcanzar un lugar en la globalización.

La Concertación, propulsora del modelo chileno de transición, ha asumido la tarea de
aclimatar al sistema neoliberal a una sociedad con competencia política democrática. No
ha modificado la política económica ni el modelo de desarrollo. Ha logrado imponerse a
la derecha como una opción alternativa, pese a que ha liderado una política económica
y social de continuidad con respecto al modelo que se impuso durante la dictadura.

EEll zzaaffaarrrraanncchhoo ddeell ccaammbbiioo

Pese a que hasta el momento la Concertación se ha movido con lentitud y mucha
moderación en materia de cambios, el gobierno de Michelle Bachelet se ha iniciado con-
citando múltiples y diversas esperanzas.

¿Qué se espera al suponerlo capaz de introducir cambios? Es importante distinguir entre
cambios incrementales y cambio reformadores. Los primeros consisten en modificacio-
nes destinadas a maximizar u optimizar el funcionamiento de un tipo de política. Los
cambios reformadores, por el contrario, buscan cuestionar la política vigente y reempla-
zarla por otra de signo distinto. En el tema de la seguridad social, por ejemplo, un cam-
bio reformador sería aquel que busca cuestionar la lógica del sistema, pretendiendo la
modificación de su principio ordenador: la capitalización individual. Un cambio incre-
mental sería aquel que abarca aspectos secundarios, por ejemplo el ahorro en gastos
administrativos, que se puede obtener a través de ajustes, entre ellos una mayor com-
petencia. Ese último es sin duda un cambio que incluso puede tener un carácter equita-
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tivo, pero resultará parcial al no modificar ninguno de sus elementos esenciales y distin-
tivos. Todos los gobiernos, incluidos los conservadores, introducen cambios, aunque sólo
sea para adaptar los sistemas a nuevas condiciones o para optimizar el funcionamiento.

La Concertación ha buscado la democratización en el terreno político, pero manteniendo
los rasgos fundamentales del modelo económico y social impuesto por la dictadura. Los
tres primeros gobiernos de la Concertación han seguido esta política. No lo han hecho
por accidente, sino porque están de acuerdo en que el funcionamiento económico debe
estar regido por la lógica del mercado, y el Estado debe tener un papel sólo subsidiario.

El gran cambio ideológico producido durante el período de la dictadura ha sido el aline-
amiento neoliberal del principal partido centrista, la Democracia Cristiana, y los principa-
les partidos de izquierda. Basándose sin embargo en que había diferencias entre el cen-
tro y la izquierda, se creyó que con la elección de Ricardo Lagos comenzaba una nueva
etapa, en la cual se mostraría que las soluciones neoliberales representaban sólo lo posi-
ble pero no lo deseable.

Sin embargo, el énfasis de ese gobierno fue mostrar que se realizaba una política de
continuidad; que era un gobierno que actuaba con eficacia en el marco de las restriccio-
nes existentes. Así, la primera administración socialista de la nueva etapa se auto-conci-
be cumpliendo las metas, porque funciona con normalidad, como un gobierno más de
la Concertación. Su éxito reside en ser lo mismo, no en ser un gobierno distinto, de
orientación progresista. El presidente socialista Ricardo Lagos consiguió terminar su perí-
odo elogiado por los empresarios, la antítesis de los mil días de Salvador Allende. Con
ese final se supera el trauma: un presidente de izquierda puede gobernar sin actuar
como un desquiciador, sin que con él llegue el caos.

Hasta el momento, cada uno de los gobiernos de la Concertación ha mantenido la estra-
tegia de reproducción del modelo socio-económico, absteniéndose de la realización de
reformas importantes. Esa modalidad era comprensible durante la primera presidencia de
Patricio Aylwin, en la cual no se conocían los márgenes de maniobra, pero se mantuvo en
los dos gobiernos posteriores, que se abocaron a promover la modernidad mucho más
que a desarrollar la democratización. De hecho, el gobierno de Ricardo Lagos se caracteri-
zó por el enorme desarrollo de obras de infraestructura y por la multiplicación de los tra-
tados comerciales. Dejó pendientes las reformas generadoras de mayor equidad (con
excepción de los cambios de los procedimientos penales), mostrando con eso que hay
una comunidad de propósitos respecto al carácter de los gobiernos de la Concertación.

Los primeros días del corto período de Michelle Bachelet han mostrado claros signos de
continuidad. La selección de importantes personeros liberales en los ministerios clave
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–Hacienda y Obras Públicas–, las políticas de sofocamiento de las movilizaciones estu-
diantiles, y el enfoque adaptativo, y por tanto restringido, en materia de subcontratación,
revelan el alcance de su proyecto. 

En todo caso, la presidenta ha puesto en marcha procedimientos nuevos para la genera-
ción de políticas públicas que terminarán siendo discutidas por el Parlamento. Se trata
del sistema de nombramiento de comisiones amplias y plurales encargadas de proponer
políticas, hasta ahora en materia relacionadas con el régimen de pensiones, con el siste-
ma electoral binominal y con el Ministerio de Seguridad Pública. Estas iniciativas aparen-
tan otorgarle una base deliberativa a la preparación de políticas públicas. Pero para que
una discusión destinada a preparar propuestas sobre políticas previsionales, por ejemplo,
adquiera esa dimensión, no solamente se requiere que convoque a una variedad plural
de participantes, sino también que se proponga discutir y poner en cuestión los fines y
objetivos. Las comisiones creadas por Michelle Bachelet en realidad invitan a discutir sólo
a los críticos moderados, y no a aquellos que cuestionan los principios básicos. Por tanto,
las propuestas de reforma serán meramente adaptativas, y las comisiones serán instan-
cias legitimadoras más que otra cosa.

Sobre el problema de los cambios que podría introducir el corto gobierno de la presi-
denta Bachelet, nada hace presagiar que sean posibles variaciones fundamentales.
Como se ha dicho, la política de la Concertación ha sido básicamente reproductora del
modelo socio-económico impuesto por la dictadura, decisión que no fue la resultante de
proyectos personales de los presidentes. Se trata de una estrategia de la coalición y de
los partidos que forman parte de ella, que han desarrollado estas políticas desde 1990.

Pese a la parquedad de los resultados, que se revelan en los elevados índices de desi-
gualdad, en el campo electoral la Concertación sigue movilizando a sectores muy
importantes de la ciudadanía, cosa que no consiguen los grupos más izquierdistas que
sí intentan asumir el problema central. Esta evidencia es muy significativa, porque
muestra que las políticas llevadas a cabo consiguen integrar diferentes sectores, pese a
que no abordan ni pueden abordar la cuestión de las desigualdades. Pese a las apa-
riencias, el gobierno de Michelle Bachelet mantendrá la misma estrategia de sus prede-
cesores, lo que permitirá nuevamente que en la próxima elección presidencial el candi-
dato de la derecha pueda entrar a disputar sobre el problema de la desigualdad, ya que
la igualdad volverá a ser lo que falte.
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Argentina

[cronología enero-abril 2006]

E N E R O

M A R T E S  3 El gobierno nacional cancela la totalidad de la deuda con el Fondo Monetario
Internacional (FMI) girando a dicho organismo alrededor de 9.530 millones
de dólares. 

S Á B A D O  1 4 Más de 4 mil pobladores de Gualeguaychú que realizan cortes en la ruta inter-
nacional que comunica con Fray Bentos, contra la instalación en esa ciudad
uruguaya de 2 fábricas de pasta de celulosa a orillas del río Uruguay, levantan
el bloqueo iniciado el día anterior. Un grupo de camioneros que pretende cru-
zar la frontera hacia Uruguay bloquea el camino para impedir que los pobla-
dores lleguen al piquete, pero se retira tras la intervención de la gendarmería.
En Concordia, los vecinos realizan una sentada en el paso internacional hacia
la ciudad uruguaya de Salto.

M A R T E S  2 4 Integrantes de la Unión de Trabajadores Desocupados de Mosconi se concen-
tran frente a un hotel, en la ciudad de Tartagal, donde se encuentra el vicego-
bernador de Salta para reclamar la reparación de un puente caído hace más
de 20 días, que los mantiene aislados del resto de la provincia. Apedrean el
edificio y chocan con la policía, que arroja gases lacrimógenos y deja un saldo
de 24 manifestantes detenidos.

Desocupados integrantes de la Corriente Clasista y Combativa (CCC) se
manifiestan en la Ciudad de Buenos Aires (BA), en el conurbano bonaerense,
y en Mar del Plata, Rosario, Tandil, Tucumán, Salta, Misiones, Formosa y Entre
Ríos, para reclamar ayuda escolar y el aumento en el monto de los planes
sociales.

M I É R C O L E S  2 5 Los trabajadores de la automotriz Renault en Santa Isabel, Córdoba, paran 3
hs por turno en demanda de aumento salarial.

J U E V E S  2 6 En BA, con la asistencia de unas 5 mil personas, muchas de ellas pertenecien-
tes a agrupaciones cercanas al gobierno, finaliza la última Marcha de la
Resistencia organizada por la Asociación Madres de Plaza de Mayo. Hebe de
Bonafini, referente de la organización, declara que no realizarán más marchas
porque “ya no hay un enemigo en la Casa de Gobierno”. 
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M A R T E S  3 1 En Chascomús, mil trabajadores de la empresa láctea Gándara cortan la ruta 2
en demanda del pago de salarios adeudados y del mantenimiento de su fuen-
te laboral. La policía intenta desalojarlos disparando gases y balas de goma,
pero los trabajadores resisten. Finalmente, levantan el corte cuando el
Ministerio de Trabajo dicta la conciliación obligatoria.

F E B R E R O  

L U N E S  6 Los asambleístas de Gualeguaychú deciden continuar con el corte de la ruta
136 iniciado el pasado viernes. 

M A R T E S  7 En Las Heras, Santa Cruz, más de mil personas entre trabajadores y familiares
se concentran frente a la comisaría para exigir la libertad de Mario Navarro,
representante de un sector disidente del sindicato petrolero, recientemente
detenido. La policía reprime produciéndose enfrentamientos que dejan un
saldo de 1 policía muerto y otros 6 heridos de bala, así como algunos mani-
festantes lesionados. Ante la gravedad de los hechos, el gobierno nacional
conforma un Comité de Crisis y envía más de 300 gendarmes. El gobernador
provincial adjudica los hechos a la izquierda y decreta 3 días de duelo. Los
petroleros de la provincia vienen realizando paros con cortes de rutas hace
varias semanas para reclamar la suba del mínimo no imponible del impuesto
a las ganancias y el pase al convenio de petroleros de los obreros que se
encuentran bajo el convenio de la construcción, sin contar con el apoyo del
sindicato.

M I É R C O L E S  8 Trabajadores del Hospital Garrahan, del subte, familiares de Cromagnon,
organizaciones de desocupados y de izquierda, realizan una marcha hasta la
Casa de Santa Cruz, en BA, para exigir el retiro de la gendarmería de la ciudad
de Las Heras.

M A R T E S  2 1 Continúan por tiempo indeterminado los cortes sobre las rutas internaciona-
les 135 y 136 que unen Entre Ríos con Uruguay, en rechazo a la instalación de
las papeleras. Los cortes llevan 19 y 7 días respectivamente. 

M I É R C O L E S  2 2 El gobierno convierte en ley la reforma del Consejo de la Magistratura, que
reduce la cantidad de miembros de la misma. 

J U E V E S  2 3 En Las Heras, Santa Cruz, más de 700 personas entre trabajadores petroleros
y sus familias, junto con una delegación de trabajadores de Zanón, del subte,
del Garrahan y ferroviarios, así como representantes estudiantiles y de parti-
dos de izquierda, realizan una marcha para exigir a la empresa Repsol que no
descuente los días de paro y al gobierno nacional el retiro de los más de 300
gendarmes enviados a la ciudad. 
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La cámara de Diputados vota el proyecto de apoyo al gobierno para que recu-
rra al Tribunal Internacional de La Haya en el conflicto con Uruguay por la ins-
talación de las papeleras en Fray Bentos. 

L U N E S  2 7 Más de 500 obreros del Astillero Río Santiago (ARS), agrupados en la
Asociación de Trabajadores del Estado (ATE), realizan una marcha frente al
Ministerio de Economía de la Provincia de Buenos Aires (PBA), en reclamo de
un aumento salarial, una política de recategorización y de que se privilegie la
contratación de los hijos de los empleados para cubrir vacantes. Los manifes-
tantes atacan a pedradas el frente de la gobernación y derriban las vallas de
contención en el transcurso de la protesta. 

M A R Z O

J U E V E S  2 Unas 40 mil personas, según datos oficiales, participan de la marcha y acto en
apoyo al suspendido jefe de gobierno porteño, Aníbal Ibarra, denunciando un
intento de “golpe institucional” y en rechazo a la destitución del mismo.

V I E R N E S  3 Personal no médico de los hospitales de BA realizan un paro de 24 hs en
rechazo al congelamiento de las vacantes administrativas y en reclamo de
mejoras salariales. 

L U N E S  6 Luego de una semana de huelga por aumento salarial, los maestros de la pro-
vincia de Salta deciden dar comienzo al ciclo lectivo. En Jujuy y en San Juan, se
mantiene la huelga. En Mendoza y en Neuquén los gremios docentes inician
paros y movilizaciones. En Córdoba, el Frente Gremial Docente, integrado por
5 sindicatos, realiza una huelga en escuelas primarias y secundarias. 

M A R T E S  7 Como resultado del juicio político iniciado a causa de la tragedia de
Cromagnon, la Legislatura de BA destituye al jefe de Gobierno, Aníbal Ibarra.
Familiares de las víctimas, organizaciones sociales y partidos de izquierda fes-
tejan la medida.

V I E R N E S  1 0 Los trabajadores de la Federación Argentina Sindical del Petróleo y Gas
Privado (FASPyGP) y de la Unión Obrera de la Construcción de la República
Argentina (UOCRA) realizan un paro total en Las Heras, Caleta Olivia, Pico
Truncado y Río Gallegos, Santa Cruz, denunciando la militarización de la pro-
vincia y contra los despidos y descuentos por los días de paro. Luego de nego-
ciaciones entre un jefe policial y el cura párroco de Las Heras, las fuerzas de
seguridad detienen a 2 miembros del cuerpo de delegados de los petroleros,
que se encuentran refugiados en la iglesia. Previamente, las fuerzas represivas
encarcelan a otra persona en el camino que va al yacimiento de Repsol, a 40
km de la ciudad. Los petroleros, familiares de los detenidos y la Comisión de
Mujeres realizan una marcha para exigir el retiro de la gendarmería. El cura
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denuncia que “los abusos en Las Heras son peor que los de la dictadura mili-
tar”. Más de 100 personas, entre ellos los abogados, se refugian en la Iglesia.
El día anterior la jueza de la causa da la orden de detención de otras 11 per-
sonas, en su mayoría delegados y obreros. 

Los pilotos y técnicos de Aerolíneas Argentinas y Austral levantan el paro ini-
ciado el día anterior en reclamo de mejoras salariales, luego de acordar la con-
tinuidad de las negociaciones de la mesa de diálogo. 

Por segundo día consecutivo –y a 3 meses de iniciado el conflicto– más de
500 trabajadores y médicos del Hospital Francés realizan una movilización
hasta el Ministerio de Salud, en BA, en reclamo de una solución para la crisis
que atraviesa la institución.

L U N E S  1 3 Unos 3 mil productores agropecuarios se concentran frente a la municipalidad
de San Vicente, Misiones, para exigir el pago de un subsidio de 100 mil pesos
enviado por el gobierno nacional, en el marco de la situación de emergencia
económica declarada por la sequía. Al no recibir respuesta, los productores
prenden fuego y destruyen la sede de la municipalidad. 

M A R T E S  1 4 La Cámara de Diputados sanciona el proyecto de ley del gobierno nacional
que convierte en feriado al 24 de marzo, “Día Nacional de la Memoria por la
Verdad y la Justicia”. 

Trabajadores de la Administración Nacional de Seguridad Social (ANSES)
realizan un paro de 24 hs en reclamo de un incremento salarial de 200
pesos sin aumento de la productividad y la inclusión de los pasantes en la
planta transitoria. 

M I É R C O L E S  1 5 El gobernador de Santa Cruz, Sergio Acevedo, presenta la renuncia a su cargo
ante la legislatura provincial. 

Luego de una reunión que mantiene en la Casa de Gobierno con el líder de la
Confederación General del Trabajo (CGT), Hugo Moyano, el gobierno anuncia
la suba del mínimo no imponible en el impuesto a las ganancias.

J U E V E S  1 6 Los docentes de Neuquén cumplen su segunda semana de paro en reclamo
de una recomposición salarial. En Rincón de los Sauces mantienen un corte
de ruta en el acceso a varios yacimientos de petróleo y gas, e impiden el fun-
cionamiento del aeropuerto local. Se producen incidentes en Añelo, a 140 km
al noroeste de la capital provincial, cuando un grupo de delegados del sindi-
cato petrolero desaloja por la fuerza al grupo de docentes –en su mayoría
mujeres– que llevan adelante la medida. El circuito productivo de hidrocarbu-
ros de la provincia está totalmente aislado por los cortes.



Trabajadores del Casino Flotante de Puerto Madero, BA, inician un paro por
tiempo indeterminado en rechazo al despido de más de 120 empleados. 

V I E R N E S  1 7 Trabajadores de la ex empresa Líneas Aéreas Federales (LAFSA) realizan una
protesta en el hall central del aeroparque metropolitano para exigir trabajo
genuino y su ingreso a Intercargo, la compañía oficial que presta servicio para
Líneas Aéreas (LAN) Argentina. 

S Á B A D O  1 8 Convocados por la agrupación Hijos por la Identidad y la Justicia contra el
Olvido y el Silencio (H.I.J.O.S.) bajo la consigna “Cárcel común, efectiva y per-
petua para todos los genocidas”, unos 10 mil manifestantes realizan un escra-
che al dictador Jorge Videla frente a su domicilio en BA.

L U N E S  2 0 Luego de 47 días de corte, unos 5 mil asambleístas de Gualeguaychú se reti-
ran al costado de la ruta internacional, a la espera de que las empresas Ence y
Botnia suspendan la construcción de las papeleras. En Colón deciden conti-
nuar con el corte. 

Trabajadores municipales de la localidad de San Pedro, Jujuy, toman la sede
de la intendencia en reclamo de la reincorporación de 40 agentes municipales
despedidos. Rompen vidrios y muebles; el intendente y algunos de sus fun-
cionarios deben escaparse por los techos.

M I É R C O L E S  2 2 Los asambleístas de Colón levantan el corte de ruta que mantienen desde
hace 34 días.

J U E V E S  2 3 La Asociación Madres de Plaza de Mayo realiza un acto y festival multitudina-
rio en BA para conmemorar los 30 años del golpe militar. Participan organiza-
ciones sociales y políticas simpatizantes del gobierno. 

Empleados del sindicato de camioneros, que responde a la CGT, levantan el
bloqueo de los centros de distribución y las plantas de la empresa Molinos Río
de la Plata que mantienen desde el lunes, en reclamo del blanqueo de todos
los trabajadores en negro.

V I E R N E S  2 4 Más de 100 mil personas participan de la marcha que se realiza de Congreso
a Plaza de Mayo, BA, impulsada por el Espacio Memoria, Verdad y Justicia, que
nuclea a más de 360 organizaciones de derechos humanos, estudiantiles, de
trabajadores, de desocupados y políticas, entre otras, en repudio a la última
dictadura militar de la cual se cumplen 30 años. Exigen juicio y castigo a todos
los genocidas, anulación de los indultos, el retiro de la gendarmería de Las
Heras, el no pago de la deuda externa, la no aprobación del Área de Libre
Comercio de las Américas (ALCA) y los Tratados de Libre Comercio (TLC), la
salida del ejército de Estados Unidos de Irak y América Latina y el retiro inme-
diato de las tropas argentinas de Haití, entre otras cuestiones. Se producen
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diferencias entre los organismos de derechos humanos en torno al documen-
to que se lee en el acto, ya que el mismo contiene críticas al gobierno que no
son compartidas por todas las organizaciones. El ministro del Interior, por su
parte, repudia a los firmantes del documento. También se realizan manifesta-
ciones en Córdoba, Rosario, Neuquén, La Rioja, Resistencia, Tucumán, San
Luis, Jujuy, Chubut, La Pampa, Misiones y Mendoza.

L U N E S  2 7 Unos 3 mil productores agropecuarios inician un paro y marchan en la locali-
dad de Salliqueló, en el oeste bonaerense, contra la restricción a las exporta-
ciones de carnes impuesta por el gobierno nacional.

M A R T E S  2 8 En el barrio San Javier, en Rafal Calzada, PBA, más de 400 personas apedrean
la casa de un sospechoso de haber participado en el crimen y violación de
una niña, provocando enfrentamientos con la policía.

J U E V E S  3 0 En Plaza Huincul, Neuquén, un grupo de hombres que se hace pasar por
petroleros desaloja a golpes y piedrazos a las docentes que mantienen cortado
el acceso a la planta desde hace 6 días. Los enfrentamientos dejan un saldo de
10 heridos. Luego de los incidentes, más de 3 mil personas convocadas por la
Asociación de Trabajadores de la Educación de Neuquén (ATEN), gremialistas,
obreros de Zanón, estudiantes y partidos de izquierda, marchan para denun-
ciar que la patota que golpeó a las docentes fue enviada por el gobernador
Sobisch. La Central de los Trabajadores Argentinos (CTA) llama a un paro en la
provincia. Por la noche, los maestros junto a sectores que los apoyan, inician
una caravana por la ruta 22 hacia el centro de Plaza Huincul y Cutral Có. 

Luego de bloquear la base naval de Puerto Belgrano, PBA, durante 11 días, los
trabajadores civiles de las Fuerzas Armadas acuerdan con el Ministerio de
Defensa levantar la medida de fuerza para negociar aumentos salariales. 

En Mar del Plata, PBA, mil afiliados de la CTA marchan hasta la sede del
Ministerio de Trabajo en reclamo del reconocimiento de la personería gremial
y por mayor libertad y democracia sindical.

V I E R N E S  3 1 En Neuquén, más de 4 mil docentes, sindicalistas, estudiantes, trabajadores de
Zanón y partidos de izquierda marchan hasta la Casa de Gobierno provincial
para denunciar que “no fueron trabajadores de la UOCRA los que intervinie-
ron en el desalojo de los docentes sino una organización parapolicial que
cuenta con el respaldo de la mesa sindical Sobisch presidente”. 

A B R I L

L U N E S  3 Alrededor de 2 mil trabajadores bolivianos se manifiestan frente a la Jefatura
de Gobierno, en BA, para exigir la suspensión de las clausuras de los talleres
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textiles en los que trabajan. Los allanamientos comienzan luego del incendio
de uno de esos talleres que causa la muerte de 6 personas.

M A R T E S  4 Los docentes de Neuquén acuerdan con el gobierno provincial poner fin a la
huelga que ya lleva casi 30 días, estableciendo una recomposición salarial del
40%, entre otras cuestiones. 

Trabajadores del gremio de la alimentación, que lidera el ex titular de la CGT,
Rodolfo Daer, realizan una marcha hacia el Obelisco, en BA, para exigir un
aumento salarial del 30%.

M I É R C O L E S  5 Miles de ambientalistas de Gualeguaychú bloquean nuevamente el puente
internacional que comunica con Fray Bentos, en repudio a la postura del pre-
sidente uruguayo de no suspender la construccion de las plantas de celulosa
por 90 días. El gobierno argentino critica la medida de fuerza.

Los camioneros agremiados a la CGT acuerdan con el gobierno y los empre-
sarios un incremento salarial escalonado del 19% y levantan las medidas de
fuerza que vienen realizando.

J U E V E S  6 En la ciudad de Tartagal, Salta, incomunicada por inundaciones, se producen
enfrentamientos entre los pobladores y la policía, cuando los manifestantes
intentan entrar por la fuerza al edificio donde se encuentra la ayuda enviada
por el gobierno nacional para los damnificados.

V I E R N E S  7 En BA, alrededor de 2 mil ciudadanos bolivianos realizan una movilización
hasta Plaza de Mayo para reclamar el cese de las clausuras de los talleres
textiles. 

M I É R C O L E S  1 2 Por segundo día consecutivo, los trabajadores del subte paralizan las 5 líneas
y el Premetro en reclamo de la incorporación de los empleados de empresas
tercerizadas en el convenio de la Unión Tranviarios Automotor (UTA). Reciben
el apoyo de trabajadores, estudiantes y militantes del Movimiento Socialista
de los Trabajadores (MST) y el Partido de los Trabajadores Socialistas (PTS).
Por orden del ministro del Interior, Aníbal Fernández, la policía reprime a los
trabajadores que ocupan la estación Primera Junta de la línea A y detiene a 10
de ellos. Se logra la liberación de los detenidos tras una marcha hacia la comi-
saría.

La CGT regional de San Lorenzo, Santa Fe, convoca a una huelga general en
todo el cordón industrial del río San Lorenzo, cerca de la ciudad de Rosario,
en repudio al despido de casi toda la planta de trabajadores de la multinacio-
nal británica Imperial Chemical Industries (ICI). Para garantizar la medida, cor-
tan rutas y accesos a las fábricas.
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La justicia chaqueña absuelve al líder del Movimiento Independiente de
Jubilados y Desocupados (MIJD), Raúl Castells, en la causa por la toma del
casino Gala Resistencia ocurrida en 2004.

La jueza de Pico Truncado, Santa Cruz, procesa a 12 policías provinciales a raíz
de las denuncias por presuntos apremios ilegales cometidos durante las
detenciones de los sospechosos del crimen del policía Sayago, en Las Heras.

J U E V E S  1 3 En BA, luego de la mediación del premio Nobel de la Paz, Adolfo Pérez
Esquivel, los trabajadores del subte anuncian una tregua de 7 días.

L U N E S  1 7 En BA, 11 mil piqueteros de la CCC, Polo Obrero, Movimiento Sin Trabajo
Teresa Vive, Movimiento de Trabajadores Desocupados (MTD) Aníbal Verón,
Frente de Trabajadores Combativos (FTC), entre otros, se concentran en el
Obelisco para reclamar trabajo genuino, un aumento a los subsidios de 400
pesos y el pase a planta permanente de los beneficiarios de planes que traba-
jan en empresas privadas o en dependencias estatales.

M A R T E S  1 8 En Colón, Entre Ríos, unos 10 comerciantes de la zona, junto con otras 20 per-
sonas, quitan por la fuerza las barricadas que los asambleístas mantenían
sobre la ruta, poniendo fin a un corte de 8 días.

En BA, los estudiantes convocados por la Federación Universitaria de Buenos
Aires (FUBA) toman el Colegio Nacional de Buenos Aires e impiden, por ter-
cera vez, la realización de la Asamblea Universitaria que debe elegir al nuevo
rector de la Universidad de Buenos Aires (UBA). Los jovenes rechazan la can-
didatura a rector del actual decano de la Facultad de Derecho, Atilio Alterini,
por haber sido funcionario de la última dictadura militar, y reclaman la demo-
cratización de la universidad. 

La CCC corta por segundo día consecutivo varias rutas del interior de Jujuy y
de la capital para reclamar a los gobiernos provincial y nacional el otorga-
miento de fondos a cooperativas para la construcción de viviendas, un
aumento de 75 pesos en los planes sociales y del número de beneficiarios. 

M I É R C O L E S  1 9 Más de 10 mil trabajadores estatales, en su mayoría docentes, realizan un paro
con movilización en la ciudad de Córdoba para exigir al gobernador aumentos
salariales. 

La Confederación Nacional de Docentes Universitarios (CONADU) y la
CONADU Histórica inician un paro por 72 hs en todo el país en reclamo de un
salario equivalente a media canasta familiar para los auxiliares de primera,
jubilaciones con el 85% móvil y rentas para los docentes ad honorem y en
rechazo a los pagos en negro. El 28 de marzo realizan un paro por 24 hs y el
5 de abril otro por 48 hs.
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J U E V E S  2 0 La CTA realiza una Jornada Nacional de Protesta con movilizaciones en todo el
país, en demanda de un aumento salarial del 30% y por “libertad sindical, uni-
versalización de las asignaciones familiares y el fin del trabajo en negro”.

S Á B A D O  2 2 En Gualeguaychú, Entre Ríos, una asamblea de más de 1.200 personas decide
continuar con el corte de la ruta que une esa localidad con la uruguaya de
Fray Bentos. La Cancillería sostiene que la continuidad del corte de ruta debi-
lita la postura ante la Justicia y alienta al Uruguay a denunciar el hecho en el
Mercado Común del Sur (MERCOSUR). Asimismo, el gobierno argentino
endurece su posición con el país vecino debido a las críticas emitidas por sus
gobernantes contra el MERCOSUR, afirmando que “quienes quieran firmar un
TLC con Estados Unidos lo hagan y se vayan”.

M A R T E S  2 5 Más de 2 mil personas realizan una marcha en Máximo Paz, Cañuelas, PBA,
en reclamo de justicia por la violación y el asesinato de 2 jóvenes de 19 años,
ocurridos el pasado viernes por la noche en un descampado del lugar.

J U E V E S  2 7 Los sindicatos de Camioneros y Aguas Gaseosas levantan los bloqueos a las
plantas de la empresa Danone en Chascomús, Mendoza y el conurbano
bonaerense iniciados el día anterior, tras llegar a un acuerdo para el reencua-
dramiento sindical.

En un concurrido acto realizado en BA, agrupaciones piqueteras cercanas al
gobierno se unifican en un movimiento que se integrará al Frente para la
Victoria, denominado Libres del Sur.

D O M I N G O  3 0 Cerca de 100 mil personas de Gualeguaychú, Entre Ríos, y otros pueblos cer-
canos marchan y realizan una caravana de automóviles con banderas argenti-
nas y uruguayas y consignas en contra de la instalación de las dos plantas de
pasta celulosa en Fray Bentos.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ALCA Área de Libre Comercio de las Américas
ANSES Administración Nacional de Seguridad Social

ARS Astillero Río Santiago
ATE Asociación de Trabajadores del Estado

ATEN Asociación de Trabajadores de la Educación de Neuquén 
BA Ciudad de Buenos Aires

CCC Corriente Clasista y Combativa
CGT Confederación General del Trabajo 

CONADU Confederación Nacional de Docentes Universitarios 
CTA Central de los Trabajadores Argentinos 

FASPyGP Federación Argentina Sindical del Petróleo y Gas Privado
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FMI Fondo Monetario Internacional
FTC Frente de Trabajadores Combativos

FUBA Federación Universitaria de Buenos Aires 
H.I.J.O.S. Hijos por la Identidad y la Justicia contra el Olvido y el Silencio 

ICI Imperial Chemical Industries 
LAFSA Líneas Aéreas Federales 

LAN Líneas Aéreas 
MERCOSUR Mercado Común del Sur 

MIJD Movimiento Independiente de Jubilados y Desocupados 
MST Movimiento Socialista de los Trabajadores 
MTD Movimiento de Trabajadores Desocupados
PBA Provincia de Buenos Aires 
PTS Partido de los Trabajadores Socialistas
TLC Tratado de Libre Comercio

UBA Universidad de Buenos Aires 
UOCRA Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina 

UTA Unión Tranviarios Automotor 

Realizada por María Celia Cotarelo (PIMSA-Programa de Investigación sobre
el Movimiento de la Sociedad Argentina) y el Observatorio Social de América
Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de María Chaves.
Fuentes: diarios Clarín, Página 12, La Nación y Crónica.
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Brasil

[cronologia janeiro-abril 2006]

J A N E I R O

2 ª  F E I R A  0 9  Cerca de 1.600 motoristas de cooperativas de transportes alternativos do Rio
de Janeiro, RJ (região sudeste), protestam contra a licitação que concederá
permissões a pessoas físicas e não a cooperativas que fazem percursos
intermunicipais.

3 ª  F E I R A  1 0  O Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra (MST) ocupa uma fazenda
no Pontal do Paranapanema, São Paulo (região sudeste), sendo esta a 10ª na
região desde o dia 7 objetivando pressionar o governo do Estado para o
assentamento de cerca de 2 mil famílias. 

6 ª  F E I R A  1 3 Cerca de 10 integrantes de feira típica da região nordeste do país protestam
em frente ao consulado da Alemanha no Rio de Janeiro, RJ, contra a empresa
alemã Rapunzel que registrou a “rapadura” como marca de seu açúcar
orgânico na Alemanha e nos EUA. 

Sem-teto, parlamentares, representantes de movimentos sociais e
organizações de direitos humanos entregam ao ouvidor da Polícia Militar
(PM) um relatório com denúncias de abuso de autoridade, em repúdio à
violência cometida pela PM no dia 5 contra integrantes do Movimento dos
Trabalhadores Sem Teto (MTST) acampados na ocupação Carlos Lamarca em
Osasco, São Paulo, ferindo crianças, idosos e alguns sem-teto detidos. 

O Movimento Pelo Passe Livre (MPL), em conjunto com estudantes e
desempregados, realiza no Distrito Federal (DF) em Brasília (região centro-
oeste) manifestação contra o aumento de 20% nas passagens do transporte
urbano. Cerca de mil policiais, do Batalhão de Operações Especiais (BOPE),
da cavalaria e um helicóptero foram mobilizados para conter cerca de 500
manifestantes. Em Joinville, Santa Catarina (região Sul), também acontecem
protestos contra o aumento das tarifas em 14%. 

2 ª  F E I R A  1 6  Cerca de 1.200 militantes do MTST realizam marcha em Goiânia, Goiás,
reivindicando o direito à moradia e melhores condições na área de ocupação
provisória em que se encontram desde que foram violentamente retirados há
cerca de 11 meses da antiga ocupação no setor Parque Oeste Industrial.
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S Á B A D O  2 1  Povos indígenas se reúnem na Aldeia Pau Brasil, Espírito Santo (região
sudeste), para protestar contra a violenta ação da Polícia Federal (PF) no dia
anterior durante reintegração de posse da área da empresa Aracruz, ferindo
vários indígenas. Os indígenas, o Ministério Público e a administração regional
da Fundação Nacional do Índio (FUNAI) desconheciam qualquer ordem de
ação para a reintegração de posse que destruiu duas aldeias. Na aldeia Olho
D`Água houve resistência e a PF reprimiu duramente ferindo gravemente pelo
menos 8 pessoas. Estudantes e ONGs protestam em frente à multinacional,
em defesa da causa indígena e contra a reintegração. 

Em reunião com as centrais sindicais em Brasília, DF, o presidente Lula
determina a data em que entrará em vigor o novo salário mínimo, que passa
de 300 para 350 reais: 1º de abril. O Departamento Intersindical de Estatística
e Estudos Sócio-Econômicos (DIEESE) calcula que o valor do salário mínimo
atual deveria ser de 1.489,33 reais. 

6 ª  F E I R A  2 7  Diversos grupos como o Movimento dos Trabalhadores Desempregados do
Distrito Federal, o MST, Radicais Livres, Anarcopunk, Hip Hop, entidades
estudantis, entre outros, conjuntamente com o MPL-DF, realizam um ato
unificado interrompendo o trânsito nas principais ruas da cidade de Brasília
reivindicando a redução das tarifas rodoviárias. No dia 25, cerca de 500
manifestantes causaram enorme engarrafamento nas ruas da capital. No dia
26, aconteceram atos em pontos estratégicos do DF, como Ceilândia, São
Sebastião, Paranoá, Gama e Riacho Fundo. 

F E V E R E I R O

5 ª  F E I R A  0 2  Cerca de 500 manifestantes do MPL fazem passeata pacífica em Brasília, DF, e
entregam ao governador um documento questionando o aumento das tarifas,
sendo recebidos por aproximadamente 1.500 policiais e um helicóptero.

6 ª  F E I R A  0 3  Cerca de 400 sem-terra recebem em Gameleira, Pernambuco (região
nordeste), uma comitiva de advogados, parlamentares e representantes de
entidades e organizações sociais, em defesa da revogação da prisão
preventiva de 5 integrantes do MST, decretada em janeiro, sob acusação de
formação de quadrilha, invasão de propriedade industrial, dano qualificado,
incêndio, incitação, apologia ao crime e desobediência de ordem judicial,
em decorrência de manifestação organizada em dezembro de 2005 numa
usina no estado, com a participação de mais de 3 mil sem-terra e culminada
em conflito com a polícia. 

4 ª  F E I R A  1 5  Cerca de 400 manifestantes do Movimento dos Atingidos por Barragens
(MAB) ocupam por 7 horas o escritório da empresa Baesa, responsável pela
usina de Barra Grande, na cidade de Anita Garibaldi, Santa Catarina,
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reivindicando a criação de assentamentos para as famílias que foram atingidas
pela barragem, prevista em acordo com a empresa. 

Índios Guajajara liberam a ferrovia Carajás bloqueada por 2 dias em protesto
contra a situação da saúde dos indígenas e pela exoneração do coordenador
da Fundação Nacional de Saúde (FUNASA) no estado no Maranhão (região
nordeste). A companhia Vale do Rio Doce, concessionária da ferrovia, obteve
a ordem de reintegração de posse. Segundo a FUNASA, as reivindicações dos
índios foram atendidas. No dia 24 de janeiro, cerca de 7 mil índios de 105
aldeias do estado do Pará (região norte), denunciaram que a FUNASA havia
suspendido o atendimento e o repasse de remédios na região alegando falta
de recursos para manter a assistência, aumentando o número de mortos por
pneumonia, diarréia, malária e gripe.

5 ª  F E I R A  1 6  O MTST consegue adiamento de 60 dias para a ordem de despejo à cerca de
1.630 pessoas que ocupam há 3 anos um edifício na capital de São Paulo,
com construção abandonada por cerca de 12 anos e que configura uma das
maiores ocupações no estado. No dia 6, moradores do prédio realizaram
manifestação contra a ordem de despejo, impedindo o tráfego, até a chegada
da tropa de choque e da força tática. Os moradores transformaram a estrutura
abandonada em abrigo para cerca de 468 famílias, inclusive com uma
biblioteca com mais de 3.500 livros. O prefeito José Serra oferece aos sem-
teto que ocupam prédios e terrenos abandonados, quantias que variam de
1.000 a 5.000 reais para que deixem a cidade. 

4 ª  F E I R A  2 2 Aproximadamente, 200 sem-tetos de Taboão da Serra, na cidade de São
Paulo, SP, impedem o tráfego de uma estrada reivindicando atendimento
médico e escolar, além da coleta de lixo da ocupação Chico Mendes. No dia
15 de janeiro, foi realizada manifestação pacífica em solidariedade a 800
integrantes do MTST local, ameaçados de despejo. Participaram do ato o
Movimento Terra, Trabalho e Liberdade (MTL), Movimento dos Moradores da
Região Central (MMRC), Frente de Luta por Moradia (FLM), Sindicato dos
Químicos de Osasco e região, Sindicato dos Trabalhadores da Universidade
de São Paulo (SINTUSP) e representantes do Movimento Hip-Hop. 

S Á B A D O  2 5  Cerca de 300 pessoas tentam ocupar pelo segundo dia consecutivo a
prefeitura de Joinville, no estado de Santa Catarina, para protestar contra o
aumento das tarifas de ônibus. Policiais armados impediram o ato. Os
manifestantes se dirigiram a um terminal rodoviário, sendo violentamente
reprimidos por policiais que estavam no local. No dia 24, cem militantes do
Comitê de Luta pelo Transporte Público (CLTP), MST e Movimento Cívico de
Combate à Corrupção em Cuiabá, Mato Grosso (região centro-oeste),
promoveram uma manifestação em frente à Secretaria de Transportes para
reivindicar o fim da restrição de linhas do passe livre e a redução da tarifa,
sendo violentamente reprimidos pela PM com cassetetes e spray de pimenta.
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Em Joinville, Santa Catarina, cerca de 150 pessoas ocuparam a prefeitura. O
prefeito informou que o aumento das tarifas era irreversível; o terminal
rodoviário foi interditado por estudantes e uma passeata, com 300 pessoas
percorreu as ruas do centro da cidade. No último dia 7, cerca de mil
estudantes foram às ruas protestar contra o reajuste nas tarifas de ônibus na
cidade de Juiz de Fora, Minas Gerais (região sudeste). 

M A R Ç O

2 ª  F E I R A  0 6  O MST iniciou no dia 5 a “Jornada de Luta Pela Reforma Agrária”, também
intitulada de “2006 Vermelho”, envolvendo 2.530 famílias. Esta data é em
memória ao massacre de Eldorado de Carajás que completou 10 anos. Cerca
de 19 ocupações foram realizadas no estado de Pernambuco, envolvendo
cerca de 3,5 mil famílias. Na cidade de São Lourenço da Mata, 600
trabalhadores do MST ocuparam o engenho São João pertencente ao grande
grupo econômico Votorantin. O MST contesta o estudo do Instituto Nacional
de Colonização e Reforma Agrária (INCRA) que declarou que a propriedade é
produtiva, embora tenha reconhecido que os elementos para classificar a área
são precários e duvidosos. O Movimento exige que o engenho e mais duas
propriedades do grupo sejam vistoriados novamente e ameaçam uma greve
de fome em abril. 

3 ª  F E I R A  0 7  Cerca de 200 famílias de agricultores ocupam a sede do INCRA na cidade de
Belém, capital do Pará, em protesto contra o atraso da Reforma Agrária no
estado reclamando da má distribuição dos recursos do órgão e o
reconhecimento dos povos quilombolas (descendentes de escravos) como
proprietários de terra. 

O Fórum Pernambucano de Mulheres organiza um protesto na cidade de
Recife, Pernambuco, com aproximadamente 300 integrantes para denunciar a
violência contra a mulher no estado, reivindicando prevenção e punição a
violência. As manifestantes leram nomes de 66 mulheres mortas nos 2
primeiros meses deste ano no estado. Antes, no dia 31 de janeiro, 400 mulheres
protestaram nas ruas da cidade contra a violência imposta às mulheres. 

4 ª  F E I R A  8  O Movimento das Mulheres Camponesas (MMC) e o MST, entre outras
entidades da Via Campesina, além de manifestantes estrangeiros que
participam do “Fórum Terra, Território e Dignidade” em Porto Alegre, Rio
Grande do Sul (região sul), realizam diversos atos pelo Estado. O mais
importante deles, em Barra do Ribeiro, 2 mil militantes ocuparam a fábrica da
Aracruz Celulose, danificando instalações, material genético, mudas e
sementes de eucalipto do laboratório e do horto florestal, com o objetivo de
denunciar o “latifúndio verde” criado pela monocultura de eucalipto e suas
conseqüências sociais e ambientais, em particular para a bacia aqüífera



Guarany, a mais importante do Cone Sul. Entidades empresariais divulgam
nota de repúdio ao ato, o governador caracteriza o ato como banditismo e o
ministro do Desenvolvimento Agrário também condena. 

Em Porto Alegre, cerca de 3 mil agricultores entram em choque com a Brigada
Militar ao tentarem ingressar no prédio onde acontecia a II Conferência
Internacional Sobre Reforma Agrária e Desenvolvimento Rural. 

Cerca de mil pessoas ligadas à Federação dos Trabalhadores na Agricultura do
Estado do Ceará (FETRAECE), com apoio do MST, ocupam uma fazenda em
Chorãozinho, Ceará (região nordeste). Justiça expediu mandato de
reintegração de posse da propriedade que, segundo o INCRA, tem
capacidade para abrigar 1.300 famílias. 

Militantes do MST, em maioria feminina, ocupam 5 fazendas em diferentes
municípios do Pontal do Paranapanema, São Paulo: Mirante do Paranapanema,
Presidente Venceslau, Teodoro Sampaio, Caiuá e Santo Anastácio. As ações, que
mobilizam cerca de 600 militantes, são parte da Jornada Nacional de Luta do
MST, além de celebrar o Dia Internacional da mulher.

6 ª  F E I R A  1 0 Sem-terra realizam manifestação na cidade de Porto de Suape, em
Pernambuco, em defesa do direito dos trabalhadores rurais que vivem nas
imediações da cidade há cerca de 15 anos e terão que deixar a área devido à
construção da refinaria Abreu e Lima Marchas e bloqueios de estradas
também foram realizados em diversos pontos do país: em Goiás, uma
fazenda foi ocupada, sendo a 3ª ocupação no estado nesta semana; no estado
da Paraíba (região nordeste), as ocupações aconteceram em Pilões, Pitimbu e
Monteiro –cerca de 50 a 70 famílias permanecem em cada uma das áreas.
Segundo o MST existem 2.100 famílias acampadas no estado. 

O Ministério Público do Rio Grande do Sul informa que o líder do MST, João
Pedro Stédile, e mais 37 integrantes serão processados criminalmente pelo
apoio e planejamento das ações de 2 mil militantes ligados a Via Campesina
na ocupação da Aracruz Celulose, na cidade de Barra do Ribeiro, sendo
acusados de planejar o ato. 

D O M I N G O  1 2  Novas investidas da Jornada de Lutas do MST ocorrem na região metropolitana
de Recife e na Zona da Mata do estado de Pernambuco. Cerca de 180 famílias
ocupam um engenho em Cabo de Santo Agostinho, e outras 100 ocupam um
engenho ao sul do estado. O único confronto registrado até o momento foi na
Fazenda Faquinhas, na cidade de Cabrobó, em que cerca de 200 famílias
resistem à ordem de reintegração de posse, sendo aproximadamente 150
pessoas detidas. Cinquenta e cinco ocupações a fazendas e prédios públicos
em todo o país foram registradas pelo movimento.
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Cerca de 200 famílias de sem-terra, militantes do MST, ocupam uma área da
estação de bombeamento de água do projeto Salitre, pertencente à
Companhia de Desenvolvimento do Vale do São Francisco (CODEVASF) em
Juazeiro, na Bahia (região nordeste), reivindicando o assentamento de 3.200
trabalhadores rurais e exigindo do Governo Federal mais agilidade na
distribuição dos lotes de terra. 

Cerca de mil pessoas –entre comerciantes locais, moradores da cidade e
funcionários da prefeitura– manifestam-se em Guaíba, no Rio Grande do Sul,
em apoio a empresa Aracruz Celulose pedindo a condenação dos
participantes do ato. 

3 ª  F E I R A  1 4 Após ação do exército que nos últimos 12 dias ocupou 13 comunidades de
moradores pobres na capital do Rio de Janeiro à procura de armamento
roubado de um quartel, os militares recuperam as armas. Segundo os
militares, as armas teriam sido devolvidas por traficantes do Morro do Borel,
na Tijuca. A mídia divulga que os militares negociaram com traficantes do
Comando Vermelho (CV) a devolução das armas. 

Militantes do MST mantêm a ocupação iniciada no último dia 11 em uma
fazenda que possui 12,8 hectares plantados de eucalipto em Itapetinga,
estado de São Paulo, pertencente à Companhia Suzano de Papel e Celulose. A
empresa informa que tomará medidas para reintegração de posse da área. 

5 ª  F E I R A  1 6  Cerca de 585 famílias militantes ligadas à Federação dos Trabalhadores de
Agricultura Familiar (FETRAF) ocupam 4 fazendas em Pernambuco. O saldo
de ocupações no estado é de 40 propriedades: 14 pela FETRAF e 26 pelo MST. 

Cerca de 1,3 mil trabalhadores sem-terra, do MAB e da Via Campesina fazem
protesto em Curitiba, capital do Paraná (região sul), onde se realiza o 3º
Encontro das Partes do Protocolo de Cartagena sobre Biossegurança. Os
manifestantes criticam a multinacional Monsanto, dona da patente das
sementes transgênicas de soja plantadas no Brasil. Desde o último dia 13
ocorre o Fórum Global da Sociedade Civil, um evento paralelo, em protesto
contra a conferência da Organização das Nações Unidas (ONU). 

No estado do Rio de Janeiro, cerca de 40% do total de servidores e
professores estaduais finalizam a semana em greve –que é a 4ª da categoria
desde 1999– reivindicando reajuste salarial e incorporação de gratificações. 

Agentes penitenciários saem em passeata na capital do Rio de Janeiro
reivindicando reajuste salarial, pagamentos de gratificações e a contratação de
1.500 profissionais concursados. Cerca de 300 manifestantes tentam fechar o
trânsito sendo impedidos por policiais militares, culminando em conflito. 
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3 ª  F E I R A  2 1  Estudantes fazem protestos em 50 cidades do país. Na região sudeste, em São
Paulo, cerca de mil estudantes manifestam-se numa das principais avenidas
da cidade; na capital de Minas Gerais, Belo Horizonte, aproximadamente
2.500 estudantes fizeram protesto no centro da cidade. Na capital de
Pernambuco, Recife (região nordeste), cerca de 600 estudantes obstruíram o
trânsito no centro da cidade. Ocorreram protestos também nos estados do
Paraná (sul), do Espírito Santo e Alagoas (nordeste).

2 ª  F E I R A  2 7 Cerca de 1.900 trabalhadores rurais ligados ao Movimento dos Pequenos
Agricultores (MPA), caminham 12 km na cidade de Petrolina, em
Pernambuco, marcando o início da Jornada de Lutas contra o Agronegócio e
em Defesa da Agricultura Camponesa. Em Goiás, na cidade de Santa Helena
de Goiás, mil trabalhadores rurais ligados ao MPA, militantes da Via
Campesina, do MAB e um deputado protestam em frente à fábrica da
multinacional Monsanto. 

3 ª  F E I R A  2 8  A Via Campesina organiza manifestação com cerca de 6 mil pessoas em frente
ao prédio aonde se realiza a reunião de países signatários da Convenção de
Diversidade Biológica (CDB) em Curitiba, Paraná. Os manifestantes
reivindicam a moratória da tecnologia terminator (que esteriliza sementes) e a
desapropriação do laboratório ilegal da empresa da Syngenta que, conforme
o movimento, realiza experimentos com transgênicos. 

Integrantes da Via Campesina reivindicaram o embargo das atividades da
empresa Syngenta Seeds pelo Instituto Brasileiro de Meio Ambiente e de
Recursos Naturais Renováveis (IBAMA), reforçando manifestação da Via
Campesina realizada no dia 14 quando cerca de mil militantes ocuparam o
campo experimental da empresa multinacional de sementes. 

4 ª  F E I R A  2 9 No 3º dia de manifestações da Jornada de Lutas contra o Agronegócio e em
Defesa da Agricultura Camponesa, cerca de 10 mil pessoas de 14 estados do
país participam de bloqueio de estradas e marchas. As multinacionais
Monsanto, Cargill, Sygenta, Basf, Bayer, Nestlé, Danone, Aracruz, dentre
outras, são os principais alvos dos protestos, segundo o movimento, por
promoverem a devastação do meio ambiente e a exclusão social no campo.

5 ª  F E I R A  3 0  Cerca de 500 pessoas –estudantes, sindicatos e usuários do transporte
público da cidade de Ponta Grossa, no Paraná– manifestam-se pelo passe
livre e contra o segundo aumento das tarifas de ônibus. 

A B R I L

3 ª  F E I R A  0 4  Manifestação de professores e funcionários da rede de educação municipal de
São Paulo, em greve desde a última 3ª feira, reúne 6 mil pessoas no centro da
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cidade reivindicando reajuste no piso salarial de 960 reais para quem ingressa
na rede, e mudanças em projetos implementados pela prefeitura. A Secretaria
Municipal de Gestão divulga que aumentará a gratificação de 165 para 350
reais e antecipa para 12 de abril a data para negociação. O sindicato da
categoria afirma que cerca de 70% das escolas municipais estão paradas.

Os 4 mil sem-terra acampados na cidade de Campo Grande, em Mato Grosso
do Sul (região centro oeste), ocupam a fazenda da empresa Sociedade de
Melhoramento e Colonização (Someco SA), que tem 19 mil hectares (4 mil de
mata nativa) e está parcialmente desativada, situada na cidade Nova
Horizonte do Sul. A ocupação é realizada pela organização Famílias Unidas do
Vale do Ivinhema (FUVI), que reúne famílias ligadas ao Sindicato de
Trabalhadores Rurais. O INCRA estima que existam 25 mil famílias acampadas
em 47 dos 78 municípios no estado. 

Indígenas e indigenistas de várias partes do país protestam em frente ao
Congresso Nacional, no DF - em Brasília, na Mobilização Nacional Terra Livre
que ocorre pelo 3º ano seguido em comemoração ao Abril Indígena. Os
manifestantes afirmam que o governo Lula tem conduzido as políticas
indigenistas com intuito de tutelar as terras indígenas além de confundir os
interesses dos indígenas com os interesses da FUNAI.

4 ª  F E I R A  0 5  Movimentos sociais entregam aos integrantes da 47º Reunião Anual do Banco
Interamericano de Desenvolvimento (BID), Belo Horizonte, Minas Gerais
(região sudeste), o documento final do 1º Encontro dos Movimentos Sociais
Mineiros reivindicando a mudança do modelo econômico, incentivo a
cooperativas, micro empresas, feiras, associações e mercados locais e reforma
no sistema político com mecanismos de participação direta da população nas
decisões. Cerca de 2 mil pessoas realizaram uma passeata em protesto contra
a repressão do dia anterior que deixou 19 feridos e 4 detidos, quando cerca de
600 militantes do MST, do MAB e estudantes foram impedidos de se
aproximar do local onde acontecia o evento do BID. Na abertura da reunião
realizada no dia 30 de março, movimentos sociais de várias correntes se
manifestaram em pontos diferentes da cidade para mostrar oposição ao
encontro, sendo recebidos pela PM com gás, balas de borracha e cassetetes. 

5 ª  F E I R A  0 6 Na reserva indígena Roosevelt, em Espigão do Oeste, estado de Roraima (região
norte), 2 garimpeiros são mortos e 1 fica ferido. A PF afirma que as mortes são
de dívidas dos garimpeiros que não cumpriram promessa de pagamento a
índios pela extração ilegal de diamante na área. Os índios negam que a extração
esteja ocorrendo, declarando também desconhecerem as mortes. 

A Federação dos Agricultores de Pernambuco (FETAPE) ocupa 7 fazendas no
agreste e no sertão do estado como parte do Dia de Luta pela Terra, que
acontece em todo o país. 
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6 ª  F E I R A  0 7  Ums 600 funcionários da Varig realizam manifestação num aeroporto no
centro da cidade do Rio de Janeiro, reivindicando apoio do governo federal
para recuperação da empresa que possui 11 mil funcionários em todo Brasil e
vive grave crise financeira. O presidente do Sindicato Nacional das Empresas
Aeroviárias (SNEA) declara que a maior preocupação é com o corte de 13%
do pessoal previsto no plano de recuperação judicial. Os sindicatos e
associações de trabalhadores da Varig têm propostas divergentes para os
débitos trabalhistas: as associações defendem a transformação da dívida em
ações, e os sindicatos defendem que a decisão sobre participação acionária
deve ser uma escolha individual e voluntária. 

2 ª  F E I R A  1 0  Aproximadamente 400 sem-terras ligados ao MST fecham uma rodovia que
faz a ligação entre Recife, capital de Pernambuco, e o agreste do estado,
liberando o tráfego após uma negociação entre o movimento, o promotor
agrário e a Polícia Rodoviária Federal. Os sem-terra afirmam que há
assentamentos na região que não recebem investimentos federais há 7 anos
e, por isso, reivindicam créditos para os assentados, investimentos em infra-
estrutura e vistoria em 10 áreas para a reforma agrária. 

3 ª  F E I R A  1 1 Estudantes, funcionários e professores da Universidade do Estado do Rio de
Janeiro (UERJ) manifestam-se em frente à universidade para protestar contra
o corte de 25% no orçamento da instituição A universidade está em greve por
tempo indeterminado desde o dia 28. Os profissionais reivindicam melhores
condições de trabalho e estudo, verbas para reformas no campus,
recomposição salarial, plano de carreira e de cargos, aumento no número de
bolsas assistenciais e acadêmicas, e um restaurante universitário. 

5 ª  F E I R A  1 3 Funcionários da Agência Nacional de Vigilância Sanitária (ANVISA), em greve
desde 21 de fevereiro, reivindicam plano de carreira e equiparação salarial
com os funcionários contratados pela agência via concurso (a diferença é de
40%), manifestam-se na capital do Rio de Janeiro. O abastecimento de
remédios está prejudicado.

Aproximadamente 800 dos 1.900 militantes do MST que ocuparam no dia 28
de fevereiro a fazenda Coqueiros do Sul em Porto Alegre, Rio Grande do Sul,
são indiciados pela polícia local sob acusação de formação de quadrilha, furto,
roubo, cárcere privado, dano ao patrimônio público e privado e danos
ambientais. Dos indiciados, 22 têm antecedentes criminais, 10 estão em
liberdade provisória e 4 são foragidos da Justiça. 

S Á B A D O  1 5  O Tribunal de Justiça de São Paulo adia por tempo indeterminado a
reintegração de posse do prédio da ocupação Prestes Maia, com 1.600
moradores (468 famílias de sem-tetos), a maior do estado. O movimento
alega que o empresário dono do edifício não tem a posse anterior do imóvel
abandonado há 12 anos e que não exercia sua função social como determina
a Constituição. 
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D O M I N G O  1 6  Cerca de 3 mil militantes do MST ocupam no extremo sul da Bahia uma
fazenda da empresa Suzano Papel e Celulose que possui cerca de 300 mil
hectares no estado. 

2 ª  F E I R A  1 7  Em homenagem aos 19 trabalhadores rurais assassinados há 10 anos em
Eldorado de Carajás, Pará, o MST organiza um acampamento no local da
chacina onde exibe uma exposição do fotógrafo Sebastião Salgado. No
massacre, 69 sem terra e 12 policiais ficaram feridos em ação da PM para
desobstruir uma rodovia ocupada por aproximadamente 1.500 militantes em
manifestação que reivindicava rapidez na desapropriação de terras da
Fazenda Macaxeiro. Apesar de condenados, os dois policiais que
comandaram a operação ainda estão soltos. Em Belém, capital do estado,
cerca de 5 mil manifestantes protestam na Praça da República e entregaram
um documento ao governador do estado com um balanço das mortes no
campo nos últimos 10 anos. Ocupações são feitas em várias localidades do
país: em São Lourenço da Mata, Pernambuco, aproximadamente 400
militantes do MST fecham 8 rodovias federais e se apropriam de cerca de 12
toneladas de alimentos de 2 caminhões para abastecer o acampamento Chico
Mendes. No Pontal do Paranapanema, São Paulo, 10 fazendas são ocupadas.
Em Capitão Enéas, Minas Gerais, 60 famílias ocupam uma propriedade. Na
Bahia, cerca de 2 mil famílias ocupam uma fazenda ao sul do estado; e cerca
de mil trabalhadores rurais vão do município de Feira de Santana a Salvador.
No estado da Paraíba e no Mato Grosso, militantes fazem vigília em frente a
Tribunais de Justiça. No Rio Grande do Sul o movimento bloqueia 12 trechos
de rodovias. Na capital dos EUA, Washington, cerca de 33 pessoas
homenageiam os mortos de Eldorado do Carajás, marchando até a
embaixada brasileira para entregar ao embaixador uma carta pedindo ao
presidente Lula o fim da impunidade para os assassinos do caso.

3 ª  F E I R A  1 8  Trabalhadores sem-terra de todo o país iniciam marchas para reivindicar
agilidade do governo na realização da Reforma Agrária. No estado de Alagoas,
5 mil sem-terra do MST, MTL, Movimento de Libertação dos Sem Terra
(MLST) e da Comissão Pastoral da Terra (CPT) marcham da capital Maceió até
a cidade de Atibaia. No estado de Goiás, o MST inicia marchas rumo a capital
Brasília. Cerca de 2 mil militantes do MST se reunirão em Recife para participar
do Fórum Social Brasileiro (FSB). Em Ponta Grossa, no Paraná, cerca de 200
sem-terra e índios da região bloqueiam o acesso à fazenda da Empresa
Brasileira de Pesquisa Agropecuária (EMBRAPA) para reivindicar a
desapropriação da propriedade ocupada há 3 anos pelo MST; dos 3.900
hectares da empresa, 2.700 destes são utilizados em comodato pelo Instituto
Agropecuário do Paraná (IAPA) para realização de pesquisas com material
geneticamente modificado. 

O Relatório da CPT divulga um balanço demonstrando que o ano de 2005 é o
que registra o maior número de conflitos na área rural desde 1996 quando
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ocorreram 1.881 conflitos. Em 2005, o número de mortos subiu 106% com
relação a 2004: 64 mortos contra 31. O relatório inclui o caso de 13 cortadores
de cana que teriam falecido por excesso de trabalho. Os dados da CPT
divergem dos divulgados pela Ouvidoria Agrária Nacional, vinculada ao
Ministério do Desenvolvimento Agrário, que contabiliza 14 mortes em 2005. 

4 ª  F E I R A  1 9  Indígenas, arrozeiros e agricultores de Roraima bloqueiam parte da rodovia
federal BR-174 em protesto contra a homologação da área indígena
Raposa/Serra do Sol. Segundo o Conselho Indígena de Roraima (CIR), cerca de
200 pessoas participam do bloqueio. Os manifestantes reivindicam a retirada da
população não-índia das terras que teve o prazo vencido no último sábado 15.

Na Bahia, um juiz concede mandato de reintegração de posse de uma
fazenda da Suzano Papel e Celulose ocupada por cerca de 3 mil militantes do
MST no último domingo 16. O MST divulga que não recebeu nenhuma
notificação da justiça. 

5 ª  F E I R A  2 0  Artistas plásticos protestam no Rio de Janeiro contra a retirada de uma obra da
exposição “Erótica. Os sentidos da arte” realizada no Centro Cultural Banco do
Brasil (CCBB) por acato deste à reivindicação do grupo católico Opus Christi.

Cerca de 500 militantes do MST de diversos estados do país marcham da BR-
101 até a Universidade Federal de Pernambuco (UFPE), sede do II FSB. O
coordenador nacional do movimento, Jaime Amorim, foi baleado na perna
em confronto com a polícia. Após a marcha, uma manifestação foi realizada
no centro da capital Recife. A PM estima a participação de 1.500 militantes e o
movimento 10 mil. Hugo Chavez, presidente da Venezuela, esteve no Fórum,
recebeu as críticas do MST ao governo Lula pelo não cumprimento das metas
de assentamento no Brasil e defendeu a reeleição de Lula para impedir que
outros partidos implantem o modelo neoliberal no país. 

Militantes do MST terminam em Atalaia, Maceió-Alagoas, a marcha de 2 dias
realizada em homenagem aos 10 anos do massacre de Eldorado de Carajás.
Segundo o movimento, cerca de 4 mil agricultores participaram da marcha.

6 ª  F E I R A  2 1 Durante o II FSB, o MST anuncia sua intenção de estreitar relações com os
movimentos sociais urbanos, levando-o a atuar mais nas cidades. A criação
de uma vertente urbana do MST seria uma importante aliança para que
trabalhadores urbanos e rurais possam atuar em conjunto para revolucionar
o país. 

D O M I N G O  2 3  Aproximadamente 3.500 sem-terras militantes do MST ocupam uma fazenda
da Suzano Papel e Celulose no sul da Bahia –umas das maiores do Brasil e
que possui só no estado 300 mil hectares–, permanecendo na fazenda
mesmo após a determinação da reintegração de posse na última 4ª feira.
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Cerca de 500 entidades presentes no II FSB reivindicam que o presidente Lula
divulgue uma nova “Carta ao povo brasileiro” em sua campanha eleitoral. O
Fórum reuniu cerca de 10 mil pessoas e aprovou um documento a ser lido
pelos movimentos em 1º de maio defendendo maior democracia no país e
um novo modelo de desenvolvimento. 

2 ª  F E I R A  2 4  Em uma ocupação do MST na fazenda Taquaral, divisa com o DF, Brasília, 6
homens armados invadem a fazenda para retirar as cerca de 200 pessoas, em
ação que ocorreu á noite deixando uma criança de 5 anos atingida no
estômago e no diafragma. 

Cerca de 600 produtores rurais fecham agências bancárias e a rodovia BR-163
no norte do Mato Grosso, em protesto contra os juros altos e a política
agrícola do governo federal, reclamando da baixa do câmbio que reduz o
lucro com as exportações e o alto preço do Diesel. 

3 ª  F E I R A  2 5  Cinquenta estudantes fazem manifestação em Brasília em favor da aprovação
da lei que estabelece cotas para alunos carentes, negros e índios, tentando
entrar no plenário da Câmara.

4 ª  F E I R A  2 6  O Tribunal do Júri do Pará condena a 18 anos de prisão o executor do
assassinato da missionária americana Dorothy Stang, de 73 anos. Amair Feijoli
da Cunha confessou ter recebido a quantia de 50 mil reais dos fazendeiros
Vitalmiro Bastos de Moura e Regivaldo Pereira Galvão para executar a
missionária. Ele confirmou a participação dos pistoleiros Rayfran das Neves e
Clodoaldo Carlos Batista condenados em dezembro a 27 e 17 anos
respectivamente

Cerca de 200 famílias de trabalhadores rurais do MST ocupam área
pertencente à Aracruz Celulose no Espírito Santo com o objetivo de pressionar
o poder público para identificar terras devolutas no estado e expressar
repúdio à ação contra os movimentos sociais no sul do país ocorridas pela
ocupação de terras da mesma empresa. 

Cerca de 4 mil integrantes de movimentos que lutam por moradia, como a
União dos Movimentos por Moradia (UMM), protestam em frente à sede da
prefeitura e do governo do estado de São Paulo para reivindicar mais
habitações populares e conseguem o comprometimento do estado em
retomar mutirões paralisados e incluir cerca de 180 famílias –que atualmente
moram na favela do Icaraí– em projetos da Companhia de Desenvolvimento
Habitacional e Urbano (CDHU). 
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R E B E L I Õ E S / M O T I N S De janeiro a abril foram registradas 21 rebeliões nos presídios do país: 19 no
estado de São Paulo, 1 em Rondônia e 1 no Mato Grosso. Entre as causas dos
motins estão reivindicações por melhores condições estruturais, contra maus-
tratos e superlotação. Os registros apontam um total 12 mortos sendo 11
detentos e 1 agente penitenciário.

Nos complexos destinados a menores infratores aconteceram 4 motins, com
1 morte, 57 feridos sendo 30 detentos e 27 funcionários. As causas também
passam pela denúncia contra maus-tratos das instituições e tentativas de fuga. 

S I G L A S

ANVISA Agência Nacional de Vigilância Sanitária 
BID Banco Interamericano de Desenvolvimento

BOPE Batalhão de Operações Especiais
CCBB Centro Cultural Banco do Brasil
CDB Convenção de Diversidade Biológica 

CDHU Companhia de Desenvolvimento Habitacional e Urbano 
CIR Conselho Indígena de Roraima 

CLTP Comitê de Luta pelo Transporte Público
CODEVASF Companhia de Desenvolvimento do Vale do São Francisco

CPT Comissão Pastoral da Terra
CV Comando Vermelho 

DIEESE Departamento Intersindical de Estatística e Estudos Sócio-Econômicos
DF Distrito Federal

EMBRAPA Empresa Brasileira de Pesquisa Agropecuária
FETAPE A Federação dos Agricultores de Pernambuco 

FETRAECE Federação dos Trabalhadores na Agricultura do Estado do Ceará
FETRAF Federação dos Trabalhadores de Agricultura Familiar

FLM Frente de Luta por Moradia
FSB Fórum Social Brasileiro

FUNAI Fundação Nacional do Índio
FUNASA Fundação Nacional de Saúde

FUVI Famílias Unidas do Vale do Ivinhema 
IAPA Instituto Agropecuário do Paraná

IBAMA Instituto Brasileiro de Meio Ambiente e de Recursos Naturais Renováveis
INCRA Instituto Nacional de Colonização e Reforma Agrária

MAB Movimento dos Atingidos por Barragens
MLST Movimento de Libertação dos Sem Terra
MMC Movimento das Mulheres Camponesas

MMRC Movimento dos Moradores da Região Central
MPA Movimento dos Pequenos Agricultores
MPL Movimento Pelo Passe Livre

MTST Movimento dos Trabalhadores Sem-Teto
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MST Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra
MTL Movimento Terra Trabalho e Liberdade

ONU Organização das Nações Unidas 
PF Polícia Federal

PM Polícia Militar
SINTUSP Sindicato dos Trabalhadores da Universidade de São Paulo

SNEA Sindicato Nacional das Empresas Aeroviárias
UERJ Universidade do Estado do Rio de Janeiro
UFPE Universidade Federal de Pernambuco
UMM União dos Movimentos por Moradia 

EQUIPE: Coordenação por Prof. Dr. Roberto Leher (UFRJ/LPP-UERJ).
Assistentes de Pesquisa: Alice Coutinho da Trindade (LPP-UERJ), Cristina
Oliveira (LPP/UERJ), Mariana Setúbal (LPP/UERJ). 
Colaboração: Anderson Andrade (LPP-UERJ), Luiza Leite (LPP-UERJ), e PRO-
EALC/ CCS/ UERJ - Coordenado por Profa. Dra. Silene de Moraes Freire.
FONTES: Jornal do Brasil, Jornal Folha de São Paulo, Jornal O Globo, Jornal
O Estado de São Paulo, Jornal Brasil de Fato.
OUTRAS FONTES: Agência de Notícias Carta Maior, Informe Letra Viva-MST,
MST na Imprensa, Resenha Federal, Jornal do MST, Centro de Mídia
Independente (CMI).
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Chile

[cronología enero-abril 2006]

E N E R O

M I É R C O L E S  4 Trabajadores de empresas subcontratistas de las divisiones Andina, Norte y
Ventanas de la Corporación del Cobre (CODELCO) inician una huelga inde-
finida y bloquan accesos a los yacimientos, en particular el de El Teniente,
además de realizar marchas en Calama, Los Andes y Rancagua para exigir a
la compañía el pago de un bono tras la suba del precio del metal. Las mani-
festaciones en Rancagua, que incluyen barricadas, son reprimidas y conclu-
yen con 4 carabineros heridos y 60 detenidos. 

M A R T E S  1 0 Un centenar de indígenas del Consejo de Todas las Tierras ocupa la inten-
dencia de la IX Región para repudiar un proyecto de reconocimiento de
los pueblos indígenas a votarse durante ese día, de donde son desaloja-
dos por fuerzas especiales de carabineros que detienen a 17 manifestan-
tes. No obstante la falta de quórum, los diputados aprueban un inciso al
artículo primero de la constitución que sostiene que la nación chilena es
una e indivisible.

M I É R C O L E S  1 1 Los mapuche detenidos en Temuco el martes pasado son puestos en libertad
bajo medidas cautelares.

Más de un centenar de miembros de la Coordinadora Nacional de
Deudores Habitacionales protesta en Santiago frente a dependencias del
Servicio de Vivienda y Urbanización (SERVIU) para luego ocupar una sede
del Banco del Estado en reclamo por la condonación de sus deudas o un
plan de pago factible. Los carabineros detienen a algunos de los manifes-
tantes. 

D O M I N G O  1 5 La candidata de la Concertación, Michelle Bachelet, gana el ballottage ante
Sebastián Piñera. 

M I É R C O L E S  1 8 Un artefacto explosivo detona en las afueras de la sede capitalina de la
Agencia Nacional de Inteligencia (ANI), hecho que se atribuye el movimiento
subversivo Fuerzas Autónomas y Destructivas León Czolgosz, quien fuera un
anarquista que en el año 1901 asesinó al entonces presidente de Estados
Unidos, William Mc Kinley.
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V I E R N E S  2 0 Luego de las negociaciones entre ejecutivos de CODELCO, sus empresas con-
tratistas y los trabajadores en huelga, las asambleas de las divisiones Andina y
El Teniente aceptan un preacuerdo que no implica el bono requerido y deci-
den retomar sus labores de forma provisoria. 

M I É R C O L E S  2 5 Concluye en Gulumapu un nguillatún, una ceremonia religiosa fundamental,
luego de que en ella estuviesen reunidos por 3 días los lonkos y comunidades
lafquenche de Toltén, Nigue, Mehuín, Piutril, Tringlo, Mehuín bajo, Alepúe,
Chanchán, Curiñaco, Quillahue, Pelluco y Maiquillahue. El vocero del Consejo
de Longko del Pikun Wiji Mapu, señala que los lonkos decidieron impedir el
paso del ducto que Celulosa Arauco y Constitución SA (CELCO) pretende para
su planta de Valdivia. 

F E B R E R O

M I É R C O L E S  1 El Movimiento por la Defensa del Agua y la Vida de Atacama realiza una pro-
testa para exigir al gobierno que detenga la explotación de los campos geo-
térmicos El Taio, Cerro La Torta y Apacheta por parte de la empresa
Geotérmica del Norte SA, subsidiaria de CODELCO, y la Empresa Nacional
del Petróleo (ENAP). 

V I E R N E S  3 Integrantes de la Coordinadora Mapuche Arauko Malleko y líderes de las
comunidades indígenas aledañas al lago Lleu Lleu realizan una manifestación
pacífica para repudiar la militarización de la región y denunciar el trato hostil
del personal de la Base Naval de Talcahuano y del Grupo de Operaciones
Especiales (GOPE) de carabineros. 

M A R T E S  7 Los empresarios contratistas, los de CODELCO y los delegados de los trabaja-
dores llegan a un acuerdo conluyente que establece un plan de fiscalización
laboral permanente y un compromiso de la compañía cuprífera de hacer cum-
plir la ley sobre trabajos pesados, accidentes de trabajo, enfermedades profe-
sionales y capacitación, entre otras cuestiones. 

J U E V E S  9 Diversas organizaciones sociales e indígenas protestan en Santiago frente a las
oficinas de la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA) para repu-
diar el proyecto minero Pascual Lama, que la trasnacional canadiense Barrick
Gold pretende instalar en la III Región. 

S Á B A D O  1 1 Fuerzas de tarea y el GOPE de carabineros allanan 13 viviendas en la
comunidad Temucuicui, a raíz de una orden judicial tras una denuncia del
terrateniente Rene Urban. Tal acción es realizada con brutalidad y motiva
que el lonko de la comunidad presente una acción legal para proteger a
los integrantes de la familia Huenchullan Cayul y a otros comuneros ame-
nazados. 
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M A R T E S  1 4 El chileno Miguel Insulza, secretario general de la Organización de las
Naciones Unidas (ONU), se dirige a Haití para observar el recuento de votos
de las elecciones presidenciales. En consecuencia, señala su apoyo a la inter-
vención de fuerzas militares en ese país.

M I É R C O L E S  1 5 La Comisión Regional de Medio Ambiente (COREMA) de la III Región
aprueba por unanimidad, con el aval del intendente, el proyecto del
Pascual Lama. 

M I É R C O L E S  2 2 Medio centenar de miembros de comunidades mapuche de la comuna de
Freire y sus alrededores se aposta al costado de la ruta 5 Sur, en la rotonda
Quepe, para repudiar el proyecto de instalación del nuevo Aeropuerto
Internacional de La Araucanía. Este plan forma parte de la celebración del
bicentenario de la instauración de la república chilena. 

L U N E S  2 7 Los comuneros de Temucuicui intentan echar a piedrazos a los funcionarios
de investigaciones que, por orden de la Fiscalía Militar de Angol, pretendie-
ron reconstruir la intromisión violenta de carabineros acontecida el pasado
sábado 11. Medio millar de policías reprime a los mapuche con escopetas
antimotines y gases disuasivos. 

M A R T E S  2 8 Unos 200 miembros del Sindicato Interempresas de Trabajadores
Contratistas (SITECO), empleados por CODELCO, bloquean el ingreso a la
mina El Teniente, en el sector Los Maitenes de la VI Región, en demanda de
autorización para asistir al funeral de otros dos trabajadores muertos en un
accidente.

Más de una decena de mujeres de la Asociación Nacional de Deudores
Habitacionales (ANDHA)-Chile inicia una huelga de hambre en el centro de
Santiago para denunciar los cobros usureros que realizan los bancos y exigir
un dividendo que no exceda el 10% del salario de cada deudor.

M A R Z O

M I É R C O L E S  1 Unos 800 integrantes de SITECO interrumpen las faenas, bloquean la ruta
El Cobre y detienen a buses llenos de obreros para invitarlos al sepelio de
dos trabajadores muertos el 27 de febrero y repudiar la muerte de 14 mine-
ros en los últimos tres años. Al iniciarse el cortejo, la policía los ataca con
bombas lacrimógenas y detiene a 22 manifestantes. Tras los incidentes, 2
mujeres resultan lesionadas, se interrumpe el funeral y los mineros se dis-
persan del lugar. 

L U N E S  6 Un centenar de miembros de sindicatos de pescadores de Cobquecura,
Trehuaco y Mela, y del Comité Pro Defensa de la Flora y Fauna (CODEFF) y de
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organizaciones viñateras bloquea el puente Itata para demandar a la CONAMA
que impida la construcción del complejo forestal Nueva Aldea, que desechará
sus residuos industriales en la desembocadura marítima del río local. 

S Á B A D O  1 1 Michelle Bachelet Jeria asume la presidencia de la república en una ceremonia
realizada en el Congreso Nacional de Valparaíso a la que asisten una treintena
de gobernantes y 120 delegaciones, entre quienes se destacan la secretaria de
Estado de EE.UU., Condoleezza Rice, el presidente venezolano, Hugo Chávez,
el brasileño, Luiz Inácio Lula da Silva, el boliviano, Evo Morales, el argentino,
Néstor Kirchner y el peruano, Alejandro Toledo. El presidente Evo Morales par-
ticipa de un encuentro con organizaciones políticas, sociales y culturales de los
pueblos indígenas al que asisten 8 mil personas.

D O M I N G O  1 2 Unos 800 pobladores sin casa de Peñalolén, agrupados bajo el lema “Nunca
más de allegados”, arriban desde distintos comités del sector alto de la comu-
na y la villa de Esperanza Andina para levantar barricadas y encender fogatas
en un cruce vial. Los carabineros intervienen, de lo que resulta un policía heri-
do de bala y 40 detenidos, el envío de carros lanzaagua y un helicóptero.
Luego, inician un sitio de la toma. 

L U N E S  1 3 El ministro del Interior, Andrés Zaldívar, y el intendente metropolitano, Víctor
Barrueto, señalan que no tolerarán acciones de lucha como las llevadas a
cabo por los pobladores de Peñalolén. Dieciciete de los detenidos son puestos
en libertad. 

Los mapuche Patricia Troncoso Robles, Juan Carlos Huenulao Lienmil, Jaime
Marileo Saravia y Juan Patricio Marileo Saravia inician una huelga de hambre
indefinida en la cárcel de Angol para pedir su liberación y la de todos los pre-
sos políticos mapuche y por la revisión de los fallos que los condenaron, en
particular el del caso Poluco-Pidenco. 

M I É R C O L E S  1 5 Cuatrocientos cincuenta pobladores de Peñalolén marchan desde la plaza
Italia hacia el Ministerio de Vivienda y Urbanismo (MINVIU) junto al comité
Allegados en Lucha y la agrupación Lucha y Vivienda. 

L U N E S  2 0 El Tribunal Oral en lo Penal de Angol dicta prisión preventiva al lonko José
Cariqueo Saravia y al dirigente Juan Colihuinca Ancaluan en tanto dure el
juicio por el caso Poluco-Pidenco. Ambos indígenas, detenidos en Angol,
declaran plegarse a la huelga de hambre de presos políticos iniciada el pasa-
do lunes 13.

M A R T E S  2 1 Comunidades indígenas inician, desde Lumaco y Los Sauces, la Marcha
Mapuche por el Agua a iniciativa de la Asociación Mapuche Ñankuchew, inser-
ta en Identidad Territorial Nagche, miembro de la Coordinación de
Indentidades Territoriales Mapuche (CITEM). La medida, coincidente con el
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Día Mundial de Agua, quiere modificar la relación de maltrato que el estado
chileno y la civilización occidental tiene para con ellos –que se plasma en una
política asimilacionista, integracionista y colonizante– y para con la naturaleza,
el Wallmapu, de cuyo deterioro responsabilizan a las empresas capitalistas
forestales y a las plantaciones exóticas de pino y eucaliptus, que atacan a las
plantas medicinales, succionan las napas y las secan. 

J U E V E S  2 3 La Marcha Mapuche por el Agua arriba a Temuco, donde sus partícipes
hacen una gran concentración en la plaza Teodoro Schmidt en la que
recuerdan el déficit hídrico, la desruralización, la persecución judicial, la sus-
titución del bosque nativo y la pérdida de aspectos culturales por el deterio-
ro del medio ambiente, que llevan a un ecocidio y un etnocidio.
Comunidades de Malleco, Cautín, la Araucanía y el Bíobío, entre otros gru-
pos, se pliegan a la movilización. 

Mientras concluye la huelga de hambre de las 14 deudoras habitacionales,
iniciada el 28 de febrero, otro medio millar marcha junto a la ANDHA en
Santiago. 

S Á B A D O  2 5 Los 27 miembros del Consejo de Lonko se reúnen en la ciudad de Temuco y
recuerdan a Gladys Marín, celebran que haya habido peñi postulados en
representación del pueblo mapuche en la lista de Juntos Podemos Más, asu-
men el desafío que significa el triunfo de Evo Morales en Bolivia, exhaltan el
respeto a sus derechos y la necesidad de recuperar las tierras, sitios sagrados
y el medio ambiente usurpado, se solidarizan con los presos políticos mapu-
che en huelga de hambre y piden a Michelle Bachelet que actúe en su favor
respecto de la persecución política que pesa sobre ellos.

M I É R C O L E S  2 9 Familiares de los hermanos Eduardo y Rafael Toledo, militantes miristas asesi-
nados por la dictadura en Villa Francia, marchan junto a 200 personas hacia el
Palacio de Tribunales de Santiago para recordar el Día del Combatiente y pedir
por una resolución de la investigación librada por la muerte de ambos. La
movilización concluye con un fuerte ataque de los carabineros. Varias protes-
tas suceden en las universidades del país.

V I E R N E S  3 1 El tribunal oral de Angol declara la absolución de José Cariqueo Saravia y Juan
Colihuinca Ancaluan en relación al caso Poluco-Pidenco, por lo que dicta su
inmediata liberación. 

A B R I L

S Á B A D O  8 La asamblea nacional del Colegio de Profesores avala la evaluación de 18 mil
maestros en 2006, tal como quiere el gobierno y la Asociación de
Municipalidades, e impulsa Jorge Pavez, dirigente máximo de la organización,
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por 116 votos a favor, 14 abstenciones y 37 sufragios en contra que provienen
del comunismo. 

D O M I N G O  9 La dirección del Colegio de Profesores se quiebra luego de que el sector
comunista, liderado por Jaime Gajardo, decide desconocer la resolución del
sábado pasado.

Unas 200 personas marchan desde la plaza Los Héroes hasta la plaza de
Armas para exigir la liberación de los presos políticos mapuche en huelga
de hambre desde el 13 de marzo. Participan las Organizaciones Mapuche
de Santiago, Meli Wixan Mapu, la Agrupación de Familiares y Amigos de
Prisioneros Políticos Mapuche y la Asamblea Mapuche de Izquierda, entre
otros. 

S Á B A D O  2 2 Alrededor de 200 integrantes del Movimiento de Allegados en Lucha ocupan
un terreno en la comunidad de Peñalolén. Carabineros desalojan a los mani-
festantes y dejan un saldo de 53 heridos, 15 de la propia fuerza, y más de 80
detenidos.

M I É R C O L E S  2 6 Miles de estudiantes de secundaria marchan hacia el Ministerio de Educación
en la ciudad de Santiago en repudio a que las autoridades limiten el uso del
pasaje escolar y a favor de su gratuidad. Efectivos de las fuerzas de seguridad
intervienen la movilización y detienen a unas 47 personas. 

S Á B A D O  2 9 Unas 300 personas marchan por la Alameda hacia la Plaza de Armas junto a
las Organizaciones Mapuche de Santiago para pedir la liberación de los presos
políticos mapuche. Intentan ocupar la catedral metropolitana, pero son repri-
midos por la policía, que detiene a 17 personas a las que libera luego. Una
treintena de comuneros de Arauco y Collipulli, junto a miembros de organiza-
ciones de Santiago y Valparaíso, ocupa el módulo 2 del penal de Angol para
acompañar a los presos políticos.

Un millar de deudores habitacionales, allegados en lucha, estudiantes, deso-
cupados y organizaciones políticas de izquierda marchan en Santiago para exi-
gir al gobierno una solución a sus problemas, particularmente el aumento del
salario mínimo. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ANDHA Asociación Nacional de Deudores Habitacionales
ANI Agencia Nacional de Inteligencia

CELCO Celulosa Arauco y Constitución SA
CITEM Coordinación de Identidades Territoriales Mapuche

CODEFF Comité Pro Defensa de la Flora y la Fauna
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CODELCO Corporación del Cobre
CONAMA Comisión Nacional del Medio Ambiente
COREMA Comisión Regional del Medio Ambiente

ENAP Empresa Nacional del Petróleo
GOPE Grupo de Operaciones Especiales

MINVIU Ministerio de Vivienda y Urbanismo
ONU Organización de las Naciones Unidas

SERVIU Servicio de Vivienda y Urbanización
SITECO Sindicato Interempresas de Trabajadores Contratistas

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Juan Chaves con la colaboración
de Magdalena Rauch y Marcelo Perera.
Fuentes: diarios El Mercurio y La Tercera.
Otras fuentes: páginas web Mapuexpress, Azkintuwe, Meli Wixan Mapu,
Hommodolars, Desobediencia Informativa, Indymedia Santiago, Indymedia
Valparaíso e Indymedia Chilesur.

O
SA

L1
66

CR
O

N
O

LO
GÍ

A
[R

EG
IÓ

N
SU

R
- C

HI
LE

]



Paraguay

[cronología enero-abril 2006]

E N E R O

M I É R C O L E S  1 1 Arriba a Asunción el nuevo embajador de EE.UU. en Paraguay, James C.
Cason, quien leyendo un texto en guaraní sostiene que espera profundizar la
buena relación entre ambas naciones. 

V I E R N E S  1 3 Médicos y enfermeras se concentran frente a la Secretaría de Estado, en repu-
dio al presidente Duarte Frutos, al que responsabilizan por la cesación de los
contratados del hospital regional de San Estanislao y la emisión de un decreto
que reglamenta el presupuesto de Salud, por el cual no se puede tener más
de 2 cargos, se limita el salario de los contratados y se abre la posibilidad de
traslados. Los manifestantes marchan hasta el Instituto de Previsión Social
(IPS) y al Ministerio de Hacienda. 

S Á B A D O  1 4 Tras reunirse con la ministra de Salud, el presidente Duarte Frutos anuncia
que los funcionarios del hospital regional de San Estanislao cesanteados serán
repuestos en sus cargos. 

L U N E S  1 6 Representantes sindicales de los médicos y trabajadores de la salud se reú-
nen con el presidente Duarte Frutos a efectos de que se modifique el decre-
to que, desde la semana pasada, genera conflictos en el sector. El presidente
promete que el tope salarial será reestudiado y que se suprimirá la restricción
que establece que los profesionales sólo pueden tener 2 contratos con hos-
pitales del estado. 

F E B R E R O

L U N E S  6 Viviana Elizabeth y María Rosa Villalba –hermanas de Carmen Villalba, presa
y condenada a 18 años de cárcel por el secuestro de María Edith Bordón de
Debernardi– y 4 miembros de la Organización Campesina del Norte (OCN)
son detenidos en el asentamiento Yby Marane’y, colonia Sargento José Félix
López, en Concepción, acusados de transportar armas y víveres para un
grupo armado, que supuestamente se encuentra en el parque nacional Paso
Bravo. Horas más tarde, uno de los policías que participa de la detención es
asesinado.
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M A R T E S  7 Choferes de las 30 empresas canceladas por la Secretaría de Transporte del
Área Metropolitana y Asunción (SETAMA), adheridos a la Federación de
Trabajadores del Transporte (FETRAT), comienzan su primer día de manifesta-
ciones e invaden con 600 ómnibus las calles de acceso a Asunción. Siete con-
ductores son detenidos, acusados de atacar ómnibus que no se pliegan al
paro. El objetivo es frenar las licitaciones que prepara la SETAMA, debido a
que estarían llevándose a cabo de manera digitada para favorecer a conocidos
empresarios del sector. 

M I É R C O L E S  8 La Federación Nacional Campesina (FNC) comienza una movilización nacio-
nal por tiempo indefinido en reclamo al Ministerio de Agricultura y Ganadería
(MAG) de medidas concretas para ayudar a los pequeños productores a supe-
rar la crisis producida por la sequía. 

J U E V E S  9 Médicos y enfermeras agremiados a la Federación Nacional de Trabajadores
de la Salud se movilizan frente al Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social
(MSPYBS) y denuncian la falta de voluntad del presidente para brindar una
solución a los problemas suscitados con la ejecución del presupuesto 2006.
Dirigentes de la Federación se reúnen con funcionarios del Ministerio de
Hacienda y acuerdan un aumento salarial fraccionado del 50% a fin de febre-
ro, 25% en julio y 25% en octubre. 

El presidente Duarte Frutos declara que el gobierno aniquilará sin contempla-
ción a los grupos de extrema izquierda que aparezcan en el territorio nacional.
Así se refiere a la aparición de supuestos guerrilleros en la zona de colonia
José Félix López, Concepción, a los que califica de residuos del Partido Patria
Libre (PPL). 

V I E R N E S  1 0 Los labriegos de la FNC levantan la movilización nacional iniciada el miércoles
pasado, luego de acordar con el MAG y los empresarios de la Cámara
Algodonera del Paraguay (CADELPA) una bonificación para mejorar los ingre-
sos de los productores de algodón asociados a la Federación. 

D O M I N G O  1 9 El oficialismo, encabezado por Nicanor Duarte Frutos, logra con el 63,35% de
votos una contundente victoria en las internas del Partido Colorado. Su princi-
pal oponente, Osvaldo Domínguez Dibb, obtiene el 31,87%.

M A R T E S  2 1 La Coordinadora de Productores Algodoneros de San Pedro levanta la movili-
zación que realiza desde hace aproximadamente 50 días y se retira de la Plaza
Mcal. López de la capital departamental, luego de que sus dirigentes son reci-
bidos por el presidente de la República, el titular del MAG y el gobernador del
segundo departamento. Acuerdan el pago de una indemnización por cada
hectárea de algodón perdida en las copiosas lluvias de octubre y noviembre y
la sequía de enero y la condonación de las deudas por el uso de agroquímicos. 
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M A R Z O

V I E R N E S  3 El vicepresidente de Colombia visita el país y firma una declaración con su
homólogo, Luis Alberto Castiglioni, para ampliar la cooperación en la lucha
contra el secuestro, el terrorismo y el narcotráfico comenzada 6 meses atrás, a
partir de un acuerdo firmado por los presidentes Nicanor Duarte Frutos y
Álvaro Uribe. Desde esa fecha, 179 oficiales de la Policía Nacional y de las
Fuerzas Armadas paraguayas han recibido instrucción de expertos colombia-
nos, a la vez que en el tema secuestros se ha intensificado la relación entre
ambos países tras descubrir una conexión entre activistas del PPL y las Fuerzas
Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC). 

L U N E S  6 Tras el fracaso de las negociaciones con el MAG, la FNC comienza una movili-
zación en 12 departamentos del país, en reclamo de una evaluación seria
sobre las pérdidas ocasionadas por la sequía y ayuda para los productores
afectados. 

M A R T E S  7 Alrededor de 3 mil trabajadores bloquean por tiempo indefinido el Puente de
la Amistad, que une Ciudad del Este con Foz de Iguazú, Brasil, en protesta por
la implementación del gobierno de Brasil de una normativa que prohíbe el
transporte de cargas en taxis, camionetas de turismo y mototaxis. 

La policía vuelve a impedir que los seguidores de Lino Oviedo ingresen al cen-
tro de Asunción para realizar una protesta en reclamo de la libertad de su
líder. En consecuencia, los oviedistas se dividen en grupos de 6 y ocupan 77
esquinas del centro de la capital con carteles que expresan “Libertad a Lino
Oviedo”. 

M I É R C O L E S  8 Varios incidentes se registran en el segundo día de bloqueo total al Puente de
la Amistad entre Ciudad del Este y Foz de Iguazú, Brasil. Los manifestantes exi-
gen la libertad de 8 trabajadores detenidos en Brasil, cuyos vehículos han sido
decomisados y depositados en el predio de la Receita Federal (Secretaría de
Ingresos Federales), y no permiten el paso al país de brasileños que trabajan
en Ciudad del Este; a su vez, alrededor de mil brasileños se encuentran vara-
dos en la ciudad. Luego de una reunión con el intendente local, pasan a un
cuarto intermedio hasta el próximo lunes. 

En conmemoración por el Día Internacional de la Mujer, diversas organizacio-
nes como la Coordinadora de Mujeres Rurales e Indígenas (CONAMURI) y el
Colectivo 25 de Noviembre participan de la Marcha por la Vida, la Soberanía y
la Igualdad desde el Seminario Metropolitano hasta el Panteón de los Héroes,
en Asunción. Realizan un acto en el que resaltan la situación represiva vivida
por las organizaciones campesinas y presentan las conclusiones principales del
Seminario Nacional de Mujeres realizado el pasado martes 7, en el cual hicie-
ron un análisis de la situación del Paraguay desde una perspectiva de género. 



Por ajustada mayoría de votos (5 a 4), la Corte Suprema de Justicia (CSJ) habi-
lita al presidente Duarte Frutos a asumir la titularidad de la Asociación
Nacional Republicana (ANR), pese a que la Constitución declara incompati-
bles ambos cargos. 

L U N E S  1 3 Los choferes del transporte público, apoyados por las principales centrales
obreras, inician una huelga de 3 días en contra de las licitaciones que lleva
adelante la SETAMA. Levantan la medida durante la noche luego de que el
viceministro de Trabajo se compromete a corroborar la reinserción laboral de
los choferes de las 15 líneas de transporte canceladas y hoy licitadas, y a pos-
poner por 6 meses las licitaciones de las 15 empresas restantes. 

M A R T E S  1 4 El presidente de la República asume por 3 hs la titularidad de la ANR, violan-
do de este modo el artículo 237 de la Constitución, que prohíbe que un jefe
de estado ejerza 2 cargos al mismo tiempo. Luego de que asume la mesa
directiva del Partido, Duarte Frutos cede la presidencia colorada a José A.
Alderete. 

M I É R C O L E S  1 5 Alrededor de 10 mil campesinos de la FNC realizan la 13º marcha del campe-
sinado pobre desde el ex seminario metropolitano hacia la plaza del
Congreso, en Asunción, donde realizan un acto en repudio al imperialismo y
la política agroexportadora del gobierno, al tiempo que exigen un programa
de reforma agraria y la defensa de la soberanía nacional. Asimismo, exigen al
gobierno el cumplimiento de un acuerdo, firmado en febrero pasado, que
compromete al estado a compensar las pérdidas causadas por la sequía y pla-
gas a la producción algodonera. 

L U N E S  2 0 Unos 2 mil vendedores ambulantes y choferes, apoyados por las autoridades
departamentales, vuelven a bloquear el Puente de la Amistad, esta vez en
forma indefinida, y los comerciantes de la zona céntrica de la ciudad cierran
sus negocios, en protesta por el decomiso de los vehículos que transportan
mercaderías entre Paraguay y Brasil. 

M I É R C O L E S  2 2 Alrededor de mil docentes de la Federación de Educadores del Paraguay
(FEP), llegados desde el interior, se movilizan por el centro de Asunción y rea-
lizan una concentración frente al Ministerio de Educación y Cultura (MEC).
Doce maestros inician una huelga de hambre en reclamo del cumplimiento
de los acuerdos entre el gremio y las autoridades del Ministerio, entre ellos, un
reajuste salarial y el llamado a concurso de los cargos vacantes. 

Luego de una asamblea en la que participan alrededor de 2 mil personas,
vendedores ambulantes y choferes de Ciudad del Este desbloquean el Puente
de la Amistad cerrado desde el lunes pasado. El gobierno brasileño otorgará 3
millones de dólares para reformar la cabecera del puente, lado paraguayo, y
se mantiene el cupo de compra de 300 dólares por persona; no devolverá los
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vehículos paraguayos detenidos en Foz de Iguazú, pero promete no seguir
con el decomiso de rodados. 

J U E V E S  2 3 Miles de trabajadores de Ciudad del Este vuelven a cerrar el Puente de la
Amistad, tras conocer que, nuevamente, fueron decomisados vehículos del
lado de la frontera brasileña. 

D O M I N G O  2 6 El Ejecutivo y la FEP firman un acuerdo de 11 puntos, excluyendo de la nego-
ciación a la ministra de Educación, tras lo cual los maestros levantan la huelga
de hambre que mantienen desde el miércoles pasado. Acuerdan agilizar el
acceso a sus cargos de los ganadores de concursos y que las asociaciones de
educadores a través de las cuales se pagan los salarios sigan aplicando este
mecanismo. 

M A R T E S  2 8 Convocados por el Sindicato de Periodistas del Paraguay (SPP), periodistas,
dirigentes políticos y representantes de organizaciones sociales realizan una
protesta frente al Ministerio del Interior y marchan hasta la Fiscalía General del
Estado, exigiendo que sea ubicado el periodista radial Enrique Galeano, desa-
parecido desde el 4 de febrero pasado. El jefe de policía del departamento de
Concepción es separado de su cargo por la presunta implicancia de efectivos
policiales en el hecho. 

Las autoridades brasileñas piden 30 días de plazo para evaluar la propuesta
paraguaya de incorporar un sistema tributario diferenciado para Ciudad del
Este y Foz de Iguazú. Mientras tanto, continúan los controles que realiza la
Receita Federal. Con todo, representantes de taxistas y combistas de Ciudad
del Este prometen que no cerrarán el Puente de la Amistad. 

M I É R C O L E S  2 9 Bajo el lema Resistencia Ciudadana. Dictadura Nunca Más, todos los parti-
dos de oposición y decenas de organizaciones de la sociedad civil partici-
pan de una movilización de más de 40 mil personas en repudio a la viola-
ción de la Constitución Nacional y en reclamo de la renuncia o juicio políti-
co de 5 de los 9 miembros de la CSJ que posibilitaron que Duarte Frutos
asumiera la titularidad de la ANR. Marchan desde la Plaza de la Democracia
hasta las 3 plazas ubicadas frente al Cabildo, donde desarrollan el acto cen-
tral, con Mons. Fernando Lugo como orador principal. Rechazan el proyec-
to autoritario del presidente (quien lleva 2 años y medio de gestión y pre-
tende ser reelecto como jefe de estado en las elecciones de 2008) y recla-
man, entre otros puntos, atención a las urgentes necesidades de trabajo de
la población. En Encarnación, Itapúa, y Pilar, Ñeembucú, diversas organiza-
ciones sociales y políticas se manifiestan en adhesión a la movilización rea-
lizada en la capital. 
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A B R I L

D O M I N G O  2 Un estudiante es acribillado en el barrio San Rafael de Presidente Franco por
un integrante del grupo Delta de una comisión de seguridad ciudadana. Estos
grupos de civiles, reconocidos por el Ministerio del Interior, portan armas de
fuego, usurpan funciones de la policía y exigen cuotas a los vecinos por la
supuesta protección que ofrecen. 

V I E R N E S  7 Dos integrantes del Movimiento Campesino Paraguayo (MCP) son asesinados
en el patio de su casa en Caacupe`i, distrito de Isla Pucú, departamento de
Cordillera. 

M A R T E S  1 8 En un operativo tipo comando, alrededor de 20 presuntos miembros de un
grupo guerrillero de izquierda balean y destruyen la sede de la subcomisaría
de la colonia Jorge Sebastián Miranda, más conocida como Jhuguá Ñandú,
ubicada a 91 km al noroeste de Concepción, y dejan sendos mensajes al
gobierno: “esto apenas comienza y somos los futuros gobernantes”. La policía
despliega un intenso operativo policial y militar en la zona, tras lo cual son
detenidos 3 activistas de la OCN. 

M I É R C O L E S  1 9 El presidente Duarte Frutos se reúne con sus pares de Uruguay, Tabaré
Vázquez, y de Bolivia, Evo Morales, en el Palacio de Gobierno de Asunción y
firman un memorándum de entendimiento sobre integración energética por
el que se comprometen a concretar “obras de infraestructura que permitan un
desarrollo económico y social armónico y equilibrado entre los países firman-
tes”. El objetivo es que Bolivia pueda vender gas a Paraguay y Uruguay
mediante un gasoducto cuya construcción contaría con la colaboración técni-
ca y financiera de Venezuela, cuyo presidente, Hugo Chávez, participa como
invitado de esa reunión. 

J U E V E S  2 0 Nativos a favor de la modificación del Estatuto de las Comunidades
Indígenas vuelven a instalarse frente a la sede del Instituto Nacional del
Indígena (INDI), en Asunción, para exigir la renuncia de la presidenta del
organismo y proponer a Alfredo Gil o, en su defecto, a Augusto Fogel, como
nuevo titular del ente. 

Los 3 campesinos de la OCN detenidos el martes pasado por el asalto y des-
trucción de la subcomisaría de Jhuguá Ñandú, Concepción, son liberados por
falta de pruebas.

L U N E S  2 4 El embajador de EE.UU., James Cason, realiza un desayuno en la sede de la
embajada norteamericana con la cúpula del Partido Colorado y expresa su
preocupación por la penetración de grupos guerrilleros en una democracia de
enfoque populista y necesidades básicas insatisfechas como la de Paraguay. 
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M I É R C O L E S  2 6 Seis activistas del PPL, procesados por participar de una reunión en la que se
decidió la suerte de Cecilia Cubas, solicitan refugio político en Argentina. 

V I E R N E S  2 8 En relación al caso del secuestro y crimen de Cecilia Cubas, el Tribunal de
Apelación revoca la excarcelación de 6 activistas del PPL que gestionan su refu-
gio en Argentina y decreta su prisión. En tanto, Argentina rechaza el pedido de
refugio político a 2 de los 6 militantes, que serán expulsados del vecino país. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ANR Asociación Nacional Republicana 
CADELPA Cámara Algodonera del Paraguay 

CONAMURI Coordinadora de Mujeres Rurales e Indígenas 
CSJ Corte Suprema de Justicia 

FARC Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
FEP Federación de Educadores del Paraguay 

FETRAT Federación de Trabajadores del Transporte 
FNC Federación Nacional Campesina 
INDI Instituto Nacional del Indígena 

IPS Instituto de Previsión Social
MAG Ministerio de Agricultura y Ganadería
MCP Movimiento Campesino Paraguayo
MEC Ministerio de Educación y Cultura 

MSPYBS Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social 
OCN Organización Campesina del Norte 
PPL Partido Patria Libre 

SETAMA Secretaría de Transporte del Área Metropolitana y Asunción
SPP Sindicato de Periodistas del Paraguay 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Mariana C. Fassi.
Fuentes: diarios Última Hora, La Nación y ABC Color. 
Otras fuentes: Jaku´éke Paraguay, Prensa Indígena, Rebelión y ADITAL. 
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Uruguay

[cronología enero-abril 2006]

E N E R O

J U E V E S  5 El ministro de Economía, Danilo Astori, declara que tras la aprobación del
Tratado de Inversiones se debe trabajar en la realización de un Tratado de Libre
Comercio (TLC) con EE.UU. Esto genera una fuerte polémica en la sociedad y en
el seno del Encuentro Progresista-Frente Amplio-Nueva Mayoría (EP-FA-NM).

D O M I N G O  1 5 Trabajadores cañeros de la Unión de Trabajadores Azucareros de Artigas (UTAA),
del Sindicato de Obreros de CALNU (SOCA) de Artigas y de la Asociación de
Pequeños Agricultores y Asalariados Rurales de Bella Unión (APAARBU) ocupan
36 ha de tierras del Instituto Nacional de Colonización (INC) en las inmediacio-
nes de la ciudad de Bella Unión, departamento de Artigas, en demanda de una
reforma agraria que expropie los latifundios improductivos.

L U N E S  3 0 Un centenar de trabajadores de Dynamic Windows toma las instalaciones de
la empresa en demanda del pago de las deudas pendientes y de la reevalua-
ción de las categorías laborales.

F E B R E R O

V I E R N E S  3 Los trabajadores de Dynamic Windows desocupan las intalaciones, tomadas 4
días antes, luego de llegar a un acuerdo con la dirección de la empresa en el
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS).

M I É R C O L E S  8 Trabajadores de la siderúrgica Becam ocupan las instalaciones de la fábrica en
repudio del incumplimiento del convenio colectivo de trabajo.

L U N E S  1 3 Los trabajadores de la curtiembre Naussa de Canelones toman las instalacio-
nes de la fábrica en reclamo de la reincorporación de trabajadores enviados al
seguro de paro.

M I É R C O L E S  1 5 Los trabajadores de la curtiembre Naussa de Canelones, apoyados por otros
200 trabajadores del sector, vuelven a tomar las intalaciones de la fábrica, des-
plazando a los propietarios que los habían desalojado el día anterior. 
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Alrededor de 400 cañeros, acompañados por integrantes de movimientos
sociales y estudiantes, realizan una marcha en el centro de Montevideo en
apoyo a la toma de las 36 ha improductivas de Bella Unión al cumplirse un
mes de la ocupación.

M A R Z O

J U E V E S  2 Los trabajadores que ocupan desde hace 18 días las instalaciones de la cur-
tiembre Naussa de las Piedras desocupan el predio tras llegar a un acuerdo
con la empresa en el MTSS.

V I E R N E S  3 En un clima de creciente tensión diplomática entre Argentina y Uruguay, se
cumple un mes del corte de ruta sostenido por la Asamblea Ambiental de
Gualeguaychú que interrumpe la circulación por uno de los pasos fronterizos
que unen ambos países en repudio a la construcción de dos papeleras sobre
el río Uruguay. Según fuentes uruguayas, la ciudad de Fray Bentos sufre el blo-
queo económico más importante de su historia.

M I É R C O L E S  8 En el marco de la conmemoración del Día Internacional de la Mujer, la
Coordinadora de Organizaciones Sociales por la Salud Sexual y Reproductiva,
varios colectivos de mujeres e integrantes del Plenario Intersindical de
Trabajadores-Convención Nacional de Trabajadores (PIT-CNT) se congregan
frente a la residencia del presidente Tabaré Vázquez, en Montevideo, y marchan
por la Av. 18 de julio en demanda de la aprobación de una Ley de Salud Sexual
y Reproductiva que permita la despenalización del aborto. El presidente declara
que de aprobarse dicha ley, la vetaría, lo que genera una fuerte polémica.

J U E V E S  9 Tres de los trabajadores de la imprenta Vanni, que ocupan desde septiembre
del año anterior las intalaciones de la gráfica, son condenados a prisión, y
varios otros son procesados bajo la carátula de apropiación indebida. 

V I E R N E S  1 0 El PIT-CNT, la Unión de Trabajadores Desocupados (UTD) y la Plenaria Verdad
y Justicia realizan una movilización por las calles de Montevideo, desde la
plaza Cagancha hasta la cárcel Central, en demanda de la inmmediata libera-
ción de los obreros de la gráfica Vanni detenidos el día anterior y la despena-
lización de más de 50 trabajadores procesados por su participación en ocupa-
ciones de lugares de trabajo. 

L U N E S  1 3 Luego de más de un mes de ocupación, los trabajadores de la metalúrgica
Becam levantan la medida de fuerza tras llegar a un acuerdo en el MTSS por
medio del cual se regula el contrato de los empleos temporarios.

M I É R C O L E S  1 5 En un clima de tensión creciente entre Argentina y Uruguay por el diferendo
en torno a la construcción de las papeleras sobre el río Uruguay, unos 10 mil



habitantes de Fray Bentos –convocados por la intendencia y los trabajadores
de Botnia– realizan una movilización por las calles de la ciudad a favor de la
construcción de las polémicas plantas de celulosa que consideran una funda-
mental fuente de trabajo.

J U E V E S  3 0 El ministro de Economía, Danilo Astori, junto al subdirector gerente del Fondo
Monetario Internacional (FMI), anuncia el pago por adelantado de la deuda
externa correspondiente al año 2006. Los jerarcas del Fondo celebran la noti-
cia como una señal del éxito del programa político-económico uruguayo. 

A B R I L

M I É R C O L E S  5 La Asociación de Docentes de Enseñanaza Secundaria (ADES) realiza un paro
nacional de 24 hs con el 90% de acatamiento y se concentra frente al minis-
terio de Educación en repudio de la superpoblación de las aulas y la falta de
seguridad en algunas escuelas.

V I E R N E S  7 Tras el fracaso de las negociaciones directas con Argentina por el diferendo
en torno a la instalación de las papeleras sobre el río Uruguay, el gobierno
solicita que se convoque a una reunión del Mercado Común del Sur
(MERCOSUR) y eleva una queja a la Corte Internacional de La Haya por el
bloqueo de los puentes. Las negociaciones se rompen al no alcanzarse un
acuerdo sobre la paralización de las obras de construcción de las pasteras por
90 días, como exige Argentina. 

L U N E S  1 7 Integrantes del Movimiento Agropecuario del Uruguay (MADUR) realizan
una concentración en demanda de soberanía productiva y justicia social, al
cumplirse 1 año de la instalación del campamento en las afueras del palacio
legislativo. 

D O M I N G O  3 0 En Argentina, unas 100 mil personas se manifiestan sobre el puente San
Martín, que une Gualeguaychú con Fray Bentos, en repudio a la instalación de
las plantas de celulosa sobre el río Uruguay. 

Según declaraciones del presidente –realizadas durante su visita a Washington–
no se descarta un cambio de estatus en el MERCOSUR, de socio pleno a aso-
ciado, si la pertenencia al bloque le impide profundizar su relación bilateral con
México y EE.UU.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ADES Asociación de Docentes de Enseñanaza Secundaria 
APAARBU Asociación de Pequeños Agricultores y Asalariados Rurales de Bella Unión
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EP-FA-NM Encuentro Progresista-Frente Amplio-Nueva Mayoría
FMI Fondo Monetario Internacional
INC Instituto Nacional de Colonización

MADUR Movimiento Agropecuario del Uruguay
MERCOSUR Mercado Común del Sur

MTSS Ministerio de Trabajo y Seguridad Social
PIT-CNT Plenario Intersindical de Trabajadores-Convención Nacional de Trabajadores 

SOCA Sindicato de Obreros de CALNU 
TLC Tratado de Libre Comercio 

UOC Unión de Obreros Curtidores 
UTD Unión de Trabajadores Desocupados 

UTAA Unión de Trabajadores Azucareros de Artigas 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de María José Nacci.
Fuentes: diarios La República y El País.
Otras fuentes: Indymedia Uruguay.
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RReeggiióónn AAnnddiinnaa

Del Estatuto de Seguridad 

al estado comunitario: 

veinticinco años de 

criminalización de la 

protesta social en Colombia1

María Soledad Betancur Betancur*

EEssttrraatteeggiiaa ddee EEssttaaddoo yy rreessiisstteenncciiaa ppooppuullaarr

Tesis 1: la implementación del modelo neoliberal en
Colombia ha estado acompañada de un proceso de
pacificación como estrategia para romper la resistencia
que este ha generado en los diferentes actores sociales.

A diferencia de Argentina y Chile, en Colombia la imple-
mentación del modelo neoliberal ha requerido avanzar
por fases, pues los movimientos cívicos, sociales, políti-
cos, y la insurgencia armada, se han expresado como
movimientos de resistencia a la implementación de pro-
yectos de la elite que han profundizado la concentración
de la riqueza y como consecuencia la pobreza, la miseria
y la exclusión social. La guerra sucia y la eliminación físi-
ca de aquellos que proponen un proyecto alternativo de
país, o sencillamente resisten las políticas implementa-
das, ha sido la estrategia privilegiada por el Estado
colombiano. 
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Entre fines de la década del ochenta y principios de la década del noventa se eliminó a
más de tres mil líderes políticos de la Unión Patriótica: candidatos presidenciales, con-
gresistas y dirigentes políticos en general. También se asesinó a la dirigencia de muchos
otros grupos políticos provenientes de corrientes no afines a la propuesta de Estado.
Además se señaló como terroristas, y se asesinó, a defensores de derechos humanos y
dirigentes sociales y políticos.

Desde fines de la década del setenta se criminalizó la protesta social, y desde inicios de
la década del noventa el calificativo de terrorista formó parte del discurso oficial que pre-
tendió justificar las detenciones arbitrarias, la desaparición y los asesinatos extrajudiciales.
Poblaciones enteras que han definido estrategias de resistencia han sido perseguidas y
desplazadas de sus territorios, y parte de sus dirigencia fue asesinada. El objetivo aquí no
es sólo eliminar al contrario, sino amedrentar, aleccionar, e impedir nuevas rearticulacio-
nes de los movimientos y sujetos en resistencia. Aquí, el papel de los llamados grupos
paramilitares ha sido completamente funcional a la política de Estado. 

EEll eennffooqquuee aannttii--tteerrrroorriissttaa ddee llaass rreeffoorrmmaass aa llaa jjuussttiicciiaa dduurraannttee llaass ttrreess
ddééccaaddaass ddee iimmpplleemmeennttaacciióónn ddeell mmooddeelloo nneeoolliibbeerraall

Las reformas a la justicia condensan esta estrategia de estigmatización y criminalización,
pero a su vez crean el discurso que busca legitimar las estrategias de exterminio físico y
violación de todos los derechos humanos. Según la investigadora Consuelo Ahumada,
“El proceso de ‘modernización’ del Estado en Colombia […] ha estado acompañado por
un fortalecimiento de su aparato represivo. Diversas reformas al sistema judicial, conce-
bido dentro de la lucha contra las organizaciones de los narcotraficantes y la guerrilla, han
sido utilizadas con el propósito de criminalizar la protesta social. Estas reformas fueron
impuestas por los Estados Unidos dentro de su estrategia de lucha contra el narcotráfico,
la cual se inscribe en el proceso de recolonización de Latinoamérica desarrollado en el
contexto del ‘nuevo orden internacional’” (Ahumada, 1996: 252). Se afirma también
cómo Estados Unidos pretende convertir a Colombia en el Israel de América Latina, bus-
cando desestabilizar cualquier proyecto izquierdista o popular en el área Andina o el
cono Sur (Sarmiento, 2004a)2.

El Estatuto de Seguridad Democrática del gobierno de Turbay Ayala (1978-1982), el
Estatuto para la Defensa de la Democracia del presidente Virgilio Barco (1986-1990), el
Estatuto para la Defensa de la Justicia de la administración de Cesar Gaviria (1990-1994),
y el Estatuto Anti-terrorista de Álvaro Uribe (2002-2006), han sido las bases de la legisla-
ción del orden público que han creado el marco institucional para impedir que la protesta
social se consolide como una estrategia de resistencia de los sectores populares. 
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En el Estatuto para la Defensa de la Justicia se ordenó “la creación de cortes especiales
para enfrentar las actividades terroristas de las guerrillas y el narcotráfico. No obstante, en
este estatuto, al igual que en el de Barco, el termino ‘terrorismo’ es definido de manera
tan amplia que fácilmente puede ser aplicado a cualquier manifestación de protesta
social” (Ahumada, 1996: 254). El Estatuto Anti-terrorista de Uribe Vélez se plantea como
una reforma constitucional que da herramientas al gobierno para enfrentar el terrorismo;
en él se faculta a las autoridades para adelantar allanamientos y detenciones domicilia-
rias sin previa orden judicial e interceptar comunicaciones3.

EEll EEssttaaddoo ccoommuunniittaarriioo yy llaa ppoollaarriizzaacciióónn ssoocciiaall:: eell ccoonntteexxttoo ddee llaa
iimmpplleemmeennttaacciióónn ddeell TTLLCC

Tesis 2: en el marco de la propuesta de un Estado comunitario y de la política de seguri-
dad democrática, el gobierno de Álvaro Uribe polariza a la sociedad y retoma con mayor
fuerza la penalización de la protesta social, acompañándola con un discurso que legitima
la estigmatización y la exclusión de las propuestas que no empatizan con su proyecto de
régimen autoritario, que busca su continuidad en las próximas elecciones presidenciales.

El 18 de mayo de 2004, en medio de una multitudinaria protesta reprimida por el
Estado colombiano, se inicia en Cartagena la primera Ronda de Negociaciones sobre un
Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos4. Hoy, 18 de mayo de 2006, dos años
después, la protesta social vuelve a expresarse, al igual que la represión. Una parte de la
sociedad colombiana, especialmente las comunidades indígenas y campesinas del sur
del país y los trabajadores, que han ganado conciencia de que con el acuerdo al que lle-
garon Colombia y EE.UU. las posibilidades de la construcción de una sociedad basada en
la dignidad y en la equidad se han entregado a los intereses de gobierno y elites econó-
micas colombianas y multinacionales estadounidenses, han salido a expresar pacífica-
mente en la calle los contenidos de su proyecto de sociedad. 

El 15 de mayo de 2006 diferentes sectores sociales –indígenas, campesinos, obreros,
movimientos cívicos– convocaron a una gran movilización “contra el TLC, por la vida digna,
el territorio y la soberanía nacional”. En estos tres conceptos se resume el “objeto social”, la
razón de la resistencia a un tratado que, según lo afirman las mismas comunidades indíge-
nas: permite a los inversionistas estadounidenses ampararse en las ventajas que les da la
legislación de su país, pasando por sobre la jurisdicción colombiana; establece normas de
mal llamada propiedad intelectual enteramente favorables a las transnacionales, que les
permiten patentar genes, apropiarse de la biodiversidad, desconocer la propiedad colectiva
sobre el saber cultural y agrícola, adelantar estrategias monopolistas para apoderarse de la
agricultura y la ganadería, y encarecer los medicamentos; provoca la destrucción de la sobe-
ranía alimentaria, arruinando a la mayoría de los productores rurales.
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Esta agenda del movimiento indígena colombiano –acompañado de otros sectores
sociales– no es nueva. Según los organizadores de la movilización5, uno de los motivos
que origina la protesta es que el gobierno no escuchó ni la masiva consulta popular que
rechazó al TLC en varios municipios del departamento del Cauca al sur del país, ni las
realizadas por arroceros y otros agricultores en varios departamentos y por una vicaria
católica en el Caquetá. 

Por ello, una de las reivindicaciones centrales del movimiento es que el TLC sea someti-
do a una Consulta Popular Nacional, de acuerdo con el procedimiento constitucional, de
manera que sea el pueblo colombiano en forma democrática el que juzgue y determine
si aprueba o rechaza ese tratado. Son reivindicaciones de una sociedad con aspiración
de democracia, inclusión social y equidad, frente a un régimen autoritario que pretende
preservar el status quo de la elite que históricamente ha concentrado la riqueza en el
país en asociación con los intereses de los poderes económicos de EE.UU. Esta misma
agenda fue levantada en la gran movilización indígena de 2005. Del reporte de
Indymedia6 sobre las protestas del 12 de octubre de 2005 en el continente americano
destaco los siguientes párrafos:

“Queremos decirle a Colombia y el mundo que después de 513 años seguimos en

resistencia, por la vida, por el respecto a nuestras culturas, autonomía y territorio”,

afirmaron los pueblos originarios nucleados en la Organización Nacional Indígena de

Colombia (ONIC), que del 10 al 12 de octubre se movilizaron en la “Gran Minga por

la Dignidad”. Unos 50 mil indígenas marcharon en todo el país y confluyeron el 12

de octubre con los trabajadores, que realizaron un paro nacional contra el Tratado de

Libre Comercio (TLC) con los Estados Unidos de Norteamérica […] El presidente

Álvaro Uribe había afirmado que las marchas eran ilegales y que estaban “infiltradas

por la guerrilla”. Así el 10 de octubre ordenó una represión en el departamento de

Risaralda, uno de los puntos de concentración, dejando como saldo el asesinato del

indígena chamí Marcos Soto y decenas de heridos.

Así pues, según los preceptos del Estado comunitario, base del programa de gobierno
del presidente Álvaro Uribe Vélez, además del crecimiento económico acompañado del
ajuste fiscal requerido para garantizar el retorno de las ganancias a las redes financieras
del capitalismo global, es necesaria la “seguridad democrática” como capacidad represi-
va que logra el control del conflicto social y político7.

Como afirma el investigador Libardo Sarmiento, “La posición corporativa ve a la sociedad
como un cuerpo en el que cada parte ocupa el lugar que le corresponde, en conse-
cuencia, una visión corporativista debe expulsar las fuerzas que se oponen a su noción
orgánica del cuerpo social hacia una externalidad pura” (Sarmiento, 2004a). Con este
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enfoque puede entenderse la respuesta violenta, en el discurso y la acción, del estable-
cimiento contra las protestas en oposición a la firma del TLC Colombia-Estados Unidos.

El 18 de mayo de 2004 cuando se establecen las negociaciones en Cartagena se arre-
mete violentamente contra la marcha de protesta8 mientras que el presidente Álvaro
Uribe afirma en su discurso “Con Estados Unidos hemos tenido una alianza por la demo-
cracia y contra el enemigo de cada coyuntura, ahora contra el terrorismo. Este tratado
debe ayudarnos a eliminar el terror de los violentos” (Citado por Robledo, 2004).

Hoy, al igual que hace dos años en Cartagena, la protesta social es penalizada y atacada
como si fuera el enemigo del régimen. Según las denuncias de la ONIC, “desde el día de
15 de mayo miembros del ejército adscrito a la tercera brigada, el escuadrón móvil antidis-
turbios ESMAD y la policía departamental de Cauca, con cuatro helicópteros artillados, lan-
zaron indiscriminadamente gases lacrimógenos, disparando contra niños, mujeres embara-
zadas, hombres, etc., en la María Piendamó. Registrando el asesinado del comunero Pedro
Coscue y más de 100 heridos, más de 30 detenidos y muchos desaparecidos” (ONIC,
2006a). La ONIC afirma que “la cumbre es orquestada por las FARC, señalando a los cam-
pesinos, afro-descendientes e indígenas como pertenecientes a grupos insurgentes, violan-
do así el principio de la distinción en el sentido de que relaciona la población civil y sus
acciones legítimas de protesta con acciones de guerra, dando de esta manera carácter de
conflicto armado a las actividades de las organizaciones campesinas, indígenas y sociales,
por lo que responden con armas largas como fusiles, que no responde a los hechos de
movilización pacifica de más de 16 mil colombianos desarmados” (ONIC, 2006b).

Así, cuando la “evangelización”9 del credo neoliberal que produce adeptos no funciona, la
represión, el “castigo a los rebeldes, críticos o insumisos” (Sarmiento, 2004a) es la única
alternativa del régimen. Por eso la sociedad colombiana se enfrenta hoy a la reelección del
régimen que representa Álvaro Uribe Vélez, pues consolidar su proyecto en un escenario
de reducción al mínimo de las resistencias sociales requiere como mínimo dos períodos
presidenciales. Por ello los mismos calificativos con que aborda el conflicto con el movi-
miento popular le caben a sus opositores en la actual contienda electoral, que tendrá su pri-
mera vuelta el 28 de mayo de 2006. Para el régimen del Estado comunitario no es conce-
bible una derrota. Como consecuencia, al igual que en el caso de los movimientos sociales,
sus opositores políticos son tratados como terroristas aliados de la insurgencia armada.

UUnnaa nnoottaa ddee cciieerrrree 

Se lee en la reciente columna del investigador Afredo Molano en el semanario El
Espectador del 14 de mayo de 2006: “En la época –lúgubre y siniestra– del gobierno de
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Turbay, un editorialista de El Espectador tituló su columna con el nombre del libro de Luis
Vidales, Suenan Timbres. Poco después, el país conoció el Estatuto de Seguridad. Fue
una alarma, como la que hoy nos están dando los hechos que tenemos al frente […]
pocos saben que durante el gobierno de Uribe han caído asesinados 136 ex miembros
de la extinta Unión Patriótica, han desaparecido a 38 de los antiguos militantes y hay 28
sobrevivientes de atentados contra su vida. No estamos hablando de los días en que el
finado Lemos Simmonds acusó a la UP de ser un brazo armado de las FARC; estamos
hablando de uno de los resultados –y no el único– de la tal Seguridad Democrática que,
según el Señor Presidente, es el remedio para no dejar pasar al ‘comunismo disfrazado’,
que le entregará el poder a la subversión”.
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1 El presente artículo es una versión resumida del texto original, disponible en la sección
Debates de la página web del OSAL <http://osal.clacso.org>.

2 “Entre los años 2000 y 2004 la asistencia de los Estados Unidos a Colombia suma USD
3.080 millones; el 81% es para fines militares y el 19% para cooptar la población median-
te acciones humanitarias o sociales” (Sarmiento, 2004a).

3 El 30 de agosto de 2004 la Corte Constitucional declara inexequible este acto legislativo
por vicios de procedimiento.

4 Para conocer las consecuencias sociales del texto del TLC ver los trabajos y discursos del
Senador Jorge Robledo en <www.moir.org.co>.

5 Organización Nacional Indígena de Colombia (ONIC), Federación Nacional Sindical
Unitaria Agropecuaria (Fensuagro), Coordinador Nacional Agrario (CNA), Acción
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Campesina Colombiana (ACC), Asociación de Mujeres Campesinas Negras e Indígenas de
Colombia (Anmucic), Asociación Nacional de Usuarios Campesinos Unidad y
Reconstrucción (Anuc-ur), Organizaciones Campesinas de la CGT, Confederación Nacional
Comunal, Asociación para la Promoción Social Alternativa–Minga, Comité Colombiano de
Lucha contra el ALCA y el TLC.

6 <http://argentina.indymedia.org/news/2005/10/336629.php>.

7 “El éxito económico y la disminución de la violencia se presentan en un marco en el cual,
con la aprobación del estatuto anti-terrorista, libertades y derechos civiles y políticos son
drásticamente restringidos. La detención arbitraria y sin garantías procesales de los ciudada-
nos inculpados se viene elevando: en 2003 afectó a más de 7 mil personas en las principa-
les zonas donde se está concentrando la guerra. Las masacres y el desplazamiento forzado
siguen teniendo lugar en las principales zonas económicas del país (departamentos del cen-
tro, área andina y ejes petroleros) y donde tienen lugar los grandes macroproyectos (región
Caribe y Pacífico), en las cuales se consolida el modelo paramilitar […] el desplazamiento se
viene cambiando por el emplazamiento de poblaciones […] y los homicidios se concentran
selectivamente en actores estratégicos: sindicalistas, líderes de la comunidad, minorías étni-
cas y personas contrarias al régimen” (Sarmiento, 2004b).

8 “Pero me parece, senadores, que más grave […] que haber atropellado a quince o veinte mil
ciudadanos y a una decena de congresistas, fue lo que sucedió después de los acontecimien-
tos, hechos que en buena medida explican por qué se dieron. Por la noche, en el acto en
Cartagena, el presidente la República pronunció estas palabras: ‘Con Estados Unidos hemos
tenido una alianza por la democracia y contra el enemigo de cada coyuntura, ahora contra el
terrorismo. Este tratado debe ayudarnos a eliminar el terror de los violentos’. Luego ¿qué?
¿Entonces quienes nos oponemos al Tratado de Libre Comercio hacemos parte de los terroris-
tas y del terror de los violentos? Las declaraciones del ministro de Defensa no pudieron ser
peores. Comenzó señalando que aquí todavía tenemos cavernícolas que opinan que el TLC es
inconveniente. Es decir, aquí ya no sólo son cavernícolas quienes salen a los actos de protesta
y a los desfiles, sino también quien se atreve a opinar que el TLC no debe firmarse. El ministro
ha establecido una especie de delito de opinión, que, se supone, no existe en los regímenes
democráticos. Quiero llamar la atención, además, sobre todo lo que montó después el minis-
tro de Defensa y que ayer le amplificó el señor ex ministro Londoño en las columnas de El
Tiempo. Es absolutamente inaceptable. Como lo dije en una cadena radial, es una bellaquería
que el ministro de Defensa, prevalido de la fuerza y el poder, se vaya a los medios de comuni-
cación a insinuar que quienes allí salimos a un acto de protesta estábamos financiados por
algunos de los grupos alzados en armas. La pregunta insidiosa de cómo nos financiamos quie-
nes allá fuimos es una infamia” (Plenaria del Senado, 25 de mayo de 2004; Intervención del
Senador Jorge Robledo).

9 “Esta labor de comunicación y ‘evangelización’ es indudablemente uno de los pilares crí-
ticos para el éxito del proceso. Una cosa es negociar un buen acuerdo; y otra –muy dife-
rente, pero trascendental– es convencer de ello a la opinión pública. Haríamos bien en
recordar las sabias palabras del gran político inglés del siglo XIX, Lord Macaulay: ‘El libre
comercio, una de las mayores bendiciones que un gobierno le puede otorgar a un pueblo,
es en casi todos los países impopular’” (palabras del embajador de Colombia en EE.UU.,
Luis Alberto Morenos, en el seminario “Empresarios frente al TLC: Estrategia y
Competitividad”, Bogotá, 2004).
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Bolivia

[cronología enero-abril 2006]

E N E R O

S Á B A D O  2 1 Alrededor de 70 mil personas, entre representantes de comunidades indíge-
nas de toda Latinoamérica, estudiantes e intelectuales, se reúnen en la históri-
ca localidad de Tiwanaku del departamento de La Paz y proclaman al presi-
dente electo de Bolivia, Evo Morales, como presidente del Mundo Andino y
representante máximo de las naciones indígenas de América Latina. En su dis-
curso, el líder del Movimiento Al Socialismo (MAS) solicita al nuevo Congreso
Nacional aprobar en los próximos días la Ley de Convocatoria a la Asamblea
Constituyente para que sea el pueblo el que refunde el país y revierta las polí-
ticas dictadas por el imperio.

D O M I N G O  2 2 En el Congreso Nacional se realiza el acto de asunción de Evo Morales y Álva-
ro García Linera como presidente y vicepresidente de Bolivia respectivamente.
La ceremonia cuenta con la participación de varios mandatarios y autoridades
de América Latina y otras partes del mundo y es seguida en las calles de La
Paz con la participación de decenas de miles de ciudadanos que festejan la
investidura del primer presidente indígena en la historia del país. En su discur-
so, el primer mandatario remarca la importancia del triunfo popular, lo que
indica que 500 años de resistencia no han sido en vano y que, ahora, es el
momento de los pueblos. Momentos después, las nuevas autoridades se diri-
gen hacia el Palacio de Gobierno desde donde saludan a la multitud apostada
en la Plaza Murillo.

L U N E S  2 3 En el Palacio de Gobierno, el flamante presidente Evo Morales toma juramen-
to a los 16 ministros que integran su gabinete. Entre ellos, se encuentran el
dirigente de la Federación de Juntas Vecinales (FEJUVE), Abel Mamani, quien
ocupa el recién creado Ministerio de Aguas; el periodista y abogado Andrés
Soliz Rada en Hidrocarburos; Casimira Rodríguez en Justicia y la ex senadora
Alicia Muñoz en el Ministerio de Gobierno. Entre las primeras medidas anun-
ciadas por el equipo de gobierno se destacan la aprobación de una nueva Ley
de Organización del Poder Ejecutivo (LOPE) y la derogación de 2 leyes que
estructuraron el neoliberalismo en Bolivia, como la reforma educativa y la Ley
21060, que posibilitó la implementación de la flexibilización laboral.
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J U E V E S  2 6 El presidente Evo Morales firma el Decreto 28609 por el cual rebaja el salario
presidencial un 57%; el de los ministros que integran el gabinete, un 50%; el
de los viceministros, un 39%; y el de los directores generales, un 20%, con lo
que se espera ahorrar un total de 23,5 millones de bolivianos. Este monto será
utilizado para nuevas designaciones de profesionales en las áreas de salud y
educación.

V I E R N E S  2 7 Habitantes de la localidad de Colcapirhua, departamento de Cochabamba, se
movilizan por el centro de la ciudad y bloquean la avenida Blanco Galindo en
repudio a la intención de 4 concejales de censurar al alcalde y conformar una
nueva directiva. En horas de la noche, 2 concejales deciden retirar el pedido
de censura contra la máxima autoridad municipal, con lo que la iniciativa
queda sin efecto. 

M A R T E S  3 1 Cientos de cocaleros de la región de los Yungas de Vandiola, del trópico de
Cochabamba, se movilizan por el Parque Nacional Carrasco y cercan a los
efectivos de la Fuerza de Tarea Conjunta (FTC) asentados en el lugar, en repu-
dio a los trabajos de erradicación de cultivos de coca que estos realizan.

F E B R E R O

M I É R C O L E S  1 Cocaleros del trópico de Cochabamba toman como rehén a un funcionario de
la Dirección de Reconversión Agrícola (DIRECO) en repudio a la política de
erradicación de plantaciones de coca. En horas de la noche, representantes
del gobierno se presentan en el lugar, logran la liberación del rehén y acuer-
dan una tregua por 48 hs.

La Asociación de Pilotos del Lloyd Aéreo Boliviano (LAB) inicia un paro de
labores por tiempo indefinido para exigir el pago de sus cuotas de jubilación y
la restitución de varios compañeros suspendidos por el directorio de la
empresa. 

J U E V E S  2 Integrantes de la Federación de Trabajadores del LAB instalan 2 piquetes de
huelga de hambre en las oficinas administrativas de la empresa en la ciudad
de La Paz y en el aeropuerto de El Alto, en repudio al paro de labores por
tiempo indefinido llevado a cabo por los pilotos de la línea aérea. Dirigentes
de los trabajadores piden al gobierno que intervenga la huelga y garantice el
derecho al trabajo. 

M A R T E S  7 El presidente Evo Morales exhorta públicamente a su par norteamericano,
George Bush, a revisar la reducción de la ayuda para la lucha contra el narco-
tráfico anunciada horas antes por el gobierno de EE.UU. Más tarde, el primer
mandatario pronuncia un discurso en el que acusa a las empresas petroleras
de organizar un complot contra su gobierno. Momentos después, presenta al
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Congreso Nacional el proyecto de ley de convocatoria a la Asamblea
Constituyente y señala que la misma tiene por objetivo garantizar la participa-
ción de los indígenas, las mujeres y los jóvenes en el proceso de refundación
de Bolivia. Este proceso se expresará, fundamentalmente, en la profunda
transformación de las estructuras del estado y en la recuperación de la totali-
dad de los recursos naturales.

M I É R C O L E S  8 El Presidente de la República aprueba un incremento del 7% en el salario de
los trabajadores de la educación y la creación de 3.500 nuevas designaciones
para el magisterio urbano y rural. El secretario de conflictos de la
Confederación de Trabajadores de la Educación Urbana de Bolivia (CTEUB)
repudia el anuncio, ya que no se condice con la promesa realizada en la cam-
paña electoral de elevar el salario básico de 84 a 187 dólares mensuales.

J U E V E S  9 El presidente Evo Morales emite un decreto supremo por el cual se dispone la
intervención preventiva de LAB por un lapso de 90 días, con el objetivo de
revisar y solucionar los problemas denunciados por los trabajadores de la
compañía. Al conocer la decisión del Poder Ejecutivo, los pilotos de la aerolí-
nea levantan el paro de labores. En horas de la tarde, decenas de pasajeros se
manifiestan en la plaza Murillo para exigir una pronta resolución a los proble-
mas derivados de las medidas de presión. 

M I É R C O L E S  2 2 Cientos de personas, integrantes de la Confederación de Trabajadores del Plan
Nacional de Empleo (PLANE), marchan por la ciudad de La Paz para exigir al
Congreso Nacional la pronta aprobación del proyecto de ley de convocatoria
a la Asamblea Constituyente. 

V I E R N E S  2 4 Un grupo de 35 estudiantes que aspira a ingresar a la Facultad de Odontología
de la Universidad Mayor de San Simón (UMSS) del departamento de
Cochabamba inicia una huelga de hambre para exigir que se les reconozca el
tercer examen al que fueron sometidos para acceder a la institución.

M A R Z O

J U E V E S  2 Unos 35 estudiantes que reclaman ser admitidos en la Facultad de
Odontología de la UMSS, en huelga de hambre desde hace 8 días ocupan las
oficinas del rectorado para exigir el ingreso libre a la institución.

Cientos de personas pertenecientes a diversas organizaciones sociales, cam-
pesinas e indígenas, convocadas por el Estado Mayor del Pueblo (EMP), se
movilizan hacia la Plaza Murillo, en la ciudad de La Paz, organizan una vigilia y
otorgan un plazo de 48 hs al Congreso Nacional para que este apruebe la ley
de convocatoria a la Asamblea Constituyente. Por su parte, organizaciones
cívicas de Santa Cruz convocan a la población a movilizarse por distintos
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medios para defender el referéndum autonómico con carácter vinculante y
acusan al gobierno de Evo Morales de boicotear el proceso.

V I E R N E S  3 Los aspirantes a ingresar a la Carrera de Odontología de la UMSS levantan la
huelga de hambre luego de que el Consejo Facultativo los habilitara a inscri-
birse como alumnos regulares de la casa de estudios superiores.

El Congreso Nacional aprueba la ley de convocatoria a la Asamblea
Constituyente y la ley de convocatoria al Referéndum para las Autonomías.
Ambas elecciones se realizarán el próximo 2 de julio. Se elegirán 255 constitu-
yentes, 210 por las 70 circunscripciones uninominales y 5 por departamento.
El referéndum autonómico tendrá carácter vinculante y el resultado deberá
ser ratificado por la Asamblea Constituyente.

S Á B A D O  1 1 Alrededor de un centenar de campesinos del Movimiento Sin Tierra de Bolivia
(MSTB) bloquea la carretera que conduce de La Paz hacia Oruro para exigir la
inmediata liberación de varios integrantes de la organización que se encuen-
tran privados de su libertad.

L U N E S  1 3 La dirigencia nacional del MSTB expresa la decisión de levantar el bloqueo de
la carretera La Paz–Oruro luego de acordar con el gobierno las garantías para
un proceso justo con los integrantes del movimiento que se encuentran dete-
nidos en diversas cárceles de La Paz.

M I É R C O L E S  1 5 La Confederación de Maestros de Bolivia instala un piquete de huelga de
hambre en la sede del Ministerio de Educación para reclamar al gobierno que
responda positivamente a su pliego petitorio. Las principales demandas expre-
sadas por el sector consisten en el inicio del proceso de institucionalización de
las direcciones de las unidades educativas y la convocatoria a concurso de
méritos para las direcciones departamentales de Oruro, Santa Cruz,
Chuquisaca y Cochabamba. 

V I E R N E S  1 7 Decenas de estudiantes del Instituto Comercial Superior de la Nación (INCOS)
ingresan a la Plaza Murillo de la ciudad de La Paz para exigir al gobierno la
dotación de 10 cargos docentes para la institución. Efectivos de la policía cie-
rran el paso a los manifestantes y los hacen retroceder hasta la calle. 

L U N E S  2 0 Dos dirigentes de la Federación de Trabajadores de la Educación Urbana de La
Paz inician una huelga de hambre en la sede de la Casa Social del Maestro
para exigir al gobierno una mejora salarial y la institucionalización de los car-
gos jerárquicos del sector.

M A R T E S  2 1 Los integrantes de la Confederación de Maestros de Bolivia levantan la huelga
de hambre instalada por 4 de sus dirigentes en la sede del Ministerio de
Educación, luego de acordar con el gobierno la instalación de una mesa de



diálogo con el objetivo de brindar una respuesta afirmativa a las demandas
planteadas por el sector.

V I E R N E S  2 4 Los sindicatos de pilotos y trabajadores de base de LAB ocupan las oficinas de
la empresa en Cochabamba y Santa Cruz y rechazan la decisión del Tribunal
Constitucional de admitir el recurso directo de nulidad contra el proceso de
intervención de la compañía y restituir la misma a su antiguo propietario.
Representantes de los trabajadores afirman que de no concretarse la interven-
ción financiera y administrativa de la empresa, asumirán medidas de presión.

J U E V E S  3 0 Trabajadores de LAB realizan diversas protestas en los departamentos de La
Paz, Santa Cruz, Tarija y Cochabamba para exigirle al gobierno que se haga
cargo de la compañía y garantice sus fuentes de trabajo. En la capital cocha-
bambina, cientos de empleados bloquean calles y ocupan la pista principal del
aeropuerto. Efectivos policiales reprimen con gases lacrimógenos, con un
saldo de varios manifestantes heridos. El vicepresidente Álvaro García Linera
expresa que el estado no tomará el control de la empresa, puesto que no está
en condiciones de absorber la deuda privada.

Trabajadores de la salud paralizan sus actividades por 24 hs en diversos hos-
pitales públicos de todo el país para exigir a las autoridades del área la instala-
ción de una mesa de negociación con el objetivo de encontrar respuestas
positivas a su pliego petitorio. Las principales demandas se centran en un
aumento salarial del 10% sobre el salario básico y la entrega de designaciones
profesionales.

A B R I L

L U N E S  1 0 Diversas organizaciones e instituciones cochabambinas, entre las que se
encuentran la Central Obrera Departamental (COD), representantes de la
UMSS, la FEJUVE, federaciones de trabajadores de la salud y de la educación,
campesinos, transportistas y trabajadores de LAB, inician un paro cívico por 24
hs para exigir al gobierno que realice todos los esfuerzos posibles y abandone
su rol de mediador en pos de salvar la compañía aérea, erradicar la corrupción
y recuperar la empresa para el estado boliviano.

M A R T E S  1 1 La Confederación de Trabajadores de la Salud de Bolivia inicia un paro nacio-
nal de actividades por 48 hs para exigir al gobierno un aumento salarial de, al
menos, el 10% sobre el sueldo básico, un incremento del bono profesional y
más designaciones profesionales para la red pública de salud.

El magisterio urbano de Santa Cruz inicia un paro por 48 hs en apoyo a las
demandas de los trabajadores de la salud y en repudio a la institucionalización
de las direcciones de las unidades educativas y la reducción de horas de trabajo.
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M I É R C O L E S  1 2 Trabajadores de LAB realizan un cabildo abierto en la plaza 14 de Septiembre
del centro de Cochabamba y dan 7 días de plazo al gobierno para que tome
decisiones concretas respecto de la crisis que vive la empresa. Caso contrario,
asumirán medidas de presión.

M A R T E S  1 8 Pobladores y representantes cívicos de la localidad de Puerto Suárez, departa-
mento de Santa Cruz, bloquean los principales accesos a la región y toman a
3 ministros del gabinete nacional como rehenes para exigir al gobierno la emi-
sión de un certificado que permita a la empresa siderúrgica MMX, subsidiaria
de la firma brasileña EBX, continuar con su actividad. El vicepresidente García
Linera se traslada hacia el lugar con el objetivo de lograr la liberación de los
funcionarios y solicitar a la Fiscalía General de la República que gestione las
sanciones para los responsables de los hechos.

M I É R C O L E S  1 9 Efectivos de las fuerzas de seguridad ingresan al lugar donde se encuentran
los 3 ministros en calidad de rehenes y proceden a la liberación de los funcio-
narios. Los pobladores exigen que el gobierno permita a la empresa siderúrgi-
ca de origen brasileño MMX continuar con sus operaciones en la región. El
presidente Morales expresa que la firma viola las leyes bolivianas y que, por lo
tanto, su actividad es ilegal.

J U E V E S  2 0 El Comité Cívico de Puerto Suárez anuncia la radicalización de los bloqueos y
del paro cívico por tiempo indefinido en demanda de la legalización de la acti-
vidad de la empresa siderúrgica de origen brasileño EBX. Autoridades de la
firma expresan que, debido a la falta de confianza en el actual gobierno, reti-
rarán la infraestructura instalada en la región.

V I E R N E S  2 1 Alrededor de 150 personas se concentran en la plaza de Los Héroes del cen-
tro de La Paz en el inicio del paro laboral por 24 hs convocado por la Central
Obrera Boliviana (COB) para exigir la definitiva nacionalización de los hidro-
carburos. Fuentes oficiales expresan que la medida de fuerza es un rotundo
fracaso debido a que el trabajo en los distintos sectores afiliados a la central se
realiza con total normalidad.

Representantes cívicos de las localidades de Puerto Suárez, Puerto Quijarro y
Arroyo Concepción, departamento de Santa Cruz, suspenden temporalmente el
bloqueo de caminos y el iniciado el pasado 18 de abril en demanda de que la
empresa siderúrgica EBX continue con sus operaciones en el territorio boliviano.

J U E V E S  2 7 Dirigentes de los trabajadores de LAB firman un acuerdo con representantes
del presidente de la aerolínea, Ernesto Asbún, por medio del cual este se com-
promete a vender el paquete accionario con preferencia a los empleados de la
compañía por un monto de 1,5 millones de dólares. La operación se realizará
cuando los trabajadores consigan el compromiso del gobierno de invertir en
la empresa 8 millones de dólares.
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S Á B A D O  2 9 El presidente Evo Morales firma en La Habana con los mandatarios de Cuba y
Venezuela un acuerdo por el que se establece su incorporación a la Alternativa
Bolivariana para las Américas (ALBA) y la puesta en marcha del Tratado de
Comercio de los Pueblos (TCP), consistente en el intercambio de bienes y ser-
vicios indispensables para el desarrollo de los países partícipes.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ALBA Alternativa Bolivariana para las Américas
COB Central Obrera Boliviana
COD Central Obrera Departamental

CTEUB Confederación de Trabajadores de la Educación Urbana de Bolivia
DIRECO Dirección de Reconversión Agrícola

EMP Estado Mayor del Pueblo
FEJUVE Federación de Juntas Vecinales

FTC Fuerza de Tarea Conjunta
INCOS Instituto Comercial Superior de la Nación

LAB Lloyd Aéreo Boliviano
LOPE Ley de Organización del Poder Ejecutivo
MAS Movimiento Al Socialismo

MSTB Movimiento Sin Tierra de Bolivia
PLANE Plan Nacional de Empleo

TCP Tratado de Comercio de los Pueblos
UMSS Universidad Mayor de San Simón

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Marcelo Perera.
Fuentes: diarios Los Tiempos, La Razón, El Diario y Correo del Sur.
Otras fuentes: Indymedia Bolivia y Bolpress.

O
SA

L1
92

CR
O

N
O

LO
GÍ

A
[R

EG
IÓ

N
AN

D
IN

A
- B

O
LI

VI
A]



Colombia

[cronología enero-abril 2006]

A B R I L

D O M I N G O  1 Las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) y el ejército se
enfrentan en zona rural del corregimiento de San José de Apartadó, Urabá, en
el municipio de San Luis, oriente Antioqueño, en el municipio de Uribe, Meta
y en El Doncello, Caquetá. Además, la guerrilla realiza un ataque al municipio
de San Miguel, en el bajo Putumayo, alcanzando algunos tramos del oleoduc-
to Transandino. Los combates continúan en el sur el país donde aumentan las
acciones militares. 

M I É R C O L E S  4 En el marco del paro armado que llevan adelante en el departamento de
Putumayo, las FARC dinamitan otra torre eléctrica interrumpiendo el servicio a
más de medio millón de personas. 

J U E V E S  5 Las Autodefensas del Llano asesinan a 3 campesinos en Matambú. En una
declaración firmada por diversas organizaciones se denuncia que “todo esto
ocurre en un contexto de reingeniería de la estrategia paramilitar que combi-
na procesos de desarme con la creación de nuevas estructuras paramilitares”.

D O M I N G O  8 Las FARC y el ejército se enfrentan en la vereda La Fonda, municipio de El
Bordo, Cauca. 

El Partido Comunista Colombiano (PCC) denuncia la puesta en marcha de un
nuevo plan para asesinar a sus principales dirigentes en distintos lugares del
país. A la desaparición y posterior asesinato de Carlos Arciniegas, militante en
Puerto Wilches, Santander, el pasado martes, se suma el asesinato, días atrás,
del dirigente comunista y corregidor de Toche, en Ibagué, Arturo Díaz García.

L U N E S  9 Las FARC y el ejército continúan los combates cerca del municipio de Vista
Hermosa, Meta. Además, se enfrentan en la vereda Santa Ana, zona rural de
Orucué, Casanare. 

M A R T E S  1 0 Tropas del ejército combaten con las FARC en zona rural de Vistahermosa y en
los límites del Parque Natural de La Macarena, departamento del Meta, con
un saldo de 2 militares y 22 guerrilleros muertos.

O
SA

L1
93

[A
ÑO

VI
I N

º 1
9 

EN
ER

O
-A

BR
IL

20
06

]
RE

G
IÓ

N
 A

N
D

IN
A



J U E V E S  1 9 Más de 2.800 paramilitares del bloque Mineros de las Autodefensas Unidas
de Colombia (AUC) se desmovilizan en una finca de Tarazá, zona bananera
de Urabá, Antioquia, en lo que se constituye en la entrega de armas más
importante desde el inicio del proceso de diálogo entre autodefensas y el
gobierno nacional.

D O M I N G O  2 2 El líder campesino y ecológico Alejandro Argüeto Del Toro es asesinado cuan-
do llegaba a su casa en el corregimiento de Palermo, jurisdicción de Sitio
Nuevo, Magdalena.

M A R T E S  2 4 El ejército y las FARC cumplen 5 días de enfrentamientos en el departamento
del Cauca, provocando el desplazamiento de 1.500 indígenas y la muerte de 2
personas. Los combates afectan los resguardos de Huila, Vitoncó y Toez, en
Belalcázar. Los indígenas de los resguardos Toez y Huila se declaran en resis-
tencia pacífica y afirman que permanecerán en el lugar pese a las agresiones,
convocando al resto de los resguardos a que se les unan y lleguen a
Tierradentro para apoyarlos.

M A R T E S  3 1 Trabajadores inscriptos en el Programa Presidencial de Erradicación de
Cultivos Ilícitos, que se encuentran laborando en La Macarena, realizan una
protesta para denunciar la falta de alimentos y las malas condiciones en las
que realizan su trabajo. Exigen, además, ser retirados de ese lugar. Otros
100 erradicadores regresan inesperadamente a San José de Guaviare,
donde se coordina el programa, en rechazo a que reciben el pago por sólo
17 días de labores. 

F E B R E R O

S Á B A D O  4 El presidente Uribe acepta públicamente la violación de territorio ecuatoriano
por parte de aeronaves militares colombianas, y pide disculpas por la incur-
sión del 28 de enero, en el caserío La Bermeja, provincia ecuatoriana de
Sucumbíos.

D O M I N G O  5 La Administración Bush anuncia que el paquete de asistencia económica y
militar para Colombia será de 556,7 millones de dólares, a los que se sumarí-
an 150 millones de pesos que destinarían al Departamento de Defensa.

L U N E S  6 Profesores agremiados a la Asociación Sindical de Institutores
Nortesantandereanos (ASINORT) inician un paro con marchas y asambleas
permanentes para exigir el pago de los salarios adeudados.

M A R T E S  7 La ASINORT levanta el paro iniciado el día anterior luego de acordar con el
Ministerio de Educación el pago de los salarios adeudados.
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M I É R C O L E S  8 Cerca de 450 presos de la cárcel del circuito de Buenaventura, Valle, se decla-
ran en huelga de hambre en protesta por la falta de agua, los malos servicios
de salud y el hacinamiento.

J U E V E S  9 Maestros de la capital de La Guajira, en Riohacha, realizan una marcha en
rechazo al asesinato de una docente Wayúu y a las amenazas que reciben
contra sus vidas.

V I E R N E S  1 0 Educadores municipales de Sincelejo realizan un paro y protestan frente a la
sede de la alcaldía local en reclamo de el pago de las primas semestrales de
los años 2004 y 2005.

D O M I N G O  1 2 El ejército y las FARC combaten en el sector Tasidó, entre Dadeiba y Mutatá, y
en una zona montañosa del cañón de La Llorona, municipio de Chigorodó,
Antioquia.

L U N E S  1 3 Más de 2.500 estudiantes, profesores y trabajadores de la Universidad del
Atlántico, convocados por la Asociación de Profesores Universitarios (ASPU) y
la Coordinadora Nacional Estudiantil Universitaria, inician una marcha hasta la
sede de la gobernación de Barranquilla, sede de la reunión del Consejo
Superior contra el posible cierre de ese centro de estudios y la política educa-
tiva del presidente Uribe. Dos grupos de estudiantes deciden la toma de la
facultad de Bellas Artes y de la sede centro.

M A R T E S  1 4 Las FARC y el ejército se enfrentan en un paraje de la Serranía de La Macarena,
donde se lleva a cabo el programa de erradicación masiva de cultivos de coca. 

V I E R N E S  1 7 El Ejército de Liberación Nacional (ELN) y el gobierno inician, en La Habana,
una segunda ronda de conversaciones de paz. 

Las FARC inician paros armados en Putumayo, Caquetá, Guaviare y Casanare,
contra la firma de un Tratado de Libre Comercio (TLC) con EE.UU. y el bom-
bardeo por parte de la fuerza aérea del parque natural La Macarena.

M I É R C O L E S  2 2 Profesores agremiados al Sindicato Único de Trabajadores de la Educación del
Valle (SUTEV) toman la Catedral Buenaventura para exigir el pago de sus suel-
dos atrasados desde diciembre pasado y otros beneficios, y denunciar las
amenazas recibidas en las últimas semanas por una fiscal del sindicato e inte-
grante del Polo Democrático Alternativo (PDA).

La Asociación de Campesinos del Valle del Cimitarra (ACVC) denuncia el
homicidio del vicepresidente de la junta de acción comunal de la vereda La
Victoria, de Cantagallo, Bolívar.

J U E V E S  2 3 Habitantes del barrio El Romance, al suroccidente de Barranquilla, bloquean la
vía La Cordialidad en protesta por los cortes de energía y contra la empresa
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Electricaribe. El Escuadrón Móvil Antidisturbios (ESMAD) reprime con gases
lacrimógenos y detiene a varios manifestantes.

V I E R N E S  2 4 Las FARC extienden a los departamentos petroleros de Arauca y Norte de
Santander el paro armado que desde hace una semana realizan en el sur de
país.

El gobierno otorga estatuto político a los representantes del ELN en conversa-
ciones de paz y ordena la suspensión de órdenes de captura contra ellos,
superando una crisis que amenazaba con la ruptura del diálogo, según anun-
cian las partes en La Habana.

L U N E S  2 7 Los gobiernos de Colombia y EE.UU. firman el TLC entre ambos países que
debe ser aprobado por el Congreso norteamericano y la Corte Constitucional
colombiana. El acuerdo se logra después un mes de negociaciones, incluyen-
do un receso de una semana.

Se reanudan en Cuba las reuniones de la segunda fase exploratoria entre el
gobierno y ELN, luego de que el viernes pasado el gobierno reconociera
como miembros representantes del ELN a los delegados de ese grupo
Antonio García, Francisco Galán y Ramiro Vargas. 

A 2 semanas de las elecciones legislativas, las FARC irrumpen en un hotel de
Rivera, departamento de Huila, y asesinan a tiros a 9 de los 11 concejales que
se encuentran reunidos en el lugar.

Cientos de campesinos toman la vía Troncal del Caribe e impiden el tránsito
vehicular entre Santa Marta y La Guajira en protesta contra la empresa
Electricaribe por la falta de agua que padecen desde el día anterior.

M A R T E S  2 8 Docentes de Pereira, agremiados al Sindicato de Educadores de Risaralda
(SER), realizan un paro de 24 hs y marchan por el centro de la ciudad para exi-
gir el pago del escalafón docente, de las prestaciones sociales congeladas
desde 2005 y del retroactivo salarial.

M A R Z O

M I É R C O L E S  1 Decenas de trabajadores convocados por la Central Unitaria de Trabajadores
(CUT) y otras centrales sindicales realizan una protesta en Bogotá contra la
firma del TLC entre Colombia y EE.UU.

J U E V E S  2 El ELN anuncia que suspenderá acciones militares durante las elecciones legis-
lativas del 12 de marzo próximo. 
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D O M I N G O  5 Las FARC realizan un ataque con explosivos en el municipio de San Vicente
del Caguán, en momentos en que una patrulla militar inspecciona una vivien-
da, dejando un saldo de 3 civiles muertos, 10 heridos y 7 viviendas destruidas.

M I É R C O L E S  8 Más de 10 mil personas marchan en Apartadó, Turbo, Chigorodó y Carepa,
Urabá antioqueño en rechazo de las últimas acciones de las FARC en esa zona
del país, que dejan un saldo de 1 muerto y 6 heridos.

V I E R N E S  1 0 Cientos de estudiantes de las universidades Nacional y Distrital realizan una
marcha en Bogotá en solidaridad con su compañero Óscar Leonardo Salas
Ángel, herido en la manifestación del Día Internacional de la Mujer y en recha-
zo al TLC ocurrida el miércoles pasado. Más tarde, el estudiante sufre una
muerte cerebral a causa de la herida recibida por los golpes del ESMAD. 

D O M I N G O  1 2 Se realizan elecciones legislativas en todo el país. Los partidos favorables al
presidente Uribe obtienen más del 60% de los votos en la Cámara de
Senadores y el 70% de los sufragios en la Cámara de Representantes. En el
Congreso, los uribistas logran el 61 de los 100 curules, mientras que la oposi-
ción, representada por el Partidos Liberal y el PDA, consigue 29, y los inde-
pendientes, 10. Se produce más de un 60% de abstención electoral y los votos
nulos se acercan al 10%. También se eligen los candidatos a presidente del
Partido Liberal y del PDA, resultando ganadores Horacio Serpa y Carlos
Gaviria, respectivamente.

Las FARC y el ejército se enfrentan en la vereda Golondrinas, en Cali. 

M A R T E S  2 1 Las FARC y el ejército combaten en los municipios de San Luis, Granada y
Nariño, en el oriente antioqueño.

En Cartagena, más de 32 organizaciones estudiantiles, docentes y de trabaja-
dores universitarios inician la Marcha Nacional Universitaria, convocados por
la Coordinadora Nacional Estudiantil Universitaria, contra la política educativa
del gobierno de Uribe y el cierre de la Universidad del Atlántico, en defensa de
la educación pública y en rechazo al TLC.

M I É R C O L E S  2 2 En el marco de la jornada nacional de protesta, estudiantes de la Universidad
del Cauca ocupan las instalaciones del edificio de la facultad de Ciencias
Sociales, Económicas y Administrativas contra la política educativa del gobier-
no nacional y en demanda de un buen gobierno universitario. En la
Universidad del Valle, 300 estudiantes, egresados y trabajadores realizan una
marcha por las calles de Cali para exigir justicia por el joven Jonhy Silva, asesi-
nado 6 meses atrás en las instalaciones del campus universitario tras inciden-
tes con el ESMAD, en el marco de una jornada de protesta contra el TLC.
Piden también por Óscar Salas, estudiante de la Universidad Distrital asesina-
do por el ESMAD en las afueras de la Universidad Nacional el pasado 8 de
marzo en la capital colombiana.



Transportistas urbanos realizan un paro de 24 hs en protesta por la cada vez
mayor cantidad de mototaxis que circulan en Barranquilla y la inseguridad que
sufre el sector.

En Bogotá, un centenar de mujeres realiza una protesta para exigir la despe-
nalización del aborto y en memoria de todas las mujeres muertas por tener
que recurrir a abortos clandestinos.

J U E V E S  2 3 Culmina en Barranquilla la Marcha Nacional Universitaria iniciada el pasado
martes en Cartagena. Se realizan también actividades de protesta en todas las
universidades.

D O M I N G O  2 6 Las FARC liberan a 2 policías secuestrados desde hace 4 meses, en el sitio
Hong Kong, jurisdicción de Puerto Asis, Putumayo. 

M A R T E S  2 8 El ejército se enfrenta con las FARC y el ELN en el departamento de Antioquia,
con un saldo de 5 guerrilleros muertos. Además, se produce una docena de
combates con un total de 11 guerrilleros fallecidos en los departamentos de
La Guajira, Magdalena, Bolívar, Chocó, Meta y Tolima.

M I É R C O L E S  2 9 Organismos nacionales e internacionales de Derechos Humanos afirman que
47 activistas de derechos humanos fueron asesinados o resultaron víctimas de
atentados en Colombia en el 2005, hecho que atribuyen a los grupos parami-
litares.

A B R I L

S Á B A D O  1 El presidente Uribe sostiene que no se opone a la realización de diálogos
regionales con las organizaciones guerrilleras, contrariando la posición que
mantuvo durante los casi 4 años de gobierno.

L U N E S  3 Reclusos de 5 patios de la cárcel de Cómbita se suman a la protesta iniciada
por sus compañeros el sábado anterior en reclamo de mejores condiciones
de vida.

Pescadores de 282 embarcaciones de Buenaventura, Valle, realizan un paro
en rechazo a una medida de la Dirección Marítima que los obliga a instalar un
localizador satelital en sus buques, lo que les acarrea altos costos.

Los jefes de los escuadrones paramilitares proponen que unos 20 mil comba-
tientes de las AUC desmovilizados se dediquen a erradicar cultivos de coca.

M A R T E S  4 Las FARC y el ejército se enfrentan en el sitio conocido como La Bodega,
municipio de Puerto Rico, Meta, y en el sitio El Placer, en el Valle del Cauca,
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dejando un saldo de 15 militares muertos. Según informan fuentes militares,
es el peor revés del ejército en lo que va del año.

M I É R C O L E S  5 El gobierno de Alemania confirma la liberación de un ciudadano de ese país
secuestrado hace 5 años por las FARC.

El Consejo Superior y los estudiantes de la Universidad Pedagógica de Tunja
no logran llegar a un acuerdo por lo que continúa el cese de las actividades en
la institución. Los estudiantes, en paro desde hace 3 semanas, continúan con
la medida de fuerza en reclamo de la modificación del Estatuto General que
permite prorrogar por 6 meses el período del rector. 

L U N E S  1 0 En la revista Semana y Cambio se publican denuncias formuladas ante la
Fiscalía General de la Nación contra el ex director del Departamento
Administrativo de Seguridad (DAS), por parte del ex director de informática de
ese organismo, que señalan la infiltración de grupos paramilitares en el DAS y
la participación en un plan para desestabilizar al gobierno de Venezuela y ase-
sinar al presidente Hugo Chávez. El presidente Uribe ordena el retorno a
Colombia del ex director del DAS y actual cónsul en Milán, Italia, para que res-
ponda a las acusaciones.

El ELN secuestra a 3 geólogos en jurisdicción del corregimiento de Estados
Unidos, en el municipio de Becerril, sobre la Serranía de Perijá.

M A R T E S  1 1 El presidente Álvaro Uribe Vélez rechaza las acusaciones sobre un supuesto
complot del DAS para asesinar al mandatario venezolano Hugo Chávez.

Los familiares de los 12 diputados del Valle del Cauca, secuestrados hace 4
años, realizan una marcha en esa ciudad para reclamar por su libertad e insis-
ten en que se establezca un intercambio humanitario con el gobierno.

L U N E S  1 7 El gobierno colombiano anuncia el fin de la desmovilización de los paramili-
tares iniciada en 2003, y sostiene que de los 30.150 combatientes que entre-
garon las armas, 604 responderán ante los tribunales por delitos de lesa
humanidad. 

Más de 550 reclusos de la cárcel de Valledupar se declaran en desobediencia
civil para exigir que se cumplan con los beneficios contemplados en la Ley de
Justicia y Paz: reducción del 10% de la pena y la rebaja del 50% por someter-
se a sentencia anticipada, así como mejores condiciones de vida.

M A R T E S  1 8 Las centrales obreras que integran el Comando Nacional Unitario, la CUT, la
Confederación General del Trabajo (CGT), la Confederación de Trabajadores
de Colombia (CTC) y la Central de Pensionados de Colombia (CPC), entre
otras, rompen relaciones con el gobierno y exigen el esclarecimiento de las



denuncias del ex director de informática del DAS, sobre una lista de líderes
obreros, de la izquierda y profesores entregada por miembros de ese organis-
mo estatal a paramilitares, algunos de los cuales aparecieron asesinados.

M I É R C O L E S  1 9 El ejército y las FARC combaten en el sector conocido como Bello Horizonte,
zona rural de Florencia, Caquetá.

J U E V E S  2 0 Las FARC y el ejército se enfrentan en el municipio de Hacarí, Norte de
Santander, dejando un saldo de 17 militares muertos. 

El PDA invita a la guerrilla del ELN a integrarse a su organización para hacer
política sin armas una vez que culmine el proceso de paz.

V I E R N E S  2 1 El presidente Uribe afirma que mantiene “un diálogo a diferentes instancias”
con Venezuela para intentar salvar la Comunidad Andina de Naciones (CAN),
tras la decisión del presidente venezolano, Hugo Chávez, de retirarse del
acuerdo subregional. 

En Purísima, Córdoba, al menos 15 resguardos indígenas marchan por las
calles del municipio en rechazo del asesinato del líder aborigen José Manuel
Feria, encontrado muerto en su propia casa, en la madrugada del pasado
miércoles, atado de pies y manos y con signos de tortura.

D O M I N G O  2 3 El ejército y las FARC combaten en jurisdicción de la vereda Las Indias, muni-
cipio de Puerto Libertador, Montería.

M A R T E S  2 5 La radio Caracol y altas fuentes nacionales afirman que nuevos grupos para-
militares se conforman paulatinamente y se concentran en regiones como
Nariño, Valle del Cauca, Antioquia, Córdoba y Chocó. 

El gobierno y la guerrilla del ELN inician, en La Habana, una tercera ronda de
diálogos con el fin de diseñar la agenda para un proceso de paz.

Durante su visita a Brasil, el presidente Uribe, criticado por firmar un TLC con
EE.UU., se compromete con Bolivia a darle una compensación si demuestra
que el TLC afecta su economía o sus relaciones con el Mercado Común del
Sur (MERCOSUR), a la vez que le pide a Venezuela una reunión para discutir
reformas a la CAN y le recomienda que mejore su “alterado” diálogo político
con Washington “que afecta toda la región”. Además, sostiene que Colombia
es un país en serio y que, por tanto, estuvo negociando el TLC durante 22
meses. Asimismo, propone realizar una reunión bilateral con Venezuela para
evaluar los cambios que requiera la CAN.

M I É R C O L E S  2 6 El mandatario venezolano señala que mantendrá las relaciones comerciales y
políticas con Colombia a pesar de su desacuerdo con el TLC. Por su parte, un
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funcionario del gobierno de Bolivia afirma que ese país podría abandonar la
CAN y buscar una mayor integración al MERCOSUR si Colombia, Ecuador y
Perú continúan con sus planes de firmar un TLC con EE.UU.

El presidente Álvaro Uribe exhorta a la guerrilla de las FARC a negociar la paz,
dadas las nuevas condiciones políticas del país.

Tropas de la Primera Brigada de Infantería de Marina y el 35º frente de las
FARC intensifican los combates en zona rural de los municipios de Ovejas,
Sucre y El Carmen de Bolívar, que dejan un saldo de al menos 1 muerto.

Alrededor de 200 indígenas, campesinos y afrodescendientes ocupan el pala-
cio municipal de Morales, Cauca, para exigir mejores vías de acceso a la región
para poder sacar sus productos y el cumplimiento de varios acuerdos. Más
tarde se suman al reclamo otras 300 personas. La policía antimotines reprime
con gases, balas de goma y de fuego, dejando un saldo de 10 heridos y 48
detenidos. La Organización Nacional Indígena de Colombia (ONIC) denuncia
la represión.

Personas desconocidas secuestran y asesinan a Liliana Gaviria, hermana del ex
presidente César Gaviria Trujillo, en Pereira, Risaralda, cuando se dirigía cami-
no a su casa.

Después de 3 semanas de paro en las sedes de Tunja, Duitama y Sogamoso
de la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia (UPTC), y en el
marco de negociaciones con el Consejo Superior, el rector de la universidad
decide el cierre indefinido de las instalaciones de la misma. Los estudiantes
exigen la apertura inmediata del campus universitario bloqueado desde la
mañana por las fuerzas represivas y repudian el autoritarismo del Consejo
Superior y la Rectoría. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ACVC Asociación de Campesinos del Valle del Cimitarra 
ASINORT Asociación Sindical de Institutores Nortesantandereanos 

ASPU Asociación de Profesores Universitarios 
AUC Autodefensas Unidas de Colombia 
CAN Comunidad Andina de Naciones 
CGT Confederación General del Trabajo
CPC Central de Pensionados de Colombia 
CTC Confederación de Trabajadores de Colombia
CUT Central Unitaria de Trabajadores
DAS Departamento Administrativo de Seguridad
ELN Ejército de Liberación Nacional 
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ESMAD Escuadrón Móvil Antidisturbios 
FARC Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 

MERCOSUR Mercado Común del Sur 
ONIC Organización Nacional Indígena de Colombia 

PCC Partido Comunista Colombiano 
PDA Polo Democrático Alternativo 
SER Sindicato de Educadores de Risaralda 

SUTEV Sindicato Único de Trabajadores de la Educación del Valle 
TLC Tratado de Libre Comercio 

UPTC Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de María Chaves.
Fuentes: diarios El Tiempo, El Colombiano y El Heraldo.
Otras fuentes: Indymedia Colombia y Rebelión.
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Ecuador

[cronología enero-abril 2006]

E N E R O

J U E V E S  1 2 Unos 5 mil estudiantes, dirigentes del Foro Petrolero, de la Unión Nacional de
Educadores (UNE) y del Movimiento Popular Democrático (MPD), entre otros,
marchan hasta la Plaza Grande en Quito, convocados por la Federación de
Estudiantes Secundarios del Ecuador (FESE), para demandar la caducidad del
contrato con la empresa norteamericana Petrolera Occidental (OXY), la sus-
pensión de la firma del Tratado de Libre Comercio (TLC), la entrega del carné
estudiantil y en rechazo al pretendido aumento en el precio del pasaje del
transporte público. La policía que custodia Carondelet lanza gases lacrimóge-
nos. Otras protestas por el carné estudiantil se registran en Ambato y en Ibarra.

L U N E S  1 6 En Quito, el Frente Patriótico por la Soberanía Petrolera, integrada por institu-
ciones universitarias, colegios de ingenieros, de geólogos, de minas y petróle-
os, organizaciones sindicales de trabajadores petroleros, las organizaciones
del Frente Popular y organizaciones indígenas y campesinas, realizan una
marcha hasta el Palacio de Carondelet en rechazo a la firma del TLC y para exi-
gir la caducidad del contrato con OXY. En la provincia de Imbabura, los estu-
diantes universitarios cortan la Panamericana norte y enfrentan durante toda
la jornada una fuerte represión policial. Las manifestaciones de los sindicatos
petroleros, organizaciones campesinas, estudiantes y maestros se repiten en
todo el país. 

M I É R C O L E S  1 8 Cientos de estudiantes de la FESE protestan en Quito contra la firma del TLC y
el pedido de aumento de la tarifa de transporte público realizado por la
Federación de Transportistas de Ecuador. La manifestación es brutalmente
reprimida por la policía que deja un saldo de 40 estudiantes detenidos y 6
jóvenes hospitalizados. 

M A R T E S  2 4 Trabajadores de diversos sindicatos de todo el país realizan una marcha desde
la Central Ecuatoriana de Organizaciones Sindicales Libres (CEOLS) hasta el
Ministerio de Trabajo para exigir que se deje sin efecto la resolución del incre-
mento de 10 dólares dispuesta por el ministro de dicha cartera, ya que está
aprobado el alza del 30% al salario básico; que no se firme el TLC y que se
rescinda el contrato con OXY. 
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M I É R C O L E S  2 5 Entra en vigencia el aumento de 10 dólares al salario básico, alcanzando así
los 160 dólares.

J U E V E S  2 6 Cientos de estudiantes de Quito marchan hasta el Congreso y el Palacio
Nacional en demanda del carné estudiantil, entre otras cuestiones. Una vez
que el Presidente se compromete a entregar el carné, no aumentar el precio de
los pasajes y liberar a los detenidos, los estudiantes suspenden las protestas.

S Á B A D O  2 8 Helicópteros de la fuerza aérea colombiana y 2 aviones de guerra que comba-
ten con la guerrilla ingresan a terreno ecuatoriano y abren fuego en
Barrancabermeja, provocando el desplazamiento de unas 30 familias.

F E B R E R O

L U N E S  6 El presidente colombiano, Álvaro Uribe, admite la incursión involuntaria de
aeronaves militares colombianas; pide disculpas al gobierno y al pueblo ecuato-
riano y demanda acciones para evitar que las Fuerzas Armadas Revolucionarias
de Colombia (FARC) actúen desde Ecuador. 

L U N E S  2 0 Las autoridades de Napo declaran un paro indefinido para demandar al
gobierno 40 millones de dólares para obras, la construcción del aeropuerto de
Tena y la firma de contratos complementarios por 19 millones de dólares para
los tramos de la Troncal Amazónica, entre otras cosas. Los moradores des-
mantelan los puentes sobre los ríos El Salado y Reventador, bloquean las vías
principales de Napo y Chimborazo, provincia que demanda 20 millones de
dólares, y marchan hacia Quito. En el sector el Yambo, un piquete policial les
impide el paso hacia Salcedo, se producen forcejeos y varias personas resul-
tan asfixiadas por los gases de la policía. 

M A R T E S  2 1 Unos 500 manifestantes de Napo ocupan la estación de bombeo Sardinas
suspendiendo las operaciones del Oleoducto de Crudos Pesados (OCP), se
enfrentan con policías y militares, resultando 3 manifestantes heridos de bala.
Tras conocer la noticia, el presidente Palacio declara el estado de emergencia
en la provincia y suspende los derechos ciudadanos. Dos alcaldes y la prefec-
ta son detenidos acusados de sabotear la producción petrolera y otras 8 per-
sonas, por incumplir el toque de queda. El gobernador de la provincia, Marco
Miño, renuncia a su cargo. Por otro lado, los delegados de Chimborazo man-
tienen una reunión con el ministro de Economía, quien se compromete a ini-
ciar la transferencia de recursos a partir del 1° de marzo. 

M I É R C O L E S  2 2 Unas 5 mil personas marchan en Tena, provincia de Napo, contra la suspen-
sión de los derechos ciudadanos. Posteriormente, la prefecta de Napo y los 2
alcaldes detenidos son puestos en libertad. Por la noche, representantes del
Ejecutivo y las autoridades locales de Napo alcanzan un acuerdo preliminar.
La jornada deja 15 heridos y más de 20 detenidos.
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J U E V E S  2 3 Se reúnen las autoridades de Napo y los ministros de Gobierno, Economía,
Obras Públicas y Educación, y redactan el acuerdo alcanzado. La provincia
deberá aportar el 26% de los recursos para obras de infraestructura y el esta-
do el 74% restante; se realizará un estudio de factibilidad para la construcción
del aeropuerto de Tena y se promete finalizar la Trocal Amazónica. El paro se
suspende y el gobierno levanta el estado de emergencia.

M A R Z O  

V I E R N E S  3 El presidente de la Corte Suprema de Justicia (CSJ) de Quito, Fernando
Casares, dicta el sobreseimiento definitivo y ordena la libertad del ex presi-
dente Lucio Gutiérrez, su hermano Gilmar y su ex colaborador Fausto Cobo.
Según el juez no hubo delito de sedición. 

M A R T E S  7 Unos 4 mil trabajadores tercerizados de Petroecuador en Orellana y
Sucumbíos, organizados en la Federación de Trabajadores Petroleros
Tercerizados (FETRAPET), inician un paro por 48 hs con toma de pozos en
ambas provincias para exigir la devolución de la autonomía administrativa y
financiera a Petroecuador, que todos los empleados tercerizados pasen a
planta estable y que el estado se haga cargo del pago del seguro social que las
empresas adeudan desde hace 3 meses. Rechazan la firma del TLC y deman-
dan la caducidad del contrato de OXY. Más tarde, el gobierno declara el esta-
do de emergencia en Napo, Orellana y Sucumbíos y se suspenden las garan-
tías constitucionales y se militariza la zona. 

M I É R C O L E S  8 Trabajadores, estudiantes, docentes, miembros del sector salud y de organiza-
ciones sociales, entre otros, convocados por el Frente Unitario de Trabajadores
(FUT), realizan una huelga nacional por 24 hs que paraliza al país, con toma
de calles y carreteras en todas las provincias, para declararle la guerra a Palacio
y a sus políticas neoliberales. Exigen que no se privatice ni municipalice la
educación y que se mejore su presupuesto, que se entregue el carné estu-
diantil, que se respete el incremento de 30 dólares al salario básico unificado
resuelto por el Consejo Nacional de Salarios (CONADES), la salida del minis-
tro de Trabajo, Galo Chiriboga, y que se le realice un juicio político. Rechazan
la tercerización laboral y el trabajo por horas, el TLC y la continuidad de la
petrolera OXY en el país. Se registran grandes protestas en Quito, Esmeraldas,
Manabí, Orellana, Sucumbíos y Ambato.

V I E R N E S  1 0 Los empleados de Petroecuador, organizados en la FETRAPET en Orellana y
Sucumbíos, son desalojados por la fuerza pública, y los pozos petroleros son
puestos a operar, aunque el paro de actividades, ahora indefinido, se mantie-
ne. En el cantón La Joya de los Sachas cierran la vía hacia el Coca y Lago Agrio,
y 3 dirigentes son detenidos por la policía. 
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D O M I N G O  1 2 La FETRAPET levanta el paro en Orellana y Sucumbíos luego de arribar a un
acuerdo con representantes de Petroproducción y el gobierno, en el que la
petrolera se compromete a otorgar estabilidad laboral a todos los trabajadores
a través de las empresas tercerizadoras, evitar represalias contra los trabajado-
res y mejorar la seguridad social. El decreto de emergencia se mantiene sólo
en las instalaciones petroleras. Los dirigentes detenidos durante el paro pasan
a manos de los fiscales de la rama militar.

L U N E S  1 3 Indígenas de Cotopaxi bloquean la Panamericana Sur, en el sector Salcedo, y
aíslan la provincia en demanda de recursos. El bloqueo se extiende hasta
Tungurahua, donde los transportistas urbanos apoyan la paralización provin-
cial. Por la noche, campesinos de Tulcán e Imbabura bloquean las vías. De
igual manera, se bloquean las vías que conectan Otavalo con Tabacundo y
Cayambe, al norte de Pichincha. En Carchi, bloquean el puente internacional
de Rumichaca.

M A R T E S  1 4 Indígenas, campesinos y organizaciones sociales realizan una jornada de pro-
testa contra el TLC y OXY, y bloquean las vías de las provincias de Imbabura,
Cotopaxi, Tungurahua, Pastaza, Chimborazo, Bolívar y Cañar, bajo la consigna
“enterrar al TLC”. Cotopaxi radicaliza la protesta y bloquea la Panamericana
Norte, que conduce a Quito. En Tungurahua y Pastaza el bloqueo es total. En
Cañar y Zamora Chinchipe, unos 500 indígenas de la Confederación de
Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE), bloquean la vía que une
Cañar con Guayas. 

M I É R C O L E S  1 5 El presidente Palacio califica de “plan malévolo” las protestas indígenas y ase-
gura que continuará negociando el TLC. Las comunidades de Imbabura y del
norte de Pichincha vuelven a cerrar la Panamericana en diversas zonas. En
Cotopaxi se producen enfrentamientos con el ejército y 2 manifestantes resul-
tan heridos. Sucumbíos, Orellana y Napo exigen el cumplimiento de 4 puntos
acordados, entre ellos, la libertad de los trabajadores de FETRAPET y de los
detenidos en las manifestaciones y que se archiven las causas penales sin que
haya persecución política o jurídica. En Pastaza, mil manifestantes incendian
las oficinas de la empresa petrolera AGIP y se producen choques con militares
y policías, resultando 12 manifestantes heridos. El prefecto de Tungurahua
logra un acuerdo con el gobierno que se compromete a entregar los 32 millo-
nes de dólares que exige la provincia, y se anuncia el levantamiento del paro.
El ministro de Gobierno, Alfredo Castillo, renuncia al cargo para que el presi-
dente escoja con libertad a quien pueda afrontar la crisis.

J U E V E S  1 6 Los dirigentes de la CONAIE rompen el diálogo con el gobierno y anuncian
que los manifestantes retornan a sus comunidades para descansar y preparar
un levantamiento nacional si el gobierno intenta firmar el TLC. 

O
SA

L2
06

CR
O

N
O

LO
GÍ

A
[R

EG
IÓ

N
AN

D
IN

A
- E

CU
AD

O
R]



[A
ÑO

VI
I N

º 1
9 

EN
ER

O
-A

BR
IL

20
06

]

V I E R N E S  1 7 Los dirigentes del paro de Pastaza levantan la medida luego de una reunión
con el gobierno en la que este acepta construir un hospital y aprueba la crea-
ción de 130 partidas docentes a partir de septiembre. 

D O M I N G O  1 9 La Asamblea Popular de Cotopaxi y el Comité de Paro inician protestas, con
cierres de vías intercantonales e interprovinciales y la suspensión de las activi-
dades educativas, comerciales y de transporte, para exigir al gobierno la entre-
ga de 45 millones de dólares para 6 de los cantones provinciales. Por su parte,
el Movimiento Indígena de Cotopaxi anuncia su traslado a Quito para respal-
dar el rechazo al tratado comercial. En Otavalo los bloqueos producen desa-
bastecimiento, escasez de combustibles y especulación con los productos de
primera necesidad.

L U N E S  2 0 Se reactiva la protesta indígena en rechazo al TLC y a la presencia de OXY en
el país y para exigir que se nacionalice el petróleo. El corte de carreteras aísla
las provincias de Carchi, Chimborazo, Tungurahua, Imbabura, Cotopaxi, Azuay
y Zamora con el resto del país. Una gran cantidad de indígenas llega a Quito
en la protesta denominada “toma de Quito”, para exigir que se convoque a
una consulta popular. Más organizaciones, como la Federación de Pueblos
Awá del Ecuador, se suman al paro. 

M A R T E S  2 1 Mil indígenas de diversas provincias realizan en Quito una marcha hasta el
parque El Arbolito y el Congreso Nacional para que se convoque a una
Consulta Popular sobre el TLC y se declare la caducidad del contrato con OXY.
En Chimborazo, cierran las vías y resulta imposible dirigirse a la Costa. La pro-
vincia Morona Santiago se suma al paro. El gobierno decreta el estado de
emergencia en las provincias Carchi, Imbabura, Chimborazo, Cotopaxi, Cañar
y los cantones Tabacundo y Cayambe para evitar así pérdidas económicas y
escasez de alimentos.

M I É R C O L E S  2 2 Unos 10 mil militares son distribuidos en las ciudades que se encuentran bajo
estado de emergencia. En Imbabura, los indígenas se asientan a lo largo de
todo el tramo de la Panamericana y se resisten a desbloquear las carreteras,
totalmente militarizadas, y los campesinos de Guayas, El Oro y Los Ríos tam-
bién cierran vías. En Quito, más de 2 mil indígenas provenientes de todo el
país, junto con estudiantes universitarios, marchan hacia el Congreso Nacional
contra el TLC, pero en el Consejo Provincial de Pichincha, la policía impide
que la marcha avance. 

En Cotopaxi, los alcaldes levantan el paro luego de que el gobierno se com-
promete a entregar 16 millones de dólares para la realización de obras.

J U E V E S  2 3 Una marcha de indígenas y estudiantes es reprimida por la policía frente al
Congreso, resultando 20 asfixiados y 23 detenidos. En Guayaquil, estudiantes
de la Universidad de Guayaquil bloquean las calles aledañas a la ciudad uni-
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versitaria en rechazo al TLC y estudiantes secundarios protestan en el centro
histórico. En Azogues, unos 4 mil indígenas marchan hasta la Gobernación.
Luego, la CONAIE anuncia que suspende las protestas y esperará los resulta-
dos de las negociaciones del TLC, por lo que cientos de indígenas abandonan
las instalaciones de la Universidad de Quito y retornan a sus comunidades. El
estado de emergencia se mantiene. 

M I É R C O L E S  2 9 El Congreso aprueba la reforma a la Ley de Hidrocarburos, que implica la dis-
tribución del excedente del precio de venta del crudo en un 60% para el esta-
do y el 40% para las petroleras.

A B R I L

L U N E S  3 Finaliza en Washington, EE.UU., la XIV ronda de negociaciones del TLC. Queda
prevista una reunión para después de Semana Santa. 

M I É R C O L E S  5 Llegan a Quito unos 1.500 indígenas de la Federación Nacional de
Organizaciones Campesinas, Indígenas y Negras (FENOCIN) y el Consejo
de Pueblos y Organizaciones Indígenas Evangélicas del Ecuador (FEINE) en
la marcha “Por la Soberanía en contra del modelo neoliberal” y contra el
TLC, iniciada el 31 de marzo en el puente internacional Macará. La policía los
desaloja del parque El Ejido y 3 dirigentes resultan detenidos. Otros 200
indígenas se concentran en la Casa de la Cultura Ecuatoriana (CCE) para
protestar contra el TLC, luego de que la policía les impide que lleguen al par-
que El Arbolito. 

J U E V E S  6 Una marcha de Indígenas, campesinos, estudiantes y trabajadores, convoca-
dos por la FENOCIN, es violentamente reprimida por militares en Quito. Los
manifestantes se reagrupan y se dirigen a la CCE, donde comienzan a vender
sus productos directamente al consumidor para demostrar al gobierno que en
las provincias se trabaja y que requieren de un fondo de reactivación produc-
tiva. El gobierno ordena a los efectivos militares que impidan el ingreso a la
capital a todo aquel que vista poncho. El presidente de la FENOCIN anuncia
que, debido a la Semana Santa y a pedido de las bases, se dará una tregua al
gobierno y se suspenden las manifestaciones en rechazo al TLC.

Estudiantes secundarios y universitarios protestan en las inmediaciones de la
Universidad de Cuenca en contra del TLC. Se producen enfrentamientos con
la policía y un joven muere por una bala policial.

V I E R N E S  7 La FESE responsabiliza al gobierno de la muerte del estudiante Johny
Montesdeoca. El gobernador de Azuay, Alejandro Tenorio, asegura que la
muerte del menor es responsabilidad directa de los guardias de seguridad
del Banco de Pichincha quienes realizaron disparos previo a la llegada de la
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policía. Por la tarde, varios estudiantes rompen vidrios del edificio del men-
cionado Banco. 

El gobierno levanta el estado de emergencia en las provincias.

M I É R C O L E S  1 2 Las conversaciones del TLC quedan en suspenso a causa de la ley ecuatoriana
que obliga a las petroleras extranjeras a repartir ganancias extraordinarias
obtenidas por la elevación del precio internacional del crudo. 

J U E V E S  2 0 A 1 año de la revuelta de los “forajidos” que derrocara al ex presidente
Gutiérrez, simpatizantes del Movimiento Alianza País e integrantes de la agru-
pación Acción Democrática Nacional (ADN) se concentran en la tribuna de
Los Shyris, donde inauguran el Muro de la Dignidad, que representa la digni-
dad del pueblo que se levantó en abril. Los manifestantes exigen que no se
firme el TLC y que OXY se vaya del país.

L U N E S  2 4 Entra en vigencia la Ley Reformatoria a la Ley de Hidrocarburos, luego de que
el Congreso aceptara, el miércoles 19, la objeción parcial que el Ejecutivo emi-
tió sobre la misma para establecer la participación del estado en el 50% de los
excedentes en el precio del barril de petróleo.

M I É R C O L E S  2 6 El presidente Palacio anuncia que el equipo que intenta salvar el TLC con
EE.UU. comenzará a negociar acuerdos similares con todos los países, ante el
posible fracaso de las conversaciones con Washington.

J U E V E S  2 7  El gobierno pide formalmente a EE.UU., mediante una carta dirigida la repre-
sentante comercial de Norteamérica, Susan Schwab, fijar una fecha para el rei-
nicio de las negociaciones del TLC. 

V I E R N E S  2 8 Unos 30 miembros de la comunidad Taromenane son asesinados al sur de
Orellana. Según la Organización de Nacionalidades Huaorani del Ecuador, los
asesinos son madereros de la zona que mantienen enfrentamientos con los
grupos huaorani por su oposición a la explotación de madera. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ADN Acción Democrática Nacional
CCE Casa de la Cultura Ecuatoriana

CEOLS Central Ecuatoriana de Organizaciones Sindicales Libres
CONADES Consejo Nacional de Salarios

CONAIE Confederación de Nacionalidades Indígenas de Ecuador
CSJ Corte Suprema de Justicia

FARC Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia
FEINE Consejo de Pueblos y Organizaciones Indígenas Evangélicas del Ecuador
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FENOCIN Federación Nacional de Organizaciones Campesinas, Indígenas y Negras
FESE Federación de Estudiantes Secundarios del Ecuador

FETRAPET Federación de Trabajadores Petroleros Tercerizados
FUT Frente Unitario de Trabajadores

MPD Movimiento Popular Democrático
OCP Oleoducto de Crudos Pesados
OXY Petrolera Occidental 
TLC Tratado de Libre Comercio

UNE Unión Nacional de Educadores

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Magdalena Rauch.
Diarios: Hoy, La Hora y El Comercio.
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Perú

[cronología enero-abril 2006]

E N E R O

M A R T E S  3 Ollanta Humala, candidato presidencial por el Partido Nacionalista Peruano
(PNP), visita Venezuela, donde se reúne con el presidente de ese país, Hugo
Chávez, quien pide a la población peruana que apoye su candidatura. 

M I É R C O L E S  4 El presidente Toledo toma parte en la polémica desatada por el encuentro
Ollanta Humala-Hugo Chávez y convoca al embajador peruano en Venezuela,
debido a que considera que las declaraciones de Chávez constituyen una inje-
rencia en los asuntos internos del Perú. 

D O M I N G O  1 5 El Jurado Nacional Electoral (JNE) confirma la improcedencia de la inscripción
del ex presidente Fujimori como candidato presidencial. 

El Poder Ejecutivo amplía por 60 días el Estado de Emergencia en provincias y
distritos de Ayacucho, Huancavelica, Cusco y Junín, debido a las últimas accio-
nes violentas atribuidas a una posible alianza entre el narcotráfico y Sendero
Luminoso (SL). 

J U E V E S  1 9 El gobernador del estado de la Florida, EE.UU., John Ellis “Jeb” Bush, visita el
país para alentar el libre comercio con su estado. 

M A R T E S  3 1 El gobierno de EE.UU. publica en la página web de la Oficina del
Representante de Comercio (USTR) el capítulo agrícola del Tratado de Libre
Comercio (TLC) firmado con Perú, por medio del cual este se compromete a
no aplicar el sistema de franja de precios a los productos considerados sensi-
bles, entre otros puntos. 

F E B R E R O

M I É R C O L E S  1 Más de 150 pobladores de San Lorenzo, con el apoyo de vecinos de otras 3
comunidades nativas, rodean el campamento de Petróleos del Perú
(PETROPERÚ) en la provincia Datem del Marañón, Loreto, y obligan a los
trabajadores a suspender el bombeo de petróleo, en protesta por el incum-
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plimiento en la construcción de pistas, hospitales y un Banco de la Nación
en beneficio de su comunidad.

M I É R C O L E S  8 Una persona muere y 6 resultan heridas durante el desalojo de la estación de
bombeo de PETROPERÚ en Datem del Marañón, Loreto, tomada el pasado 1º
de febrero. 

V I E R N E S  1 7 Los trabajadores del Sindicato Único de Trabajadores Marítimos y Portuarios
del Puerto del Callao (SUTRAMPORPC) y de la Empresa Nacional de Puertos
(ENAPU) paran durante la jornada en demanda de su derecho a la negocia-
ción colectiva, reconocida por ley para el sector. 

M A R T E S  2 1 La justicia chilena ratifica la detención del ex presidente Alberto Fujimori. 

M A R Z O

M I É R C O L E S  8 Trabajadores afiliados a la Confederación General de Trabajadores del Perú
(CGTP) y pensionistas de la Central Nacional de Jubilados y Pensionados del
Perú (CENAJUPE) realizan un plantón frente al Congreso para exigir la libre
desafiliación a las Aseguradoras de Fondos de Pensiones (AFPs). 

V I E R N E S  1 0 El presidente Toledo se reúne en la Casa Blanca, Washington, con su homólo-
go norteamericano, George W. Bush, y discuten la firma del TLC entre ambas
naciones. 

L U N E S  1 3 La Justicia condena a 7 integrantes de SL a penas que oscilan entre los 15 y 30
años de prisión por terrorismo y delitos conexos. 

M A R T E S  1 4 Alrededor de 800 agricultores del Centro Nacional de Cocaleros del Perú
(CENCOP) realizan en Lima el “encuentro de unificación de cuencas cocaleras
del Perú”, donde confirman que las candidatas al Congreso y Parlamento Andino
por la Unión Por el Perú (UPP), Nancy Obregón y Elsa Malpartida, no represen-
tan a ningún valle y que, por lo tanto, no pueden arrogarse representatividad
alguna en su campaña electoral. Asimismo, Iburcio Morales, elegido presidente
del CENCOP, señala que las cuencas cocaleras del Monzón, San Gabán, La
Convención, Yanatile, Aucayacu, Leoncio Prado y el Valle de los Ríos Apurímac y
Ene (VRAE) han acordado retirar su apoyo a la candidatura de Ollanta Humala. 

M A R T E S  2 1 La justicia condena a los principales dirigentes del Movimiento Revolucionario
Túpac Amaru (MRTA) a penas que oscilan entre los 23 y 32 años por los deli-
tos de asesinato, secuestro y atentado contra la propiedad pública y privada. 

M I É R C O L E S  2 2 En el Día Mundial del Agua, trabajadores de la Federación de Trabajadores del
Agua Potable (FENTAP) e integrantes de los Frentes de Defensa del Agua y la
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Vida de Piura, Huancayo, Tacna, Moyabamba, Chimbote y otras ciudades del
interior se movilizan hacia sus municipalidades y prefecturas, en contra de la
privatización del Servicio de Agua Potable y Alcantarillado (SEDAPAL) y conce-
sión de las 54 Empresas Prestadoras de Servicios (EPS). En Lima, 15 mil per-
sonas marchan hacia el Congreso reclamando que los candidatos a la presi-
dencia de la República definan su posición al respecto. 

M I É R C O L E S  2 9 Decenas de miles de agricultores de todo el país, integrantes de diferentes
gremios como la Confederación Nacional Agraria (CNA) y la Confederación
Campesina del Perú (CCP), comienzan un paro por 48 hs en contra de la
firma del TLC con EE.UU. y en reclamo de la convocatoria a un referéndum
nacional. Centenares de agricultores del valle de Pisco, Ica, en especial algo-
doneros, protagonizan un violento enfrentamiento con la policía en el km 1
de la carretera Vía Los Libertadores, donde 20 algodoneros son detenidos. En
el Cusco, pobladores de las provincias de Paruro, Acomayo, Anta y
Chumbivilcas se movilizan por el centro histórico y realizan un plantón frente
a la Catedral. En provincias, por lo menos 12 mil campesinos acatan la medi-
da de fuerza, bloqueando algunas carreteras e impidiendo el tránsito de uni-
dades vehiculares. Los comerciantes de los centros de abastos ubicados en el
cercado de Tacna y distritos Gregorio Albarracín, Ciudad Nueva, Alto de la
Alianza, cierran sus puestos de venta. En Arequipa, los agricultores de la pro-
vincia de Camaná se movilizan por las diferentes calles de esta localidad. 

J U E V E S  3 0 Con bloqueos de carreteras y una movilización en el centro de Lima se cum-
ple el segundo y último día del paro nacional contra el TLC con EE.UU. En la
capital, cerca de mil agricultores se concentran en el Campo de Marte para
luego partir hacia el JNE y al Congreso. Tras la marcha, son recibidos por el
presidente del Legislativo, Marcial Ayaypoma, a quien le plantean no ratificar
el TLC y que promueva un referéndum y apoye un foro agrario en el
Congreso luego del proceso electoral. Los productores algodoneros del valle
de Pisco bloquean la Vía Los Libertadores, donde son desalojados por la poli-
cía, que detiene a 15 campesinos. Ganaderos y agricultores se movilizan por
las calles de Tacna hasta la Prefectura del lugar. En la provincia de Camaná se
reúnen cientos de agricultores, en su mayoría arroceros, que exigen una rene-
gociación antes de firmar el documento del TLC con EEUU. En la ciudad de
Arequipa se desarrolla también una movilización de los agricultores de la
Asociación Mutualista de Pequeños Agricultures de Cayma y Anexos
(AMPACA), quienes se manifiestan con sus tractores. 

A B R I L

V I E R N E S  7 El JNE emite la resolución de Aprobación del pedido de Referéndum para la
firma del TLC con EE.UU. En consecuencia, la iniciativa debe ser discutida en
el Congreso de la República. 
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D O M I N G O  9 Más de 16 millones de peruanos van a las urnas para elegir presidente, 2 vice-
presidentes, 120 miembros del Congreso unicameral, 5 parlamentarios andi-
nos y 10 parlamentarios suplentes. El candidato presidencial de la UPP,
Ollanta Humala, gana con el 30,62%; mientras que en el segundo lugar queda
el ex presidente de la República, Alan García, de Alianza Popular
Revolucionaria Americana (APRA), con el 24,32%, y en tercer lugar, Lourdes
Flores, de Unidad Nacional (UN), con el 23,80% de los votos. Como ningún
candidato supera el 50% de los sufragios, el próximo 4 de junio Humala y
García deberán competir en una segunda vuelta electoral. En el Congreso, el
APRA consigue mayor número de representantes, seguido por la UN y la UPP.
Según la Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE), el ausentismo
registrado es del 10%. 

M I É R C O L E S  1 2 El ministro de Comercio Exterior, Alfredo Ferrero, y el representante comercial
de EE.UU., Robert Portman, firman en la sede de la Organización de Estados
Americanos (OEA) el documento del TLC entre ambos países. 

S Á B A D O  1 5 Alrededor de 2 mil trabajadores de la minera Yanacocha, departamento de
Cajamarca, comienzan un paro indefinido en reclamo de mejoras salariales,
respeto a las 8 hs de trabajo y la reposición de obreros despedidos.

L U N E S  1 7 La dirigencia sindical de la minera Yanacocha comienza un diálogo con fun-
cionarios de la empresa, en demanda de mejoras salariales y laborales.
Mientras tanto, alrededor de 500 trabajadores marchan por las calles de
Cajamarca y otro grupo bloquea la carretera que conduce a la mina de oro.
Dos personas son detenidas, al enfrentarse con la policía, que intenta despe-
jar la carretera Cajamarca-Bambamarca. 

M A R T E S  2 5 Al menos 5 mil trabajadores de la salud, entre técnicos, auxiliares, personal
administrativo y asistencial, nucleados en la Federación Nacional Unificada de
Trabajadores de Salud (FENUTSA) realizan una marcha hasta el Ministerio de
Salud (MINSA) como comienzo de un paro indefinido en reclamo del nom-
bramiento del personal contratado y de aumentos salariales, y en rechazo a la
entrega de los hospitales públicos a las municipalidades. El MINSA señala que
la huelga es ilegal.

J U E V E S  2 7 El presidente de Venezuela, Hugo Chávez, tilda a Alan García de “corrupto y
ladrón de siete suelas”.

V I E R N E S  2 8 El gobierno de Perú entrega una nota de protesta a Venezuela por la “flagrante
intromisión” del presidente de ese país en las elecciones peruanas. En el docu-
mento, el gobierno peruano considera que el apoyo de Hugo Chávez al candi-
dato presidencial Ollanta Humala y las críticas a su rival, el líder aprista Alan
García, son “una violación a los principios de la Carta Democrática de la OEA”. 
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S Á B A D O  2 9 El presidente de Venezuela, Hugo Chávez, se refiere a la nota enviada por el
gobierno peruano a su país, afirmando que Alejandro Toledo y el candidato
presidencial del APRA son “caimanes del mismo pozo”. El gobierno de Perú,
en tanto, ordena el retiro de su embajador en Venezuela. 

G L O R A R I O  D E  S I G L A S  

AFPs Aseguradoras de Fondos de Pensiones 
AMPACA Asociación Mutualista de Pequeños Agricultures de Cayma y Anexos 

APRA Alianza Popular Revolucionaria Americana 
CCP Confederación Campesina del Perú 

CENAJUPE Central Nacional de Jubilados y Pensionados del Perú 
CENCOP Centro Nacional de Cocaleros del Perú 

CGTP Confederación General de Trabajadores del Perú
CNA Confederación Nacional Agraria 

ENAPU Empresa Nacional de Puertos
EPS Empresas Prestadoras de Servicios 

FENTAP Federación de Trabajadores del Agua Potable 
FENUTSA Federación Nacional Unificada de Trabajadores de Salud 

JNE Jurado Nacional Electoral 
MINSA Ministerio de Salud 
MRTA Movimiento Revolucionario Túpac Amaru 
OEA Organización de Estados Americanos 

ONPE Oficina Nacional de Procesos Electorales 
PETROPERÚ Petróleos del Perú 

PNP Partido Nacionalista Peruano 
SEDAPAL Servicio de Agua Potable y Alcantarillado 

SL Sendero Luminoso 
SUTRAMPORPC Sindicato Único de Trabajadores Marítimos y Portuarios del Puerto del Callao 

TLC Tratado de Libre Comercio 
UN Unidad Nacional 

UPP Unión por el Perú 
USTR Oficina del Representante de Comercio 
VRAE Valles de los Ríos Apurímac y Ene 

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Mariana C. Fassi.
Fuentes: diarios Correo, La República, RPP Noticias y 24 Horas Libre. 
Otras fuentes: Indymedia Perú, Rebelión, Comunidad Web de Movimientos
Sociales, ADITAL, Aymara UTA, Prensa Indígena, Frente Regional Puno y ALAI.
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Venezuela

[cronología enero-abril 2006]

E N E R O

D O M I N G O  1 A través de la migración de los convenios operativos a empresas mixtas,
Petróleos de Venezuela SA (PDVSA) retoma el control de 32 campos petrole-
ros que estaban en manos de varias empresas privadas, entre las que se des-
tacan, Repsol YPF, Shell, Chevron y Petróleos Brasileños (PETROBRAS). 

L U N E S  2 Más de 600 trabajadores de la Dirección de Infraestructura y Mantenimiento
de Obras (DIMO) de la Gobernación del estado Táchira, despedidos el 30 de
diciembre de 2005, protestan en la sede del organismo y en la del poder eje-
cutivo regional, para solicitar una reunión con el gobernador por la medida
tomada. Además, denuncian que se desconoce el artículo 125 de la Ley del
Trabajo que establece la remuneración doble para el empleado despedido de
manera injustificada.

M I É R C O L E S  4 El gobierno de Perú llama a consulta a su embajador en Caracas, Carlos
Urrutia, como respuesta a lo que considera injerencia en los asuntos internos
del país, tras el apoyo expresado por el presidente venezolano Hugo Chávez a
la candidatura presidencial del ex militar nacionalista Ollanta Humala.

V I E R N E S  6 El viceministro de Relaciones Exteriores para América Latina, Pável Rondón,
asegura que gracias a las conversaciones mantenidas con la cancillería de Perú
y la posterior emisión de un comunicado, el impasse con el gobierno perua-
no, originado por la presencia en Caracas del candidato presidencial de ese
país, Ollanta Humala, está superado, y que próximamente arribará a
Venezuela el emisario diplomático peruano. 

M I É R C O L E S  1 1 Productores de maíz de los estados Barinas, Portuguesa, Cojedes, Bolívar y
Monagas cierran la carretera nacional entre Valle de la Pascau y Chaguaramas
por más de una hora, acusando a los agroindustriales de no pagar el precio
mínimo estipulado por el Ministerio de Industrias Ligeras y Comercio (MILCO)
para el kilo de ese producto.

V I E R N E S  1 3 Cerca de mil jubilados de la Policía Metropolitana (PM), según datos de los
organizadores, protestan frente a la Alcaldía Metropolitana, en Caracas, para exi-
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girle al alcalde Juan Barreto el pago de sus pasivos laborales. La protesta finaliza
cuando fuerzas policiales lanzan gases lacrimógenos a los manifestantes.

En el marco de su mensaje anual a la Asamblea Nacional (AN), el presidente
Hugo Chávez denuncia al gobierno de EE.UU. por irrespetar a Venezuela al
pretender prohibirle a España y Brasil concretar la venta de aeronaves de
transporte y entrenamiento y barcos de patrullaje con partes norteamericanas.
Además, afirma contar con información que podría demostrar una conspira-
ción de EE.UU. contra el presidente electo de Bolivia, Evo Morales.

J U E V E S  1 9 En el cuarto día de protestas, más de 600 estudiantes y un grupo de profeso-
res de la Universidad Nacional Experimental Politécnica (UNEXPO) Luis
Caballero Mejías cierran la Av. Intercomunal Guatire-Guarenas, el Distribuidor
Nueva Casarapa y las Pistas Norte y Sur, en protesta por el hacinamiento y la
falta de laboratorios.

V I E R N E S  2 0 Unos 2 mil maestros dependientes del ejecutivo del estado Yaracuy toman
la sede de la gobernación en reclamo del pago de sus quincenas y otras rei-
vindicaciones salariales, como el cestatícket, fideicomiso, clasificación y
reclasificación.

M A R T E S  2 4 Cerca de 60 mil activistas, luchadores por la paz, intelectuales, representantes
de movimientos indígenas y de variadas organizaciones civiles marchan en
Caracas en contra de la guerra y el imperialismo, dando inicio formal al VI
Foro Social Mundial (FSM).

Unos mil estudiantes del ciclo medio y diversificado, el Instituto de Tecnología
del estado Trujillo y el Núcleo Universitario Rafael Rangel de la Universidad de
Los Andes (ULA), y autoridades marchan en la ciudad de Trujillo para exigir
celeridad en la investigación de la muerte del estudiante Dave Parker Ávila
Urbina, ocurrida el pasado 29 de noviembre durante una manifestación en la
Villa Universitaria.

D O M I N G O  2 9 Con una asamblea de movimientos sociales realizada en el Teatro Teresa
Carreño de Caracas, finaliza el VI FSM. De la misma, surge una declaración
que llama a la realización de una campaña mundial contra la guerra y la mili-
tarización estadounidense, la creación de un tribunal popular de resguardo
del derecho a la salud, a luchar por la democratización de la propiedad de los
medios de comunicación y de la información, a apoyar la campaña colom-
biana contra el terrorismo de estado y luchar contra el Tratado de Libre
Comercio (TLC) y otras formas de comercio que se intentan imponer en
Latinoamérica y el Caribe.
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F E B R E R O

J U E V E S  2 Más de 3 mil personas de Maracay, pertenecientes a la Organización
Comunitaria de Viviendas (OCV) Ciudad Crespo, retienen a directivos, conce-
jales, empleados, obreros y público que se encuentra en la sede de la Alcaldía
de Girardot durante más de 3 hs, para exigir respuestas de las autoridades
municipales acerca de la compra de los terrenos de la hacienda Tucupido-
Guasimal para construir un desarrollo habitacional.

S Á B A D O  4 Miles de simpatizantes chavistas provenientes de todo el país, encabezados por
ministros, diputados y dirigentes del oficialismo, marchan por las calles de
Caracas hasta la Av. Bolívar para conmemorar el 14º aniversario del 4 de febre-
ro de 1992, día del levantamiento encabezado por el hoy presidente Hugo
Chávez contra el gobierno de Carlos Andrés Pérez. Por su parte, la oposición
realiza una marcha en contra de la celebración y para exigir que el escrutinio de
la elección presidencial del próximo 3 de diciembre se haga de forma manual.

M A R T E S  7 Un grupo de campesinos de 40 cooperativas de agricultores pertenecientes a
la Coordinadora Nacional Ezequiel Zamora toma las instalaciones de la Oficina
Regional del Instituto Nacional de Tierras (INTI) en el km 7 de la vía Perijá,
estado Zulia, en demanda de celeridad en los trámites para la tenencia de tie-
rras. Reclaman además cartas agrarias, agua para el riego, seguridad, planes
de financiamiento y mejores vías de comunicación.

J U E V E S  9 Un total de 72 escuelas del estado Aragua paralizan las actividades en protes-
ta a la suspensión de manera ilegal y arbitraria, del pago de la prima geográfi-
ca por dictar clases en zonas de difícil acceso, rurales, marginales, insulares y
fronterizas, que perciben unos 4 mil docentes, de acuerdo a la contratación
colectiva firmada en 1996.

Más de 2 mil productores agrícolas cerealeros provenientes de todo el país,
protestan frente al Palacio de Miraflores, en Caracas, para exigir respuestas
concretas y definitivas a los problemas que enfrentan por la colocación de la
cosecha 2005. Piden un nuevo precio para el sorgo, el arroz tipo A y B, y el
maíz. Tras 9 hs de reunión, los representantes de los agricultores, la agroin-
dustria y el Ejecutivo suscriben un acta compromiso mediante la cual la indus-
tria se compromete a recibir 700 mil toneladas de maíz almacenado cuando el
gobierno fije un nuevo precio a la harina de maíz precocida.

L U N E S  1 3 Unos mil adjudicatarios pertenecientes al mercado municipal de San Félix,
estado Bolívar, cierran las puertas de ese punto de venta para exigir una res-
puesta de la municipalidad a la demanda de mejoras en la infraestructura del
mercado, que carece de baños, alumbrado y seguridad, y el reacondiciona-
miento de alrededor de 1.300 puestos de venta que carecen de controles sani-
tarios, entre otras cosas. 
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M A R T E S  1 4 Las 54 líneas de transporte que constituyen el Bloque del Oeste, en Caracas,
paralizan las actividades durante todo el día en protesta por la muerte de
Wilmer Sandoval, ocurrida el día anterior en el hospital de Los Magallanes de
Catia, tras ser herido por 2 delincuentes la tarde del pasado viernes para
robarle 100 mil bolívares.

Unos 1.600 docentes interinos de instituciones adscritas a la gobernación del
estado Zulia protestan frente al Palacio de Gobierno en reclamo de su contra-
tación en forma definitiva y del pago de sueldos atrasados, que en algunos
casos llegan a 5 años. 

L U N E S  2 0 Un total de 1.500 ex trabajadores de la Compañía Anónima Cigarrera Bigott
protestan ante la sede de los tribunales laborales de Caracas para ser incluidos
en el acuerdo logrado entre la empresa y los trabajadores activos, referido al
artículo 218 de la Ley Orgánica del Trabajo (LOT). La misma establece el pago
de beneficios derivados de la prestación de la jornada laboral dominical.

M A R Z O

D O M I N G O  5 Al finalizar la visita dominical, 793 familiares son tomados como rehenes por
los internos del penal de Uribana, en el estado Lara, en protesta por las pési-
mas condiciones de vida. Además, exigen la salida del director del centro
penal, Guillermo Machado, el traslado de algunos reclusos que fueran envia-
dos a El Dorado, celeridad en los procesos judiciales y que se reinserte el per-
miso de ingreso de los niños en las visitas. 

L U N E S  6 El presidente de la organización Rumbo Propio, Néstor Suárez, desestima las
acusaciones de movimiento separatista, ya que su propuesta es la autonomía
para el estado Zulia. Informa además que su grupo es de derecha y que en su
programa de gobierno se establecen una serie de privatizaciones, proyectos
para eliminar las reglamentaciones y las trabas burocráticas; desaparece la
figura del gobernador del estado y surge la del presidente del estado Zulia,
como en las provincias españolas y se crea una cámara del senado para que
el gobierno regional pueda ocuparse con mayor eficacia de la seguridad jurí-
dica y física. Por su parte, el secretario de Gobierno del estado Zulia, Nelson
Carrasquero, rechaza las acusaciones hechas por el presidente Chávez sobre
un supuesto plan separatista fomentado por el gobernador Manuel Rosales,
con apoyo de funcionarios estadounidenses. Ante esto, miembros de los par-
tidos oficialistas Movimiento V República (MVR), Patria Para Todos (PPT) y
Podemos exigen a la Fiscalía General de la República que se investigue a la
organización Rumbo Propio y piden que se les abra juicio a sus dirigentes por
lesionar los intereses de la nación y por traición a la patria.
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M I É R C O L E S  8 En el Día Internacional de la Mujer, cientos de chavistas lideradas por la dipu-
tada Cilia Flores, marchan hasta la Embajada de EE.UU., donde entregan un
documento suscrito por más de 2 millones de firmas, que exige el retiro de las
tropas norteamericanas de Irak. Por su parte, un grupo de mujeres de Acción
Democrática (AD) protesta ante el Ministerio Público de Maracaibo por el
retardo procesal en el caso del asesinato de la dirigente regional de ese parti-
do, Evangelina Carrizo. En tanto, las militantes de Primero Justicia (PJ) se con-
centran frente al palacio de Miraflores para exigir que se tomen medidas
inmediatas de seguridad para resguardar a todas las familias venezolanas.

J U E V E S  9 Unos 4 mil estudiantes de la Escuela de Ingeniería de Petróleo del Núcleo de
la Universidad de Oriente (UDO), del estado Monagas, suspenden las activi-
dades por tiempo indefinido para respaldar una denuncia de acoso sexual,
que involucra a 4 profesores que piden favores sexuales a cambio de apro-
barles las materias a algunas alumnas mujeres.

M A R T E S  1 4 Profesores de las universidades Central, Carabobo, Zulia, Oriente, Los Andes,
Experimental de Guayana y Experimental de Los Llanos Ezequiel Zamora mar-
chan en Valencia, estado Carabobo, para exigir al ministro de Educación
Superior, Samuel Moncada, que se siente a dialogar con los docentes para defi-
nir un cronograma de cancelación de las deudas pendientes con este sector.

Los 793 familiares rehenes de los presos de la cárcel de Uribana, estado Lara,
desde el pasado domingo 5, son liberados tras una serie de negociaciones
efectuadas entre las autoridades y los reclusos. Producto de la negociación, los
internos logran la sustitución del director del penal, Guillermo Machado.

Habitantes del sector La Paragua, estado Bolívar, queman la sede del Teatro de
Operaciones Nº 5 en protesta por el violento desalojo de mineros ilegales rea-
lizado durante la noche anterior por efectivos militares y que deja un saldo de
2 muertos, 2 heridos y 53 detenidos.

M I É R C O L E S  1 5 Más de 4 mil jóvenes procedentes de las diferentes universidades y centros de
estudios universitarios de los estados Zulia, Mérida, Táchira, Trujillo, Falcón,
Lara, Yaracuy y Aragua marchan hasta la sede de la Fiscalía del Ministerio
Público en Maracaibo, estado Zulia, para solicitar que investigue las acciones
emprendidas por la organización Rumbo Propio, en su intención de querer
separar al estado Zulia del resto del territorio venezolano.

M I É R C O L E S  2 2 Cerca de 4.500 trabajadores del sector construcción marchan hasta la sede de
la gobernación de Barinas, en esa ciudad, para exigir que se investigue la ola
de asesinatos que ha cobrado la vida de 5 representantes sindicales. Además,
solicitan custodia y vigilancia policial para sus dirigentes.

O
SA

L2
20

CR
O

N
O

LO
GÍ

A
[R

EG
IÓ

N
AN

D
IN

A
- V

EN
EZ

UE
LA

]



O
SA

L2
21

[A
ÑO

VI
I N

º 1
9 

EN
ER

O
-A

BR
IL

20
06

]

D O M I N G O  2 6 Unas 1.500 personas convocadas por el opositor Comando Nacional de la
Resistencia marchan hasta la Fiscalía de la República para rechazar lo que con-
sideran una persecución desde el Ministerio Público en contra de sectores
democráticos disidentes, medios de comunicación y periodistas. Una comi-
sión del Comando entrega un documento a los fiscales de turno en el que se
exige la libertad de los presos y perseguidos políticos, además de solicitar la
renuncia del fiscal general de la República, Isaías Rodríguez.

J U E V E S  3 0 Los trabajadores de la Alcaldía de Sotillo cortan durante más de 2 hs la Av.
Municipal, que une Puerto La Cruz con el resto del área metropolitana, y que-
man cauchos e imágenes del gobernador y de los 5 concejales que se niegan
a aprobar un crédito de más de 2 mil millones de bolívares para pagar pasivos
laborales y ejecutar obras comunitarias regionales. Asimismo, los dirigentes
sindicales de los empleados, obreros y docentes suspenden todas las activida-
des departamentales, incluidas las clases, recolección de basura y el suminis-
tro de agua potable a través de camiones cisterna.

Más de 3 mil personas, agrupadas en el Frente de Trabajadores Petroleros
Desempleados de Caripito, toman los portones de las instalaciones de PDVSA
en esa ciudad del estado Monagas en protesta por la implementación del
Sistema de Democratización del Empleo (SISDEM), que elimina la cláusula
mediante la cual los sindicatos tienen una cuota en la asignación de los pues-
tos de trabajo.

V I E R N E S  3 1 Más de 500 alumnos y profesores de 4 colegios de las urbanizaciones Vista
Alegre y Bella Vista marchan por las calles del lugar para protestar por el
secuestro de los 3 hermanos Faddoul Diab, el pasado 23 de febrero, y exigen
al gobierno nacional que preste más atención al caso.

A B R I L

M I É R C O L E S  5 Vecinos de la urbanización Vista Alegre, de Caracas, junto con amigos, compa-
ñeros de estudio, maestras, amas de casa y trabajadores de la zona, entre
otros, marchan y cortan la autopista Francisco Fajardo a la altura del puente
Los Leones, en protesta por el asesinato de los hermanos Faddoul Diab y su
chofer, Miguel Rivas, secuestrados desde el pasado 23 de febrero. Otros cor-
tes y protestas por el mismo motivo se producen en varios puntos de la capi-
tal y en las afueras de la Universidad Central de Venezuela (UCV), donde el
reportero gráfico Jorge Aguirre, de la Cadena Capriles, muere a causa de una
herida de bala provocada por un supuesto efectivo policial. También se desa-
rrollan distintos tipos de protestas en las ciudades de Valencia, Maracay,
Puerto Ordaz, Lechería, San Critóbal, Mérida y Porlamar, en las cuales se exige
la renuncia del ministro de Interior y Justicia, Jesse Chacón, y del fiscal general
Isaías Rodríguez.



Los representantes de PDV Caribe, filial de PDVSA y de la Asociación
Intermunicipal Energía para El Salvador (ENEPASA) firman en San Salvador el
acta constitutiva de la empresa mixta Alba Petróleos de El Salvador, la cual rea-
lizará las labores de importación, almacenamiento y comercialización de com-
bustible venezolano en dicho país.

L U N E S  1 0 Cerca de 300 enfermeros y enfermeras del Hospital Universitario de
Maracaibo (HUM), estado Zulia, realizan una protesta en el edificio para exigir
la nulidad de la medida adoptada por el director del centro médico, Dámaso
Domínguez, de eliminar el departamento de enfermería.

PDVSA y Cuba Petróleo (CUPET) firman en La Habana un contrato mediante
el cual se crea la empresa mixta PDV-CUPET, controlada en un 51% por Cuba
y un 49% por Venezuela. Mediante el acuerdo, se le concede a la nueva com-
pañía la facultad de comprar, vender y comercializar hidrocarburos, dentro y
fuera del territorio cubano, transportar por la vía fluvial o terrestre petróleo y
sus derivados, y exportar.

M I É R C O L E S  1 9 Durante la Cumbre de Presidentes realizada en Asunción del Paraguay, frente
a sus homólogos de Paraguay, Nicanor Duarte, de Bolivia, Evo Morales, y de
Uruguay, Tabaré Vásquez, el presidente Hugo Chávez declara que Venezuela
se prepara para abandonar la Comunidad Andina de Naciones (CAN) ya que
beneficia a las élites y a las transnacionales; especialmente después que
Colombia y Perú firman un TLC con EE.UU. 

S Á B A D O  2 2 El gobierno venezolano envía a la CAN la carta en la que denuncia el Acuerdo
de Cartagena, primer paso para formalizar la salida de Venezuela de la misma.

Unas 50 mil personas, convocadas por las federaciones de estudiantes de las uni-
versidades Santa María, Santa Rosa, Monte Ávila, Simón Bolívar, Metropolitana,
José María Vargas, UCV y Universidad Católica Andrés Bello (UCAB), acompa-
ñadas por diversos partidos políticos de oposición y otras organizaciones de la
sociedad civil, realizan la manifestación “Acuéstate por la vida”, dibujando
siluetas de cuerpos en el asfalto de la Av. Francisco de Miranda, municipio
Chacao, Caracas, en protesta por las 70 mil víctimas de la delincuencia de los
últimos 7 años, y exigir mayor seguridad y el cese de las muertes violentas.
Por su parte, jóvenes estudiantes chavistas integrantes de la Federación
Bolivariana de Estudiantes (FBE), con el apoyo de algunos diputados de la AN,
realizan la marcha “Muévete por la Seguridad”, desde la UCV hasta el
Ministerio del Interior y Justicia (MIJ) en respaldo de las políticas de seguridad
del gobierno y presentan un documento con 9 propuestas, entre ellas, su
inclusión en las instancias de concertación para luchar contra la violencia y la
inseguridad.
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L U N E S  2 4 Durante una rueda de prensa, el presidente Chávez asegura estar dispuesto a
reconsiderar la salida de Venezuela de la CAN si, tal como lo plantea el presi-
dente boliviano Evo Morales, Colombia y Perú reconsideran también la adhe-
sión al TLC con EE.UU.

M I É R C O L E S  2 6 Unos 850 trabajadores de Alimentos Polar, planta Valencia, estado Carabobo,
impiden el despacho de productos hacia el interior del estado para protestar
porque, según ellos, la empresa está violando lo establecido en la contratación
colectiva, la LOT y la Ley de Conservación y Medio Ambiente de Trabajo, ya que
desde hace meses obliga a los obreros a trabajar un promedio de 56 hs sema-
nales, sin pago de horas extras y en turnos rotativos sin previa consulta.

Unos 2.700 vehículos pertenecientes a 12 líneas urbanas, 9 suburbanas y 14
de taxis suspenden el servicio en las rutas del municipio Cabimas, estado
Zulia, y cierran las 6 intersecciones que dan entrada al mismo por la Av.
Intercomunal y la carretera Lara-Zulia, además de 20 cortes internos, como
protesta por la mala vialidad, la inseguridad y la proliferación de unidades
piratas en sus rutas.

Aproximadamente 3 mil integrantes del Frente de Desempleados Petroleros
de Caripito, estado Monagas, toman los portones de las instalaciones de
PDVSA en la zona y secuestran un camión de la empresa para exigir puestos
de trabajo y la eliminación del SISDEM. Funcionarios militares de la 32º
Brigada de Cazadores y de la Guardia Nacional (GN) se enfrentan con los
manifestantes con un saldo de 24 personas detenidas.

J U E V E S  2 7 Un grupo de enfermeras y enfermeros pertenecientes al Seguro Social, al
Ministerio de Salud, hospitales metropolitanos y clínicas populares, prove-
nientes de los estados Zulia, Nueva Esparta, Anzoátegui, Portuguesa, Aragua y
Miranda, se manifiestan frente a la Vicepresidencia de la República para
denunciar que desde 2001 tienen el salario congelado. Además, exigen el
cambio de estatus y la apertura de nuevos cargos, y reclaman la entrega del
bono presidencial y la bonificación nocturna. 

S Á B A D O  2 9 Los mandatarios Evo Morales de Bolivia, Fidel Castro de Cuba y Hugo Chávez
de Venezuela, firman en La Habana, Cuba, el Tratado de Comercio de los
Pueblos (TCP), que impulsa la Alternativa Bolivariana para las Américas
(ALBA). El acuerdo compromete a Venezuela a ampliar el suministro de
crudo, gas refinado y asfalto a Bolivia, y a la colocación de toda la exportación
de soja boliviana en los mercados cubano y venezolano. 
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G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AD Acción Democrática
ALBA Alternativa Bolivariana para las Américas

AN Asamblea Nacional
CAN Comunidad Andina de Naciones

CUPET Cuba Petróleo
DIMO Dirección de Infraestructura y Mantenimiento de Obras

ENEPASA Asociación Intermunicipal Energía para El Salvador
FBE Federación Bolivariana de Estudiantes
FSM Foro Social Mundial
GN Guardia Nacional

HUM Hospital Universitario de Maracaibo
INTI Instituto Nacional de Tierras
LOT Ley Orgánica del Trabajo
MIJ Ministerio del Interior y Justicia

MILCO Ministerio de Industrias Ligeras y Comercio
MVR Movimiento V República
OCV Organización Comunitaria de Viviendas

PDVSA Petróleos de Venezuela SA
PETROBRAS Petróleos Brasileños

PJ Primero Justicia
PM Policía Metropolitana
PPT Patria Para Todos

SISDEM Sistema de Democratización del Empleo
TCP Tratado de Comercio de los Pueblos
TLC Tratado de Libre Comercio

UCAB Universidad Católica Andrés Bello
UCV Universidad Central de Venezuela

UDO Universidad de Oriente
ULA Universidad de Los Andes

UNEXPO Universidad Nacional Experimental Politécnica

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Martín Fernández.
Fuentes: diarios Últimas Noticias, El Universal, Panorama Digital y El
Nacional.
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RReeggiióónn NNoorrttee

¿Hacia dónde se encaminan

las luchas de los

movimientos sociales? 
UUnnaa rreefflleexxiióónn ccrrííttiiccaa ssoobbrree llooss
aallccaanncceess yy llíímmiitteess ddee llaa lluucchhaa
ssoocciiaall yy ppooppuullaarr eenn GGuuaatteemmaallaa11

Simona V. Yagenova*

Los hombres hacen su propia historia, pero
no la hacen a su libre albedrío, bajo

circunstancias elegidas por ellos mismos,
sino bajo aquellas circunstancias con que

se encuentran directamente, que existen y
les han sido legadas por el pasado. 

18 Brumario, Karl Marx

El desvanecimiento de las esperanzas creadas durante
el proceso de paz, el estancamiento de múltiples
espacios de diálogo y negociación, e innumerables
demandas no cumplidas, fueron algunos de los deto-
nantes de un intenso ciclo de protesta2 (Tarrow, 2004)
que se inició en el año 2004 y tuvo su momento más
álgido durante las jornadas de marzo y abril de 2005
en contra de la ratificación legislativa del Tratado de
Libre Comercio (TLC). 

Este ciclo de lucha se inscribe dentro del marco de una
creciente oposición mundial a las políticas neoliberales.
Es síntoma de la crisis y agotamiento de la hegemonía
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F L A C S O  G u a t e m a l a .



neoliberal, cuyas manifestaciones más visibles son la emergencia de un nuevo ciclo de
lucha de clases, y un despliegue de conflictos y protestas de los movimientos sociales
en América Latina. 

Las múltiples y diversas luchas sociales que se realizaron durante el año 2005 se expre-
san en un contexto económico, político y social en el cual los problemas estructurales,
nunca abordados o resueltos democráticamente, se agudizan en el marco de la globali-
zación neoliberal. 

La persistente aplicación de políticas públicas que subordinan los intereses colectivos a
los de una minoría privilegiada es un reflejo de que la estructura de oportunidad política
que existía aún después de la firma de la paz para avanzar en el proceso de democrati-
zación del Estado-nación se ha ido estrechando a favor de los intereses políticos y eco-
nómicos de las elites y del proyecto hegemónico de Estados Unidos.

Si bien desde los movimientos sociales en los últimos años se ha intentado ampliar el
repertorio táctico de la acción colectiva para presionar desde múltiples ámbitos al Estado,
las elites políticas y empresariales, no han logrado modificar sustancialmente sus priori-
dades imponiendo su propia agenda en desmedro de las demandas y necesidades de la
población guatemalteca. 

En este sentido, se está asistiendo a un escenario político marcado por la confrontación
entre quienes apuestan por un modelo democrático que haga prevalecer las necesida-
des e intereses de las mayorías empobrecidas y quienes defienden la democracia formal
y neoliberal y un modelo de sociedad basada en la diferencia y la exclusión. 

La actual coyuntura ofrece oportunidades y a la vez retos para los diferentes movimien-
tos sociales. Dentro de este contexto, a nivel de las expresiones de la sociedad civil orga-
nizada se ha instalado un proceso de reflexión, de análisis y de búsqueda de cómo dar
pasos más contundentes para avanzar en el cumplimiento de las diversas y múltiples
demandas, así como para defender los derechos conquistados. A su vez, se atisban sig-
nos de que el proceso de construcción de la unidad de acción está registrando algunos
avances, aunque es todavía incipiente y endeble. 

EEll ddiiffíícciill pprroocceessoo ddee rreeccoonnssttrruucccciióónn ddeell mmoovviimmiieennttoo ssoocciiaall eenn uunn ccoonntteexxttoo ddee
gguueerrrraa yy ppoossgguueerrrraa

A lo largo de los últimos veinte años de transición política los movimientos sociales han
librado importantes esfuerzos y luchas, tanto en función de demandas sectoriales como
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de agendas nacionales. Sin embargo, se perciben todavía significativas debilidades que no
han permitido ni su crecimiento sostenido ni la construcción de una correlación de fuerzas
que permitiese cambiar las prioridades de las elites a favor de las demandas sociales. 

Si bien son reconocidas por los mismos actores, estas dificultades deben entenderse
como una secuela directa de lo que Zavaleta denomina “la desacumulación en el seno
de la clase” (Zavaleta Mercado, 1983) producto de la política represiva y contrainsurgen-
te durante las décadas de 1970 y 1980, que implicó la desaparición física de miles de
integrantes y dirigentes del movimiento popular y la pérdida de experiencias y conoci-
mientos acumulados a lo largo de los períodos anteriores. 

El proceso de reconstrucción del campo social y popular se realizó dentro de un contexto
de transición política del Estado contrainsurgente a un Estado neoliberal, que hasta hoy
sigue copado por los intereses de las elites económicas y fuerzas políticas conservadoras. 

A los movimientos sociales les ha tocado batallar en múltiples formas: frente al Estado, al
capital, y a la sociedad en su conjunto. La sociedad guatemalteca, marcada por treinta y
seis años de autoritarismo, guerra, violencia, racismo y exclusión, entró al proceso de
transición política debilitada en su tejido social, fragmentada y confrontada entre sí, y con
enormes rezagos educativos y múltiples obstáculos para poder superar las condiciones
de pobreza y pobreza extrema en que se debate la mayoría de la población. 

Guatemala tiene un Estado débil, históricamente cooptado por los intereses oligárquicos.
Sus políticas en materia social y económica no cuentan con una proyección de largo
plazo, y las políticas públicas se elaboran y reinventan acorde a las prioridades estableci-
das por los gobiernos de turno. 

Tras la firma de la paz, se exige al Estado guatemalteco que cumpla con los compromi-
sos plasmados en los distintos acuerdos suscriptos. Sin embargo, se trata de un Estado
debilitado y en transición. Si bien es innegable que en los últimos diez años el Estado ha
sufrido un proceso de transformación, este no ha obedecido a una lógica clara. Las impli-
caciones de ello se perciben al momento de observar que los cambios generados, de
índole jurídica, política e institucional, tienen un carácter desordenado, a veces son con-
tradictorios entre sí, y se injertan sobre un Estado débil.

La aplicación de las recetas neoliberales ha ido en detrimento de los intereses de la pobla-
ción y de los Acuerdos de Paz. Las privatizaciones de los bienes del Estado, los despidos
masivos de los trabajadores del sector público, y las políticas sociales focalizadas o conce-
sionadas a entidades privadas, han erosionado aun más la capacidad del Estado de res-
ponder a las múltiples demandas de la población. Se trata, en efecto, de un modelo de
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Estado que, dentro del marco de la globalización neoliberal, se asigna como función princi-
pal garantizar las condiciones políticas jurídicas que permitan a las elites transnacionalizadas
contar con las mejores condiciones para su proyecto de acumulación de capital. En este
sentido, el modelo del Estado planteado en los Acuerdos de Paz no llegó a concretarse.

Es en tal contexto que hay que situar el análisis de la respuesta que el Estado ha dado a las
demandas de los diferentes movimientos sociales a lo largo de los últimos dos años, perío-
do durante el cual un gobierno de corte empresarial ha asumido la conducción del Estado. 

LLaass pprriinncciippaalleess ddeemmaannddaass ssuurrggiiddaass ddeell ccaammppoo ssoocciiaall yy ppooppuullaarr,, mmoottiivvoo ddee
mmúúllttiipplleess pprrootteessttaass dduurraannttee eell aaññoo 22000055

Al hacer un análisis del origen temporal de las demandas de los movimientos sociales
durante el año 2005, estas pueden dividirse en: históricas; derivadas de la agenda de
paz; recientes, con contenido crítico frente al capital transnacional; y coyunturales.

Si bien desde los movimientos sociales se continúa reivindicando el cumplimiento de los
compromisos adquiridos en los Acuerdos de Paz, sobre todo por parte del movimiento cam-
pesino e indígena, los reclamos de que estos se cumplan han decrecido notablemente en
los últimos dos años. Sí se observa un auge de demandas recientes, que surgen precisa-
mente en oposición al nuevo ciclo de expansión del capital transnacional (minería, hidroe-
léctricas, petróleo, etc.) y el TLC con sus secuelas de modificación del marco jurídico político
a favor de las empresas transnacionales (Ley de Concesiones, megaproyectos, etc.). 

Las organizaciones de la sociedad civil (OSCs) o comunitarias, reivindican una amplia
gama de demandas que abarca lo económico, lo político, lo social y lo ambiental. La pro-
liferación de demandas y protestas en el ámbito local es producto de la acumulación de
inconformidades y los niveles de organización que la ciudadanía ha adquirido en la
época de posguerra. Responde en gran medida a la indiferencia e incapacidad estatal
para responder oportunamente a las múltiples necesidades no satisfechas de quienes
históricamente han sufrido del abandono por parte del Estado en el ámbito rural.

A su vez, es en la esfera municipal comunitaria donde se libran actualmente las luchas
políticas en contra de la apropiación de los recursos naturales por parte del capital trans-
nacional, de manera importante en las comunidades noroccidentales donde habitan
mayoritariamente los pueblos indígenas.

Cada uno de los movimientos reivindica demandas estratégicas y coyunturales. Las
demandas coyunturales son múltiples y diversas. Durante el año 2005 han sido motiva-
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das sobre todo por el alza en la canasta básica y el transporte público, y los altos niveles
de violencia e inseguridad que golpean cotidianamente a los sectores más empobreci-
dos de la población. Sin embargo, son desatendidas o reiteradamente incumplidas, lo
que implica enormes esfuerzos por parte de los movimientos, quienes se ven obligados
a priorizar lo coyuntural en desmedro de una perspectiva estratégica a largo plazo. 

En las demandas estratégicas se expresa el rechazo al modelo del capitalismo neoliberal,
el patriarcado, el racismo y la discriminación étnica, la situación agraria, y la falta de
democratización real del Estado. Sin embargo, estas reivindicaciones estratégicas se dilu-
yen sectorialmente, y pierden la perspectiva integral de las múltiples dimensiones que
configuran y reproducen el modelo de dominación prevaleciente. 

Al hacer una caracterización de las demandas, se destaca el hecho de que muchas de
ellas apuntan al fortalecimiento del Estado y/o su transformación mediante un sinfín de
propuestas de creación de políticas públicas y nuevas propuestas de leyes. La fiscaliza-
ción de estas políticas públicas, el presupuesto y el marco jurídico vigente, constituyen
una línea de acción reciente de los movimientos sociales que ha adquirido cada vez más
peso en su accionar político.

El Congreso de la República ha sido centro del cabildeo y de la protesta. Para el movi-
miento social, el Legislativo se convirtió en un espacio estratégico donde negociar y pre-
sionar sobre sus demandas. El hecho de no contar con una correlación de fuerzas favo-
rable en el ámbito legislativo implicó un enorme esfuerzo, y limitaciones en términos de
obtener los resultados deseados. 

La poca apertura por parte del Congreso hacia los reclamos de los diferentes movimien-
tos sociales ha desnudado nuevamente la naturaleza excluyente del sistema político, y
las limitaciones existentes para que se democratice la gestión estatal. Por otro lado, ha
desencadenado una serie de reflexiones en algunos sectores sobre cómo repensar el
vínculo de la lucha del movimiento social con lo político y el Estado. 

TTiippoo ddee pprrootteessttaa yy aacccciióónn ccoolleeccttiivvaa

Las múltiples y variadas acciones colectivas tienden a ser un reflejo del nivel de organi-
zación que la sociedad civil ha adquirido en la época de posguerra. Demuestran su alto
grado de heterogeneidad, sus distintos ámbitos de acción e influencia, así como las ten-
dencias de articulación y unidad de acción en función de demandas que tienen trascen-
dencia nacional. 
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El incremento de la protesta popular debe entenderse como parte de una lucha políti-
ca de quienes no tienen acceso a la toma de decisiones y poseen una débil represen-
tación en las instituciones estatales. Pero a su vez, es un reflejo de una ciudadanía viva
que, en medio de un contexto desfavorable, no ha abandonado sus sueños y sus
demandas por una Guatemala distinta. Se trata de una ciudadanía que se toma el legí-
timo derecho de decir no a la indiferencia estatal y a las violaciones de sus más ele-
mentales derechos.

Un elemento que se observa a partir de la información recabada es que la sociedad
civil guatemalteca analiza, propone y actúa de cara a los grandes problemas de índo-
le económica, política y socio-cultural en los cuales el país está inmerso. A partir de
sus demandas y protestas se aprecia un profundo anhelo por una Guatemala distin-
ta, más justa, igualitaria y democrática. En este sentido, la protesta como expresión
concreta de inconformidad, pero también de esperanza y compromiso, debe valorar-
se positivamente. 

Las principales formas de protestas durante 2005 fueron: manifestaciones, marchas,
plantones, huelgas, tomas de edificios de instituciones, toma y bloqueo de tramos
carreteros, y ocupación de fincas. Desde mediados de octubre de 2004 hasta media-
dos de diciembre de 2005 se realizaron un total de 367 protestas en 22 departamen-
tos y 153 municipios, incluyendo 182 manifestaciones, 97 bloqueos de carretera, 31
plantones y 20 huelgas y/o paros. Las cuestiones o demandas que provocaron una
mayor cantidad de protestas fueron: Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica,
República Dominicana y Estados Unidos (CAFTA); minería; transporte; inseguridad y
violencia; resarcimiento de las ex PAC3; tierra; trabajo; salarios; salud y educación. 

El ciclo de protesta iniciado en 2004 continuó durante el primer trimestre de 2005, en el
que se dan las jornadas de lucha contra el CAFTA –reprimidas por las fuerzas de seguri-
dad del Estado– mientras que en el segundo semestre del año se registra un declive en
el número de conflictos a nivel nacional. 

En los primeros tres meses de 2006 se puede observar un nuevo repunte de diferentes
acciones colectivas. Hasta finales de marzo se han contabilizado más de 63 manifesta-
ciones y 14 bloqueos de carretera4.

La distribución territorial de la protesta demuestra que la mayoría se realizó en la ciudad
capital, y en aquellos departamentos del país donde se registraron importantes luchas
contra la ratificación del CAFTA, contra empresas transnacionales, y donde surgieron
demandas para garantizar el acceso a los servicios de salud, educación, transporte y reso-
lución de la problemática de la inseguridad ciudadana y los conflictos agrarios.
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Los movimientos que tuvieron una participación destacada en las acciones de protesta y
otras formas de acción colectiva fueron, en orden de importancia: organizaciones comu-
nitarias; coordinadores intersectoriales; movimiento sindical/obrero; movimiento campe-
sino; movimiento de secuela de guerra (ex PAC); movimiento indígena; movimiento
magisterial. Como actor nuevo en el escenario político de la protesta se destacó la terce-
ra edad, con dieciocho eventos de protesta realizados a lo largo del año. 

Distintas expresiones del movimiento indígena libraron múltiples acciones de protesta en
contra de aquellos proyectos del capital transnacional que amenazan directamente su
sobrevivencia material y espiritual. Como producto de esa presión, a principios de 2006
lograron que se aprobara la ley del Adulto Mayor que estipula una pensión mínima para
las personas de tercera edad. 

AAllgguunnaass rreefflleexxiioonneess aaddiicciioonnaalleess

El contexto en el que los movimientos sociales realizan sus luchas y reivindican sus
demandas está signado por una estructura de oportunidad política desfavorable, sobre
todo para aquellas que se oponen a los intereses del capital nacional y transnacional. Se
observan de manera reiterada intentos –la mayoría de las veces infructuosos– de resol-
ver las demandas mediante la constitución de mesas de diálogo y negociación. 

Durante el año 2005, diversas organizaciones pertenecientes al movimiento campesi-
no, sindicales, de mujeres, indígenas y de derechos humanos han expresado su des-
contento por los escasos resultados que estos espacios de diálogo y negociación
(D/N) arrojan, y han planteado la necesidad de cambiar su estrategia frente al Estado.
Según algunos movimientos sociales, la falta de voluntad política para poder arribar a
acuerdos consensuados es la causa principal del desgaste en que han caído dichos
espacios.

Sin embargo, la dispersión sectorial, y las dificultades para consensuar agendas comunes
que permitan abordar de manera sistemática y por orden prioritario las demandas de los
diferentes movimientos, otorgan suficiente campo de maniobra política a los respectivos
gobiernos para dialogar de manera separada con las diferentes fuerzas sociales, frag-
mentar la integralidad de las demandas, neutralizar potenciales conflictos, y sobre todo
imponer su propia agenda política.

La falta de respuestas concretas a las demandas ha contribuido a un incremento palpa-
ble en las protestas sociales, que en más de una ocasión fueron intervenidas violenta-
mente por parte de las fuerzas de seguridad del Estado.
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La criminalización de la protesta social se expresa de distintas maneras: intervención vio-
lenta de las fuerzas de seguridad en eventos de protesta o conflicto, enjuiciamiento de
dirigentes sociales, allanamiento de oficinas, amenazas directas e indirectas y a través de
una sistemática descalificación de líderes o lideresas sociales. La responsabilidad del
Estado en estos hechos, ya sea de manera directa o por omisión, exacerba desconfianzas
históricas y genera un clima poco propicio para los procesos de diálogo y negociación.

Ante el lento avance de los procesos de D/N y el limitado éxito de las protestas sociales,
en diferentes expresiones organizadas de los movimientos sociales se ha instalado un
proceso de reflexión y análisis que está lejos de haberse concluido. 

El proceso de construcción de la unidad de acción se enfrenta a una serie de dificultades,
producto en parte de la naturaleza distintiva de las organizaciones, diversidad de intere-
ses, identidades, prácticas y experiencias organizativas. Es importante reconocer que los
movimientos sociales no han escapado al impacto que ha tenido el neoliberalismo en
las formas de pensar y actuar. La fragmentación social generada por este modelo se
reproduce en el ámbito del campo popular y social, donde prevalecen las identidades
particulares en desmedro de la construcción del sujeto popular colectivo.

Uno de los problemas fundamentales que durante este período se evidenció con mayor
fuerza fue la dificultad de avanzar hacia la construcción de una visión estratégica y pro-
gramática en la cual se encuentren reflejadas tanto las demandas coyunturales de la
población como las demandas estructurales y estratégicas que cada una de las organiza-
ciones integrantes de los diferentes movimientos sociales ha reivindicado a lo largo de
los últimos años.

Los movimientos sociales, en el afán de democratizar la gestión estatal y poder satisfacer
las demandas más sentidas de su base social, han incursionado en una dinámica de
relacionamiento con el Estado que no deja de tener sus dilemas y contradicciones;
sobretodo, cuando estas demandas son refuncionalizadas y reapropiados por las elites
en el poder, con el afán de legitimar su modelo de dominación.

En el aspecto ideológico-político, es posible detectar debilidades que han tenido impor-
tantes implicaciones: debilidades en el contenido político de las propuestas y en el pro-
ceso de negociación con el Estado; la imposibilidad de trascender desde lo coyuntural
hacia lo estratégico; y un creciente riesgo de cooptación por parte del Estado o las elites
de cuadros provenientes del movimiento social.

Se detectan importantes avances en cuanto a la organización de la ciudadanía en torno
a necesidades inmediatas, que da cuenta de la proliferación de múltiples expresiones
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organizativas de la sociedad civil. No obstante, esta multiplicidad de esfuerzos se dispara
en distintas direcciones, está desvinculada de las luchas de los movimientos sociales en
el ámbito nacional y no logra confluir en una direccionalidad que permita un proceso de
acumulación de fuerzas.

Las últimas movilizaciones contra el TLC mostraron debilidades en el trabajo organizativo
de las expresiones más beligerantes de los movimientos sociales. Esto debe desembo-
car en una reflexión acerca de cómo se concibe hoy la estrategia organizativa en el
marco de una sociedad que ha sufrido enormes cambios en múltiples planos, y que ha
acumulado insatisfacción y frustración respecto del modelo vigente. Cómo profundizar el
trabajo organizativo, y cómo tender puentes con la ciudadanía no organizada para moti-
varla a involucrarse en el proceso de organización, constituyen dos de los retos impor-
tantes para el movimiento social de hoy.

Otro de los desafíos que enfrentan los movimientos sociales es avanzar en la construc-
ción y consolidación de alianzas estratégicas, sobre todo partiendo de que ninguno de
ellos puede por sí solo avanzar en la concreción de sus demandas, y mucho menos en
la transformación del Estado. Cada uno de los movimientos sociales tiene una diversidad
de experiencias de lucha y conocimientos acumulada5, y el intercambio de esta praxis
acumulada se vuelve imprescindible para avanzar en el proceso de su fortalecimiento.
En el ámbito de las alianzas6, es necesario pensar en la construcción de nuevas formas
de conducción colectiva, un nuevo modo de articulación de los actores desde una pers-
pectiva horizontal y plural, y nuevas formas de dirección y de representación. 

La situación actual ofrece importantes oportunidades para revisar las concepciones, las
prácticas y las estrategias, y poder situar con mayor claridad los múltiples factores que
impiden el fortalecimiento de los diferentes movimientos y expresiones sociales. El año
2005 fue en tal sentido de particular importancia: permitió visualizar con mayor claridad
las debilidades, fortalezas y retos de aquellas fuerzas sociales y políticas comprometidos
con la construcción de una sociedad más democrática e incluyente. 
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NNoottaass

1 El presente artículo es una versión reducida del texto original, el mismo puede consultar-
se en formato completo en la sección debates de la página web del OSAL
<http://osal.clacso.org> o <http://www.clacso.org>.

2 Sydney Tarrow denomina “ciclo de acción colectiva” a una fase en la que se intensifican
los conflictos y la confrontación del sistema social. Se trata de una difusión de la acción
colectiva de los sectores más movilizados a los menos movilizados, un período de tiempo
en el cual se sucede una secuencia de interacción intensa entre “disidentes” y autoridades
(Tarrow, 2004).

3 Los Expatrulleros son población campesina, rural, la mayoría indígena y empobrecida,
que durante la época de la guerra se instrumentalizó para ejercer un control contrainsur-
gente sobre sus comunidades. Muchos han sido acusados de haber participado en masa-
cres y violaciones masivas de los derechos humanos. Comenzaron a organizarse después
de la firma de la paz en función de demandas de resarcimiento por sus servicios prestados
durante la guerra. 

4 A comienzos de 2006, el tema del CAFTA volvió a motivar numerosas acciones colecti-
vas y protestas. Diversas organizaciones interpusieron una acción de inconstitucionalidad
ante la Corte, aduciendo que la ratificación del CAFTA había violado la Constitución. Este
recurso está en proceso de análisis por parte de la Corte, iniciándose el 10 de mayo de
2006 la primera vista pública sobre el caso, lo que motivó a diversas organizaciones a cele-
brar una vigilia durante ese día. 

5 A nivel de las diferentes organizaciones integrantes del movimiento de mujeres, indíge-
nas, campesinos y sindical, todavía tienen un gran peso las identidades particulares, y exis-
ten serias dificultades para consensuar agendas y compartir experiencias comunes. El
movimiento de mujeres ha expresado en diversas oportunidades su inconformidad porque
sus demandas más urgentes no son tomadas en cuenta por los otros movimientos, y está
en un proceso de reflexión sobre cómo conjugar sus propias demandas con las que tienen
connotaciones de carácter coyuntural y estratégico.

6 Durante el periodo 2004-2005 surgieron diferentes instancias de Unidad de Acción
intersectorial. El 12 de octubre de 2004 se formó el Movimiento Indígena, Campesino,
Sindical y Popular, que jugó un papel importante durante las jornadas de lucha contra el
CAFTA en marzo y abril de 2005. El Frente Nacional de Lucha (FNL) constituye otra instan-
cia de unidad de acción cuyo perfil público ha crecido durante los últimos meses. Persisten
serias dificultades por parte de las organizaciones para construir una estrategia de unidad
de acción que perdure en el tiempo. Pareciera asistirse a un momento de búsqueda y rea-
lineación de fuerzas, pero basado más en la identificación con determinados liderazgos
que en una visión estratégica de largo aliento. 
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Costa Rica

[cronología enero-abril 2006]

E N E R O

M A R T E S  3 Un grupo de habitantes de El Carmen de Parrita, en Aserrí, bloquea el acceso
al proyecto hidroeléctrico Pirrís en rechazo a la construcción de un túnel que
afecta las nacientes que abastecen de agua al acueducto local.

M I É R C O L E S  4 Unos 80 trabajadores del servicio de enfermería del Hospital La Anexión, en
Nicoya, Guanacaste, convocados por la Unión Nacional de Empleados de la
Caja (UNDECA), paran en reclamo de mejoras en el régimen de horas extras,
días libres y pagos.

J U E V E S  5 Empleados de la Sociedad Autobusera de Cartago SA (SACSA), apoyados por
la Asociación Nacional de Empleados Públicos y Privados (ANEP), protestan
frente al Ministerio de Obras Públicas y Transporte (MOPT) para exigir que la
nueva empresa concesionaria de la ruta, actualmente operada por SACSA,
garantice la fuente de trabajo.

L U N E S  1 6 Representantes de talleres mecánicos, agricultores y sindicatos, convocados
por el Movimiento Cívico Nacional (MCN), se manifiestan frente a las instala-
ciones del MOPT en reclamo por los abusos en la revisión técnica vehicular,
que monopoliza la empresa española Riteve. 

D O M I N G O  2 9 Un grupo de estudiantes se manifiesta frente al edificio de Estudios Generales
de la Universidad de Costa Rica (UCR), en San José, en repudio al Tratado de
Libre Comercio entre Centroamérica, República Dominicana y Estados Unidos
(DR-CAFTA) y al candidato presidencial del Partido de Liberación Nacional
(PLN), Oscar Arias, quien apoya el tratado.

F E B R E R O

V I E R N E S  3 Los trabajadores de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo
Económico de la Vertiente Atlántica (JAPDEVA) del muelle de Moín, en Limón,
retardan las labores de carga y descarga de los barcos como medida de pro-
testa por la suspensión de las negociaciones del convenio colectivo.
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D O M I N G O  5  Se realizan las elecciones presidenciales. Los resultados preliminares emitidos
por el Tribunal Supremo de Elecciones (TSE) otorgan el 40,8% de los votos al
candidato del PLN, Oscar Arias, y el 40,1% al candidato del Partido de Acción
Ciudadana (PAC), Ottón Solís. Debido al escaso margen que separa a ambos
candidatos, la resolución oficial del ganador se emitirá cuando finalice el con-
teo manual del 100% de los votos.

M A R T E S  2 1 Un grupo de pobladores de la ciudadela Limón 2000, en Limón centro, son
reprimidos con gases lacrimógenos por la policía durante una protesta para
exigir la reanudación del servicio de recolección de basura.

M I É R C O L E S  2 2 Unas 70 personas de Los Guido de Desamparados se manifiestan frente a la
Casa Presidencial, en Zapote, para exigir al gobierno una solución a la falta de
vivienda. Los manifestantes se enfrentan con la policía, con un saldo de 4 per-
sonas detenidas, varias mujeres golpeadas y 7 policías heridos. 

M A R T E S  2 8 Cientos de taxistas informales (porteadores) de áreas urbanas y rurales mar-
chan hasta la Asamblea Legislativa para exigir la eliminación de un proyecto
de ley que les prohíbe trasladar personas. Luego de reunirse con representan-
tes de los porteadores, los diputados deciden archivar el proyecto. 

M A R Z O  

L U N E S  6 Un grupo de taxistas de la Federación Nacional de Cooperativas de Taxi y del
Foro Nacional de Taxistas acude a la Asamblea Legislativa para solicitar la
aprobación inmediata del proyecto que elimina la figura del porteo.

M A R T E S  7 El TSE declara a Oscar Arias, del PLN, presidente constitucionalmente electo
para el período 2006-2010. Según los resultados definitivos, el PLN obtiene la
victoria con el 40,92% de los votos válidos. En segundo lugar se ubica Ottón
Solís, del PAC, con el 39,80%. 

Unos 3.500 taxistas de distintas partes del país realizan una caravana hasta la
Asamblea Legislativa y un bloqueo de 7 hs para exigir la prohibición del por-
teo. La manifestación es apoyada por más de 300 autobuseros.

M I É R C O L E S  8 Mujeres emigrantes, sindicalistas, indígenas, afrodescendientes, cooperativis-
tas, campesinas y pobladoras urbanas, convocadas por el grupo
Mesoamericanas en Resistencia por una Vida Digna, realizan, en el el Salón de
Ex Presidentes del Congreso, un acto por el Día Internacional de la Mujer. La
guardia prohíbe el ingreso de las mujeres que llevan carteles con consignas
en contra del DR-CAFTA. 

V I E R N E S  1 0 El presidente electo Oscar Arias declara que su homólogo estadounidense,
George W. Bush, le recomendó apurar la tramitación del DR-CAFTA.
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L U N E S  1 3 Cerca de 180 trabajadores de la municipalidad de Desamparados, San José,
afiliados al Sindicato de Trabajadores Municipales, realizan una huelga y una
manifestación para exigir el cumplimiento del aumento salarial decretado por
el gobierno para el primer semestre de este año y la anulación del veto al con-
venio colectivo decretado por el alcalde. 

Los trabajadores del Hospital Nacional Psiquiátrico (HNP) inician una huelga
en rechazo a la internación forzosa de adolescentes adictos a las drogas dicta-
das por la justicia ya que, afirman, al ser internados en contra de su voluntad,
los jóvenes se tornan agresivos, generando un ambiente de inseguridad para
todos.

M I É R C O L E S  1 5 Los trabajadores del HNP levantan la huelga luego de que la Caja
Costarricense de Seguro Social (CCSS) se compromete a tomar las medidas
necesarias para que dicho hospital no funcione como reclusorio de jóvenes.

J U E V E S  1 6 Unas 40 familias bloquean las calles del Barrio México luego de ser desaloja-
das del asentamiento Los Álamos, donde residen desde hace 10 años. Los
manifestantes exigen al gobierno una solución a la falta de vivienda. 

L U N E S  2 0 Grupos opositores al DR-CAFTA, convocados por el Movimiento Cultura fren-
te al Tratado de Libre Comercio (TLC) y la Coordinadora Nacional de Lucha
contra el TLC, realizan una marcha hasta la Asamblea Legislativa, presidida por
una carroza fúnebre que representa el entierro del DR-CAFTA. Luego de la
marcha, realizan un ritual sagrado de los indígenas Bribrí-Awapa en el Parque
Nacional que representa el nacimiento de una nueva Costa Rica. 

M I É R C O L E S  2 2 El TSE anuncia oficialmente los resultados de las elecciones para diputados
nacionales celebradas el pasado 5 de febrero. Sobre un total de 57 diputados,
el PLN obtiene 25 bancas y el PAC 17. 

V I E R N E S  2 4 Vecinos de Belén, Santa Ana y Huacas bloquean durante 8 hs las carreteras de
acceso a las playas de Carrillo, en Guanacaste, para exigir el arreglo de los
caminos de la zona. La protesta es levantada luego de que funcionarios del
MOPT se comprometen a iniciar las reparaciones. 

L U N E S  2 7 Unos 100 estudiantes del Colegio Técnico Profesional de San Rafael de Escazú
bloquean la calle principal de San Rafael en reclamo de mejoras edilicias y de
la designación de más docentes. Más tarde, los estudiantes levantan la protes-
ta luego de que una funcionaria del Ministerio de Educación Pública (MEP) se
compromete a elevar el reclamo al titular de esa cartera. 
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A B R I L

L U N E S  1 0 Se reinician las negociaciones entre Panamá y Costa Rica para la firma de un
TLC, suspendidas desde julio de 2002 por desacuerdos en áreas consideradas
sensibles por ambos países. 

L U N E S  1 7 Unos 300 trabajadores de JAPDEVA retardan las tareas de carga y descarga en
el muelle de Moín, en Limón, en reclamo de un ajuste salarial y de la aproba-
ción del convenio colectivo, entre otras cuestiones.

M I É R C O L E S  1 9 Los trabajadores de JAPDEVA rompen las negociaciones con el gobierno ante
la falta de respuesta a sus reclamos. El gobierno y las autoridades de la Junta
ordenan la intervención de la policía en el muelle para garantizar el trabajo de
estibadores privados, quienes asumen las tareas de carga y descarga. 

J U E V E S  2 0 La policía se retira del puerto de Moín y los trabajadores de JAPDEVA retoman
sus tareas luego de que el gobierno se compromete a analizar las demandas
sindicales. 

Más de 150 personas protestan frente a los Tribunales de Justicia en San José
para presionar por la aprobación de 7 recursos de amparo que frenan los 70
despidos efectuados por las empresas Asmesa y Autotransportes Aserrí. 

L U N E S  2 4 Unos 2.400 estudiantes del Instituto Julio Acosta, en San Ramón, bloquean la
carretera Interamericana durante 2 hs en reclamo de una pronta solución al
problema de aguas negras que sufre la institución. El MEP asigna una partida
presupuestaria para la resolución del problema. 

M A R T E S  2 5 Cientos de migrantes nicaragüenses y de ciudadanos costarricenses, convoca-
dos por la Confederación Solidaridad –que aglutina asociaciones de nicara-
güenses residentes en Costa Rica–, marchan hasta la Casa Presidencial, en
Zapote, para exigir que se detengan los desalojos en terrenos ocupados.
Reclaman también la humanización de la ley de migración recientemente
aprobada y se solidarizan con las protestas de los migrantes en EE.UU. El
gobierno suspende los desalojos hasta el 8 de mayo próximo, fecha en que
asume el nuevo gobierno.

M I É R C O L E S  2 6 Los trabajadores del Laboratorio Nacional de Citologías, convocados por la
UNDECA, realizan un paro por tiempo indefinido para exigir a la CCSS mejo-
ras en las condiciones laborales, arreglos en las instalaciones del laboratorio y
contratación de más personal, entre otras cosas.

J U E V E S  2 7 Los trabajadores del Laboratorio Nacional de Citologías levantan el paro luego
de llegar a un acuerdo con la administración y la gerencia Médica de la CCSS,
que establece, entre otros puntos, un aumento en las partidas para la adquisi-CR
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ción de insumos y el reconocimiento de vacaciones profilácticas. Los trabaja-
dores se comprometen a cumplir horas extras para recuperar los días de paro.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ANEP Asociación Nacional de Empleados Públicos y Privados
CCSS Caja Costarricense de Seguro Social

DR-CAFTA Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica, República Dominicana y
Estados Unidos

HNP Hospital Nacional Psiquiátrico
JAPDEVA Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo Económico de la Vertiente

Atlántica
MCN Movimiento Cívico Nacional
MEP Ministerio de Educación Pública

MOPT Ministerio de Obras Públicas y Transporte
PAC Partido de Acción Ciudadana
PLN Partido de Liberación Nacional

SACSA Sociedad Autobusera de Cartago SA
TLC Tratado de Libre Comercio
TSE Tribunal Supremo de Elecciones

UCR Universidad de Costa Rica
UNDECA Unión Nacional de Empleados de la Caja

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Ana Sofía Jemio.
Fuentes: Diarios La Prensa Libre y La Nación.
Otra fuente: Encuentro Popular.



El Salvador 

[cronología enero-abril 2006]

E N E R O

M I É R C O L E S  4 Afiliados a la Asociación Nacional de Trabajadores del Ministerio de Salud
Pública y Asistencia Social (ANTMSPAS) inician un paro de labores en el hos-
pital Santa Gertrudis, localidad de San Vicente, en demanda de un aumento
salarial del orden del 10% para todos los trabajadores del sector de la salud y
de la gratuidad de los servicios en la red de hospitales nacionales, entre otras
cuestiones.

L U N E S  9 Cientos de vendedores ambulantes de discos de video y audio, convocados
por la Coordinadora Nacional de Vendedores (CNV), marchan por el centro
de San Salvador para repudiar las reformas aprobadas por la Asamblea
Legislativa a las leyes de propiedad intelectual y a los códigos Penal y Procesal
Penal, las cuales tipifican como delito la actividad de los comerciantes. Exigen
también al presidente Antonio Saca iniciar una mesa de diálogo donde nego-
ciar los alcances de estas reformas y el cese de los decomisos de mercadería.
Más tarde, el primer mandatario anuncia la sanción del paquete de leyes
necesario para la aplicación del Tratado de Libre Comercio (TLC) entre
Centroamérica, República Dominicana y EE.UU. (DR-CAFTA).

V I E R N E S  2 0 Cientos de afiliados a la Asociación Nacional de Docentes 21 de Junio
(ANDES) y a la Federación Salvadoreña de Trabajadores del Sector Público
(FESTASPRES) bloquean calles y avenidas en el centro de San Salvador y se
concentran en diversas direcciones departamentales de educación para expre-
sar su solidaridad con el paro llevado adelante por los trabajadores de la
salud. Exigen, además, que ambos sectores sean incluidos en el aumento del
10% para los trabajadores del sector público decretado por el gobierno.

M A R T E S  3 1 Miles de personas, entre integrantes de diversas organizaciones sociales, ven-
dedores ambulantes, estudiantes universitarios y representantes del Frente
Farabundo Martí de Liberación Nacional (FMLN), marchan por el centro de
San Salvador y bloquean calles y avenidas en repudio a la política desarrolla-
da por el presidente Elías Saca y el partido Acción Republicana Nacionalista
(ARENA) en rechazo al DR-CAFTA.
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F E B R E R O

M I É R C O L E S  8 Cientos de personas, convocadas por la Asociación Nacional de Trabajadores
Agropecuarios (ANTA) y la Coordinadora Nacional Agropecuaria (CNA), mar-
chan por las principales calles de la ciudad de Santa Tecla para exigir al
Ministerio de Agricultura y Medio Ambiente una postergación en la importa-
ción de productos agropecuarios provenientes de EE.UU. Los manifestantes
rechazan el DR-CAFTA y aseguran que la entrada de los productos norteame-
ricanos provocará la destrucción de la actividad por la que sobreviven unas
500 mil familias.

J U E V E S  9 Médicos y trabajadores afiliados a la ANTMSPAS paralizan sus labores y blo-
quean el acceso a 9 hospitales de la red pública de salud para exigir que el
gobierno incluya al sector en el aumento salarial del 10% anunciado para los
trabajadores públicos.

M I É R C O L E S  2 2 Afiliados a Asociación Salvadoreña de Trabajadores Municipales (ASTRAM)
realizan protestas en el centro de San Salvador para exigir a las autoridades
municipales un aumento de entre el 15 y el 20% sobre el salario básico para
todos los empleados municipales. Por su parte, trabajadores municipales de la
ciudad de Mejicanos bloquean el acceso a la Alcaldía Municipal para exigir el
cumplimiento de los acuerdos firmados meses atrás.

M A R T E S  2 8 Miles de personas, integrantes de diversas organizaciones sociales, se movili-
zan por diferentes puntos del país para expresar su repudio al DR-CAFTA.
Efectivos de la Policía Nacional Civil (PNC) reprimen a los manifestantes en el
centro de San Salvador e intentan desbloquear calles y avenidas.

M A R Z O

M I É R C O L E S  1 Entra en vigencia el DR-CAFTA. El Salvador es el primer país en donde se hace
efectivo dicho acuerdo, debiendo ser ratificado y puesto a punto en Honduras,
Guatemala, Nicaragua y Costa Rica. Por su parte, miles de personas integran-
tes de la Asociación General de Empleados Públicos y Municipales (AGEPYM),
del Sindicato de Trabajadores de Instituto Salvadoreño de Seguridad Social
(STISSS), de la recién creada Unidad Revolucionaria por la Justicia Social
(URJS) y del FMLN, entre otras organizaciones, se movilizan por el centro de
San Salvador, queman llantas y bloquean calles y avenidas en repudio al DR-
CAFTA. El accionar de efectivos de la Unidad de Mantenimiento del Orden
(UMO) deja un saldo de 2 personas heridas.

D O M I N G O  1 2 Se realizan las elecciones municipales y legislativas en todo el país. La candi-
data del FMLN, Violeta Menjívar, se impone sobre su adversario de ARENA
por 59 votos y es la nueva alcaldesa de San Salvador. A nivel municipal,
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ARENA obtiene el 37,48% de los votos de todo el país, mientras que el FMLN
suma el 33%. En cuanto a la composición de la Asamblea Legislativa, 33 esca-
ños corresponden a ARENA, 32 al FMLN, 10 al Partido de Conciliación
Nacional (PCN), 7 al Partido Demócrata Cristiano (PDC) y 2 al Cambio
Democrático (CD).

M I É R C O L E S  2 2 Cientos de personas convocadas por la Unidad Ecológica Salvadoreña (UNES)
marchan por el centro de San Salvador hacia la Asamblea Legislativa en con-
memoración del Día Internacional del Agua y exigen la aprobación de la Ley
de Agua para El Salvador.

A B R I L

V I E R N E S  7 Vendedores ambulantes de discos de audio y video bloquean calles en el cen-
tro de San Salvador y se enfrentan con efectivos de la PNC y de la UMO en
repudio al decomiso de mercadería ordenado por autoridades municipales,
tras lo cual 20 trabajadores resultan detenidos. Fuentes policiales afirman que
la protesta de los vendedores callejeros cuenta con el apoyo de miembros de
la Brigada Revolucionaria de Estudiantes Salvadoreños (BRES).

M I É R C O L E S  1 2 Cientos de personas, entre vendedores informales del centro y zonas aleda-
ñas a San Salvador, convocados por la Asociación de Vendedores en Pequeño
(AVEP), marchan hacia el Centro Judicial Isidro Menéndez para exigir la libera-
ción de los 20 compañeros detenidos luego de la protesta realizada el viernes
pasado en repudio al decomiso de mercadería por parte de la PNC. En horas
de la tarde, el Juzgado libera a todos los detenidos.

J U E V E S  2 7 Integrantes de ASTRAM paralizan sus labores en la Alcaldía de San Martín, ciu-
dad de San Salvador, para exigir a las autoridades el pago de salarios atrasa-
dos y horas extras realizadas durante el último mes.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AGEPYM Asociación General de Empleados Públicos y Municipales
ANDES Asociación Nacional de Docentes 21 de Junio

ANTA Asociación Nacional de Trabajadores Agropecuarios
ANTMSPAS Asociación Nacional de Trabajadores del Ministerio de Salud Pública y

Asistencia Social
ARENA Acción Republicana Nacionalista

ASTRAM Asociación Salvadoreña de Trabajadores Municipales
AVEP Asociación de Vendedores en Pequeño
BRES Brigada Revolucionaria de Estudiantes Salvadoreños

CD Cambio DemocráticoCR
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CNA Coordinadora Nacional Agropecuaria
CNV Coordinadora Nacional de Vendedores

DR-CAFTA TLC entre Centroamérica, República Dominicana y EE.UU.
FESTRASPRES Federación Salvadoreña de Trabajadores del Sector Público

FMLN Frente Farabundo Martí de Liberación Nacional
PCN Partido de Conciliación Nacional
PDC Partido Demócrata Cristiano
PNC Policía Nacional Civil

STISSS Sindicato de Trabajadores del Instituto Salvadoreño de Seguridad Social
TLC Tratado de Libre Comercio

UMO Unidad de Mantenimiento del Orden
UNES Unidad Ecológica Salvadoreña
URJS Unidad Revolucionaria por la Justicia Social

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Marcelo Perera.
Fuentes: diarios La Prensa, Colatino y El Diario de Hoy.



Guatemala

[cronología enero-abril 2006]

E N E R O

M A R T E S  3 Unos 4 mil vecinos de Aguacatán, Huehuetenango, bloquean el km 261 de la
ruta Interamericana en protesta por el traslado de las oficinas municipales a la
aldea Río San Juan. 

V I E R N E S  6 Los pobladores de Aguacatán, Huehuetenango, que bloquean la ruta
Interamericana desde el martes pasado, son desalojados por la Policía
Nacional Civil (PNC) y el ejército. Decenas de personas resultan heridas y más
de 70 son detenidas. 

V I E R N E S  1 3 Maestros, campesinos, sindicalistas, personas de la tercera edad y miembros
de otros sectores realizan en las principales calles de la capital una marcha en
demanda de aumento al salario mínimo y en rechazo a la política migratoria
de EE.UU., el neoliberalismo y las privatizaciones. Los manifestantes piden al
Organismo Legislativo la convocatoria a una consulta popular para determinar
si Berger debe continuar o no en su cargo de presidente. Para ello, entregan al
presidente del congreso 45 mil firmas que respaldan dicha solicitud. 

J U E V E S  1 9 Cuatro campesinos resultan heridos por disparos realizados por guardias de
seguridad de la finca Nueva Linda, en Champerico, Retalhuleu. Desde el 31 de
agosto de 2004, donde 9 labriegos y 4 agentes de la PNC resultaran muertos
a consecuencia de un violento desalojo, decenas de familias campesinas se
asientan en la misma zona pero a orillas de la carretera. 

L U N E S  2 3 Campesinos de el menos 10 comunidades de diversos departamentos, inte-
grantes del Comité de Unidad Campesina (CUC), se apuestan en la Plaza de
la Constitución de la capital, donde permanecerán hasta que el gobierno
atienda sus problemas de tierras. 

F E B R E R O

M I É R C O L E S  1 Los 350 campesinos de la CUC que desde el 23 de enero pasado mantienen
ocupada la Plaza de la Constitución levantan la medida después de recibir el
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ofrecimiento del gobierno de solucionar varios conflictos agrarios y de suspen-
der las órdenes de desalojo y los procesos judiciales en contra de sus dirigentes. 

M I É R C O L E S  8 Estudiantes y personal administrativo procedentes de las subsedes regionales
de la Universidad de San Carlos (USAC) queman llantas, bloquean los ingre-
sos a las diferentes escuelas y facultades y retienen a personas en la Rectoría
en descontento con la disposición de las autoridades de trasladar 33 secciones
departamentales adscritas a la Facultad de Humanidades a 6 centros regiona-
les universitarios. Representantes de los manifestantes se reúnen con el
Consejo Superior Universitario, que promete la revisión de dicha disposición. 

J U E V E S  9 Miles de maestros de varios departamentos del país, activistas de la Asamblea
Nacional Magisterial (ANM), se manifiestan frente al Congreso en contra de
las políticas educativas de la ministra de Educación, a quien acusan de violar
los consensos alcanzados en diversos procesos de diálogo. 

M A R T E S  1 4 Los maestros de la ANM marchan hasta el Congreso para exigir a los legisla-
dores el voto de desconfianza a la ministra de Educación, quien desde hace
varios días es interpelada por diputados de oposición en referencia a la con-
tratación de personas cercanas al partido de gobierno, la posible privatización
de la Educación y la inversión dudosa en propaganda y publicidad. 

M A R T E S  2 1 Luego de 3 semanas de interpelación en Diputados, la oposición consigue la
aprobación de un voto de falta de confianza contra la ministra de Educación,
María del Carmen Aceña.

M I É R C O L E S  2 2 La ministra de Educación, María del Carmen Aceña, presenta la renuncia a su
cargo, luego de que la oposición aprobara un voto de falta de confianza en su
contra. Por la noche, el Presidente junto a todo su Gabinete, da a conocer en
cadena nacional que en el Consejo de Ministros se ha tomado la decisión uná-
nime de no aceptar su dimisión. 

Nueve organizaciones que integran la Mesa Intersectorial de Diálogo, confor-
mada por la Plataforma Agraria (PA), la Unidad Revolucionaria Nacional
Guatemalteca (URNG) y la Coordinadora Nacional de Organizaciones
Campesinas (CNOC), entre otros, dan a conocer que se retiran del diálogo
con el gobierno, debido a que este no ha retomado sus propuestas para dis-
cutir el tema del desarrollo rural. 

J U E V E S  2 3 Una multitudinaria marcha de protesta contra el Tratado de Libre Comercio
(TLC) entre República Dominicana, Centroamérica y EE.UU. (DR-CAFTA) se
realiza desde el Obelisco hasta el edificio de la Corte de Constitucionalidad
(CC), pasando por la embajada de EE.UU., la municipalidad capitalina y el
Congreso de la República, donde miembros de organizaciones de mujeres,
indígenas, campesinos, estudiantes, profesionales universitarios, trabajadores,
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vendedores informales, personas de la tercera edad y otros grupos participan
de diversos actos. Por su parte, el Frente Nacional de Lucha en Defensa de los
Servicios Públicos y los Recursos Naturales (FNL) presenta un recurso de
inconstitucionalidad contra el DR-CAFTA, alegando que el tratado viola la
Constitución en 4 puntos clave como el derecho a la salud, el tema agrícola,
los derechos laborales y el medio ambiente. 

M A R Z O

J U E V E S  2 Miles de estudiantes del nivel medio acompañados de maestros y padres de
familia marchan hasta el Congreso de la República y el Ministerio de
Educación (MINEDUC) en protesta por el proyecto de privatización de escue-
las normales.

D O M I N G O  5 Ocupantes de terrenos de la finca San Miguelito, ubicada en Nebaj, Quiché,
que desde hace 8 años constituyen la comunidad Pulay, se enfrentan a traba-
jadores de la hacienda que intentan desalojarlos sin orden judicial. Resultan
una persona muerta y 2 heridas. 

M A R T E S  7 En la fase definitiva de la interpelación a la ministra de Educación María del
Carmen Aceña, los diputados opositores sólo obtienen 82 de los 105 votos
necesarios para ratificar la falta de confianza contra la funcionaria. La Gran
Alianza Nacional (GANA), el Partido de Avanzada Nacional (PAN), el Partido
Unionista (PU) y el Partido DÍA (DIA) votan a favor de la ministra. Los partidos
que lo hacen en su contra sostienen que se ha logrado determinar que hay
indicios de una privatización educativa, así como de corrupción en la cartera.
Aceña, en tanto, asegura que, de aquí en más, su reto es cambiar el sistema
educativo y mejorar la comunicación con los actores involucrados en el tema.

M I É R C O L E S  8 Las feministas del país conmemoran el Día Internacional de la Mujer con una
marcha por las principales calles de la capital hasta el Palacio Nacional de la
Cultura, donde exigen igualdad de oportunidades y derechos, el cese de la
violencia contra las mujeres y la vigencia de la Ley de Planificación Familiar,
que se encuentra sujeta a decisión de la CC. En Quetzaltenango,
Huehuetenango, Petén, San Marcos, Antigua Guatemala, y Santa Lucía
Ctozumalguapa, Escuintla, miles de mujeres se manifiestan reclamando el
esclarecimiento de los crímenes de cientos de mujeres guatemaltecas. 

J U E V E S  9 En el municipio Colotenango, Huehuetenango, delegaciones de México, El
Salvador, Honduras, Costa Rica y Guatemala culminan el Encuentro
Mesoamericano de Pueblos Indígenas. Desde el domingo pasado debaten
sobre la lucha en defensa de sus territorios y culturas, intercambiando pro-
puestas relativas a comercio, salud, derechos humanos, género, liderazgo y
luchas populares. 
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D O M I N G O  1 2 Ex miembros de las disueltas Patrullas de Autodefensa Civil (PAC) se manifies-
tan frente al edificio del Instituto de Previsión Militar (IPM) para rechazar la
renuncia de Jorge Gordillo a la comisión técnica encargada de definir la forma
en que recibirán los pagos indemnizatorios por los servicios prestados al
Ejército durante los años del conflicto armado. El gobierno ha desembolsado
hasta el momento más de 50 millones de quetzales y tiene previsto que 500
mil ex PAC sean beneficiados.

M A R T E S  1 4 Campesinos y estudiantes de la escuela oficial mixta de la comunidad La
Esmeralda realizan una manifestación en La Libertad, Petén, para conmemo-
rar el Día Internacional contra las Represas y oponerse a la construcción de
una represa en Tabasco, que afectará a 37 comunidades de la ribera del río
Usumacinta. 

M I É R C O L E S  2 2 Luego de 3 días de sesiones, concluye en la ciudad de Guatemala el primer
congreso de organizaciones sociales y partidos de centro y de izquierda.
Participan, entre otros grupos, la URNG, la Alianza Nueva Nación (ANN), el
Frente Nacional de Lucha (FNL), el Colectivo de Organizaciones Sociales
(COS), la Liga Maya, la Democracia Cristiana Guatemalteca (DCG) y el Partido
Socialdemócrata (PSD) que está en formación. La declaración final del
Congreso plantea el compromiso de trabajar en la búsqueda de soluciones
para los graves problemas que hoy enfrenta el país, entre ellos, la inseguridad
y el acceso a la tierra, a los servicios básicos, a la educación y a la salud; la firma
del DR-CAFTA; y el posible establecimiento de bases militares extranjeras. 

Maestros y alumnos de Retalhuleu, Quetzaltenango, Jalapa, Chiquimula,
Sacatepéquez e Izabal realizan manifestaciones en sus respectivos departa-
mentos en apoyo al dirigente de la ANM, Joviel Acevedo, por el proceso de
destitución en su contra iniciado por el MINEDUC, donde se lo acusa de
defraudar al estado por cobrar un salario sin trabajar. 

V I E R N E S  2 4 Más de 500 personas, entre maestros y padres de familia, se presentan en la
sede de la Dirección Departamental de Educación (DDE) de Salamá para recha-
zar las Instituciones de Servicios Educativos (ISE) y la organización de las juntas
escolares. Los manifestantes sostienen que las ISE son empresas privadas que
fueron contratadas por el MINEDUC para administrar los fondos de la refacción
escolar, pero que absorben un alto porcentaje del presupuesto en su funciona-
miento, lo que reduce el monto de beneficio directo para el estudiantado. 

M A R T E S  2 8 La CC declara definitivamente sin lugar una acción de inconstitucionalidad
promovida por la USAC, en representación de 30 organizaciones políticas y
sociales, contra la ley del DR-CAFTA. 

J U E V E S  3 0 Al cumplirse 11 años de la firma del Acuerdo Sobre Identidad y Derechos de
los Pueblos Indígenas, la PA encabeza una marcha en la capital y varios cortes



de carretera en distintos puntos del país. Demandan al gobierno solución al
problema agrario, atención a la problemática de la educación, la reconstruc-
ción de las comunidades afectadas por la tormenta Stan, la reactivación de la
economía campesina y rechazan el DR-CAFTA y la explotación minera, entre
otros puntos. Representantes de la Coordinadora Nacional Indígena y
Campesina (CONIC), la Unidad de Acción Sindical y Popular (UASP) y la ANM
se reúnen con el vicepresidente y con el ministro de Agricultura, quienes se
comprometen a dar una respuesta el próximo martes. Campesinos de la finca
Nueva Linda se instalan en la Plaza de la Constitución, hasta tanto el gobierno
les dé un asentamiento definitivo, dado que desde el 31 de agosto de 2004,
cuando fueron desalojados, las autoridades no han cumplido sus promesas
de brindarles ayuda. 

A B R I L

M A R T E S  4 El gobierno de EE.UU. solicita que Guatemala apruebe más cambios a la Ley
de Implementación del DR-CAFTA, lo que implica revisar los capítulos de
Telecomunicaciones, Contrataciones Públicas y Propiedad Intelectual. Esta
nueva demanda retrasa el proceso de aprobación de reformas y la emisión de
un dictamen programado para el próximo viernes. Por solicitud de funciona-
rios estadounidenses, el proyecto de ley ya ha sufrido diversos cambios. 

La CC avala las consultas populares efectuadas en Río Hondo, Zacapa, y en
Sipacapa, San Marcos, donde los vecinos votaron contra la instalación de una
hidroeléctrica y una mina respectivamente. La empresa minera Montana
había presentado un amparo contra la consulta popular realizada en Sipacapa
el 18 de junio de 2005 por considerar ilegal el referéndum. En esa oportuni-
dad, 11 de las 13 aldeas del lugar votaron contra la instalación de la mina.
Asimismo, 2.800 vecinos de Río Hondo votaron el 3 de junio de 2005 en con-
tra de la instalación de una hidroeléctrica, tras lo cual las empresas Río Hondo
SA y Electroriente SA accionaron en oposición al Reglamento Municipal que
diera origen al referéndum. 

M I É R C O L E S  5 El gobierno da una respuesta al pliego de reclamos presentado por la PA el 30
de marzo pasado, que no cumple con las expectativas de las organizaciones.
Estas anuncian una radicalización del movimiento. 

La CC ordena al Congreso la publicación de la Ley de Acceso Universal y
Equitativo para la Planificación Familiar, revocando el amparo provisional con-
cedido el 6 de febrero pasado al presidente Óscar Berger en su intento por
evitar la entrada en vigencia de dicha normativa. 

J U E V E S  6 El gobierno de EE.UU. dona al ejército de Guatemala chalecos blindados,
equipo de comunicación de última generación, uniformes, computadoras y
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repuestos para aeronaves y embarcaciones, por un total de 1,4 millones de
dólares. Dichos pertrechos son excedentes de la milicia norteamericana. 

V I E R N E S  7 La Corte Suprema de Justicia (CSJ) confirma la absolución de Efraín Ríos
Montt por los disturbios protagonizados por militantes del Frente Republicano
Guatemalteco (FRG) el 24 y 25 de julio de 2003, donde un periodista resultó
muerto. 

M A R T E S  1 1 El Gobierno retira su apoyo a la CONIC para la compra de nuevas fincas a tra-
vés del Fondo Nacional de Tierras (FONTIERRAS). 

J U E V E S  2 0 La CONIC, la ANM y la UASP, que agrupa a 276 sindicatos, encabezan el
denominado levantamiento nacional, con bloqueos en las entradas y salidas
de la capital y puntos estratégicos de los 22 departamentos del país, así como
concentraciones pacíficas en diversas ciudades. Demandan acciones por parte
del gobierno en temas relacionados al sindicalismo, las concesiones mineras,
los problemas de distribución de tierras y deudas agrarias, educación, el DR-
CAFTA, los derechos indígenas, el acceso a la justicia y atención a los afectados
por el huracán Stan. Veintisesis personas son detenidas y 10 son heridas en
diferentes choques contra la policía. 

M A R T E S  2 5 Tras el asalto a una maestra por parte de la Mara 18 y argumentando que la
PNC no da respuesta a los constantes ataques de los que son víctimas, dece-
nas de pobladores de Palín, Escuintla, bloquean la ruta al Pacífico y se dirigen
a la sede policíaca local donde exigen la entrega de un presunto pandillero
para lincharlo. Sin lograr su objetivo, marchan a la supuesta vivienda de varios
pandilleros y en el lugar golpean a uno de ellos, que logra escapar. Luego,
incendian la casa, otras 3 viviendas e intentan linchar a una mujer que distri-
buye drogas. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ANM Asamblea Nacional Magisterial 
ANN Alianza Nueva Nación 

CC Corte de Constitucionalidad 
CNOC Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas 
CONIC Coordinadora Nacional Indígena y Campesina 

COS Colectivo de Organizaciones Sociales 
CSJ Corte Suprema de Justicia 

CUC Comité de Unidad Campesina 
DCG Democracia Cristiana Guatemalteca 
DDE Dirección Departamental de Educación 
DIA Partido DÍA 

DR-CAFTA TLC entre República Dominicana, Centroamérica y EE.UU.
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FNL Frente Nacional de Lucha en Defensa de los Servicios Públicos y los Recursos
Naturales 

FNL Frente Nacional de Lucha
FONTIERRAS Fondo Nacional de Tierras 

FRG Frente Republicano Guatemalteco 
GANA Gran Alianza Nacional 

IPM Instituto de Previsión Militar 
ISE Instituciones de Servicios Educativos 

MINEDUC Ministerio de Educación 
PA Plataforma Agraria 

PAC Patrullas de Autodefensa Civil 
PAN Partido de Avanzada Nacional 
PNC Policía Nacional Civil 
PSD Partido Socialdemócrata 
PU Partido Unionista 

TLC Tratado de Libre Comercio 
UASP Unidad de Acción Sindical y Popular 
UNE Unión Nacional de la Esperanza 

URNG Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca 
USAC Universidad de San Carlos

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Mariana C. Fassi.
Fuentes: diarios Prensa Libre y La Hora. 
Otras fuentes: Servicio Informativo del Centro de Estudios Guatemala (CEG),
Albedrío, IMC Chiapas, Prensa Indígena, Rebelión, ALAI y ADITAL.
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Honduras

[cronología enero-abril 2006]

E N E R O

L U N E S  2 Los trabajadores del Instituto de Jubilados y Pensionados de los Empleados
Públicos (INJUPEMP) paralizan sus actividades y realizan asambleas informa-
tivas en demanda de incrementos salariales para 300 trabajadores que se
desempeñan en la institución.

M A R T E S  1 0 Cerca de 1.500 manifestantes, integrantes del Bloque Popular, la
Confederación Unitaria de Trabajadores de Honduras (CUTH) y de la Central
General de Trabajadores (CGT), realizan un plantón en los bajos de la Cámara
Legislativa y exigen que no se apruebe la Ley Marco del Sector de
Telecomunicaciones por ser contraria a los intereses de la estatal Empresa
Hondureña de Telecomunicaciones (HONDUTEL). Por su parte, un importan-
te grupo de afiliados a la seccional Nº 1 del Sindicato de Trabajadores de
Telecomunicaciones (SITRATEL) realiza una marcha por el centro histórico de
la capital hasta el Congreso y se suman a la protesta. Los trabajadores recla-
man también que se posponga por 2 años la exclusividad de la que goza
HONDUTEL. 

M I É R C O L E S  1 1 Tras el fracaso de las negociaciones con los representantes de la Secretaría de
Finanzas, los trabajadores del INJUPEMP deciden levantar la huelga iniciada el
pasado lunes 2 y quedan a la espera de una transición normal para reiniciar
las negociaciones con el próximo gobierno.

L U N E S  2 3 Centenares de conductores de transporte urbano paralizan el servicio y toman
varias vías y carreteras del país, para exigir la reducción de las multas estable-
cidas en la nueva Ley de Tránsito. La Policía Metropolitana detiene a 26 con-
ductores y cobradores acusados de sedición en perjuicio de la seguridad inte-
rior del estado.

V I E R N E S  2 7 En una ceremonia realizada en el Estadio Nacional, en Tegucigalpa, asume
como nuevo presidente de Honduras, Manuel Zelaya Rosales. En su discurso
de asunción se destaca la creación de 4 nuevos ministerios: Ciencia y
Tecnología; Inversiones; Seguimiento de Proyectos y Acuerdos, y Staff
Presidencial. Instruye a sus secretarios de Estado para que impulsen las accio-
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nes tendientes a cumplir las promesas realizadas durante la campaña electo-
ral: matrícula gratis, financiamiento de viviendas para los pobres, reducción
del precio de los combustibles, veda forestal, y no más concesiones para las
explotaciones de minas de cielo abierto, entre otras.

M A R T E S  3 1 Los conductores y cobradores de transporte urbano detenidos en la
Penitenciaría Nacional desde el pasado lunes 23, recobran su libertad luego
de llegar a un acuerdo conciliatorio con la Fiscalía. Dicho acuerdo establece el
cambio de carátula del caso por la de escándalo en la vía pública y la obliga-
ción de acatar las leyes de Tránsito y realizar trabajo comunitario.

Un grupo de maestros pertenecientes al Primer Colegio Profesional
Hondureño de Maestros (PRICPHMA) toma las instalaciones del Instituto de
Previsión del Magisterio (INPREMA) en Tegucigalpa, en demanda de que se
reconozcan a sus representantes ante el directorio de dicho instituto. La pro-
testa tiene lugar luego de que los directivos del INPREMA reconocieran al diri-
gente Alejandro Ventura como representante y no a Lourdes Aguilar, ganado-
ra del proceso electoral en meses pasados.

F E B R E R O

M I É R C O L E S  1 La facción del PRICPHMA encabezada por Lourdes Aguilar suspende la toma
del edificio del INPREMA al recibir promesas de que su junta directiva será
reconocida como la legítima de ese colegio magisterial.

L U N E S  6 En horas de la noche, varios maestros pertenecientes al Colegio Profesional
Unión Magisterial de Honduras (COPRUMH), al PRICPHMA y al Colegio de
Profesores de Educación Media de Honduras (COPEMH) toman las instalacio-
nes del INPREMA en rechazo al nombramiento de varios ex dirigentes magis-
teriales ante la junta directiva de ese organismo, ya que, supuestamente, varios
de ellos tienen cuentas pendientes con la justicia por casos de corrupción.

M A R T E S  7 Unos 2.500 campesinos marchan por la calle principal de Tocoa, departamen-
to de Colón, y toman la carretera local hacia Trujillo para exigir al Congreso
Nacional la derogación inmediata de la Ley para la Modernización y
Desarrollo del Sector Agrícola, y al Instituto Nacional Agrario (INA) el sanea-
miento y titulación de las tierras para las empresas asociativas campesinas y
las cooperativas agropecuarias ubicadas en la región del Aguán, Sico y
Paulaya. Reclaman además, al Ministerio Público y la Corte Suprema de
Justicia (CSJ) el cese de la persecución, hostigamiento y encarcelamiento de
los campesinos miembros directivos de las organizaciones del Aguán.

J U E V E S  9 Un grupo de maestros pertenecientes al Colegio Profesional Superación
Magisterial de Honduras (COLPROSUMAH) desaloja pacíficamente a los diri-
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gentes del COPRUMH, COPEMH y PRICPHMA que mantienen tomado el edi-
ficio del INPREMA en Tegucigalpa desde el pasado lunes.

M A R T E S  1 4 Empleados públicos, pertenecientes a la Secretaría de Obras Públicas,
Transporte y Vivienda (SOPTRAVI), HONDUTEL, INPREMA, Ministerio de
Salud y la Empresa de Correos de Honduras (HONDUCOR), realizan una pro-
testa en las inmediaciones de la Casa presidencial y entregan un pliego de
peticiones a una comisión nombrada por el presidente Zelaya Rosales, en
rechazo al proceso de privatización de las empresas estatales e instituciones
de servicio público y a la reducción anunciada de un 30% de la fuerza laboral.
Reclaman un buen uso de los recursos de la Secretaría de Salud, mejoras físi-
cas en los puertos y el respeto a los convenios internacionales de la
Organización Internacional del Trabajo (OIT), las leyes laborales vigentes, y el
derecho al trabajo, entre otras cosas.

M A R Z O

L U N E S  6 Once organizaciones campesinas pertenecientes a la coordinadora norocci-
dental toman las instalaciones del INA en San Pedro Sula, departamento de
Cortés, para demandar el cumplimiento de una serie de puntos, entre los cua-
les se encuentran la ampliación del fondo de las cajas rurales y la destitución
del jefe regional de la institución, José Francisco Lanza. 

M I É R C O L E S  8 Durante el Día Internacional de la Mujer, el Colectivo de Mujeres contra la
Violencia realiza una manifestación frente a la CSJ y marcha hasta la Casa
Presidencial para pedir, entre otras cosas, el cese de la violencia contra las
mujeres y que se investigue la gran cantidad de muertes violentas de mujeres
producidas en el país.

M I É R C O L E S  1 5 En una accidentada sesión, debido a la protesta de la bancada de Unificación
Democrática (UD), el Congreso Nacional aprueba la Ley de Implementación del
Tratado de Libre Comercio (TLC) entre Centroamérica, EE.UU. y República
Dominicana (CAFTA-DR, por sus siglas en inglés). La propuesta incluye reformas
al Régimen de Propiedad Intelectual, Propiedad Industrial, Código Penal, a la Ley
de Contratación del Estado y Régimen Sanitario y Fitosanitario, entre otros.

J U E V E S  1 6 Los trabajadores de la SOPTRAVI, de las secretarías de Finanzas y de
Educación, y del Hospital San Felipe, entre otras instituciones públicas del país,
se suman a la huelga iniciada el pasado lunes por los empleados públicos del
Hospital Escuela de Tegucigalpa en reclamo de la aplicación del decreto
180/2000. Horas más tarde, y luego de una reunión con la ministra de Trabajo,
Ricci Moncada, y la comisión negociadora nombrada por el gobierno, la
Coordinadora de Empleados Públicos decide suspender las medidas de pre-
sión, tras acordar que no se levantarán actas en contra de los trabajadores en



paro, y que en 14 días se dará una respuesta jurídica en relación a la aplicación
del decreto.

V I E R N E S  3 1 Unos 5 mil obreros, estudiantes, campesinos y maestros provenientes de todo
el país marchan hasta la Casa Presidencial en reclamo de una reducción en los
precios de los combustibles, respeto a los estatutos, el cumplimiento de las
promesas salariales y en rechazo a la privatización de empresas estatales y al
TLC, que entrará en vigencia 1º de abril. Por su parte, el Consejo Cívico de
Organizaciones Populares e Indígenas de Honduras (COPINH) protesta frente
al edificio de la embajada de EE.UU.

A B R I L

S Á B A D O  1 Durante un acto realizado en la Casa de Gobierno, el presidente Manuel
Zelaya Rosales, junto con el embajador de EE.UU., Charles Ford, oficializa la
entrada en vigencia del CAFTA-DR.

J U E V E S  2 0 La dirigencia sindical de los empleados públicos anuncia que a pesar de
haberse pronunciado por la inaplicabilidad del decreto 180/2000, el gobierno
vuelve a negociar y reconoce finalmente aumentos salariales que correspon-
den a una erogación de 300 millones de lempiras, a entregar 150 este año y el
resto en 2007, quedando fijo el aumento que contempla el decreto de 350
lempiras por empleado. 

Unos 56 mil docentes de enseñanza primaria y media de todo el país realizan
un paro de brazos caídos por 24 hs en protesta por la falta de pago del primer
desembolso de la matrícula gratis, prometido por el presidente Manuel Zelaya
Rosales durante y después de la campaña electoral.

D O M I N G O  3 0 El presidente Manuel Zelaya Rosales firma el acuerdo conciliatorio para la apli-
cación del decreto 180/2000, que pone fin a un conflicto de más de 6 años y
establece el pago de 250 millones de lempiras en concepto de incremento
retroactivo de sueldo para los 35 mil empleados públicos. Dicha suma será
desembolsada en tres partes, 50 millones en junio del presente año, 100
millones durante 2007 y los últimos 100 durante 2008.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

CAFTA-DR TLC entre Centroamérica, EE.UU. y República Dominicana
CGT Central General de Trabajadores

COLPROSUMAH Colegio Profesional Superación Magisterial de Honduras
COPEMH Colegio de Profesores de Educación Media de Honduras
COPINH Consejo Cívico de Organizaciones Populares e Indígenas de Honduras
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COPRUMH Colegio Profesional Unión Magisterial de Honduras
CSJ Corte Suprema de Justicia

CUTH Confederación Unitaria de Trabajadores de Honduras
HONDUCOR Empresa de Correos de Honduras
HONDUTEL Empresa Hondureña de Telecomunicaciones

INA Instituto Nacional Agrario
INJUPEMP Instituto de Jubilados y Pensionados de los Empleados Públicos
INPREMA Instituto de Previsión del Magisterio

OIT Organización Internacional del Trabajo
PRICPHMA Primer Colegio Profesional Hondureño de Maestros

SITRATEL Sindicato de Trabajadores de Telecomunicaciones
SOPTRAVI Secretaría de Obras Públicas, Transporte y Vivienda

TLC Tratado de Libre Comercio
UD Unificación Democrática

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Martín Fernández.
Fuentes: diarios La Prensa, La Tribuna, Tiempo y El Heraldo.
Otras fuentes: Centro de Medios Independientes Chiapas.
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México

[cronología enero-abril 2006]

E N E R O

D O M I N G O  1 Indígenas de la selva Lacandona acuden al caracol Resistencia hacia un Nuevo
Amanecer para despedir al subcomandante Marcos, llamado delegado Zero
en representación de la Comisión Sexta, quien se dirige a San Cristóbal de las
Casas a dar inicio a la otra campaña. Con un acto multitudinario junto a la
comandancia zapatista al que asisten bases de apoyo y miembros de la socie-
dad civil de organizaciones indígenas e internacionales, anuncian el inicio del
camino prometido en la Sexta Declaración de la Selva Lacandona para reco-
nocer el rostro y la palabra de los “otros” en México. Allí es dicho que el prin-
cipal destinatario de la sexta declaración, el gran poder del dinero, hubo res-
pondido con la suscripción del Pacto del Castillo de Chapultepec.

L U N E S  2 En San Cristóbal de las Casas prosigue el acto zapatista en el cual el coman-
dante Tacho dice que los campesinos son los más indispensables y los más
maltratados, los que tienen que hacer producir las malas tierras que tienen,
los que sufren y hay los que son obligados a emigrar, los que enfrentan pre-
cios miserables para el consumo de los grandes ricos. Critica también al
Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), que es la entrada
de semillas transgénicas y el fin de las semillas nativas y que demuestra la
complicidad del sistema de partido de estado con los gobiernos extranjeros.
Tacho llama a los campesinos a unirse a la otra campaña, al igual que a los
obreros explotados en las fábricas, sin empleo seguro, sin protección de las
leyes del gobierno, que están hechas para los patrones. Luego, en la colonia la
Hormiga, el subcomandante Marcos participa de la Asamblea Plenaria de los
Altos de Chiapas, la primera de la otra campaña, a la que sigue un tendal en el
país según transcurren los días hasta las eleciones presidenciales. 

J U E V E S  5 El delegado Zero prosigue la gira en la localidad de Chiapa de Corzo, donde
señala que lo que está en juego en la campaña electoral es el desprecio por la
inteligencia de los de abajo, ya que allí arriba no hay otra cosa que mentiras y
partidos políticos que no los oyen ni los respetan. Marcos pide que los que
están con la cuestión electoral se vayan a otro lado, porque ella requiere de un
camino que va por arriba y que conduce al desprecio, la humillación y los
insultos. Luego, la caravana se moviliza a Tuxtla Gutiérrez. 
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D O M I N G O  8 Luego de la inhumación del cuerpo de la comandanta Ramona en el cemen-
terio municipal de la cabecera de San Andrés, los zapatistas reanudan su itine-
rario con un calendario nuevo, acorde a la suspensión que debieron hacer.

M I É R C O L E S  1 1 La primera sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) decide
desentenderse de un recurso interpuesto por la Procuraduría General de la
República (PGR) que pretendió revisar la decisión de un juez federal de impe-
dir las órdenes de aprehensión del ex presidente Luis Echeverría y de funcio-
narios de sus gobiernos, quienes son acusados de genocidio por la matanza
de 1968. La resolución de la corte cierra de facto la posibilidad de que pros-
peren otros procesos penales, que también se refieren a la masacre de 1971 y
a los crímenes de la guerra sucia.

L U N E S  1 6 La SCJN determina la inconstitucionalidad del decreto que el 10 de septiem-
bre de 2001 expropiara ingenios azucareros en favor del estado y ordena la
restitución de algunos de ellos a sus dueños anteriores, el Grupo Machado y
el Grupo Financiero Bital. Con posterioridad, beneficiará también al Grupo
Azucarero México.

J U E V E S  1 9 El Tribunal Unitario Agrario (TUA), con sede en Acapulco, declara la ilegalidad de
la asamblea que el 23 de agosto pasado resolviera en Cacahuantepec el traspaso
de las tierras comunales para la presa de La Parota, lo que impide a la Comisión
Federal de Electricidad (CFE) realizar las labores necesarias para su construcción.

El Frente Amplio de Sindicatos Universitarios y de la Educación Superior
(FASUES) realiza una manifestación frente al Senado para exigir el rechazo del
proyecto de reforma a la ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado (ISSSTE) presentado por Joel Ayala Almeida, sena-
dor priísta y líder de la Federación de Sindicatos de Trabajadores al Servcio del
Estado (FSTSE). Los empleados públicos de salud y educación de Chiapas
ocupan sus dependencias y 10 mil profesores de Michoacán realizan un paro
con manifestación.

V I E R N E S  2 7 La otra campaña sucede en la ciudad de Villahermosa, donde Marcos denun-
cia el despojo de tierras campesinas, al Programa de Certificación de
Derechos Ejidales y Titulación de Solares (PROCEDE) y a los banqueros, ade-
más de señalar los lazos de su ex gobernador, Roberto Madrazo, con el nar-
cotráfico y el crimen organizado, de los cuales señala que fueron la plataforma
desde donde saltó hacia la gubernatura estatal y que son los pilares desde los
que compra televisión, radio y prensa para la presidencia de la república. 

D O M I N G O  2 9 Eduardo Maya Manrique, campesino del Consejo de Ejidos y Comunidades
Opositores a la Presa La Parota (CECOP), muere tras ser agredido por los que
están a favor del embalse, quienes además atacaron a un compañero suyo en
la comunidad Dos Arroyos.
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Miembros del comité organizador de la Jornada Internacional por los
Derechos de los Migrantes, compuesta por la Organización de Mujeres
Migrantes de Aztlán en Chicago y la Red Migrante, entre otros, acuden a la
embajada de los Estados Unidos, en el Distrito Federal (DF), para representar
la caída del llamado “muro de la vergüenza”, una representación del que
quiere instalar el gobierno estadounidense en su frontera sur.

F E B R E R O

S Á B A D O  4 Miembros de unas 333 organizaciones sociales y gremiales se dan cita en el
auditorio del Sindicato Mexicano de Electricistas (SME) para participar de la
plenaria del Tercer Diálogo Nacional.

D O M I N G O  5 En Boca del Monte, Oaxaca, Marcos lleva un mensaje de la comandanta
Ramona, quien le pidió que buscase a la mujer indígena del Istmo, y que le diga
que la larga noche de los 500 años puede terminar ya o volverse una pesadilla si
prospera el proyecto de cortar al país por su cintura, con el color del concreto y el
dinero que apaga el que adorna su vestido y acalla el canto de sus labios. Ese
proyecto es uno de carreteras, ferrocarril, prostíbulos, gasolineras, cantinas,
expendios de drogas, grandes hoteles y oficinas, que no respeta la propiedad eji-
dal, la propiedad comunal ni la naturaleza; ese proyecto es el Plan Transístmico. 

Los partícipes del Tercer Diálogo Nacional concluyen impulsar una organiza-
ción de organizaciones que aliente un modelo alternativo al neoliberalismo
que convoque a los sectores desorganizados de la sociedad y tienda puentes
a la otra campaña. Señalan que las ofertas electorales no rompen de fondo
con la política neoliberal y el imperialismo y establecen una agenda de movi-
lizaciones destinada a impedir la aprobación de las reformas. Requieren ade-
más la adopción de una política exterior que reivindique el principio de no
intervención, el derecho a la autodeterminación de los pueblos, la derogación
del TLCAN y de la Alianza para la Seguridad y Prosperidad de América del
Norte (ASPAN) y la no implementación del Plan Puebla-Panamá (PPP) y el
Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA).

L U N E S  6 En Unión Hidalgo, el subcomandante Marcos expresa descreer del Tercer
Diálogo Nacional por considerarlo la continuación de la destrucción del país
disimulada de progresismo y antineoliberalismo.

J U E V E S  9 La otra campaña arriba a la ciudad de Oaxaca, donde el subcomandante
Marcos cuenta que los zapatistas no fueron a la asunción de Evo Morales por
no acudir arriba, a ningún gobierno. 

J U E V E S  1 6 Según lo acordado en el Tercer Diálogo Nacional, decenas de miles de profe-
sores, electricistas, tranviarios y campesinos, un total de 50 mil según los con-
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vocantes, marchan desde el Ángel de la Independencia hasta el zócalo capita-
lino para exigir al gobierno el rechazo a la reforma del ISSSTE. Unos 60 mil
maestros paran en Oaxaca, mientras que 2 mil marchan en la capital de
Zacatecas y un millar en San Cristóbal de las Casas. 

Al acontecer la otra campaña en la ciudad de Puebla, Marcos se refiere a lo
que los zapatistas consideran un doble acoso que pesa sobre la juventud: un
acoso compuesto por la versión que tienen lo medios masivos de comunica-
ción sobre lo que debe ser la juventud o la rebeldía, que es light o soft, y otro
que es el de las generaciones mayores que le plantean arrancarse de sí sus
principios hasta terminar siendo aquello a lo que se haya opuesto.

D O M I N G O  1 9 Inspirado en la otra campaña, alrededor de un millar y medio de personas se
reúne en un antro de Zacatelco, Tlaxcala, para dar pie al encuentro “Por otra
comunicación, otra información, otro arte, otra cultura”. Participan músicos,
mimos, malabaristas, trovadores, bailarines, mojigangas y anarcopunks, encar-
gados de radios piratas y de las otras alternativas, de periódicos, revistas, fan-
zines y sitios web, pintoras, editorialistas marginales, colectivos de arte, educa-
ción y propaganda, videoastas y fotógrafos, hackers, ambientalistas y otros
inclasificables.

D O M I N G O  2 6 Alrededor de 40 mil personas convocadas por el Frente Cívico Poblano, que
aglutina a militantes y simpatizantes de izquierdas y derechas, a sindicatos y
empresarios, campesinos e intelectuales, Organizaciones No Gubernamentales
(ONGs) y comerciantes, empleados públicos, profesionales, sacerdotes, homo-
sexuales y lesbianas, entre otros, participan de la llamada Marcha de la
Dignidad Ciudadana en la capital del estado para exigir la renuncia del gober-
nador Mario Marín, quien es acusado de autoritarismo y pederastia. 

M A R T E S  2 8 La Secretaría de Trabajo y Previsión Social (STPS) desconoce al presidente del
Sindicato Nacional de Trabajadores Mineros, Metalúrgicos y Similares de la
República Mexicana (SNTMMSRM), Napoleón Gómez Urrutia, y da su aval ofi-
cial, de manera provisional, al disidente retirado Elías Morales Hernández. El
gobierno acusa al dirigente de haber malversado los fondos que debiera
haber destinado en su totalidad a los ex trabajadores de la Mexicana de
Cananea, a quienes corresponde el 5% del monto por el que fue vendida.

M A R Z O

M I É R C O L E S  1 Unos 270 mil trabajadores mineros de 129 secciones del sindicato en Hidalgo,
Coahuila, Guerrero, Chihuahua, Querétaro, Michoacán, Guanajuato y el esta-
do de México, entre otros, inician un paro indefinido en defensa de Napoleón
Gómez Urrutia, a quien consideran el dirigente del gremio. El Comité
Ejecutivo Nacional (CEN) del SNTMMSRM acusa al secretario de Trabajo y a
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los ejecutivos de los grupos México y Villacero de haberse aliado para destituir
y encarcelar al líder sindical.

J U E V E S  2 Todas las secciones en huelga del SNTMMSRM resuelven levantar el paro,
aunque dicha medida y unas cuantas marchas aún subsisten en algunas sec-
ciones en pequeña escala.

L U N E S  6 La Unión Nacional de Trabajadores (UNT), el SME y organizaciones disidentes
del Congreso del Trabajo (CT) anuncian haber conformado el Frente de
Solidaridad en Defensa del Sindicalismo Nacional. Dicho frente contiene al
Sindicato Nacional de Trabajadores del Seguro Social (SNTSS), a los telefonis-
tas, mineros, tranviarios, a la Central Campesina Cardenista (CCC), la Central
Independiente de Obreros Agrícolas y Campesinos (CIOAC), la Confederación
Revolucionaria de Obreros y Campesinos (CROC) y a la Confederación
Nacional de Comerciantes en Pequeño, entre otros. El SNTMMSRM realiza
una asamblea general extraordinaria en la que 97 delegados de las 125 sec-
ciones que lo componen ratifican a Gómez Urrutia como secretario general.

M A R T E S  7 Alrededor de 30 mil trabajadores del Frente de Solidaridad en Defensa del
Sindicalismo Nacional marchan hacia la Plaza de la Constitución, donde los
dirigentes gremiales repudian la intromisión del gobierno en la vida sindical y
convocan a una huelga nacional. El presidente Vicente Fox, la dirigencia del
Partido Acción Nacional (PAN) y varias autoridades federales respaldan al
secretario de Trabajo y acusan de corrupción a Gómez Urrutia. 

J U E V E S  1 6 Ante autoridades de 148 países y la asistencia de 20 mil participantes, entre
ejecutivos de empresas trasnacionales y de organismos multilaterales, se inicia
en el capitalino Centro Cultural Banamex el cuarto Foro Mundial del Agua. El
presidente del Consejo Mundial del Agua (CMA), Loïch Fauchon, considera
responsables de la crisis a la demografía incontrolada, las megaciudades, la
deforestación, la degradación del suelo y los cambios climáticos. La Coalición
de Organizaciones Mexicanas por el Derecho al Agua (COMDA) organiza un
campamento en la Plaza de la Revolución, donde se reúnen quienes se opo-
nen a la privatización del servicio y a la consideración del agua como mercan-
cía. Entre ellos hay activistas, ambientalistas, defensores de los derechos
humanos, académicos, campesinos, indígenas, maestros, estudiantes y sindi-
calistas que marchan del Ángel de la Independencia al Deportivo Mundet. 

V I E R N E S  1 7 Organizaciones civiles y coaliciones ambientalistas de más de 40 países de
Europa, América del Norte, Latinoamérica, África y Asia inauguran el Foro
Internacional en Defensa del Agua, en el que repudian al foro oficial y al capi-
tal trasnacional de las empresas Vivendi, Suez y Aguas de Barcelona.
Asimismo, un centenar de personas da inicio al Encuentro de Pueblos y
Organizaciones Indígenas en Defensa del Agua. 
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S Á B A D O  1 8 En el marco del contraforo, se realiza el tercer Encuentro Nacional del
Movimiento Mexicano de Afectados por las Presas y en Defensa del los Ríos
(MAPDER). 

D O M I N G O  1 9 Finaliza el Foro Internacional en Defensa del Agua con un plan de acción conjun-
to y una declaración, llamada “El derecho al agua es posible: gestión pública y
participativa”, en que acuerdan consolidar un movimiento mundial por el agua.
Consensúan también luchar por el respeto del valor cultural y espiritual de las
variadas concepciones ancestrales de los pueblos indios y autóctonos al respecto. 

Más de 300 representantes del SNTMMSRM en Monclova, Coahuila, avalan a
Gómez Urrutia como su dirigente máximo. 

L U N E S  2 0 En la ciudad El Salto, la otra campaña reúne al Sindicato Nacional
Revolucionario de Trabajadores de la Compañía Hulera Euzkadi, ante el cual
se pronuncia por un gobierno obrero, campesino, indígena y popular. Marcos
señala que los zapatistas son víctimas colaterales de la guerra librada por el
capitalismo, cuyo núcleo está en el proceso de producción, desde donde la
explotación se hace grande, se expande e invade otros países y por eso es el
obrero quien ha visto lo que los zapatistas no, y es quien tiene el arma princi-
pal para clavarla en el corazón del capital. 

M A R T E S  2 1 Distintas ONGs acreditadas en el foro oficial, como Public Services
International (PSI), World Development Movement (WDM), Wetlands
International (WI), World Wildlife Fundation (WWF), The World Sindhi
Institute (TWSI) y The World Conservation Union, denuncian que el rechazo
de los países desarrollados para admitir el derecho al agua demuestra la inuti-
lidad de ese tipo de reuniones internacionales, en las que lo fundamental es la
apropiación del recurso y la búsqueda de utilidades.

La otra campaña prosigue en la Universidad de Guadalajara, bajo la consigna
“¿Otra teoría?”. Marcos cuestiona el papel de los intelectuales en la vida del
país y dialoga con ellos de la situación nacional y el papel de la otra campaña.
El subcomandante pregunta por aquellos que cuidan del “buen” comportarse
en la reflexión intelectual y el análisis teórico, por los equivalentes a los jueces,
vigilantes, policías y cárceles en la cultura mexicana, en la investigación y la
academia, el establishment cultural, los intelectuales en la antesala del poder
que coquetean con el sistema, haciendo mérito en tránsito hacia arriba. 

M I É R C O L E S  2 2 Concluye el cuarto Foro Mundial del Agua con una ceremonia en la que se
presenta la Declaración de México, que recoge los diálogos allí vertidos e
incluye una declaración paralela de Bolivia, Cuba, Venezuela, Uruguay y
Angola que reconoce el derecho humano al agua y repulsa la intervención en
los foros de las instituciones multilaterales y las corporaciones trasnacionales,
como Aquafed. 
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D O M I N G O  2 6 Un tribunal popular enjuicia al gobernador poblano, Mario Marín, y lo conde-
na por abuso de autoridad, cohecho, tráfico de influencias y ejercicio indebido
de la función pública, por lo que sentencia su renuncia inmediata, cárcel e
inhabilitación para ejercer cargos públicos, todo lo cual es rechazado por el
acusado. Luego del juicio, unas 10 mil personas marchan en la capital del esta-
do junto al Frente Cívico Poblano. 

M A R T E S  2 8 Decenas de personas se manifiestan frente al Senado para exigir el rechazo a
la Ley Federal de Radio y Televisión, la llamada ley Televisa, a la que acusan de
poner en riesgo a los medios educativos, culturales y comunitarios, de impli-
car una pérdida de soberanía del estado y fortalecer a los dos grandes con-
sorcios de medios del país. Participan la Asamblea Mundial de Radios
Comunitarias, la Asociación Mexicana de Creadores e Investigadores de Radio,
trabajadores de Radio Educación, del Instituto Mexicano de la Radio, canal 11,
Radio TV Morelos, académicos y estudiantes de comunicación y periodismo y
organizaciones de derechos humanos, entre otros. 

A B R I L

D O M I N G O  2 Medio millar de mineros de la Siderúrgica Lázaro Cárdenas-Las Truchas
(SICARTSA), empresa del Grupo Villacero ubicada en Michoacán, inicia una
huelga para exigir al gobierno federal que reconozca a Gómez Urrutia.

M A R T E S  1 1 El presidente Fox y el secretario de Gobernación promulgan las reformas a la
Ley Federal de Telecomunicaciones y la Ley Federal de Radio y Televisión. 

J U E V E S  2 0 Más de 800 agentes policiales michoacanos ingresan a SICARTSA con gases
lacrimógenos y armas de fuego, dispersan a los obreros atrincherados y se
enfrentan luego con otros mineros. Dos trabajadores resultan muertos, uno
desaparecido y 41 heridos. El ejército y la armada intervienen las áreas de alto
riesgo de la siderúrgica.

V I E R N E S  2 1 El secretario de Seguridad Pública y el coordinador de la Policía Ministerial
presentan sus renuncias al gobierno michoacano. El secretario de
Gobernación federal se reúne con dirigentes del Frente Nacional por la
Unidad y la Autonomía Sindical (FNUAS), quienes le piden el retiro del ejérci-
to y la policía de las instalaciones de SICARTSA y la renuncia del secretario de
Trabajo y Previsión Social. 

D O M I N G O  2 3 El sindicato minero de SICARTSA emite un pliego de peticiones en el que
exige el retiro de las demandas penales interpuestas contra 60 trabajadores, el
retiro de las fuerzas federales de la planta acerera, la renuncia del secretario
de Trabajo y Previsión Social, el pago de salarios caídos y un plan de indemni-
zación para los familiares de los fallecidos en Pasta de Conchos y en
SICARTSA, entre otras cosas. 
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V I E R N E S  2 8 A iniciativa del FNUAS y del Frente Sindical Mexicano (FSM) tiene lugar un día
de lucha en que se realizan huelgas, mitines, marchas y bloqueos de calles
para impedir la política sindical del gobierno de Fox, a la que responsabilizan
de negligencia por lo sucedido en Pasta de Conchos y de injerencia en lo rela-
tivo a la dirigencia sindical minera. Más de 200 mil trabajadores de 68 seccio-
nes del SNTMMSRM paran en Chihuahua, Hidalgo, Coahuila, Guerrero,
Michoacán, Zacatecas y Querétaro, y cerca de 40 mil trabajadores del Instituto
Mexicano del Seguro Social (IMSS) realizan una huelga en todo el país.
Trabajadores telefónicos, de la administración pública, electricistas, universita-
rios y de la educación media, entre otros, integrantes de la Federación de
Sindicatos de Empresas de Bienes y Servicios (FESEBES), realizan una huelga
nacional de una hora. Las secciones 147 y 288 de Monclova, Coahuila, desig-
nan a líderes proclives a Elías Morales con el aval de la STPS. 

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ALCA Área de Libre Comercio de las Américas
ASPAN Alianza para la Seguridad y Prosperidad de América del Norte

CCC Central Campesina Cardenista
CECOP Consejo de Ejidos y Comunidades Opositores a la Presa La Parota

CEN Comité Ejecutivo Nacional 
CFE Comisión Federal de Electricidad

CIOAC Central Independiente de Obreros Agrícolas y Campesinos
CMA Consejo Mundial del Agua

COMDA Coalición de Organizaciones Mexicanas por el Derecho al Agua
CROC Confederación Revolucionaria de Obreros y Campesinos

CT Congreso del Trabajo
DF Distrito Federal

FASUES Frente Amplio de Sindicatos Universitarios y de la Educación Superior
FESEBES Federación de Sindicatos de Empresas de Bienes y Servicios

FNUAS Frente Nacional por la Unidad y la Autonomía Sindical
FSM Frente Sindical Mexicano

FSTSE Federación de Sindicatos de Trabajadores al Servicio del Estado
IMSS Instituto Mexicano del Seguro Social

ISSSTE Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado
MAPDER Movimiento Mexicano de Afectados por las Presas y en Defensa de los Ríos

ONGs Organizaciones No Gubernamentales
PAN Partido Acción Nacional
PGR Procuraduría General de la República
PPP Plan Puebla-Panamá

PROCEDE Programa de Certificación de Derechos Ejidales y Titulación de Solares
PSI Public Services International

SCJN Suprema Corte de Justicia de la Nación
SICARTSA Siderúrgica Lázaro Cárdenas-Las Truchas
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SME Sindicato Mexicano de Electricistas
SNTMMSRM Sindicato Nacional de Trabajadores Mineros, Metalúrgicos y Similares de la

República Mexicana
SNTSS Sindicato Nacional de Trabajadores del Seguro Social

STPS Secretaría de Trabajo y Previsión Social
TLCAN Tratado de Libre Comercio de América del Norte

TUA Tribunal Unitario Agrario
TWSI The World Sindhi Institute
UNT Unión Nacional de Trabajadores

WDM World Development Movement
WI Wetlands International

WWF World Wildlife Fundation

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Juan Chaves, con la colaboración
de Magdalena Rauch y Marcelo Perera.
Fuentes: diarios La Jornada y El Universal.

O
SA

L2
64

CR
O

N
O

LO
GÍ

A
[R

EG
IÓ

N
N

O
RT

E
- M

ÉX
IC

O
]



Nicaragua

[cronología enero-abril 2006]

E N E R O

J U E V E S  5 Unos mil médicos, agremiados en la Federación Médica Pro Salario (FMPS),
marchan hasta la Casa Presidencial, en Managua, en el marco de la huelga por
aumento salarial que sostienen desde hace 53 días. Las negociaciones fraca-
san dado que el gobierno se niega a otorgar el incremento salarial del 70%
que exigen los médicos, que afecta los acuerdos con el Fondo Monetario
Internacional (FMI). 

V I E R N E S  1 3 Más de 100 campesinos afectados por el pesticida nemagón se concentran
frente a una gasolinera de la Shell, en la carretera a Masaya, en apoyo a la eje-
cución judicial del embargo de dicha empresa. La misma tiene una condena
en su contra que la obliga a pagar 489 millones de dólares a favor de 500
bananeros afectados por el pesticida. 

M A R T E S  1 7 Cientos de campesinos de distintas comunidades indígenas del municipio San
José de Cusmapa, departamento de Madriz, realizan tranques en protesta por
la deforestación de la zona y la destrucción de las carreteras.

M I É R C O L E S  1 8 Los médicos de la FMPS suspenden la atención de emergencias ante la inte-
rrupción de las negociaciones con el gobierno el lunes pasado.

El directorio del FMI aprueba la reactivación del programa económico con el
país por un año y la condonación de 203 millones de dólares de deuda exter-
na, como parte de la iniciativa de alivio multilateral de deudas. 

S Á B A D O  2 1 Tres miembros de la Cooperativa Agrícola Campesina Aurelio Carrasco son
asesinados y 2 son heridos de gravedad por un grupo de personas al mando
de un productor, quien reclama la propiedad de unas 43 manzanas en la
comunidad Mata de Cacao, departamento Chinandega.

L U N E S  2 3 El Ministerio de Salud (MINSA) despide a 12 médicos, entre ellos 8 dirigentes
de la FMPS, 48 hs después de que el gobierno declara ilegal la huelga. 

J U E V E S  2 6 La FMPS continúa la huelga pero flexibiliza su demanda de incremento
salarial, pasando del 70 al 35%. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público
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(MHCP) rechaza la propuesta y mantiene el ofrecimiento de un aumento
salarial del 13%.

V I E R N E S  2 7 Unos 200 pobladores de Las Salinas de Nahualapa enfrentan a la policía en las
costas de Playa Sardina, municipio de Tola, departamento Rivas, para evitar
que se coloque un cerco en la propiedad de 2 inversionistas extranjeros, que
cerraría el acceso libre a la playa. 

L U N E S  3 0 Unos 20 mil trabajadores de la salud, afiliados a la Federación de Trabajadores
de la Salud (FETSALUD), inician una huelga nacional en reclamo de un aumen-
to salarial del 48% y de mayor presupuesto para la compra de medicinas para
los hospitales, entre otras cosas. Los trabajadores bloquean el tráfico en las
inmediaciones de los hospitales y frente a las oficinas del FMI, ya que este
organismo se ha pronunciado en contra de los aumentos salariales en el país.

Los trabajadores judiciales de todo el país paran en reclamo de un aumento
salarial del 20%. El presidente de la Corte Suprema de Justicia (CSJ) afirma
que el presupuesto para el año 2006 no se puede modificar ya que ocasiona-
ría inconvenientes con el FMI. 

M A R T E S  3 1 En el marco de la huelga por aumento salarial, trabajadores de la salud reali-
zan tranques y plantones en Estelí, Masaya y Managua.

F E B R E R O

V I E R N E S  3  La huelga de los empleados judiciales en reclamo de un aumento salarial se
extiende a Estelí, Ocotal, Juigalpa y Chontales.

L U N E S  6 Los transportistas colectivos de Managua, nucleados en la Unión Regional de
Cooperativas de Transporte Colectivo (URECOOTRACO), paralizan más de 1.200
unidades para exigir al gobierno un subsidio mensual de 20 millones de córdo-
bas durante un año para afrontar los incrementos en el precio del combustible.

Unos 500 empleados del poder judicial de distintas zonas del país marchan
hasta el edificio de la CSJ para exigir un incremento salarial. Los trabajadores
suspenden la huelga luego de que el presidente de la CSJ se compromete a
otorgar un incremento salarial de entre un 10 y un 20%, según el escalafón.

M I É R C O L E S  8 Los transportistas en huelga realizan piquetes y quema de llantas en diversos
puntos de la capital. En Ciudad Sandino, los manifestantes se enfrentan con la
policía con un saldo de 53 detenidos y numerosos heridos.

J U E V E S  9 Unos 16 trabajadores despedidos de la canadiense Tritón Minera, en El Limón,
afiliados al sindicato Pedro Roque, bloquean las principales entradas de la
empresa para exigir su reincorporación.
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V I E R N E S  1 0 Los buseros en huelga realizan piquetes en diversos puntos de Managua. Los
transportistas que protestan en la rotonda de la Fuerza Aérea son reprimidos
y desalojados por la policía.

Unos 50 miembros de la FMPS toman el edificio del MINSA para exigir el
pago inmediato de los salarios de febrero, retenidos por orden del gobierno,
y el reintegro de los médicos despedidos el 23 de enero pasado. En las afue-
ras del edificio, un grupo de personas se concentra en apoyo a los médicos.

D O M I N G O  1 2 Los médicos que mantienen tomado el MINSA son desalojados por la policía.
En las afueras del edificio, médicos y vecinos del barrio Leningrado se con-
centran en apoyo a los manifestantes desalojados.

M A R T E S  1 4 Los transportistas nucleados en la URECOOTRACO levantan el paro que man-
tienen desde hace 8 días luego de acordar con el gobierno un subsidio por 4
meses costeado con la creación de un impuesto del 3% sobre las ganancias
mensuales de las petroleras. Los partidos liberales, las asociaciones empresa-
rias y los gerentes de Shell, Esso y Texaco repudian la medida.

V I E R N E S  1 7 La trasnacional Tritón Minera, ubicada en El Limón, suspende indefinidamen-
te sus actividades dejando cesantes a más de 400 trabajadores. Alega que los
tranques permanentes que realiza el sindicato Pedro Roque les impiden con-
tinuar con las operaciones.

M I É R C O L E S  2 2 Los trabajadores de la salud, afiliados a FETSALUD, bloquean la entrada de los
directores, subdirectores y administradores en casi todos los centros asisten-
ciales del país. En Chinandega y en Juigalpa, los trabajadores toman las insta-
laciones de los hospitales.

Los habitantes del puerto El Bluff, en Bluefields, que mantienen tomadas las
oficinas de la Empresa Nicaragüense del Petróleo (PETRONIC) y la Empresa
Nicaragüense de Electricidad (ENEL) desde el día anterior, paralizan las activi-
dades productivas de la zona en reclamo del restablecimiento del servicio de
energía eléctrica, suspendido 18 días atrás.

J U E V E S  2 3 Los trabajadores de FETSALUD impiden la entrada a los hospitales de los
médicos de la FMPS, ya que este último exige al gobierno que atienda sus
reclamos por separado. Los médicos repudian esta medida con un plantón en
el Aeropuerto Internacional de Managua.

V I E R N E S  2 4 Los pobladores del puerto El Bluff levantan la toma de PETRONIC luego de
lograr la instalación de una planta eléctrica que garantiza unas 18 hs de luz
diarias a 5 mil habitantes. 
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M A R Z O  

D O M I N G O  5 Se realizan las elecciones de concejales en la Región Autónoma del Atlántico
Sur (RAAS) y la Región Autónoma del Atlántico Norte (RAAN) en un clima de
cuestionamiento a la actuación del Consejo Supremo Electoral (CSE) debido a
las pujas internas entre sandinistas y liberales. El Partido Liberal
Constitucionalista (PLC) triunfa en ambas regiones: en la RAAN obtiene 18
concejales, el Frente Sandinista de Liberación Nacional (FSLN), 16 y Yatama,
11. En la RAAS, el PLC obtiene 19 concejales, 12 el FSLN y 9 Yatama. 

El Banco Interamericano de Desarrollo (BID), en el marco del Plan Puebla
Panamá (PPP), aprueba una donación de 1,5 millones de dólares para finan-
ciar estudios sobre la integración de mercados de hidrocarburos en América
Latina y el Caribe. 

Cientos de pobladores de la comunidad Mina El Limón marchan, por segunda
vez, para exigir la reactivación de las operaciones de Tritón Minera. 

L U N E S  6 Un grupo de trabajadores de la empresa Parmalat Centroamérica realiza un
paro en reclamo de la reincorporación de 4 trabajadores despedidos y de la
aplicación del aumento salarial estipulado en el convenio colectivo. Asimismo,
denuncian que la empresa persigue al sindicato y a los trabajadores.

Transportistas de Managua, nucleados en la URECOOTRACO, paralizan la
mitad de sus unidades para exigir al gobierno el cumplimiento de los acuer-
dos firmados el 14 de febrero pasado. 

M A R T E S  7 Los trabajadores de Parmalat levantan la huelga luego de acordar con la
empresa la reincorporación de los obreros despedidos y la aplicación del
incremento salarial acordado en el convenio colectivo.

M I É R C O L E S  8 Cientos de mujeres realizan diversas marchas en el marco del Día
Internacional de la Mujer. Un grupo protesta frente al Ministerio Público en
demanda de justicia en los casos de violencia contra las mujeres. Otro grupo
protesta frente a la Embajada de EE.UU. en repudio a la ocupación de Irak.

V I E R N E S  1 0  Los dirigentes de la FMPS y de la FETSALUD unifican sus demandas de
aumento salarial y acuerdan exigir al gobierno un incremento inmediato del
15% y otro 15% más en el transcurso del año. Sin embargo, informan que las
negociaciones continuarán por separado.

L U N E S  1 3 Simpatizantes del partido indígena Yatama marchan por las calles de Bilwi
hasta la sede del Consejo Electoral Regional (CER) de la RAAN para exigir la
renuncia del presidente de este cuerpo, a quien acusan de quitarles 2 escaños
que legalmente les corresponden. También bloquean la zona de Wawabum,
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único acceso que une el Caribe con el Pacífico. La policía detiene a 25 mani-
festantes.

M I É R C O L E S  1 5 Cientos de indígenas, simpatizantes del partido Yatama, toman el aeropuerto
de Bilwi, RAAN, y paralizan la salida de todos los vuelos. Otro grupo bloquea
la carretera a Waspam y Las Minas. Los manifestantes que desde el día ante-
rior tienen tomadas las instalaciones del CSE, retienen al presidente de este
consejo como medida de presión para que se reconozcan sus demandas.

J U E V E S  1 6 La empresa Tritón Minera, que explota la Mina El Limón, reanuda sus opera-
ciones luego de llegar a un acuerdo con los dirigentes del sindicato Pedro
Roque. La empresa reincorpora a 8 empleados de este sindicato a cambio de
que se suspendan los tranques. 

V I E R N E S  1 7 Los pobladores de Corn Island, en la RAAS, instalan piquetes en la pista del
aeropuerto, bloquean la salida de barcos del muelle y la salida de los depósi-
tos de combustible de PETRONIC en reclamo del restablecimiento del servicio
energético. 

S Á B A D O  1 8 Finalizan las protestas de Yatama en la RAAN luego de que el CSE declara los
ganadores de las elecciones regionales y otorga a este partido el número de
escaños que reclaman. Los simpatizantes de Yatama realizan una marcha por
las calles en festejo de los resultados electorales. 

L U N E S  2 0 Los hospitales Bertha Calderón y Fernando Vélez Paiz de Managua son ocu-
pados por la policía por orden del MINSA. Ante esta medida, los médicos en
huelga abandonan las unidades de salud.

M A R T E S  2 1 La Asamblea Nacional (AN) aprueba, con votos sandinistas y liberales, las 3
últimas reformas de leyes requeridas para la entrada en vigencia del Tratado
de Libre Comercio entre Centroamérica, República Dominicana y Estados
Unidos (DR-CAFTA).

M I É R C O L E S  2 2 Cientos de personas, convocadas por la Unión Nacional de Asociaciones de
Consumidores y Usuarios de Nicaragua (UNACUN), marchan hasta la AN en
rechazo del desabastecimiento de agua potable en 50 barrios de Managua y
31 municipios del país.

La URECOOTRACO acuerda con el gobierno central un subsidio en combusti-
ble durante 2 meses y otro en efectivo por 3 meses, entre otras cosas, pero
deciden continuar con el paro parcial hasta que la AN apruebe la medida. 

La FETSALUD y la FMPS suspenden las negociaciones previstas con el MINSA
en protesta por la presencia policial en 2 hospitales públicos de Managua.
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J U E V E S  2 3  Los jefes militares centroamericanos acuerdan en Tegucigalpa, durante una
reunión de la Conferencia de Fuerzas Armadas Centroamericanas (CFAC), la
creación de un batallón de mantenimiento de la paz en la región, que estará a
disposición de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), y el fortaleci-
miento de la Unidad Humanitaria de Rescate para desastres naturales.

L U N E S  2 7 El MINSA ordena el retiro de la policía del Hospital Bertha Calderón, en
Managua, luego de que la FMPS accede a garantizar la ruta de emergencias. El
Hospital Vélez Paiz continúa ocupado por la policía ya que los médicos exigen
el retiro de los médicos de refuerzo enviados por el MINSA para retomar la
atención de las emergencias. 

V I E R N E S  3 1 El gobierno de EE.UU. certifica que Nicaragua ha cumplimentado los procedi-
mientos jurídicos para la implementación del DR-CAFTA, por lo cual el acuer-
do entra en vigencia a partir del 1º de abril. 

A B R I L

L U N E S  3 La URECOOTRACO inicia un paro total de transporte en Managua, El Crucero
y Ciudad Sandino para exigir que la AN apruebe de inmediato un subsidio en
combustibles durante 2 meses. Los transportistas realizan plantones en 10
puntos de la capital. 

Los Médicos Pro Salario del Hospital Fernando Vélez Paiz, en Managua, toman
nuevamente el control de ese centro asistencial e impiden el ingreso de los
médicos enviados por el MINSA para la atención de los casos de emergencia.

M I É R C O L E S  5 Unas 3 mil personas, convocadas por la FETSALUD, la Unión Nacional de
Estudiantes de Nicaragua (UNEN) y el Movimiento Comunal, marchan hasta
la AN en reclamo de una solución inmediata a las demandas de los trabajado-
res de la salud. Dirigentes de FETSALUD reinician negociaciones con el
gobierno.

El embajador estadounidense, Paul Trivelli, envía una carta al PLC y a la
Alianza Liberal Nicaragüense-Partido Conservador (ALN-PC), entre otros,
donde ofrece el financiamiento y apoyo técnico de EE.UU. para la realización
de elecciones primarias que designen un candidato único de las llamadas
fuerzas democráticas, para evitar un triunfo del FSLN. 

Ante la decisión de la AN de postergar por 2 semanas el tratamiento de los pro-
yectos de ley que pretenden solucionar el conflicto, los transportistas nuclea-
dos en la URECOOTRACO desmontan el paro total que mantienen desde el
lunes pasado y ponen a circular la mitad de la flota disponible. Los buseros ale-
gan que perderán mucho dinero si no trabajan durante 2 semanas.
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J U E V E S  6 Los dirigentes de la FETSALUD levantan la huelga luego de acordar con el
gobierno un ajuste salarial del 17,25%, una partida presupuestaria para la
compra de medicamentos, la reincorporación de los dirigentes despedidos de
la FMPS y el pago de los salarios retenidos a los médicos en huelga. Los diri-
gentes del gremio médico no aceptan la propuesta salarial del gobierno y con-
tinúan con la huelga. 

J U E V E S  2 0 Miembros de la FMPS toman las emergencias en algunos hospitales de
Managua. En el Hospital Vélez Paiz son desalojados por la policía, pero toman
nuevamente la dirección del hospital con el apoyo de médicos de otros cen-
tros de salud. 

V I E R N E S  2 1 El Consejo de Administración del Banco Mundial (BM) aprueba la condona-
ción de la deuda externa a 17 países de América Latina y África, entre ellos
Nicaragua, que se hará efectiva el 1º de julio próximo.

M A R T E S  2 5 La empresa estatal Petróleos de Venezuela (PDVSA) y 53 alcaldes nicaragüen-
ses, en su mayoría del FSLN, conforman la empresa mixta Alternativa
Bolivariana para las Américas (ALBA)-Nicaragua, que venderá combustible a
precios preferenciales a las alcaldías nicaragüenses. Dirigentes de partidos
opositores al sandinismo y funcionarios del gobierno critican los acuerdos fir-
mados.

M I É R C O L E S  2 6 Dos médicos de la FMPS se suman a la huelga de hambre iniciada el día ante-
rior por un miembro de la federación en reclamo de un incremento salarial
del 13,35%, adicional al 30% ya aprobado para los trabajadores de la salud. 

V I E R N E S  2 8 Los trabajadores de la educación, convocados por la Asociación Nacional de
Educadores de Nicaragua (ANDEN), protestan frente al MHCP, en Managua, y
a las delegaciones del Ministerio de Educación, Cultura y Deportes (MECD) en
los municipios, en rechazo al veto a la Ley General de Educación, que estable-
ce, entre otras cuestiones, un incremento salarial de 500 córdobas por año
hasta 2012. Una delegación de maestros se reúne con funcionarios del MHCP
y acuerdan asignar partidas presupuestarias para el pago de becas de posgra-
do, planes de vivienda y la constitución de un fondo mutual de retiro.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ALBA Alternativa Bolivariana para las Américas
ALN-PC Alianza Liberal Nicaragüense-Partido Conservador

AN Asamblea Nacional
ANDEN Asociación Nacional de Educadores de Nicaragua

BID Banco Interamericano de Desarrollo 
BM Banco Mundial
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CER Consejo Electoral Regional
CFAC Conferencia de las Fuerzas Armadas Centroamericanas

CSE Consejo Supremo Electoral
CSJ Corte Suprema de Justicia

DR-CAFTA Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica, República Dominicana y
Estados Unidos 

ENEL Empresa Nicaragüense de Electricidad 
FETSALUD Federación de Trabajadores de la Salud

FMI Fondo Monetario Internacional
FMPS Federación Médica Pro Salario
FSLN Frente Sandinista de Liberación Nacional

MECD Ministerio de Educación, Cultura y Deportes
MHCP Ministerio de Hacienda y Crédito Público

MINSA Ministerio de Salud
ONU Organización de las Naciones Unidas

PDVSA Petróleos de Venezuela
PETRONIC Empresa Nicaragüense del Petróleo

PLC Partido Liberal Constitucionalista
PPP Plan Puebla Panamá

RAAN Región Autónoma del Atlántico Norte
RAAS Región Autónoma del Atlántico Sur

UNACUN Unión Nacional de Asociaciones de Consumidores y Usuarios de Nicaragua 
UNEN Unión Nacional de Estudiantes de Nicaragua

URECOOTRACO Unión Regional de Cooperativas de Transporte Colectivo

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Ana Sofía Jemio.
Fuentes: diarios La Prensa y El Nuevo Diario.

O
SA

L2
72

CR
O

N
O

LO
GÍ

A
[R

EG
IÓ

N
N

O
RT

E
- N

IC
AR

AG
UA

]



Panamá

[cronología enero-abril 2006]

E N E R O

D O M I N G O  1 Entra en vigencia la Ley Nº 51 que reforma el régimen de la Caja de Seguro
Social (CSS).

M A R T E S  1 0 Se realizan varias manifestaciones en diferentes puntos del país en repudio a
la 9º ronda de negociaciones por el Tratado de Libre Comercio (TLC) con
EE.UU que se lleva a cabo en Washington. En la ciudad de Panamá, miem-
bros del Frente Nacional para la Defensa de la Seguridad Social
(FRENADESO) protestan ante la sede del Ministerio de Comercio, mientras
que estudiantes universitarios realizan un piquete frente a la embajada de
EE.UU. A su vez, productores chiricanos protestan en la ciudad de David. Por
su parte, el ministro de Desarrollo Agropecuario, Laurentio Cortizo Cohen,
presenta su renuncia por diferencias con el presidente Matín Torrijos Espino
en las negociaciones del TLC. 

El Comité Cívico contra el Alza de Energía Eléctrica (COCICALE) realiza, en la
ciudad de Panamá, una protesta con una quema simbólica de recibos del ser-
vicio eléctrico frente a la sede del Ente Regulador de Servicios Públicos (ERSP)
y convoca a la realización de un apagón durante 15 minutos en el que se des-
conecten todos los artefactos que consuman electricidad.

V I E R N E S  1 3 Trabajadores pertenecientes al Sindicato Único de Trabajadores de la
Construcción y Similares (SUNTRACS) se manifiestan frente a la goberna-
ción de Chiriquí en repudio al TLC con EE.UU. Mientras tanto, en
Washington, termina la 9º ronda de negociaciones sin que se firme el TLC
por las diferencias existentes respecto de las normas fito y zoosanitarias, a
pesar de los avances alcanzados en las negociaciones de los rubros agrícolas
y sobre la ampliación del Canal de Panamá (CP). La dirigencia de
FRENADESO exige la convocatoria a un referéndum para que el pueblo
panameño decida si quiere o no el TLC.

M A R T E S  1 7 Se realizan varias protestas en repudio al incremento de la tarifa de energía
eléctrica. Mientras un grupo de manifestantes protesta frente al ERSP en la ciu-
dad de Panamá, estudiantes, profesores y empleados de la Universidad de
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Panamá (UP) cortan la vía Transístmica y solicitan al presidente Torrijos la eli-
minación del aumento. A su vez, trabajadores administrativos, docentes y
estudiantes del Centro Universitario de Colón (CUC) realizan una protesta en
repudio al aumento de la electricidad y al TLC con EE.UU. 

L U N E S  2 3 Luego de más de una semana de fuertes protestas en todo el país, en repu-
dio al incremento de la tarifa de energía eléctrica, el gobierno nacional deci-
de congelarlo por un período de 90 días y anuncia la creación de una comi-
sión técnica para tratar la problemática energética y las reformas de las leyes
que crean el ERSP y la Comisión de Libre Competencia y Asuntos del
Consumidor (CICLAC).

F E B R E R O

S Á B A D O  4 En tan sólo una ronda de negociaciones, tras 9 años de congeladas las trata-
tivas, se firma un TLC con Chile. El Tratado excluye más de 200 líneas aran-
celarias de los productos agropecuarios más sensibles para el país y deter-
mina que los servicios financieros se negociarán en 2 años. Luego de este
cuarto acuerdo establecido por el país, el gobierno nacional proyecta con-
cretar en los próximos meses el polémico TLC con EE.UU. y otro con la
República de Singapur.

M I É R C O L E S  8 Las organizaciones pertenecientes al FRENADESO realizan una marcha en la
ciudad de Panamá, desde el parque Porras hacia la presidencia de la
República, en contra del aumento de la tarifa de luz eléctrica, del TLC con
EE.UU., de la ampliación del CP y de las medidas neoliberales implentadas por
el gobierno. Proponen un amplio referéndum para que el pueblo decida
sobre la ampliación del CP, el TLC que se negocia con EE.UU. y la nacionaliza-
ción de las empresas de energía eléctrica.

M I É R C O L E S  1 5 Camioneros panameños y costarricenses cierran el paso al transporte de carga
internacional en Paso Canoa e inician un paro por tiempo indeterminado en
repudio a un nuevo impuesto aduanero dispuesto por las autoridades costa-
rricenses. 

L U N E S  2 0 El gobierno panameño da a conocer un informe preliminar en el cual aprueba
los controles fitosanitarios realizados por el gobierno norteamericano y abre la
posibilidad de que se concrete el TLC con EE.UU., interrumpido por contro-
versias en este punto. 

M A R T E S  2 8 Se firma un TLC con la República de Singapur. Se trata del segundo TLC alcan-
zado el gobierno de Martín Torrijos Espino en el transcurso del mes. Para su
entrada en vigencia, debe ser ratificado por la Asamblea Nacional.
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M A R Z O

M I É R C O L E S  1 Los transportistas costarricenses y panameños levantan el paro de actividades
que sostienen en Paso Canoas luego de que la Secretaría de Integración
Económica Centroamericana le comunica al gobierno panameño su rechazo
al cobro de un sello electrónico a los camiones que circulen por la frontera.

J U E V E S  1 6 Alrededor de mil obreros bananeros de la Cooperativa de Servicios Múltiples
de Puerto Armuelles (COOSEMUPAR) realizan un paro de actividades y cie-
rran la frontera Paso Canoa que une al país con Costa Rica. Exigen que el
gobierno revise un contrato establecido con la empresa norteamericana
Chiquita Brands, que los perjudica. Se producen enfrentamientos con efecti-
vos antimotines pero no se registran detenidos ni heridos.

S Á B A D O  1 8 Los casi 3 mil trabajadores bananeros de Puerto Armuelles levantan el paro de
labores y el corte de ruta en la frontera costarricenses tras llegar a una acuer-
do con el gobierno.

A B R I L

M I É R C O L E S  5 Las organizaciones reunidas en el Movimiento por la Dignidad Nacional
(MODINA) protestan frente a las instalaciones de Unión Fenosa, en Vía
España, ciudad de Panamá, en rechazo al incremento de más del 9% en la
tarifa eléctrica. 

L U N E S  2 4 La Junta Directiva de la Autoridad del CP aprueba un acuerdo por el cual
recomienda la construcción de un tercer juego de exclusas y lanza la campa-
ña para el referéndum nacional por la ampliación del canal prevista para
noviembre.

V I E R N E S  2 8 En un acto realizado en la Cancillería, el presidente Martín Torrijos entrega la
personería jurídica a la Central Única de Trabajadores (CUT), integrada por la
Central Nacional de Trabajadores de Panamá, Convergencia Sindical y la
Federación Nacional de Servidores Públicos. Según voceros de la
Confederación Nacional de Unión Sindical (CONUSI) y el Consejo Nacional
de Trabajadores Organizados (CONATO), la nueva central sindical forma parte
de una estrategia gubernamental para debilitar el movimiento sindical y gene-
rar consenso en proyectos polémicos tales como la ampliación del CP.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

CICLAC Comisión de Libre Competencia y Asuntos del Consumidor 
COCICALE Comité Cívico contra el Alza de Energía Eléctrica



CONATO Consejo Nacional de Trabajadores Organizados
CONUSI Confederación Nacional de Unión Sindical

COOSEMUPAR Cooperativa de Servicios Múltiples de Puerto Armuelles
CP Canal de Panamá

CSS Caja de Seguro Social
CUC Centro Universitario de Colón
CUT Central Única de Trabajadores

ERSP Ente Regulador de Servicios Públicos
FRENADESO Frente Nacional para la Defensa de la Seguridad Social

MODINA Movimiento por la Dignidad Nacional
SUNTRACS Sindicato Único de Trabajadores de la Construcción y Similares

TLC Tratado de Libre Comercio
UP Universidad de Panamá

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de María José Nacci.
Fuentes: diarios Crítica y La Prensa. 
Otras fuentes: Cáritas Panamá.
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Puerto Rico

[cronología enero-abril 2006]

E N E R O

M I É R C O L E S  1 1 La Cámara de Representantes aprueba una resolución, impulsada por el
Partido Nuevo Progresista (PNP), por la cual solicita al Congreso de EE.UU.
acatar las recomendaciones del informe de status preparado por la Casa
Blanca, que propone un plebiscito para que los puertorriqueños opten por la
estatidad o la independencia. 

V I E R N E S  1 3 Un grupo de maestros, afiliados a la Federación de Maestros de Puerto Rico
(FMPR), realiza un piquete frente a La Fortaleza en reclamo de un aumento
salarial, y exige al gobernador Aníbal Acevedo Vilá detener el despido de 67
educadores, dictaminado por el Departamento de Educación (DE).

L U N E S  1 6 El poder ejecutivo presenta una propuesta de reforma contributiva que inclu-
ye, entre otras cosas, un impuesto al consumo del 7%. El proyecto es criticado
por el PNP ya que no se incluye una reforma fiscal complementaria. Otros sec-
tores acusan de regresiva la reforma debido a que este impuesto, que grava
también a los alimentos, provocará el empobrecimiento de la población.

J U E V E S  2 6 Un grupo de empleados convocados por la Unión de Trabajadores de la
Industria Eléctrica y Riego (UTIER) se manifiesta frente al edificio del Senado
para presionar por la aprobación de un proyecto que prohíba la privatización
de la Autoridad de Energía Eléctrica (AEE). El Senado aprueba dicho proyecto.

L U N E S  3 0 Diversos grupos políticos y sindicales se manifiestan en las inmediaciones del
Capitolio en el marco del Mensaje sobre la Situación del País emitido por el
gobernador en la Cámara de Representantes. El sector convocado por el
Frente Socialista, la FMPR y la UTIER, entre otros, repudian las alzas en los ser-
vicios básicos aprobadas por el gobierno, el proyecto de reforma contributiva
y la incertidumbre laboral causada por las amenazas de despido y reducción
de la jornada laboral. Por otro lado, los sectores estadistas expresan su recha-
zo a la reforma contributiva impulsada por el ejecutivo. Los sectores convoca-
dos por la Juventud del Partido Popular Democrático (PPD) manifiestan su
apoyo a la gestión de Acevedo Vilá.
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F E B R E R O  

L U N E S  6 Padres y estudiantes de la escuela Evaristo Rivera Chevremont, en Río Piedras,
suspenden las clases y realizan una protesta en reclamo por la falta de higiene
del establecimiento.

M I É R C O L E S  8 Empleados de la Unión Independiente de Trabajadores de la Cervecería India
(UITCI) realizan un piquete frente a la fábrica, en Mayagüez, para exigir que se
reanuden las negociaciones del convenio colectivo.

V I E R N E S  1 0 El FBI allana las casas de 6 reconocidos líderes independentistas y sindicalis-
tas, argumentando que el operativo está dirigido contra miembros del grupo
independentista Los Macheteros para prevenir un potencial ataque terrorista
doméstico. Durante uno de los allanamientos, decenas de activistas se enfren-
tan con los agentes norteamericanos. Cientos de personas se movilizan frente
al Tribunal Federal, en Hato Rey, en repudio a los allanamientos y rechazan la
excusa del atentado terrorista. 

S Á B A D O  1 1 Decenas de manifestantes, convocados por Madres Contra la Guerra, realizan
un piquete frente a la oficina de las fuerzas armadas de EE.UU., en Río Piedras,
en repudio al reclutamiento militar de jóvenes puertorriqueños. 

D O M I N G O  1 2 Miembros de la FMPR marchan hasta La Fortaleza en reclamo de la reincor-
poración de 904 maestros cesanteados por el DE. 

J U E V E S  1 6 El PPD radica en el Senado federal un proyecto de ley que propone la realiza-
ción de una Asamblea Constitucional de Status que defina la relación política
de la isla con EE.UU., optando entre la estatidad, la independencia o un Estado
Libre y Asociado (ELA) con modificaciones. Miembros del PNP y del Partido
Independentista Puertoriqueño (PIP) rechazan el proyecto por considerar al
ELA una opción colonial. 

El Sindicato Puertorriqueño de Trabajadores (SPT) realiza 4 piquetes simultá-
neos frente a las oficinas regionales del Departamento de la Familia en San
Juan, Ponce, Humacao y Arecibo para exigir que se haga efectivo el aumento
salarial de 100 dólares, a partir de julio de 2006. 

V I E R N E S  1 7 Un grupo de estadistas, convocados por el PNP, marcha desde el Capitolio, en
San Juan, hasta el fuerte Buchanan, en Guaynabo, dando inicio a la caravana
“En marcha por el fin de la colonia” que durante 15 días recorrerá la isla.

L U N E S  2 0 Más de mil personas, convocadas por el PIP, realizan un piquete frente al edi-
ficio del Tribunal Federal, en Hato Rey, en repudio a los allanamientos del FBI
a hogares de líderes independentistas ocurridos el 10 de febrero.
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M I É R C O L E S  2 2 Unos 900 empleados afiliados a la UTIER realizan una serie de piquetes en
protesta por los atrasos en la negociación del convenio colectivo. 

J U E V E S  2 3 Cientos de independentistas, convocados por la Coordinadora Nacional
Rompiendo el Perímetro (CNRP) celebran la 5º Vigilia por la Dignidad en
memoria de Filiberto Ojeda Ríos, en Sabana Grande y en Trujillo Alto. 

D O M I N G O  2 6 Unas 8 mil personas marchan hasta las oficinas principales del FBI, en Hato
Rey, en repudio a las acciones represivas en la isla. La manifestación es con-
vocada por el Movimiento Independentista Nacional Hostiano (MINH) y cuen-
ta con la presencia de numerosas organizaciones independentistas, sindicales,
feministas, comunitarias, estudiantiles y religiosas, entre otras.

L U N E S  2 7 Unas 100 personas realizan un piquete frente al tribunal de Aguadilla en
apoyo a 5 estudiantes que declaran ante la justicia, acusados por haber pin-
tado un mural con consignas contra el FBI en las oficinas federales de la
agencia Homeland Security, en Aguadilla, el pasado 14 de febrero. Los estu-
diantes son absueltos.

M A R Z O

J U E V E S  2 El PNP introduce en el Congreso de EE.UU. un proyecto de ley que recoge las
recomendaciones del comité interagencial de la Casa Blanca. Impulsa la reali-
zación de 2 plebiscitos para que los puertorriqueños escojan entre la estatidad
o la independencia. 

M A R T E S  7 Unos 3 mil independentistas, convocados por el PIP, realizan un piquete fren-
te al estadio Hiram Bithorn, en el marco de la inauguración del mundial de
beisbol, en repudio al FBI y a la situación colonial del país. 

M I É R C O L E S  8 En el Día Internacional de la Mujer Trabajadora, un grupo de mujeres realiza
una manifestación frente al Capitolio. La actividad cuenta con la participación
de diversas organizaciones, entre ellas, la FMPR, Masfaldas de la Universidad
de Puerto Rico (UPR) y Envejecer Juntos.

J U E V E S  9 Los trabajadores de la UTIER llevan adelante un paro y manifestaciones en
toda la isla en solidaridad con sus compañeros de Aibonito, quienes bloquean
una obra, alegando que la AEE utiliza empleados de otra rama para realizar un
trabajo que le corresponde a la UTIER. Según los trabajadores, estos hechos
constituyen intentos solapados de privatizar el servicio. Al final de la jornada,
dirigentes de la UTIER acuerdan una tregua de una semana a cambio de la
paralización de las obras. 
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Trabajadores de la educación, convocados por la FMPR, se manifiestan frente
al Departamento del Trabajo en protesta por los atrasos en la negociación del
convenio colectivo.

S Á B A D O  1 8 En el marco de la jornada internacional contra la guerra, cientos de manifes-
tantes realizan un piquete frente al edificio de la Guardia Nacional en Hato
Rey para exigir el fin de la guerra en Irak, el cese de la ocupación y el regreso
de los soldados puertorriqueños.

D O M I N G O  1 9 Unas mil personas, convocadas por Pueblo Contra la Guerra, marchan hasta
el Capitolio, en San Juan, en reclamo del fin de la guerra y el regreso de los
soldados de Irak. Sobre las escalinatas del Capitolio, los manifestantes colo-
can 49 féretros en representación de los puertorriqueños muertos en Irak y
Afganistán.

L U N E S  2 0 Los estudiantes y padres de la escuela intermedia Juan S. Marchand de Manatí
continúan con el paro iniciado una semana atrás por la falta de conserjes en la
institución.

M A R T E S  2 1 Cientos de afiliados a la Unión General de Trabajadores (UGT) protestan
frente a las instalaciones del Departamento de Salud en reclamo de un
aumento salarial.

Trabajadores afiliados a la Unión Gastronómica protestan frente al hotel Hyatt
Dorado Beach, en Dorado, en repudio al cierre del complejo, anunciado para
el próximo 31 de mayo, que dejará sin empleo a unos 800 trabajadores. 

Trabajadores de la Asociación de Empleados de Comedores Escolares se
manifiestan frente al DE en protesta por el cierre de una docena de comedo-
res escolares a causa de problemas de infraestructura y sanidad.

M I É R C O L E S  2 9 Unos mil independentistas realizan un piquete en el Capitolio en repudio al
homenaje que rinde la legislatura a un empresario cubano señalado como
autor intelectual del asesinato del independentista Carlos Muñiz Varela. Luego
de un intenso forcejeo con la policía, un grupo de manifestantes ingresa al
Capitolio y es reprimido y desalojado con gas pimienta. Los independentistas
marchan hasta el Tribunal de Hato Rey para exigir la libertad de un militante
arrestado durante la jornada de protestas. 

V I E R N E S  3 1 Cientos de trabajadores de la UTIER realizan un piquete para exigir la firma
del convenio colectivo. La manifestación es fuertemente reprimida por la
policía con un saldo de 1 obrero y 4 policías heridos. Ante esta situación, los
trabajadores declaran un paro nacional y se manifiestan frente al cuartel
general de Hato Rey.
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A B R I L

L U N E S  3 Unos 3 mil trabajadores y miembros de partidos políticos realizan un piquete
frente al Capitolio en repudio a las políticas económicas del gobierno, en el
marco del Mensaje de Presupuesto que brinda el gobernador Acevedo Vilá a
los legisladores. Tanto la Federación de Trabajadores de Puerto Rico (FTPR), la
Central Puertorriqueña de Trabajadores (CPT) y el Frente Amplio de
Camioneros (FAC) como el PIP, el Frente Socialista y el Partido Nacionalista,
aunque protestan por separado, rechazan el impuesto a la venta que preten-
de introducir la reforma contributiva impulsada por el ejecutivo y exigen que
se cobre impuestos a las grandes corporaciones. Asimismo, unos 50 miem-
bros del PNP se manifiestan en repudio al gobernador y una docena de mili-
tantes del PPD dan su apoyo a Acevedo Vilá. Por su parte, el gobernador
advierte que si no se aprueba el presupuesto y la reforma contributiva, el
gobierno no tendrá dinero suficiente para seguir operando.

J U E V E S  6 Decenas de personas realizan una caravana en Ponce, organizada por la poli-
cía, con el objetivo de prevenir el abuso sexual y el maltrato a menores.

L U N E S  1 0 Cientos de inmigrantes, convocados por la Coalición de Solidaridad a los
Inmigrantes, realizan una vigilia en la Plaza Barceló en el Barrio Obrero,
Santurce, en rechazo a la nueva política migratoria que quiere aprobar EE.UU.
que criminaliza a los indocumentados.

Decenas de trabajadores de la Cervecería India, convocados por la UITCI, rea-
lizan un piquete frente a la empresa, en Hato Rey, para exigir un aumento
salarial, un bono de navidad, vacaciones y el pago de la hora de almuerzo.

V I E R N E S  1 4 La Coalición Puertorriqueña contra la Pena de Muerte realiza una vigilia frente
al Tribunal Federal en repudio a un juicio en curso que pretende condenar al
acusado a la pena capital.

L U N E S  1 7 Más de 300 independentistas, convocados por la CNRP, protestan frente al
Departamento de Seguridad Interna (Homeland Security), en la antigua Base
Ramey, en Aguadilla, en reclamo a la abolición de la policía de EE.UU. en
Puerto Rico.

M I É R C O L E S  1 9 Unos 2 mil empleados públicos, convocados por la Asociación de Empleados
del ELA (AEELA), marchan hasta el Capitolio para exigir a los legisladores la
aprobación de un préstamo del Banco Gubernamental de Fomento (BGF),
solicitado por el gobernador Acevedo Vilá, para compensar el déficit proyecta-
do para este año fiscal.

D O M I N G O  2 3 El gobernador Acevedo Vilá da un plazo de 24 hs al poder legislativo para que
apruebe el préstamo para paliar el déficit presupuestario. En caso contrario, el
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lunes 1º de mayo deberá cerrar la mayor parte de las agencias de gobierno.
Por su parte, el presidente de la Cámara de Representantes, el novoprogresis-
ta José Aponte, afirma que el secretario de Hacienda manipula las cifras de
ingresos del gobierno para crear una falsa crisis fiscal.

L U N E S  2 4 Unos 500 trabajadores pertenecientes a la UTIER realizan un paro en los
municipios de Caguas, Humacao, Cayey y Barranquitas, en solidaridad con
sus compañeros de Naranjito, reprimidos por la policía con gas pimienta
durante una protesta.

El Senado autoriza un préstamo de 531 millones de dólares al gobierno para
el pago de salarios de 13 agencias y para cubrir los gastos de la tarjeta de
salud. En la cámara de Diputados, el PNP rechaza las medidas y afirma que el
ejecutivo tiene que controlar los gastos en vez de implantar un impuesto a las
ventas del 7%.

M A R T E S  2 5 Decenas de maestros y cientos de estudiantes de 5 escuelas en Moca, Ponce
y Mayagüez protestan frente a las instituciones en repudio al anuncio del cie-
rre de las entidades debido a la crisis fiscal del gobierno.

M I É R C O L E S  2 6 El gobernador Acevedo Vilá firma una orden ejecutiva que dictamina el cierre
total de 45 agencias de gobierno y el cierre parcial de otras 15 a partir del 1º
de mayo. Asimismo, decreta una licencia sin goce de sueldo por 2 meses para
los 96 mil trabajadores públicos.

J U E V E S  2 7 Cientos de personas de unos 25 municipios, en su mayoría gobernados por el
PPD, marchan hasta el Capitolio para exigir a los diputados la aprobación de
medidas que impidan el cierre de varias alcaldías. Por otra parte, unos 100
maestros, estudiantes y padres de la escuela María Dolores Faría, de
Mayagüez, realizan una manifestación para exigir a los legisladores medidas
que eviten el cierre de las escuelas. 

V I E R N E S  2 8 La Cámara de Representantes aprueba 3 medidas para aliviar la crisis presu-
puestaria que amenaza con dejar cesantes a miles de empleados públicos a par-
tir del 1º de mayo. Sin embargo, el gobernador Acevedo Vilá afirma que los
montos que asignan estas medidas no resuelven la insuficiencia presupuestaria. 

Unos 45 mil puertorriqueños asisten a la marcha Puerto Rico Grita, en San
Juan, convocada por 2 animadores de radio. Los manifestantes exigen al eje-
cutivo y a la legislatura una solución al déficit fiscal. Los organizadores señalan
que se trata de una marcha apolítica, en la que no se permiten pancartas ni
consignas de ninguna índole.

Miles de trabajadores del DE, convocados por la FMPR, el SPT, la Unión de
Empleados de Comedores Escolares y la Unión de los Profesionales
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Administrativos, Secretarial y de Oficina (PASO), marchan desde el Capitolio
hasta La Fortaleza para exigir a ambos poderes una solución inmediata que
evite el cierre de numerosas agencias a partir del 1º de mayo. Un importante
sector de manifestantes exige que el déficit fiscal sea cubierto con impuestos a
los bancos y grandes corporaciones y se pronuncia en contra del impuesto a
la venta que se pretende aprobar. Por otra parte, trabajadores convocados por
Servidores Públicos Unidos (SPU), marchan en la Milla de Oro, zona bancaria
de Hato Rey, para reclamar mayores impuestos a la industria bancaria.

S Á B A D O  2 9 Empleados de la Autoridad de Edificios Públicos protestan frente al capitolio
para exigir al poder legislativo y ejecutivo la aprobación de medidas que evi-
ten el cierre de las agencias gubernamentales. Por otro lado, estudiantes
secundarios protestan frente al Capitolio en repudio al cierre de las escuelas a
partir del 1º de mayo.

G L O S A R I O  D E  S I G L A S

AEE Autoridad de Energía Eléctrica
AEELA Asociación de Empleados del ELA

BGF Banco Gubernamental de Fomento
CNRP Coordinadora Nacional Rompiendo el Perímetro

CPT Central Puertorriqueña de Trabajadores
DE Departamento de Educación

ELA Estado Libre y Asociado 
FAC Frente Amplio de Camioneros

FMPR Federación de Maestros de Puerto Rico
FTPR Federación de Trabajadores de Puerto Rico 

MINH Movimiento Independentista Nacional Hostiano
PASO Unión de los Profesionales Administrativos, Secretarial y de Oficina 

PIP Partido Independentista Puertorriqueño
PNP Partido Nuevo Progresista
PPD Partido Popular Democrático
SPT Sindicato Puertorriqueño de Trabajadores 
SPU Servidores Públicos Unidos
UGT Unión General de Trabajadores

UITCI Unión Independiente de Trabajadores de la Cervecería India
UPR Universidad de Puerto Rico

UTIER Unión de Trabajadores de la Industria Eléctrica y Riego

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Ana Sofía Jemio.
Fuentes: diarios El Nuevo Día Interactivo y El Vocero.
Otras fuentes: Indymedia Puerto Rico.
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República Dominicana

[cronología enero-abril 2006]

E N E R O

D O M I N G O  1 Comienza a regir la reforma fiscal con un aumento del 16% en las tasas y la
incorporación de una lista de más de 150 artículos en la base del Impuesto
sobre la Transferencia de Bienes Industrializados y Servicios (ITBIS) que esta-
ban exentos de dicho tributo.

F E B R E R O

L U N E S  6 La Asociación de Abogados Penalistas, de Derechos Humanos, el Partido
Comunista Dominicano y el Frente Amplio de Lucha Popular (FALPO) protes-
tan en la provincia de Barahona ante la llegada de militares estadounidenses
para realizar ejercicios conjuntos bajo el programa “Nuevos Horizontes 2006”.
Llaman al pueblo a rechazar la presencia de soldados norteamericanos en el
territorio nacional.

V I E R N E S  1 7 La Asociación Dominicana de Profesores (ADP) de Barahona paraliza por 24
hs las actividades en escuelas y liceos en protesta por la presencia de tropas
norteamericanas en la zona. 

L U N E S  2 7 Miles de personas, entre ellas integrantes de organizaciones populares y estu-
diantiles, realizan una vigilia en el malecón de Barahona para rechazar la pre-
sencia de las tropas norteamericanas. 

M A R T E S  2 8 El Partido Revolucionario Dominicano (PRD) y el Partido Reformista Social
Cristiano (PRSC) sellan el acuerdo electoral denominado Gran Alianza
Nacional para participar con candidaturas comunes en las elecciones legislati-
vas y municipales del próximo 16 de mayo.

El vocero del gobierno anuncia que está “totalmente descartada” la instalación
de una base militar estadounidense en Barahona o cualquier otra provincia
como lo han denunciado grupos que protestan en la zona.
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M A R Z O

S Á B A D O  4 Miles de trabajadoras y trabajadores de todo el país, afiliados a la
Confederación Autónoma Sindical Clasista (CASC), junto a otras 40 organiza-
ciones, marchan por diferentes calles de Santo Domingo en demanda de la
implementación del Seguro Familiar de Salud.

M A R T E S  7 La Asociación Nacional de Detallistas de Gasolina (ANADEGAS) decide en
asamblea paralizar la compra de combustibles a los distribuidores, en deman-
da de un permiso para vender Gas Licuado de Petróleo (GLP), y recibir un
aumento acorde a los márgenes de ganancia de los combustibles, entre otras
cosas. 

V I E R N E S  1 0 El gobierno publica un comunicado que acusa a la ANADEGAS de violar la
Constitución y el Código Laboral con su decisión de suspender la compra de
gasolina y asegura que no permitirá que el país sea afectado por el desabas-
tecimiento de combustible. La escasez empieza a sentirse en distintos puntos
del país y el gobierno militariza las estaciones de servicio para que la
Secretaría de Industria y Comercio maneje las solicitudes de compra regular
de combustibles a las diferentes distribuidoras del país, y abastezca las esta-
ciones que suspendieron el servicio. 

S Á B A D O  1 1 La ANADEGAS deja sin efecto la decisión de no comprar combustibles luego
de llegar a un acuerdo preliminar con el gobierno, el cual incluye el adelanto
de la respuesta oficial al pliego de demandas, que originalmente era de 9 días. 

Más de 200 soldados del Comando Sur de EE.UU. llegan al país para integrar-
se a las labores del programa “Nuevos Horizontes 2006” en Barahona.

D O M I N G O  1 2 Miembros de organizaciones populares de Licey al Medio, en Santiago, blo-
quean calles y carreteras en reclamo de la finalización de la carretera Borojol-
Canca La Reina y Canca La Piedra, la terminación de una escuela, el cese de
los apagones y la rebaja de la tarifa eléctrica, entre otras cosas. En los lugares
de bloqueos se producen enfrentamientos con la policía. 

L U N E S  1 3 Las organizaciones populares de Licey al Medio inician un paro indefinido en
demanda de la terminación de obras. Se paralizan los establecimientos
comerciales, los bancos y las industrias, los distintos niveles de la educación y
el juzgado de paz. Tropas policiales ocupan el poblado y las comunidades del
Oeste de la Provincia de Espaillat y reprimen las protestas en distintos barrios
con un saldo de 5 personas heridas de bala.

V I E R N E S  1 7 El paro de Licey al Medio, en Santiago, se extiende a la provincia de Espaillat,
donde jóvenes se enfrentan a tiros con soldados y policías en la comunidad
de San José, resultando 35 manifestantes detenidos y 15 personas heridas, 3



de ellas policías. Luego de una asamblea realizada con empresarios, granje-
ros, comerciantes, funcionarios del gobierno y dirigentes políticos, los mani-
festantes deciden levantar el paro y dar un plazo de 10 días al gobierno para
que realice las obras demandadas.

S Á B A D O  2 5 Profesores, estudiantes y empleados del Centro Universitario Regional del
Suroeste (CURSO) marchan con la consigna “fuera yanquis de Quisqueya”,
en protesta por la ocupación, por parte de los soldados estadounidenses, de
los terrenos destinados a la construcción de la Ciudad Universitaria de la
Universidad Autónoma de Santo Domingo (UASD). 

M A R T E S  2 8 Se inicia en Bonao un paro por 48 hs, convocado por el Bloque de la
Dignidad, que afecta las actividades educativas, de transporte y comerciales
para exigir al gobierno que cumpla con su promesa de realizar obras en el
lugar. Los manifestantes destruyen los cristales de 7 minibuses del transporte
de pasajeros y cortan el tránsito en la autopista Duarte, donde se producen
enfrentamientos con la policía.

M I É R C O L E S  2 9 Continúa el paro iniciado en Bonao en reclamo de la construcción de obras y
el cese de los apagones. Un policía muere cuando una patrulla de agentes y
militares se enfrenta a balazos con un grupo de huelguistas que mantienen
cortadas las principales calles del lugar.

J U E V E S  3 0 La Federación de Asociaciones de Profesores de la UASD (FAPROUASD) se
declara en paro indefinido de actividades, en la sede central y los 13 centros
regionales, por el incumplimiento de las autoridades en mejorar la calidad de
vida de los docentes. Exigen que se cumpla con el aumento salarial del 30%,
entre otras cuestiones. 

V I E R N E S  3 1 La Asociación de Empleados Universitarios (ASODEMU) se suma a la huelga
de la FAPROUASD en demanda de mejoras para el sector. 

A B R I L

L U N E S  3 El equipo económico dominicano y el Fondo Monetario Internacional (FMI)
concluyen en Belo Horizonte, Brasil, la revisión de la Carta de Intención que
será conocida por el Directorio del FMI el 8 de mayo. Los funcionarios del
organismo felicitan a los miembros del equipo dominicano por el buen
desempeño de la economía del actual gobierno. 

J U E V E S  6 Los estudiantes de la UASD, en desacuerdo con el paro, acusan al gobierno y
al Congreso de ser los responsables de la crisis que vive la academia y asegu-
ran que de cumplir con la ley que establece que la UASD debe recibir el 5%
del presupuesto nacional, el conflicto universitario no estaría sucediendo.
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L U N E S  1 0 Diversas organizaciones realizan un campamento en la playa Casita Blanca, en
las inmediaciones del recinto del Ejército Nacional, en Barahona, en protesta
por la presencia de los soldados norteamericanos en la ciudad.

M A R T E S  1 1 El gobierno entrega una propuesta a los gremios de la UASD que contempla
un aumento del 20% en 2007 y atender sus demandas de seguro médico, viá-
ticos y otras reivindicaciones.

M I É R C O L E S  1 2 Los gremios en huelga en la UASD rechazan la propuesta del gobierno y ase-
guran que no cederán en su demanda de un 30% de aumento por considerar
que el gobierno dispone de los recursos para atender los reclamos. 

J U E V E S  2 0 El Consejo Universitario entrega una propuesta, realizada por los estudiantes,
de aumento salarial de un 10% a partir del próximo 1º de mayo compensato-
ria al 20% propuesto por el gobierno para el próximo año. 

L U N E S  2 4 Profesores y empleados de la UASD levantan la huelga, luego de que en
asamblea deciden aceptar la propuesta del Consejo Universitario de un
aumento del 10% al salario base a partir de mayo, y la del gobierno de aplicar
un reajuste salarial de un 20% en 2007, además de recibir respuesta a otras
demandas, como una mejoría del seguro familiar de salud y el aumento de un
50% en los viáticos. También aprueban exigir la salida de las tropas nortea-
mericanas de los terrenos del CURSO en Barahona, a solicitud de los profeso-
res de dicha zona.

Estudiantes protestan en las calles del barrio Savica, Barahona, en el 41º ani-
versario de la revuelta de abril de 1965, en repudio a la presencia de soldados
norteamericanos en la zona. Se producen enfrentamientos entre los manifes-
tantes y la fuerza pública con balas, gases y piedras. Los vecinos de los alrede-
dores deben abandonar sus casas por el efecto de los gases. 

V I E R N E S  2 8 Más soldados norteamericanos llegan al país para integrarse a la operación
“Nuevos Horizontes” en la ciudad de Barahona.

S Á B A D O  2 9 Organizaciones populares y de izquierda, junto a profesores, estudiantes,
médicos y periodistas, entre otros, se concentran en la plaza Alfa & Omega, en
Barahona, para iniciar una marcha convocada por el Comité antiimperialista en
rechazo a la presencia de las tropas norteamericanas que desde hace 3 meses
se encuentran en el lugar. Cerca del mediodía, tropas policiales reprimen la
concentración con gases lacrimógenos y balas de goma con un saldo de 18
personas heridas. Luego de los incidentes llegan al lugar las delegaciones de
distintos puntos del país e inician la marcha que recorre distintos barrios y el
centro de la ciudad hasta el sector 30 de mayo, próximo a la Quinta Brigada de
Infantería del Ejército donde las tropas de EE.UU. tienen su base de operacio-
nes. Unos 500 metros antes de llegar, uniformados les impiden el paso. 
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G L O S A R I O  D E  S I G L A S

ADP Asociación Dominicana de Profesores
ANADEGAS Asociación Nacional de Detallistas de Gasolina
ASODEMU Asociación de Empleados Universitarios

CASC Confederación Autónoma Sindical Clasista
CURSO Centro Universitario Regional del Suroeste
FALPO Frente Amplio de Lucha Popular

FAPROUASD Federación de Asociaciones de Profesores de la UASD 
FMI Fondo Monetario Internacional
GLP Gas Licuado de Petróleo

ITBIS Impuesto sobre la Transferencia de Bienes Industrializados y Servicios
PRD Partido Revolucionario Dominicano

PRSC Partido Reformista Social Cristiano
UASD Universidad Autónoma de Santo Domingo

Realizada por el Observatorio Social de América Latina (OSAL).
Relevamiento y sistematización a cargo de Magdalena Rauch.
Fuentes: diarios Hoy, Listín y El Nacional.
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Las razones

del zapatismo

y “La Otra Campaña”1

Pablo González Casanova*

La incertidumbre tiene variados límites en las ciencias
humanas y naturales. Hay teoremas sobre “lo que es
imposible en un sistema dado” que encuentran un
amplio respaldo empírico e histórico. Hay otros, como
las alternativas actuales al sistema existente, en que la
incertidumbre es mayor y a veces parece insuperable
incluso cuando se toman decisiones que tienen un
éxito sorprendente. 

Con “La Sexta Declaración de la Selva Lacandona”, publi-
cada el 29 de junio de 2005, y con el recorrido de “La
Otra Campaña” que se propone abarcar toda la
República Mexicana durante el primer semestre de 2006,
el Ejército Zapatista de Liberación Nacional inicia una
lucha de tiempo indefinido que consiste en organizar,
con los excluidos y oprimidos, un proyecto anticapitalista
sólo en parte precisado. Poco antes de la publicación de
“La Sexta” (el 20 de junio de 2005), el subcomandante
Marcos había publicado un artículo titulado “La (imposi-
ble) ¿geometría? del poder en México”. En él hacía ver
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que las acostumbradas diferencias entre las metáforas de “centro”, “izquierda”, “dere-
cha”, hacen imposible resolver el verdadero y más grande problema, que es el de los
excluidos, oprimidos, discriminados, marginados, ninguneados y reprimidos, es decir, el
del 80% de la población del país. Y aún antes (el 2 de marzo de 2005) había publica-
do otro artículo que indica el verdadero camino del protagonista y del programa de
acción: se titulaba “Abajo a la izquierda”.

El proyecto zapatista se basa en experiencias que entrañan un alto nivel de certidumbre.
Sus firmes alternativas, sin embargo, plantean dudas, diferencias, discusiones y riesgos
difíciles de aclarar porque corresponden a una creación histórica que precisamente por
eso no se puede confirmar o desconfirmar, en todo lo que significa, con la historia pasa-
da, pues los múltiples participantes que la integren habrán de precisar sus rasgos inno-
vadores. La práctica de los nuevos planteamientos y experiencias que recojan será tan
importante para descubrir lo posible de la alternativa como la historia de lo que ha sido
imposible en el sistema dominante lo es para no esperar de él lo que no ha dado en qui-
nientos años, ni menos en los últimos cincuenta, ni aun menos en los últimos cinco.

En relación a tesis ampliamente fundadas, como son las que el movimiento zapatista
sugiere, hay tres que cabe destacar: 

1. la imposibilidad de que en el mundo capitalista se resuelvan los problemas de la

inmensa mayoría de los excluidos y oprimidos de la humanidad; 

2. la crisis creciente de las políticas sociales del Estado y de sus mediaciones; 

3. la necesidad de integrar una fuerza alternativa “anticapitalista” que con una nueva

estructuración de la izquierda desde abajo y con los de abajo, con los empobrecidos

y subyugados por el modo de dominación y de producción conocido como capita-

lismo, haga todo lo necesario para luchar pacíficamente por un sistema alternativo

con amplias bases articuladas entre sí.

Esas tesis derivan de razones históricas comprobadas en amplios períodos y espacios
sociales, y de ellas surgen en gran medida planteamientos sumamente originales sobre la
construcción de la nueva alternativa.

Las razones de “La Otra campaña” son realmente sólidas y convincentes para quien no
quiere ocultarse ni la realidad actual ni la historia pasada o la “anunciada”. El problema
radica en fijarse primero en la historia de las alternativas anteriores, y en lo que ocurrió con
ellas en el mundo y en México, recogiendo de las luchas actuales, y de las experiencias de
la historia emergente, las soluciones en que coincidan las colectividades creadoras.

A continuación enuncio algunas razones de “La Otra Campaña”.
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La socialdemocracia se hizo colonialista o le hizo el juego
al neocolonialismo; el nacionalismo revolucionario se vol-
vió desarrollismo y populismo copartícipe de un desarrollo
dependiente, neocolonial; el socialismo de Estado se con-
virtió en una etapa del capitalismo. 

Otra alternativa, o ficción de alternativa, que pronto se vino
abajo, fue la globalización neoliberal y “democrática”, que
hizo más ricos a los ricos y más pobres a los pobres y termi-
nó acusando de “terroristas” a los insumisos, mientras
estructuraba el mundo con dos o tres bloques militares-
empresariales que nos están llevando a la vieja guerra impe-
rialista con nuevas armas nucleares, una guerra que ya reco-
rre los Balcanes, pasa por Palestina, por Afganistán e Irak, y
amenaza a Irán, Pakistán y todo el mundo islámico, e incluso
a las grandes potencias y a su punto de partida: Washington.

Mientras tanto, la “cuarta guerra mundial” contra los
pobres y contra los recursos vitales de la Naturaleza se
libra en todo su esplendor. El gran proyecto de la
Civilización Occidental y sus sucedáneos destrozan cínica
o hipócritamente a las cuatro quintas partes de la humani-
dad y están al filo de llevarnos al ecocidio por otra razón
más: una muy avanzada destrucción de la biosfera. 

De catastrofismo, todo lo anterior no tiene nada; se trata
de hechos verificados por cientos de especialistas, al
menos durante los últimos quince años. 

¿Qué cambió en el capitalismo neoliberal con las clases y
las mediaciones? 

Cambió: un neocolonialismo y un imperialismo en que las
megaempresas ocupan directamente los gobiernos y privati-
zan los Estados-Nación, los medios de poder, los de distribuir
el excedente, los de reprimir y negociar. A las mediaciones de
las megaempresas (o las megaburguesías) sucede su inme-
diación violenta. Se quitan el antifaz de la democracia y se
presentan como los ricos que gobiernan con los ricos y para
los ricos con sus asociados, subordinados y sujetos. 
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Cambió, además, un sistema de concesiones y mediaciones limitado que ahora se vuel-
ve más limitado aún y que excluye y explota a las cuatro quintas partes de la humanidad;
que sustituye las marginantes concesiones de las políticas sociales anteriores e impone
las políticas de un neoliberalismo de guerra con “acciones humanitarias”, “acciones cívi-
cas”, “inversiones sociales focalizadas”, todas en tanto sean útiles para comprar la volun-
tad de los pobres si los actos de terror colectivo no quiebran su entereza. 

Otros cambios y novedades son estos: una creciente privatización del Estado-Nación
mediante políticas de corrupción y cooptación de funcionarios, de líderes e incluso de
sindicatos y uniones de trabajadores, varios de los cuales ya de por sí estaban corrompi-
dos y eran represivos en los regímenes anteriores.

Un sistema gubernamental controlado por funcionarios, gerentes y tecnócratas al servicio
directo de las megaempresas.

Un sistema de represión con cuadros entrenados en las escuelas metropolitanas de poli-
cías y militares, o en sus subsidiarias.
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Un sistema de partidos políticos que suplanta las verdaderas elecciones y constituye una
válvula de escape a las presiones de los líderes sociales, y que es un filtro para la selec-
ción de “elites” sumisas.

Un sistema de suplantación de la representación ciudadana (del “sufragio efectivo”) que
constituye un sistema de privatización creciente de las decisiones finales o soberanas sobre
exenciones fiscales, subsidios a las empresas, inversiones para las empresas, educación para
las empresas, relaciones exteriores, fueros y seguridad de las empresas y los estados de las
empresas, de sus propietarios y de los altos funcionarios que los obedecen mandando.

Un sistema de propaganda política que privilegia la publicidad política y que instaura una
pedagogía “políticamente correcta” con “forbidden knowledge” (o en buen castellano,
con “conocimientos prohibidos”).

Un sistema de luchas electorales distraccionistas con candidatos que se fotografían
como actores de cine, y otros que hacen gestos bravucones y paternalistas con ofertas
de que “sí cumplirán” sin aclarar BIEN qué cumplirán, y sin la menor intención de cam-
biar nada que afecte al actual modelo de dominación y acumulación capitalista: el
“modelo” de desarrollo que dominó más de cuarenta años y que acogió en su seno al
modelo neoliberal de empobrecimiento extremo.

Un sistema de alternativas en que ninguna medida cambie el control de la política mone-
taria, crediticia y de desarrollo a cargo del Banco Central –es decir, del Banco Mundial– ni el
control de la política de ingresos y egresos públicos por el Fondo Monetario Internacional,
ni la política de pago regular de la deuda externa, ocho veces pagada, que constituye uno
de los recursos más subyugantes y empobrecedores como nuevo tributo colonial que es.

Un sistema de gobierno en el que todos los congresistas, o la mayoría necesaria, votan
contra los derechos de los pueblos indios, por la entrega de la televisión, la radio y las
comunicaciones a Televisa y otras grandes compañías, y que al mismo tiempo premian
a los propietarios de las minas y asociados concediéndoles el gas butano que por su
irresponsabilidad criminal mató a decenas de mineros.

Una Suprema Corte de Justicia que de antemano juzga a favor de los patrones y de sus
funcionarios públicos y privados, quienes sólo son acusados de cometer delitos cuando
en algo rompen el pacto neoliberal.

Un Presidente que declara de viva voz que a su cargo está “un gobierno de los empre-
sarios, con los empresarios y para los empresarios”, y que esa es la más notable verdad
que ha dicho a lo largo de toda su gestión.
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Una política exterior que se inclina a la de Washington y
no sólo abandona los principios de no intervención y libre
autodeterminación de los pueblos, o de derechos a los
asilados políticos, como en el caso de los vascos, sino que
rompe la política de solidaridad con otros países latinoa-
mericanos y la sustituye por una de conflictos, descortesí-
as y descalificaciones.

Una política de criminalización de la política, y de aplica-
ción de penas judiciales en forma casuística, en que los
procuradores tratan de encauzar a cualquier oposición o
“traición al grupo gobernante” que afecte el programa
depredador neoliberal. Una política que criminaliza a los
líderes “charros” insumisos al tiempo que impone líderes
empresariales, y manda matar a los trabajadores que pro-
testan y claman justicia mientras lloran a sus víctimas y
muerden su rabia.

Un programa depredador que ha hecho de la megaco-
rrupción, el narcocapitalismo, el “capitalismo de casino”, la
base de la destrucción del tejido nacional y social y del
enriquecimiento súbito de una serie de multimillonarios
que ocupan lugares de excelencia a nivel mundial y que
se han enriquecido al ritmo de la privatización de las
empresas y los bienes públicos; de la ocupación por “el
libre comercio” de las tierras y los territorios costeros, rura-
les, urbanos; de la desnacionalización velada y abierta de
la planta industrial, los transportes, las comunicaciones, las
carreteras, los silos, los mercados, los puertos y aeropuer-
tos, las aduanas, así como de los recursos energéticos, el
suelo y el subsuelo, los mares, los lagos, los ríos, las fuen-
tes de agua y los espacios del aire. 

Un sistema de gerentes para la crisis de las empresas
públicas y sociales al que suceda otro de gerentes civiles y
militares de la crisis del capitalismo salvaje en México.

En fin, una moral pública destrozada, pero a la que suce-
de otra que se crece al castigo y a la que no va a detener
nada ni nadie, ni en México ni en el mundo, hagan lo que
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hagan el imperialismo y el capitalismo por sobrevivir con políticas neofascistas y neona-
zis en que sus líderes se han quedado al desnudo, carentes de credibilidad cuando
abren la boca para decir que defienden a la democracia y los derechos humanos, mien-
tras muestran día a día ser sus más abiertos enemigos, y promover a sangre y fuego sus
más mediocres y particulares intereses. 

Y muchos se preguntan, en esas condiciones: ¿qué se fue para no volver, y qué surgió de
nuevo que cambia toda la historia y la política del presente y el futuro inmediato?

La lucha de clases sigue; el colonialismo sigue; pero todavía subsisten las metamorfosis
del neocapitalismo y el neocolonialismo, de una lucha de clases mediatizada por la gran
división del capitalismo global en zonas centrales y periféricas, metropolitanas y coloniales,
con espacios de ricos y poderosos y espacios de pobres, excluidos y megaexplotados.

Si otras mediaciones han sido rotas, la mediación del capitalismo por el colonialismo
subsiste y da lugar a una lucha de clases que se combina con la lucha de potencias, de
megaempresas, con sus asociados y subordinados, todos contra los pueblos recoloniza-
dos formal e informalmente, o en proceso de ocupación no sólo pacífica sino terrorista y
militar, “convencional” y “no convencional”, “abierta” y “encubierta”. 

De hecho, capitalismo y colonialismo son lo mismo. Son dos formas de explotación
combinada de pueblos y trabajadores, en México y el mundo, y a todos los niveles: inter-
no, nacional y transnacional.

Los proletarios de ayer son “los pobres” y “extremadamente pobres” de hoy, y a ellos se
suman quienes están siendo empobrecidos por el neoliberalismo, o quienes se fortalecen
moralmente y por convicción se integran a los contingentes de los pueblos insumisos. En el
mundo actual, pobres, empobrecidos y convencidos están encarnando a los nuevos actores
de la historia y convocan a un nuevo proyecto de liberación, democracia y socialismo.

Si la mediación del populismo mostró su persistente incapacidad de resolver los proble-
mas de los marginados, la democracia neoliberal ha mostrado una capacidad enorme
para producir más y más pobres, y extremadamente pobres. Si muchos críticos del popu-
lismo llegaron a creer que el mal provenía del Estado y que la sociedad civil de empre-
sarios, ciudadanos y movimientos sociales despolitizados sería la solución, hoy todos
sabemos que el mal no sólo proviene del Estado de bienestar, ni sólo del Estado popu-
lista, ni sólo del socialismo de Estado autoritario e incluso totalitario, sino que el mal radi-
ca en el capitalismo, en ese modo de dominación y acumulación movido por la maximi-
zación de riquezas, de utilidades y de poder para lograr esos “intereses y valores”.
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Sabemos también que los pobres, los excluidos, los desplazados de sus propias tierras y
de su propia patria, los megaexplotados de campos, puertos, valles y bosques, minas,
maquiladoras, mercados y ciudades, y los jóvenes condenados a no servir para nada
cuando no consiguen escuela y hasta cuando salen de las escuelas normales, de las
escuelas agrícolas y veterinarias, de los politécnicos y universidades en que se encuen-
tran con un “estado social” muy “adelgazado” y con un “mercado de trabajo profesional
muy reducido”, todos esos jóvenes excluidos y muchos más no pueden aceptar la lógica
del “voto útil” ni la “lógica del mal menor o del menos malo” de la izquierda neoliberal,
del centro-izquierda con neoliberalismo social, pues la mejor de sus opciones, si la hay
como líder personal o como formación político-social, no presenta la menor posibilidad
(históricamente comprobada) de resolver los problemas de los excluidos, es decir, de las
cuatro quintas partes del pueblo mexicano.

El paso de los zapatistas al haberse definido como “anticapitalistas” y haber manifestado
su solidaridad con Cuba –esa otra revolución en la historia de las revoluciones— es de
una importancia histórica que nunca se olvidará. Los zapatistas no hablan de socialismo;
dejan a la gente definir lo que entienden por anticapitalismo. Yo me limito aquí a definir
el anticapitalismo con un movimiento histórico concreto al sostener, con todas las evi-
dencias históricas y empíricas del caso, que Cuba significa el esfuerzo más avanzado del
ser humano en la lucha por la democracia, la liberación y el socialismo.

Considero, con la misma certeza, que los mayas zapatistas y quienes se suman a ellos
están aportando otra medida de dimensión mundial y los medios para alcanzarla: la
lucha por las autonomías de las personas y de las comunidades, por la articulación de las
mismas en “redes” y “nidos” presenciales y a distancia, que permitan la construcción del
poder alternativo a través de la comunicación, la información, el diálogo y “la práctica del
mandar obedeciendo los lineamientos señalados por pueblos y trabajadores excluidos” y
“no excluidos” que se unan a ellos. 

En todo los zapatistas están actuando con una dignidad y una capacidad de oír para unir
que hará de “La Otra Campaña” el inicio de una nueva lucha en que se organicen los
pueblos de todas las civilizaciones, creencias y filosofías “a su modo” y desde sus tierras. 

La “Otra Campaña” empezó en la Lacandona y es muy probable que no sólo recorra
todo México sino muchos otros países, hasta crear, en el encuentro con movimientos
similares, otro mundo, que es posible y necesario para la sobrevivencia de la humani-
dad. Tal vez este proyecto realizable y a realizar parezca a los sociólogos “popperianos”,
más que una hipótesis, una profecía que sólo se realizará en función de los valores e
intereses de quienes la forjen. Tal vez piensen en inglés que es una “self-fulfilling
prophecy” y con ello quieran descalificarla. Pero más que una hipótesis es un proyecto o
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modelo, como los que operan en los sistemas complejos auto-regulados, adaptativos y
creadores; sólo que es un proyecto también apoyado en toda una dialéctica de la histo-
ria en que los explotados y las víctimas del sistema, divididos por partidos, religiones,
naciones, ideologías, ingresos, estratos, derechos, niveles de pobreza e inseguridad,
todos unidos en medio de sus diferencias, luchen por un mundo en que priven
“Libertad, democracia, justicia”, valores generales que se definen y redefinen concreta-
mente con muchos otros como “dignidad” y “autonomía”; que se alcanzan con el “man-
dar obedeciendo” y que más que tomar el poder se proponen crear el poder de los de
abajo con la organización en redes de los de abajo y para los de abajo mediante una
política anticapitalista, en que desaparezca la explotación-opresión-enajenación de unos
hombres por otros, la cual necesariamente ocurre cuando en el conjunto del sistema
nacional y mundial los ricos y poderosos usan su poder y recursos para aumentar sus
escandalosas utilidades y sus opulentas propiedades. El carácter opresor y explotador del
sistema de acumulación por el capital se confirma día a día en formas científicamente
rigurosas, está históricamente comprobado, y se precisa y profundiza con el diálogo
nacional de los pobres de México y de la Tierra –con sus historias, denuncias y sinsabo-
res, constantemente percibidos por quienes estamos con ellos: estudiantes, profesores,
trabajadores y obreros organizados.
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Para concluir vale la pena volver a la certidumbre e incertidumbre en la ciencia, y a “la
otra” creación de alternativas, cuya razón y posibilidad de ser todavía muchos ponen en
duda. Los zapatistas hacen metáforas que tienen un sentido más profundo de lo que se
piensa a primera vista. Si el pensamiento geométrico, que Descartes exaltaba, se junta
con el histórico en sus formas más rigurosas, puede advertirse que en el análisis históri-
co-geométrico no sólo se llega a confirmar lo que en un sistema es imposible, sino que
suele aparecer lo posible en lo que a primera vista se creía imposible. 

Las pruebas de que es imposible resolver el problema de los marginados y excluidos
dentro del capitalismo son amplísimas y aumentan en la etapa actual del post-“welfare
state”, del post-estado desarrollista y populista, y de una globalización y neoliberalismo
de guerra cuyos “complejos militares empresariales” se empeñan en defender “los inte-
reses y valores de la libre empresa”, cueste lo que cueste y sin negociación o concesión
alguna frente a los hambreados y despojados insumisos, hoy calificados de “terroristas”.
Pero si hay sólidas pruebas de que es imposible en el capitalismo reducir, aminorar y
menos acabar con la exclusión de las cuatro quintas partes de la humanidad –y de
México–, la temible geometría política no euclidiana permite también descubrir, y en su
caso comprobar, que es posible juntar dos líneas paralelas –en este caso sociales y polí-
ticas–, la de los pueblos y trabajadores “excluidos” y la de los “incluidos” en los benefi-
cios del desarrollo; la de los expulsados de la economía de mercado y de los sistemas de
seguridad social, ya sean desregulados, informalizados o desempleados, y la de los
empleados formalmente organizados o contractualmente favorecidos; la de los que tie-
nen y la de los que no tienen capacidad de compra, o ingresos suficientes por los pro-
ductos o servicios que venden. Se puede juntar la línea de los trabajadores a quienes
cada vez les alcanza menos y la de quienes no les alcanza ni para satisfacer sus necesi-
dades vitales de techo, alimentación, salud, educación; la de los que tienen derechos for-
males cada vez más violados y “legalmente” liquidados y la de los que carecen formal y
realmente de autonomía, independencia, libertad, democracia, justicia, paz, y no alcan-
zan niveles mínimamente humanos para vivir, o viven entre hambrunas y pandemias
para morir en condiciones de las que nadie quiere “ni hablar” (ver “Primera Declaración
de la Selva Lacandona”).

Es cierto que aquí se plantea otro problema. El problema consiste en que se dan los
fenómenos de mediación y mediatización de la clase trabajadora calificada y altamente
calificada, organizada y fuertemente unida, con sus distintos estratos de privilegio que
colocan a todos ellos por encima de los trabajadores marginados y excluidos. Entre los
trabajadores que frente a los demás están relativamente mejor, se ha impuesto una
línea (o han hecho suya una línea), la de luchar para negociar salarios, empleos, presta-
ciones y seguridad social, y la de negociar con sus líderes para apoyar en los puestos del
Estado y del sistema político a los candidatos y gobernantes que, desde el nacionalismo
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revolucionario hasta el fin del populismo
social y nacional, prometen defender los
derechos sociales y nacionales, entre cre-
cientes contradicciones. Aunque la línea
de la presión-negociación constituye
toda una cultura de la acción y da pie a
razonamientos y posiciones que continú-
an en los regímenes neoliberales –cada
vez más, por cierto, contrarios y más
incapacitados para resolver algunos pro-
blemas sociales de los trabajadores y
pobladores no marginados–, se trata de
una cultura que sigue operando hasta el
día de hoy en México y el mundo, y la
cual, si no hace imposible, sí dificulta, a
veces seriamente, la unión entre los
excluidos y los incluidos. 

Al mismo tiempo, por todas partes se
dan hoy síntomas de creciente debilidad
de la cultura, que es un obstáculo para la
unión de los excluidos y los incluidos. Las
posibilidades de acciones conjuntas de
los “incluidos” y los “excluidos” aumentan
conforme las políticas de cooptación y
corrupción de líderes y pequeñas cliente-
las dejan de mediatizar a una población cada vez más desrregulada, desempleada, desa-
segurada, informal, temporal, auto-empleada, a cuyos movimientos de resistencia los
poderes establecidos responden con violencia creciente. 

Quienes en las clases dominantes tienen arraigada como un credo la ideología de la libre
empresa y la no menos actual de las tradiciones colonialistas y represivas, están acaban-
do con la cultura de la presión de los ciudadanos, los pueblos y los trabajadores para la
negociación de derechos, concesiones, salarios, prestaciones. La decisión ensoberbecida
del capitalismo y el colonialismo se presenta hoy como la decisión de no negociar con
“los terroristas”, como llaman a las víctimas insumisas. Sacan fuera de su subconsciente
de amos la lógica de los empresarios que desde hace siglos decían “Yo soy un señor y
con los trabajadores no negocio”, o de los colonialistas y neocolonialistas que daban y
dan “buenos consejos” a sus hijos y pupilos, advirtiéndoles: “Entre más les das, más
quieren; así es que, de plano, no les des nada más que garrote si desobedecen”.
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Mientras tanto, a nivel mundial, como prueba la “Declaración de Bamako” de 2006,
existe una creciente demanda por la “apertura de los sindicatos hacia una colaboración
con los otros movimientos sociales sin intentar subordinarlos a la estructura sindical tra-
dicional, o a un partido político determinado”. Aunque se trate de un proyecto en ges-
tación global, su promoción anuncia que es posible y cada vez más probable la unión
de las líneas hasta hoy paralelas, que pueden formar una sola línea entre los trabajado-
res y pueblos organizados y los excluidos, que cada vez más reciben entre sus inte-
grantes originales a los recién caídos (ver “Foro Mundial de Alternativas” en
<http://www.forumdesalternatives.org/bamako.php>).

En el momento actual de transición de la cultura de la negociación, mediación, someti-
miento a una política en que los propios patrones y políticos neoliberales se niegan a
negociar en materia de políticas nacionales y sociales, y en que los neopopulistas rápi-
damente fracasan o traicionan sus proyectos nacionales y sociales, los valores éticos que
representan el “interés general” y la fuerza de los trabajadores y los pueblos excluidos e
incluidos adquieren una gran importancia para la creación de un poder alternativo, “abajo
y a la izquierda”. 

En el terreno ético y en la política de poder (contra el poder autoritario establecido y de los
depredadores), los problemas del nuevo enlace tienden a resolverse con la firmeza y la
coherencia en la lucha por los objetivos generales, y contra cualquier política de mediati-
zación, no se diga ya de cooptación, corrupción o intimidación. Perder la dignidad y la
autonomía como personas y colectividades constituye una derrota ética para la otra políti-
ca y el otro poder. El problema del enlace fortalecedor de trabajadores y de pueblos sólo
se resuelve por el mensaje ético de las palabras consecuentes en las prácticas colectivas
e individuales. La creación de auto-gobiernos que mandan obedeciendo para que sus res-
ponsables no se conviertan en burócratas mediatizadores tiene que complementarse con
una gran responsabilidad ética de los participantes. También con la organización de las
comunidades y colectivos en redes y “complejos” interactivos que decidan sobre las
mejores formas de articulación y organización de la defensa, la producción, el gobierno,
con líneas de mando-obediencia que no sean autoritarias, o arbitrarias, siempre controla-
das en su lineamientos generales por las bases de pueblos y trabajadores. 

El proyecto de un mundo alternativo es inconcebible sin la unión de los incluidos y los
excluidos en una lucha “de abajo y a la izquierda”, en que quienes mandan obedecien-
do siempre estén articulados a la base, y ambos creen otra cultura práctica de los valores
morales combinados con los políticos que permita asegurar el triunfo de los intereses y
valores universales, o que unen entre diferencias.
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1 Una parte de este texto fue leída el 2l de marzo de 2006 en la “Reunión de Intelectuales
con la Otra Campaña” realizada en el aula “Salvador Allende” de la Universidad de
Guadalajara, México.
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México y América Latina:

la cambiante relación

de fuerzas entre lo social y lo

político desde una perspectiva

de cambio posneoliberal 

Lucio Oliver Costilla*

Duele y preocupa Atenco. Desde las calles de Atenco y desde
todas las calles de los otros Atencos mexicanos se escruta la

carga del pasado, la realidad del presente y lo que probable-
mente será buena parte del futuro escenario de México. Tres

temas resumen lo sucedido. Primero, el hartazgo de las clases
marginadas; segundo, el fracaso de los políticos priístas y el
del gobierno del cambio de Vicente Fox para mejorar la cali-
dad de vida de más de la mitad de los connacionales y, por

último, el odio que surge por la combinación de los dos facto-
res previos. Me repito y agrego: Atenco duele y da miedo. 

Arnoldo Kraus, La Jornada, 10 de mayo de 2006

Los represores desean que quede bien establecida la decisión
de imponer en México un régimen de mano dura, a unas

semanas de las elecciones presidenciales. El Secretario
Federal de Seguridad Pública ni siquiera aparentó alguna

forma, aunque fuese sabidamente falsa, de preocupación jus-
ticiera por la barbarie cometida por policías en la llamada

“recuperación” de Atenco. Por el contrario, evocó criterios de
eficacia y peroró sobre el legítimo derecho del Estado a ejer-
cer la violencia, pero sin detallar ni explicar las razones de la

conducta cavernaria de agentes federales (y del estado de
México) vistos en ese momento en pantalla en pleno ejercicio

de abusivo y criminal desquite contra pobladores inermes. 

Julio Hernández, La Jornada, 9 de mayo de 2006
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Las democracias neoliberales latinoamericanas, con todos
sus logros institucionales, se han visto afectadas por una
tendencia al vaciamiento de la participación ciudadana y
al abandono de las demandas sociales por la política insti-
tucional, lo cual no deja de ser una triste paradoja: des-
pués de recorrer un largo camino de décadas, luchar con-
tra cíclopes dictatoriales y evolucionar en el aprendizaje
de cuestiones civiles y jurídicas, nuestras poblaciones –fla-
mantes ciudadanos con mayores derechos políticos y
electorales dentro de instituciones civiles republicanas– se
topan, al final del camino (camino que tuvo como objeti-
vo justamente la gran tarea de la conquista de la demo-
cracia), con la dominación plena del capital financiero
transnacional, la entronización de elites políticas neolibe-
rales en los aparatos de poder y en los partidos políticos
populares, y la imposición autoritaria desde el Estado de
políticas económicas y sociales concentradoras de la acu-
mulación capitalista, empobrecedoras de la población y
excluyentes en lo social. Esta paradoja del “vaciamiento”
llevó a numerosos analistas ya en los últimos años del
siglo XX a hablar de la crisis de legitimidad del Estado neo-
liberal. En la vida política real de buena parte de los países
latinoamericanos, las contradicciones de la situación se
han expresado en diversas y recurrentes crisis políticas,
surgidas por la actividad de múltiples movimientos socia-
les de todo tipo, que muestran la inconformidad social
con las mencionadas políticas institucionales.

México, como los otros países de la región, ha vivido,
tanto los avances de las luchas ciudadanas por una nueva
democracia, como el “acceso al vacío” en lo político insti-
tucional y el aparecimiento de un autoritarismo de dere-
cha. El gobierno actual del Estado mexicano, basado en la
posición privilegiada que tiene en la geografía del neolibe-
ralismo debido al apoyo del gobierno de Estados Unidos,
ha incumplido obligaciones constitucionales en política
exterior e interna, ha repartido y privatizado el fondo públi-
co entre las familias de las elites del poder nacional y
transnacional, ha permitido que las oligarquías regionales
actúen violenta e ilegalmente, que fuerzas policíacas y
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militares estatales quiebren el estado de derecho al servicio de intereses inmediatos de
los gobiernos, y que mafias de narcotraficantes y contrabandistas actúen contra los ciu-
dadanos, los líderes sociales y la opinión pública. 

En lugar de mejorar, con la alternancia política el cuadro político real de México ha empe-
orado. Hay en ello un déficit democrático de la propia institucionalidad: bajo el presiden-
te Fox se han perpetuado instituciones no democráticas en el nuevo contexto del repu-
blicanismo electoral. El poder judicial no tiene autonomía respecto del poder ejecutivo, y
debido a ello no hay, a pesar de las leyes, posibilidad de fiscalizar y limitar el uso de los
recursos del Estado y el financiamiento oscuro de las campañas electorales. En el poder
legislativo no hay control de los comportamientos delictuosos de buena parte de los par-
lamentarios que por vacíos legales se han dedicado a interactuar corruptamente entre lo
público y lo privado. Los medios de comunicación dominantes son verdaderos monopo-
lios cerrados, inaccesibles a los sectores no empresariales de la sociedad civil y a los ciu-
dadanos. Los grandes partidos políticos están amamantados por financiamientos estata-
les y son verdaderas oligarquías sin control ciudadano. 

El grupo que se encuentra hoy en el poder no cumplió su promesa de reconstruir las ins-
tituciones en un sentido democrático, y el partido derrotado hace seis años en las urnas,
el octogenario PRI, no se transformó para dar lugar a un partido moderno diferente: se
afianzó en sus reductos locales de poder, en los gobiernos de los estados y municipios
que están en manos de oligarquías tradicionales, y se preparó para la reconquista del
gobierno con los peores hombres y los vicios políticos más nefastos. Esta terrible situa-
ción no se dio sin lucha interna en ambos partidos, pero las corrientes ideológicas y polí-
ticas democráticamente más coherentes y lúcidas fueron derrotadas. La causa funda-
mental de esa derrota se encuentra en el fortalecimiento internacional y nacional de los
grupos más vinculados a posiciones ultraconservadoras, así como en la burocratización e
internacionalización de las políticas neoliberales de Estado. 

Durante el período de Fox se abrió paso un grupo ideológico político de ultraderecha –el
“Yunque”. Se aprobaron leyes contra los derechos indígenas. Se privatizaron más empre-
sas estatales y se entregó la minería a grupos extranjeros. Se vendieron los dos mayores
bancos del país a instituciones extranjeras, el Citibank y el grupo español Bilbao Vizcaya,
sin que estos pagasen siquiera impuestos por la compra. Se dieron concesiones para la
explotación privada de recursos naturales colectivos en varias regiones del país. Se
aumentaron las concesiones a los monopolios mediáticos. Al fin y al cabo, la bandera de
una reforma democrática profunda no era parte del bagaje de los empresarios que se
apropiaron del PAN, ni de las elites priístas recientemente despojadas del poder ejecuti-
vo nacional. 
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Esa bandera –la lucha por la democracia
plena en las instituciones–, en cambio,
se encontraba en el Partido de la
Revolución Democrática, el PRD, el cual,
con su incursión plena en la vida electo-
ral y parlamentaria, fue disminuyendo el
tono y encontrando comodidad en las
discusiones parlamentarias alejadas de
las demandas sociales y en los trabajos
burocráticos y de especialistas sobre
temas menores de política pública. Su
prurito democrático se transformó en una
posición ideológica abstracta sin relación
con las reivindicaciones sociales. Algunos
dirigentes fueron más allá en su extravío:

se dejaron corromper por el dinero fácil de empresarios corruptos. Eso los fue alejando
de las luchas sociales y encerrando en el cretinismo parlamentario, no obstante la per-
sistencia y coherencia de unos pocos diputados de ese partido. 

Por lo anterior, el contrapeso institucional al foxismo no fue el PRD, sino el gobierno del
Distrito Federal, cuyo jefe se mantuvo en el PRD pero se distanció de la dirigencia perre-
dista y se deslindó de la corrupción en el partido, atrajo a priístas y panistas desconten-
tos, atendió mediante el diálogo los problemas sociales y políticos locales, benefició la
acumulación de los empresarios locales y de las transnacionales automotrices, confrontó
permanentemente al gobierno nacional foxista deslindándose de sus políticas anticonsti-
tucionales y privatizadoras, y aplicó políticas sociales básicas recomendadas por el Banco
Mundial (entre otras, orientadas a la atención a los ancianos y a los más desprotegidos). 

La alianza política derechista dominante, formada por los grupos dirigentes en el PAN y
el PRI, se percató de que su descenso en la legitimidad y en popularidad tenía correlato
en la subida en las encuestas de su oponente del PRD, López Obrador, que expresaba
en la clase política las demandas de los movimientos sociales de cambiar las políticas
públicas y los reclamos del sector capitalista productivo, nacionalista y popular, que tiene
el visto bueno de algunos empresarios transnacionales oligarcas modernos y neolibera-
les, como Carlos Slim. El gobierno nacional intentó desplazar a López Obrador por la vía
del “desafuero”, antes del inicio del período electoral de cambio de presidente: los dipu-
tados del PAN y del PRI despojaron de la inmunidad al jefe de gobierno del Distrito
Federal y lo sacaron de su puesto por unos días con argumentos insustentables legal-
mente, con el objetivo de meterlo a la cárcel a fin de evitar que participase como candi-
dato a la presidencia en la campaña electoral. La respuesta social a esas artimañas de la
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“pequeña política” fue sorprendente: se
recuperó un movimiento ciudadano por
la legalidad, la transparencia y la demo-
cracia electoral, y se produjo la manifesta-
ción más grande de la historia de México
en contra del desafuero. En lo más agudo
de la crisis de abril de 2005, Andrés
Manuel López Obrador se pronunció con-
tra el deterioro de las instituciones y por
un nuevo proyecto de país. Bajo la crisis
política interna y la reprobación interna-
cional, Fox desistió del desafuero.

A finales de 2005 todo parecía indicar
que nuevamente el espacio electoral
habría de recobrar legitimidad en el 2006, y que sería el canal institucional adecuado
para dirimir las fuerzas y las contradicciones de los grupos políticos, y a la vez para cana-
lizar la demanda social de reforma de las instituciones y de políticas económicas y socia-
les incluyentes y populares. 

El zapatismo, expresión de las fuerzas sociales emergentes de la última década, aislado
por su trabajo político localizado en las comunidades indígenas del sureste de México, se
opuso a la campaña electoral en curso y a todos los partidos participantes, llamando a
constituir un movimiento por la “Otra Campaña” contra el capitalismo y contra los de arri-
ba. Se propuso desprestigiar la campaña electoral a nivel nacional, y organizar a los de
abajo para la lucha por sus reivindicaciones haciendo una gira por todo el país. 

México sufre profundamente en los períodos electorales debido a la falta de compromi-
so democrático de las fuerzas políticas y la podredumbre y precariedad de sus institucio-
nes actuales. La obligación constitucional de poner en manos de “la sociedad” la elec-
ción y la legitimidad del nuevo gobierno, al menos en los papeles, altera profundamente
a las fuerzas políticas institucionales.

El gobierno de Fox detectó muy pronto el rechazo de amplios sectores de la sociedad a
la continuidad de su partido en la presidencia: las encuestas y las expresiones de los ciu-
dadanos en los actos públicos indicaban claramente el reproche social amplio por el
incumplimiento de sus promesas de campaña y por las consecuencias sociales de sus
políticas neoliberales. Ante ello hay evidencias suficientes (expresadas incluso con
demandas legales de los dos partidos opositores más grandes, el PRD y el PRI), de que
desde el gobierno se ha diseñado una política de intervención en las elecciones para
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presidente. Se puede observar dicha intervención en por
lo menos cuatro aspectos: insistir, a través de los medios
de comunicación, en una visión idílica del país, inventan-
do indicadores sociales que elogian al neoliberalismo,
planteando una coincidencia constructiva con el presiden-
te de EE.UU. en las políticas económicas y de seguridad, y
ocultando el papel de las remesas de los migrantes y de
los recursos del petróleo en la compensación del estanca-
miento productivo; garantizar la continuidad de las políti-
cas neoliberales y de las elites del poder por medio de
leyes casuísticas y candados que son amarras para el futu-
ro presidente, aprobando leyes reaccionarias con proyec-
ción de largo plazo, concediendo franquías públicas con
licitaciones arregladas, y autonomizando sectores del
gobierno responsables de las políticas económicas; esti-
mular a los monopolios de los medios de comunicación
para que desdibujen el lado social y político de los proble-
mas nacionales y encajonen la lucha electoral a fin de
hacerla aparecer sólo como lucha de ideas, exclusivamen-
te en función de la propaganda mediática y su visualiza-
ción en la televisión; y construir una política de miedo
social basada en la criminalización de las protestas socia-
les y de las luchas de los movimientos.

La estrategia del gobierno tiene su límite en la realidad
social. Lo político es lo social concentrado; siempre una
correlación de fuerzas sociales, algunas veces matizada y
deformada por el peso de los aparatos institucionales,
pero correlación de fuerzas al fin. El fetichismo de las ins-
tituciones tiende permanentemente a ocultar esa realidad,
pero esta termina siendo la referencia última. Hoy la rela-
ción entre lo social y lo político en México está desbor-
dando el límite de las instituciones: nos plantea el surgi-
miento de una resistencia social activa descontrolada en
contra de las políticas neoliberales y de sus autores. En el
asunto de la relación entre lo social y lo político, la pecu-
liaridad de México, pilar del neoliberalismo regional, es
que más que una resistencia focalizada contra tal o cual
partido político o grupo de gobierno, los movimientos
sociales han empezado a cuestionar a toda la elite política,
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a la que ubican como subordinada a la hegemonía neoliberal y a un orden social exclu-
yente y marginalizante. 

Los políticos de la derecha han mostrado dificultades para entender los mensajes: des-
conocen la importancia y el valor de la resistencia social múltiple, a la cual menosprecian
por su falta de proyecto político institucional alternativo y por lo espontáneo de sus accio-
nes y, tienden a criminalizarla, desconociendo la legitimidad de su lucha y del conflicto.

La búsqueda de favorecer a los grupos empresariales ligados a él y el intento de apoyar al
candidato de su partido en las elecciones, Felipe Calderón, han llevado a Fox a linchar
moralmente a López Obrador a quien acusa de ser un peligro para México y a provocar a
los movimientos sociales, ensangrentando sus manos en tres ocasiones recientes: dejando
morir, sin buscar a los responsables y sin ayudar, a las 65 víctimas de una explosión en una
mina de carbón que carecía de las mínimas condiciones de seguridad (Pasta de Conchos,
Coahuila); enviando a la policía a quebrar una huelga y desalojar siderúrgicas cuyos traba-
jadores reclamaban autonomía sindical (SITCARSA) con el resultado de dos trabajadores
muertos; y el 4 de mayo, interviniendo por medio de un operativo policíaco en el pueblo
de Atenco, cercano a la ciudad de México, población en su mayoría vinculada a la “Otra
Campaña”, y, junto con el gobernador priísta del Estado de México, ordenando la interven-
ción de una policía vengativa, que golpeó con saña a pobladores y mujeres, y encarceló a
los dirigentes y simpatizantes del Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra; los mismos
que, años atrás, le impidieron al presidente Fox, con su resistencia social activa, expropiar
sus terrenos y construir un nuevo aeropuerto internacional para la Ciudad de México. 

Estos tres conflictos recientes muestran claramente las consecuencias, en términos de
ingobernabilidad, de las políticas económicas y sociales del neoliberalismo y la opción
por políticas autoritarias por parte del gobierno:

El tiempo sigue pasando y los cuerpos de los 65 mineros en Pasta de Conchos

continúan bajo tierra, sus familiares acuden de un lugar a otro sin recibir indemni-

zación, no se han fincado responsabilidades, y están ausentes las medidas que

eviten catástrofes similares. Casi han pasado tres meses del inicio del conflicto

promovido por la línea dura del foxismo, que ha ido exhibiendo las contradiccio-

nes e iniquidades en el sector de la minería: su tortuoso proceso de privatización

y especulación en metales, que han producido gigantescas utilidades benefician-

do particularmente a Minera México y Villacero, una red de complicidades en la

que participan ex funcionarios, hoy accionistas y un modelo laboral caracterizado

por salarios ínfimos, contratación irregular de trabajadores y baja inversión en

medidas de seguridad; una muestra del México de hoy (Arturo Alcalde Justiniani,

La Jornada, 13 de mayo de 2006). 
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El segundo conflicto está vinculado a la violación por parte del gobierno de Fox de la auto-
nomía sindical de los trabajadores mineros por el reconocimiento oficial como dirigente a
un líder desconocido por los trabajadores y favorable a los dueños de las minas, hecho
que llevó a la huelga en SITCARSA y a la intervención policíaca. 

El tercer conflicto, el más reciente y quizá el más grave, es el del operativo policíaco con-
tra el pueblo de Atenco, que dejó ver claramente los hilos de una política de criminaliza-
ción de la protesta social. La acción policial resultó en la muerte de un adolescente, vejá-
menes graves contra mujeres y ancianos, arrestos ilegales, y destrucción indiscriminada y
masiva de casas y bienes de los pobladores. Fue tan grave este hecho que algunos ana-
listas moderados lo califican de un nuevo ‘68:

De confirmarse los hechos denunciados por las dos ciudadanas españolas, sobre la

detención y transporte en un camión de 40 hombres y mujeres que fueron amarra-

dos, privados de la visión, golpeados, amenazados, y las mujeres ultrajadas sexual-

mente, por el solo hecho de encontrarse probablemente durmiendo en algunas de

las muchas viviendas allanadas, estaríamos enfrentando una situación sólo compa-

rable a lo ocurrido durante el conflicto de 1968 (Enrique Calderón, La jornada, 13

de mayo de 2006)

Estos hechos están mostrando el uso extremo de la violencia de Estado al que ha llega-
do el gobierno actual en su pretensión de crear el discurso del miedo para producir una
inhibición de la participación electoral, y por medio de un fuerte abstencionismo impo-
ner a su candidato de ultraderecha, Felipe Calderón, y también la complicidad del grupo
de Roberto Madrazo, candidato del ultraconservador PRI. 

Ante esas políticas no hay una respuesta activa y crítica por parte del candidato del cen-
tro moderado, López Obrador, que está solicitando a todas las partes cerrar filas en torno
a la paz social y la legalidad en las elecciones. 

Lo preocupante de la situación es que la lucha social está encaminándose a cuestionar a
toda la política institucional y todos los políticos de partido. Lo social está empezando a
dominar a lo político, y el clima mexicano amenaza con desbordarse. Para los intereses
dominantes hoy –la ultraderecha y los nuevos empresarios nacionales y estadouniden-
ses–, el candidato del centro moderado, López Obrador, constituye un peligro, porque es
aún un espejo borroso de una situación social explosiva; por ello prefieren alinearse con
la política de ultraderecha, para que México siga bajo los dictados de los líderes actuales
del imperio del Norte en materia de acumulación transnacional, políticas económicas,
seguridad pública y seguridad nacional. Hay, entonces, indicios de una crisis de la políti-
ca institucional, pues esta se resiste a abrir los canales para que el descontento social
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acumulado por años de exclusión y
pobreza neoliberal se exprese electoral-
mente. Las políticas gubernamentales
para encuadrar la elección del 2 de julio
bajo el manto del miedo y los encuadres
puestos por los medios de comunicación
dominantes están, paradójicamente,
expresando un cambio en la correlación
de fuerzas interna, en la cual lo social
empieza a desbordar a lo político institu-
cional y crea sus propios actores políticos
no reconocidos institucionalmente y cri-
minalizados. Ese es el caldo de cultivo de
una futura crisis política, y quizá el ger-
men de la alternativa social al neolibera-
lismo. El triunfo de Calderón o de
Madrazo, candidatos que expresan el
rechazo institucional a las protestas y
demandas del sector excluido y margina-
lizado de la sociedad, significaría la conti-
nuidad del proyecto neoliberal y un agra-
vamiento de las contradicciones y los
conflictos. La posición moderada de cen-
tro de López Obrador acepta la necesidad
de abrir canales de participación social
para canalizar el descontento, sin que su
partido o él mismo propongan una alter-
nativa a la crisis institucional o al neolibe-
ralismo. Por ello, son los movimientos
sociales actuales, sin cauce institucional,
los que, no obstante sus limitaciones políticas, su voluntarismo y falta de proyecto, tienen
en las manos, como en otros países de América Latina, la agenda de la construcción de
un México posneoliberal.
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La gigantesca fiesta liberadora:

“Un día sin inmigrantes”

en EE.UU.1

Raúl Ross Pineda*
y Luciano Concheiro Bórquez**

IInnttrroodduucccciióónn

Mientras escuchábamos en los últimos meses sobre
los incipientes, aunque destacados, movimientos
altermundistas y sobre las luchas nacionales y regio-
nales para enfrentar las políticas neoliberales, allende
el mar se recibieron noticias de rebeliones en la peri-
feria-periferia y en la periferia de los propios países
centrales que confrontaban la gran paradoja del libre
comercio, el “realmente existente”, ese que exige una
liberación irrestricta para el cruce de las fronteras de
los capitales y mercancías y a la vez una contención,
regulación estatal y las más de las veces una criminali-
zación, para detener, abaratar y doblegar por medios
políticos a la mano de obra.

En África o París se hizo presente un nuevo actor, los inmi-
grantes, así como la violenta respuesta desde el poder; en
un primer momento parecían expresiones sociales efíme-
ras, localizadas, dislocadas, producto de la inequidad que
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contienen los procesos de globalización actuales. Pero cuando la imaginación parecía
encontrar los propios límites impuestos por la realidad, el pensamiento único provocaba
cuando mucho propuestas a la defensiva, y el Imperialismo presentaba una vez más su
carácter activo, unipolar, de prepotencia sin límites aparentes, estalló en las propias
“entrañas del monstruo”, como diría José Martí, un movimiento social sin precedentes. 

Tan increíble nos parece el multitudinario movimiento de los trabajadores inmigrantes en
EE.UU., que apenas alcanzamos a balbucear una interpretación sobre su posible alcance.
No nos atreveríamos a una caracterización general o de clara definición sobre su sentido.
Desde un observatorio privilegiado del movimiento social tan importante para la historia
norteamericana decidimos que valía la pena recuperar su génesis inmediata y un poco
más lejana en el movimiento “chicano”2 y de las luchas por la democracia a partir de la
ciudadanización y el ejercicio del voto, así como de las luchas sindicales y políticas
recientes, que consideramos contienen las claves concretas de las gigantescas moviliza-
ciones actuales. 

Las cifras son impactantes por sí solas. Tan sólo en tres meses, desde los primeros días
de febrero hasta el 1º de mayo de 2006, se contabilizaron 259 movilizaciones indepen-
dientes e incontables “caminatas estudiantiles” en 43 estados de los 50 que componen
la “Unión Americana”, y en 158 ciudades distintas incluyendo Washington DC. En
muchas de estas hubo tres o más marchas durante el período. Los conteos más conser-
vadores hablan de una suma de 3.324.256 participantes, y los optimistas dicen que fue-
ron 5.058.8063.

Otros hablan de muchos más; cifras compuestas en su gran mayoría por los inmigrantes
“indocumentados”, que según diversos cálculos son alrededor de 12 millones. Este
movimiento es impresionante por su extensión y difusión nacional, pero a la vez por su
carácter desconcentrado, de referencia en red, de unidad de lo local en lo global, expre-
sión de la famosa “glocalidad”. Llama la atención también su expresión pacífica, su refe-
rente identitario y a la vez multicultural e intercultural, su manifestación de carácter cla-
sista y ciudadana a la vez. Pero sobre todo, es evidente que estamos ante un movimien-
to político, sobre el cual esbozamos un análisis de alcance inicial en este artículo.

UUnn pprriimmeerr mmoovviimmiieennttoo:: llaa mmiiggrraacciióónn 

Se puede decir que la propia migración es un movimiento, producto de decisiones indi-
viduales, fortuitas con otras decisiones iguales, producto de las carencias, de un modelo
económico que ha destruido sus condiciones de trabajo y de vida misma, pero que por
sobre todo le ha arrancado a millones el sentido de futuro en sus propias tierras y ciuda-
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des; representa una resistencia en apariencia completa-
mente atomizada, de carácter “reaccionario” dirían algu-
nos, otros la tildan de “anómica”, pero la verdad es que
cuando se vuelve visible, marcha codo a codo, en el fes-
tejo de su sentido de multitud, que se vuelve inasible en
el marco de las teorías en boga. 

Para nadie es novedad el fenómeno de la migración
indocumentada hacia EE.UU. Diversas fuentes coinciden
en que supera los 12 millones de personas. Más de la
mitad de ellos (6,2 millones4) son mexicanos, y de estos
la tercera parte llegó en los últimos cinco años, lo que
representa un cambio radical en los ritmos de la migra-
ción. Hay que hacer un esfuerzo para imaginarlo: cada
año logró pasar de México a EE.UU. medio millón de per-
sonas sin papeles; del total de detenidos en la frontera, el
90% fueron mexicanos, así como los 516 muertos en el
cruce de la frontera en 2005. Estos datos demuestran la
inoperancia de la actual legislación migratoria, pero sobre
todo el tamaño del drama de las familias que sobreviven
en el submundo del trabajo indocumentado, y la necesi-
dad impostergable de una reforma migratoria, de una
amnistía general.

El “contexto” más amplio de la migración indocumentada
está dado por los 42,7 millones de “latinos” con papeles
en EE.UU. –el 14% del total de la población, según la
Oficina del censo, además de ser desde hace unos cuan-
tos años la primera minoría, y a la vez la de población más
joven y la de más rápido crecimiento (3,3% anual) por
sus altas tasas de natalidad y los nuevos inmigrantes. A
este ritmo de crecimiento, en unos cuantos años EE.UU.
será el segundo país del mundo con más hispano-parlan-
tes, sólo superado por México. 

Desde el “norte”, la “economía de la migración” explicaría
el crecimiento sostenido del número de inmigrantes a
partir del envejecimiento de la población y de la caída de
las tasas internas de natalidad sostenida desde la década
del setenta: 
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““PPaarraa nnaaddiiee 

eess nnoovveeddaadd 

eell ffeennóómmeennoo 

ddee llaa mmiiggrraacciióónn

iinnddooccuummeennttaaddaa 

hhaacciiaa EEEE..UUUU.. 

DDiivveerrssaass ffuueenntteess

ccooiinncciiddeenn eenn 

qquuee ssuuppeerraa 

llooss 1122 mmiilllloonneess 

ddee ppeerrssoonnaass.. 

MMááss ddee llaa mmiittaadd 

ddee eellllooss 

((66,,22 mmiilllloonneess))

ssoonn mmeexxiiccaannooss,, 

yy ddee eessttooss 

llaa tteerrcceerraa ppaarrttee 

lllleeggóó eenn llooss úúllttiimmooss

cciinnccoo aaññooss””



A medida que un segmento de trabajadores estadounidenses emprende la vía del

retiro o se da de baja de la fuerza de trabajo, la escasez relativa de mano de obra

comienza a asfixiar el mercado de trabajo. La inmigración resuelve la ecuación. En

los últimos 15 años, el crecimiento de la fuerza de trabajo descansa cada vez más

en el flujo migratorio (casi 50% del incremento en la fuerza trabajo se debe a la

inmigración). En la década de 1991-2001 EE.UU. recibió un promedio de un millón

y medio de nuevos trabajadores migratorios cada año. El crecimiento económico

aumentó hasta mantener tasas de 4% y el desempleo se redujo a 3.8%, uno de

los niveles más bajos en 20 años… La conclusión es evidente: incrementar la inmi-

gración permitirá a EE.UU. mantener tasas de crecimiento de largo plazo más altas

y una inflación controlada (Nadal, 2006: 35).
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Los trabajadores mexicanos y latinoamericanos han contribuido a lo largo de más de
ciento cincuenta años a la construcción del sistema ferroviario de EE.UU. y al desarrollo
de su agricultura, la manufactura, y más recientemente, la economía urbana de servicios.
En este sentido, hasta la década del setenta 

la migración siguió un patrón básicamente temporal en el cual la mayoría de los

emigrantes, originarios de las áreas rurales del centro, oeste y norte de México, lle-

gaban al sudoeste de EE.UU. a trabajar en la agricultura y retornaban durante los

períodos de poca actividad. Una parte de estos emigrantes se quedaba permanen-

temente en EE.UU., ya fuera en las áreas rurales o en ciudades como Los Ángeles

(Roberts et al., 2003: 45). 

Sin embargo, en los últimos años “el nivel de la inmigración mexicana documentada e
indocumentada hacia EE.UU. ha empequeñecido la inmigración procedente de otros
países al representar casi el 14% de todos los inmigrantes legales y el 40% de los inmi-
grantes indocumentados” (Roberts et al., 2003: 48). No podemos, frente a las moviliza-
ciones de los últimos meses, olvidar que 

durante los últimos años ha crecido un movimiento que sostiene que aquellos que

entran ilegalmente en EE.UU. sacrifican sus derechos no sólo como ciudadanos sino

también como seres humanos. Pueden entonces ser cazados por milicias armadas,

se les pueden negar necesidades básicas aún cuando sean urgentes, lo mismo que

los servicios de salud y pueden ser tratados como virtuales esclavos, todo por cruzar

sin papeles una frontera internacional. Éste es un trato que no se da ni siquiera a pri-

sioneros que hayan cometido los crímenes más horrendos (Carlsen, 2006: 1). 

Frente a ello, los migrantes llegan a EE.UU. con su experiencia a cuestas, gracias a las
redes de solidaridad basadas en estructuras de familia amplia, con una vigorosa reivindi-
cación de dignidad y fuerte sentido cívico sobre la base del trabajo mismo, además de
una definida autonomía.

Desde el otro lado de la frontera sur de EE.UU., la migración también representa un pro-
ceso social de primer orden. De los casi 120 millones de mexicanos, uno de cada diez se
encuentra fuera del país. La inmensa mayoría –11,6 millones– reside en EE.UU. (Morales,
2003)5, de los cuales más del 53% no cuenta con papeles. Por otra parte, en México, 

en los últimos treinta años, desde que se desplomó la tasa de crecimiento econó-

mico, se han creado apenas 11 millones de empleos formales, acumulándose un

déficit de alrededor de 15 millones de puestos de trabajo. En la primera década del

TLCAN (Tratado de Libre Comercio de América del Norte)6, de 1994 a 2004, casi 13
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millones de jóvenes mexicanos ingresaron al mercado de laboral, mientras que se

crearon únicamente 2,7 millones de nuevas plazas, de modo que sólo en este lapso

el desempleo acumulado ha sido de 10 millones. Pero hay una buena noticia: cada

día cerca de 1.500 demandantes de empleo dejan de demandarlo; por desgracia

esto no es debido a que se hayan creado aquí buenos puestos de trabajo sino por-

que los buscadores de empleo se fueron a los EE.UU. (Bartra, 2005: 4-5).

““LLaa ggoottaa qquuee ddeerrrraammóó……””:: uunn ccoonnggrreessiissttaa llllaammaaddoo SSeennsseennbbrreennnneerr,, llaass
pprroovvooccaacciioonneess yy llaass mmoovviilliizzaacciioonneess mmaassiivvaass

Las luchas de los inmigrantes mexicanos en EE.UU. tienen una larga historia7. Es en el
marco de esas experiencias y antecedentes que diversos activistas aparecen en escena a
principios de febrero de 2006 con una idea común: manifestarse contra la “Ley
Sensenbrenner”, la ya tristemente célebre HR-4437 que criminaliza a los trabajadores
indocumentados y militariza la frontera con México8. El 11 de febrero se reúnen en
Riverside, California, para acordar una marcha nacional en Washington D.C. convocada
por los coordinadores de la National Alliance for Human Rights (Seper, 2006). En esa
reunión, de más trescientas personas, también se resolvió coordinar acciones simultáne-
as contra la Sensenbrenner el día 10 de marzo9. Por ejemplo, en Chicago, en el e-mail
que recorrió las redes electrónicas aparecieron como convocantes Alivio Medical Center,
CALOR, Casa Aztlán, Casa Michoacan, Centro Sin Fronteras, Centro Romero, Congreso
Político de Mexicanos en el Exterior, ConfeMex, Durango Unido en Chicago, Enlaces
América, Familia Latina Unida, las Federaciones de Clubes de Chihuahua, Guerrero,
Hidalgo, ICIRR, IME, IPL, Latinos Progresando, LOS, MCN, NALACC, Nahui Ollin Danza
Azteca, Organización del Distrito Federal, Pilsen Neighbors, Resurrection Project, RPD de
Guatemala, UNIRR, UIC-ISO, Unión Latina y la Universidad Popular. 

Pero usando experiencias anteriores en lo que respecta al papel que los medios pueden
jugar se convocó abiertamente a través de todas las estaciones de radio en español,
incluso lo hizo un famoso comentarista conocido como “El Pistolero”, y en menor medi-
da por medio de la prensa escrita. Esta experiencia “brincó” de un estado a otro de la
Unión Americana. Es el caso de Elías Bermúdez del programa La Voz del Inmigrante, de
Phoenix, Arizona, que recurrió a medidas extremas contra la HR 4437: “Tuve que decir al
aire: ya nos mentaron la madre, y ahora a qué esperamos, ¿a que nos la maten?”. Ricardo
Sánchez, El Mandril, junto con El Piolín Eduardo Sotelo y Renán Armendáriz Coello, El
Cucuy, convocaron a las marchas en Los Ángeles, California.

El 10 de marzo de 2006 el centro de Chicago fue desbordado. La policía, que normal-
mente proporciona el conteo más conservador de este tipo de eventos, dijo que la con-
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centración había sido de 100 mil personas10. Era un vier-
nes, día laboral, lo cual hizo doblemente meritoria la pre-
sencia de cada manifestante que renunció en los hechos
a un día de salario y se expuso a represalias en sus cen-
tros de trabajo. Nadie dudó de que esta haya sido la
mayor manifestación de los latinos en esa ciudad. No se
equivocaron, pero se quedan cortos: fue también la mani-
festación más numerosa de la historia de Chicago, de
Illinois y del Medio Oeste, mayor que las movilizaciones
por los derechos civiles y contra la guerra en Vietnam en
la década del sesenta, y en fin, la mayor manifestación de
migrantes en EE.UU. Como decía una manta desplegada
en las movilizaciones: “Los negros y los blancos tuvieron
su revolución… ahora nos toca a nosotros”.

Pero si bien el “tsunami” de manifestaciones aparece
como “producto” de la espontaneidad, sería “injusto” no
reconocer quién provocó la chispa que prendió la mecha
de la insurrección: el ahora tristemente célebre congresis-
ta republicano del quinto distrito de Wisconsin F. James
Sensenbrenner, Jr11. Desde el poder, a pesar de estar en
suspenso la iniciativa de Sensenbrenner y de perfilarse un
acuerdo más amplio en el Senado que incluiría en la prác-
tica una amnistía, no han dejado de enviarse mensajes de
guerra al movimiento de indocumentados, las redadas, la
descarada militarización de la frontera con efectivos de la
Guardia Nacional, la promesa de miles de kilómetros de
bardas, y la declaración del Secretario de Seguridad
Interior, Michael Chertoff, de una nueva política que persi-
gue y sanciona con mayor dureza a los indocumentados y
las empresas que les den trabajo. Pero lo más significativo
ha venido desde las tendencias fascistas y xenófobas:
noticias como la del “latino que fue atacado por dos skin-
heads” en Houston, o los videojuegos como el Border
Patrol, que consiste en dispararle a mexicanos en su
intento por cruzar la frontera con EE.UU. “cumpliendo”
con la leyenda inicial: “Este juego tiene un objetivo sim-
ple: mantenerlos fuera... ¡a cualquier costo!”. La lista es
interminable y constituye una declaración de guerra. Vale
mencionar la reforma en Arizona que plantea que ser
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““NNaaddiiee dduuddóó 

ddee qquuee eessttaa hhaayyaa

ssiiddoo llaa mmaayyoorr

mmaanniiffeessttaacciióónn 

ddee llooss llaattiinnooss 

eenn eessaa cciiuuddaadd.. 

NNoo ssee eeqquuiivvooccaarroonn,,

ppeerroo ssee qquueeddaann

ccoorrttooss:: ffuuee ttaammbbiiéénn

llaa mmaanniiffeessttaacciióónn 

mmááss nnuummeerroossaa 

ddee llaa hhiissttoorriiaa 

ddee CChhiiccaaggoo””



detenido sin papeles es equivalente a delinquir invadiendo propiedad privada o pública,
y las múltiples medidas votadas para hacer del inglés la lengua “nacional”12.

El gigante dormido finalmente despertó, el 10 de marzo la masiva ola de movilizaciones
tuvo una expresión sin precedente una vez más. En Los Ángeles, el 25 de marzo; al día
siguiente se verifica una manifestación frente a la embajada de EE.UU. en el DF convo-
cada por el “Colectivo Contra el Muro”; pero los días 9 y 10 de abril, cuando era difícil
esperar más expresiones gigantescas de protesta, se volvieron a inundar las calles de
EE.UU., en más de 120 ciudades de 40 de los 50 estados, con la participación de cerca
de dos millones de personas, al grito de: “¡No somos criminales, somos trabajadores!”,
desgarrador mensaje de batalla de un levantamiento civil que reivindica derechos a la
dignidad y al trabajo. 

La dignidad, que es intangible para los poderosos, determina una insurrección social por
la suma de agravios, la indignidad acumulada y la defensa de los derechos civiles. 

En esos días, cientos de miles de estudiantes en Los Ángeles y otros lugares de EE.UU.
abandonaron sus planteles en apoyo a sus familiares y comunidades. Traían carteles
diciendo “Este día tu educación no está en las aulas, está en las calles”, extendiendo así
la protesta hacia las casas y los barrios, arriesgándose a la represión policial y a las san-
ciones legales, pero a la vez reuniendo a diferentes clases sociales, grupos étnicos, expre-
siones de género, de edad y de estatuto migratorio en una recomposición del “ser mexi-
cano y latino” en EE.UU., en un mensaje que se expresa claramente en otro grito de los
manifestantes: “¡Aquí estamos y no nos vamos!” (Robinson, 2006: 1). 

Otra característica fue la de 

trabajadores mexicanos de los bosques en Oregon, embaladores de carne del

Medio Oeste, recolectores de tomate de Florida y trabajadores de servicios de casi

todas las ciudades se sumaron a ellas; su repentina visibilidad ilustró que la inmi-

gración en EE.UU. no sólo se ha intensificado en los últimos años sino que se ha

diversificado hasta afectar todos los estados y casi todos los sectores de la econo-

mía (Carlsen, 2006: 2). 

Las manifestaciones fueron masivas y numerosas y alcanzaron ciudades antes “inexis-
tentes” en el mapa de los emigrantes. Pero la movilización alertó también a la sociedad13

y al propio poder sobre el tamaño, propósito y aportes tanto económicos como sociales
de los “indocumentados”.
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EEll ““ccllíímmaaxx””:: llaass mmaanniiffeessttaacciioonneess ddeell 11ºº ddee mmaayyoo,, ““UUnn ddííaa ssiinn iinnmmiiggrraanntteess””

Uno de los rasgos de “irrealidad” de las acciones del 1º de mayo fue la constante refe-
rencia a la película Un día sin mexicanos, tornada realidad y transformada en “Un día sin
inmigrantes” o “El día en que se visibilizaron los invisibles”. Sergio Arau, el director de Un
día sin mexicanos, asistió en vivo y en directo a la escenificación en la realidad de su pelí-
cula. Para él, “La historia es otra desde las marchas… fue un cambio cualitativo, como
cuando el agua pasa de los 99 a los cien grados y se vuelve vapor, así fue esto” (La
Jornada, 29 de abril de 2006)14.

Legiones de obreros en las fábricas de piezas electrónicas en Silicon Valley, decenas de
miles de mujeres en las fábricas de prendas de vestir en Las Cruces, mecánicos automotri-
ces en San Luis, operadores de sistemas de comunicación en Phoenix, trabajadores clave
de las líneas de ensamblaje de autos en San Antonio, empleados y cajeros de banco en
Chicago. Guardias de seguridad de los grandes centros de compras en Atlanta, camareros
de restaurantes en Newark, cocineros en Orlando, despachadores de gasolina en
Baltimore, maestros de escuela en Los Ángeles, empleados de tiendas en Washington. Las
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estrellas del béisbol. Las de la música pop. Todos desaparecidos por una jornada. Primero
estuvieron en las calles día tras día, semana tras semana, llenando las avenidas y las plazas,
para que todos vieran que existen, que son reales, que son millones, y que son necesarios.
Y el 1º se esfumaron, como en el peor de los sueños (Ramírez, 2006)15. El objetivo espe-
cífico de esa jornada fue llamar la atención sobre el poder económico que representan los
inmigrantes, y hacerlo festivamente, convocando a los espíritus transgresores de la realidad
por imposible que parezca el poder modificarla. El ánimo fue jubiloso. Los manifestantes se
concentraron hombro con hombro. Algunos llevaban consigo sus cámaras de video y otros
cantaban y bailaban en las calles con sus familiares. En la mayoría de las ciudades se vis-
tieron de blanco para simbolizar la paz y la solidaridad. En Los Ángeles, numerosos mani-
festantes vestidos de blanco agitaron banderas estadounidenses –consigna de la iglesia
católica– y cantaron en inglés el himno de EE.UU., mientras algunos bailarines folclóricos
mexicanos saludaban a la multitud y 200 mariachis iban tocando “¡Viva México!”16 junto con
cientos de estandartes de la otra bandera de México –la que ha acompañado las luchas
populares desde la Independencia: la virgen de Guadalupe. 

En Chicago, inmigrantes indocumentados de varios países, desde Irlanda17 hasta Polonia,
marcharon junto a los hispanos, aplaudidos por numerosos oficinistas que hacían un rece-
so para almorzar. En Phoenix, los manifestantes formaron una cadena humana frente a los
locales de Wal-Mart y Home Depot. Muchos portaban carteles en español que decían
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“Somos América” y “Hoy marchamos, mañana votamos”. Otros agitaron banderas mexica-
nas o usaron sombreros y bufandas con los colores de sus países de origen. Algunos core-
aron las siglas de EE.UU. en inglés –USA– y otros gritaron consignas como “¡Sí se puede!”.
Había quienes vestían camisetas que tenían impreso el mensaje: “Soy ilegal, ¿y qué?”.

Los trabajadores inmigrantes son los actores principales de las movilizaciones, pero tam-
bién lo son sus familias. Aunque la gran mayoría de los promotores y participantes son
mexicanos, es interesante que el mote “hispanos” (hispanics) haya dado paso al de “lati-
nos”, que con o sin papeles se distinguen por el color de su piel. Ante esta situación
todos se sienten agredidos, y en las movilizaciones, unidos, repitieron “Latinos unidos,
jamás serán vencidos”.

“Invisibles, ¡ya no!”: en esa negativa, la “visibilización” representa también un desafío a la
criminalización, retratada en una frase dicha en Los Ángeles: “I take care of your children
and you call me criminal”. Con la “publicidad” y politización de lo marginal, de la exclu-
sión, se establece una ruptura con un régimen que basa la explotación precisamente en
la invisibilización de los trabajadores, en mantenerlos aislados y deshumanizados en una
escala gigantesca. Hay que recordarlo, ¡son millones en esa condición!, en las marchas
se repetía: “¡Ningún humano es ilegal!” y “Work is not a crime”.

A los inmigrantes latinos se sumaron, bajo la idea del “One+uno”, los de otras nacionalida-
des, pero en las movilizaciones participaron muy pocos afroamericanos, y aún son pequeños
los sectores de anglosajones que participan –principalmente los que están ligados a los sin-
dicatos, la iglesia católica y redes regionales-estatales en defensa de los derechos de los
migrantes. Cuando se lee en una manta o cartel o se escucha en cantos rítmicos repetidos
“Aquí estamos y no nos vamos y si nos echan, regresamos”, junto con “Nosotros somos
EE.UU.”, o en un doble sentido “Somos América”, enfrentan a los expropiadores con sus pala-
bras, exigiendo un reconocimiento que culmina en la ciudadanización del “Hoy marchamos,
mañana votamos”18 y el del apelar a la memoria de todos en el “We are all immigrants”. O
los planteamientos desde una perspectiva económica, cruda, expresados en “We support US
economy” o el referente más cercano en Nueva Orleáns: “El orgullo de reconstruir”.

También otras voces se hicieron presentes como las de los jóvenes estudiantes de El
Paso, Texas: “Contra los güeros (rubios) razistas (sic) al grito de: ¡Viva México, cabrones!”,
recordando el grito de Francisco Villa cuando colgó norteamericanos de cada poste de
telégrafo en su ataque a la ciudad de Columbus; sumadas al “Estamos recuperando
nuestro territorio”, “Las fronteras no existen” o las banderas de EE.UU., de cabeza y en
vez de barras, alambradas. Para poner el punto final a estas reflexiones sólo queremos
recordar la manta que el 1º de mayo sentenciaba: ¡Una fuerza más poderosa que el
huracán Katrina se ha desatado en EE.UU.!
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1 El presente artículo es una versión resumida del original que puede consultarse en la sec-
ción Debates de la página web del OSAL <http://osal.clacso.org> o <http://clacso.org>.

2 Denominación que reciben los mexicanos nacidos en EE.UU., primero en términos des-
pectivos y después apropiada por los propios chicanos para identificarse.

3 Compilación realizada por Xóchitl Bada, Jonathan Fox, Elvia Zazueta e Ingrid García con el
apoyo de Raúl Caballero, Eduardo Stanley y David Brooks en base a la infomación sumi-
nistrada por diferentes fuentes, entre ellas los organizadores, la policía y la prensa (2006,
mimeo).

4 Según estudios del Pew Hispanic Center. Para la Asociación Mundial de Mexicanos en el
Exterior, son 7 millones.

5 La propaganda oficial difundida por la “Fundación paisano” en Internet habla de 130
millones de mexicanos, al considerar a los 10 millones de origen mexicano que nacieron
en EEE.UU. u obtuvieron la nacionalidad estadounidense.

6 La negociación del TLCAN, hay que subrayarlo, omitió expresamente considerar un régi-
men jurídico bilateral migratorio, pero 13 años después este tema se ha convertido en el
más delicado para las relaciones políticas y económicas entre México y Estados Unidos
(Hernández Haddad, 2006).

7 Para un racconto de las mismas consultar la versión completa del presente (ver Nota 1).

8 El congresista republicano James Sensenbrenner Jr. lideró exitosamente una campaña
para lograr que la Cámara de Representantes aprobara por 239 contra 182 votos, el 16
diciembre de 2005, la iniciativa de ley HR-4437. Montándose en la percepción pública de
que la seguridad nacional de EE.UU. es vulnerable al terrorismo internacional y explotando
la idea de que la migración indocumentada es “intolerable”, pudo sacar adelante una ini-
ciativa que da luz verde a la construcción de muros en la frontera con México (los primeros
1.100 kilómetros de una muralla militarizada sobre los 3.200 kms. de frontera entre ambos
países), prevé duplicar el tamaño de la Patrulla Fronteriza, y convertiría a la migración indo-
cumentada en delito penal grave, aplicando sanciones criminales contra cualquier persona
que preste servicios o ayude de cualquier manera al migrante indocumentado, incluyendo
las iglesias, grupos humanitarios y agencias de servicios sociales. Sin embargo, una vez tra-
mitado en la Cámara, el proyecto quedó estancado en el Senado.

9 Entrevista con Ema Lozano, 27 de abril de 2006, Chicago, IL.
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10 Según otros reportes, más de medio millón de inmigrantes y sus simpatizantes salieron
a las calles de Chicago (Robinson, 2006: 1).

11 Presidente del Panel Judicial de la Cámara de Representantes, es además uno de los
herederos de la fortuna Kimberly Clark, empresa que fabrica productos de mayor venta en
su género en 80 países: Kleenex, Kotex y Scott, entre otros.

12 El Senado aprobó el 17 de mayo la construcción de 600 kilómetros más del muro fron-
terizo, además de proclamar el inglés como “idioma nacional” ante la aparente amenaza
del español (63 votos contra 34). Con ello, nadie puede reclamar servicios o documentos
oficiales en cualquier otro idioma. Los residentes deben “demostrar conocimiento del idio-
ma inglés, la historia y el gobierno de los EE.UU., para hacerse ciudadanos”. Otra enmienda
más, patrocinada por el senador latino demócrata por Colorado Ken Salazar, declara al
inglés como idioma “común y unificador de EE.UU.” (sobre este hecho, en son de burla, se
dice que “tal vez no todos los legisladores entienden inglés por eso votaron en un día dos
proclamas”). 

13 Según una encuesta de diversos periódicos, luego de las movilizaciones el 56% de los
estadounidenses está a favor legalización de los inmigrantes. 

14 La idea inicial surgió en 1994 de Un día sin arte, cuando las galerías y museos de
Nueva York no abrieron en homenaje a los artistas víctimas del SIDA.

15 Una encuesta de la firma García Research Associates difundida en Los Angeles reveló
que el 70% de los inmigrantes daría su apoyo al movimiento “Un día sin inmigrantes”. El
sondeo, efectuado entre no estadounidenses, indicó que 71% estaba de acuerdo con el
boicot y sólo 11% manifestó que no apoyaría la protesta. La encuesta telefónica se hizo en
español en las zonas estadounidenses de mayor concentración de latinos (Los Angeles,
Chicago, Nueva York, Houston y Miami). En total, un 90% aseguró que el 1º de mayo no
compraría nada, y 74% por ciento no enviaría a sus hijos a la escuela ese día (La Jornada,
28 de abril de 2006).

16 Un Jesucristo que carga su cruz y marcha con un contingente padece a los soldados
romanos que le dan latigazos y le gritan: “Vamos, ilegal, camina; vamos inmigrante, vete a
tu país, ésta es la tierra de Bush, regresa a tu país”.

17 Una manta decía: “Los irlandeses están con ustedes, igual que en el siglo XIX” haciendo
alusión a la invasión norteamericana a México y al Batallón San Patricio que abandonó las
filas del ejército invasor para pelear junto a los mexicanos.

18 Que ha tomado forma en una campaña especial de empadronamiento de los latinos
que pueden votar por los partidos, como una demostración más de la importancia de los
partidos, como una demostración más de la importancia de los otrora inmigrantes, ahora
naturalizados.
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Os Sindicatos, os Movimentos

Sociais e o Governo Lula:

Cooptação e Resistencia

Graça Druck*

IInnttrroodduuççããoo

O contexto social e político brasileiro pós-Governo
Lula inspira e requer novas reflexões no que se refere
à relação construída entre o Estado, o governo e os
movimentos sociais no país. Trata-se de uma nova
experiência, especialmente para os movimentos
sociais e para o movimento sindical, ressurgidos e
criados após o fim da ditadura militar, e que nos anos
1980 se ergueram na luta por autonomia e liberdade
em relação ao Estado, particularmente no campo
sindical, cuja expressão maior foi a fundação da
Central Única dos Trabalhadores (CUT) em 1983, que
nasceu e se constituiu fora da estrutura sindical oficial. 

Nos anos 1990 houve um arrefecimento das lutas sociais
e políticas. Um cenário que marcou, em linhas gerais, a
América Latina. No caso brasileiro, uma forte ofensiva do
capital, de ataque aos direitos dos trabalhadores, teve
lugar, através das políticas liberais do presidente Fernando
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Henrique Cardoso. Na defensiva, os movimentos sociais e populares reagiram de formas
diversas, mas a tônica do combate ao neoliberalismo revelou um aprisionamento das
direções ao contexto de uma inexorabilidade, no interior do qual o pragmatismo
predominou (Sampaio Jr, 2005).

Observou-se, assim, um processo de despolitização crescente dos sindicatos, expresso,
essencialmente, na incapacidade de avançar com propostas políticas de conteúdo
ofensivo e que, principalmente, apontassem um caminho independente para a classe
trabalhadora. Nesta medida, os sindicatos se transformaram num fim em si mesmos, e
como tal, atuaram, cada vez mais, dentro da legalidade do capital, deixarando de ser um
meio para constituir uma legalidade própria da classe trabalhadora e que alimentasse a
construção de um projeto político alternativo à hegemonia neoliberal (Druck, 1996). Por
isso, se concorda com Sampaio, quando afirma: 

Assim, a estratégia de acúmulo de forças sofreu uma mudança qualitativa: a luta

pela conquista de direitos dentro da ordem foi gradativamente substituída pelo

‘melhorismo’. Sem questionar a agenda do capital financeiro, tratava-se de buscar

as soluções possíveis para os problemas das pessoas. Já não se lutava pela

conquista de direitos coletivos que melhorassem as condições de trabalho e de

vida da classe mas por medidas concretas que compensassem a população

desvalida pela falta de direitos. O rebaixamento da pauta política levou à

desmobilização dos trabalhadores e aprofundou o processo de burocratização das

organizações construídas na década de oitenta (Sampaio Jr, 2005).

Em 2002, a eleição de Luiz Inácio Lula da Silva representou a possibilidade de superar
esse cenário. Era a vitória de um líder operário e sindical, fundador do Partido dos
Trabalhadores (PT), e que, apesar das amplas coligações eleitorais realizadas,
apresentava um programa de caráter anti-neoliberal. 

A eleição de Lula da Silva foi saudada por todos os movimentos de esquerda da América
Latina, e foi vista como um momento histórico que poderia inaugurar uma era pós
neoliberal, ao lado da eleição de Chaves na Venezuela, reforçando um quadro de
avanços das mobilizações populares que eram retomadas em várias regiões do
continente. 

Hoje, ao chegar no quarto e último ano de mandato, o Governo Lula da Silva não só não
se constituiu nessa possibilidade, como optou em dar continuidade à aplicação e defesa
de uma política econômica neoliberal. E, conseqüente com a base ideológica e política
do neoliberalismo, vem atuando no sentido de desmobilizar os movimentos sociais, de
anular a força autônoma e independente do movimento sindical, através de uma
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permanente cooptação de suas direções e de um processo de “estatização” das
organizações dos trabalhadores (sindicatos e partidos, especialmente, o Partido dos
Trabalhadores)1.

Neste contexto, propõe-se analisar alguns pontos da Reforma Sindical proposta pelo
Governo Lula, pois se compreende que ela sintetiza a relação construída entre o Estado
–através do Governo Lula– e os movimentos sociais e políticos dos trabalhadores; e
apontar algumas ações de resistência à política do Governo e às suas estratégias de
controle e cooptação. 

OO ccoonntteexxttoo ddaass RReeffoorrmmaass SSiinnddiiccaall ee TTrraabbaallhhiissttaa

O debate acerca das reformas sindical e trabalhista realizado no Fórum Nacional do
Trabalho2, criado pelo Governo Lula, em 2003, precisa ser contextualizado no quadro das
transformações no mundo do trabalho no Brasil. Vive-se hoje num contexto em que,
para além de uma lógica econômico-financeira, –sustentada na volatilidade, na
descartabilidade e no curto prazo– há uma lógica política que se tornou hegemônica e
que tem no seu centro, a flexibilização e a precarização como modos de dominação do
trabalho. Conforme Bourdieu: 

A precariedade se inscreve num modo de dominação de tipo novo, fundado na

instituição de uma situação generalizada e permanente de insegurança, visando
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obrigar os trabalhadores à submissão, à aceitação da exploração. Apesar de seus

efeitos se assemelharem muito pouco ao capitalismo selvagem das origens, esse

modo de dominação é absolutamente sem precedentes, motivando alguém a

propor aqui o conceito ao mesmo tempo muito pertinente e muito expressivo de

“flexploração” (Bourdieu, 1998:124-125). 

Para Bourdieu, esse novo modo de dominação –a precarização– é um regime político,
constituído por vontades (ativas ou passivas) de poderes políticos e, portanto, não pode ser
explicada por “leis inflexíveis” de um regime econômico, mas sim, por escolhas orientadas
para preservar a dominação cada vez mais completa do trabalho e dos trabalhadores.

Portanto, aceitar a “fatalidade econômica” ou a inexorabilidade dos processos de
flexibilização e precarização do trabalho, oculta as escolhas e a vontade política dos
setores dominantes. Em nome duma “modernização” e duma “transformação” no
mundo do trabalho, oferecem como única alternativa a adaptação dos trabalhadores a
essas novas –e inseguras– condições. 

É nesta direção que o documento do Fórum Nacional do Trabalho afirma: 

A reforma sindical e trabalhista constitui uma das diretrizes centrais do Governo

Federal. A urgência requerida por essa reforma deve-se não apenas a uma decisão

governamental, mas sobretudo à necessidade de tornar as leis e instituições do

trabalho mais compatíveis com a nova realidade política, econômica e social do

País (MTE, 2003. Grifos meus).

A pergunta a ser feita é ¿qual é essa nova realidade do país? O próprio documento
responde:

Sob o impacto das diretrizes de política econômica e dos processos de

reestruturação produtiva, houve um aumento dramático do desemprego, da

informalidade e da precarização das relações de trabalho. Ao mesmo tempo, a

introdução de inovações tecnológicas e organizacionais em vários setores de

atividade econômica foi acompanhada pela difusão de novos processos de

produção e de novas modalidades de contratação e de relações de trabalho [...]

Registrou-se uma queda progressiva nos empregos formais e por tempo

indeterminado e cresceu muito o contingente de trabalhadores temporários, em

tempo parcial, terceirizados e informais. Além disso, persistiram problemas

crônicos, como o trabalho escravo e o trabalho infantil, e começaram a se

difundir formas atípicas de ocupação, como o teletrabalho e o autoemprego

(MTE, 2003. Grifos meus).
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A questão permanece: qual legislação sindical e
trabalhista pode ser compatível com esse quadro de
flexibilização e precarização do trabalho? Quadro que,
diga-se de passagem, não foi alterado em seus aspectos
principais, conforme atestam os indicadores de
desemprego, de precarização do emprego e das
condições de trabalho nestes últimos 4 anos. 

O Projeto de Reforma Sindical, enviado ao Congresso
Nacional pelo Fórum Nacional do Trabalho (FNT), foi
anunciado como fruto do consenso conquistado entre
as bancadas representativas dos trabalhadores3, dos
empresários e do governo. Além desta representação
paritária nacional, foram realizadas conferências
estaduais, organizadas pelas Delegacias Regionais do
Trabalho. Nestas participaram representantes dos
sindicatos e das centrais sindicais; representantes
patronais, do setor público e de outros setores (ongs,
cooperativas, etc). 

As Conferências Estaduais refletiram a diversidade de
proposições em relação à Reforma Sindical, expressão
das diferentes forças políticas presentes e,
diferentemente da plenária do Forum Nacional, as
posições de consenso foram minoritárias. Situação que
talvez explique porque as decisões da Conferência
Estadual da Bahia, que foram tiradas por maioria, e não
por consenso, não só não aparecem na proposta final,
como divergem e se chocam em pontos essenciais4.

Na realidade, os relatórios das conferências ocorridas em
todos os Estados do país não foram objeto de discussão
e nem foram levados em consideração na formulação
final do projeto de Reforma Sindical, cujo “consenso” foi
produto de um acordo político entre o governo, as
centrais sindicais e o patronato no sentido de apressar a
apresentação de um projeto ao Congresso Nacional,
juntamente com o Projeto de Emenda Constitucional
(PEC-369/05) enviados em março de 2005 e até o
momento sem prazo para entrar na pauta5.
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Esta é a origem do Projeto de Reforma Sindical do Governo Lula. Passemos a discussão
de alguns dos pontos centrais e polêmicos referentes a relação do Estado com os
sindicatos e as centrais sindicais no ante-projeto apresentado. 

AA CCrrííttiiccaa aaooss ppoonnttooss pprriinncciippaaiiss ddoo PPrroojjeettoo ddee RReeffoorrmmaa SSiinnddiiccaall

Sem pretender uma análise crítica ao conjunto do ante-projeto, busca-se destacar o que
modifica radicalmente a estrutura sindical atual, especialmente no que se refere ao papel
do Estado e sua relação com os sindicatos. Parte-se do suposto que o conteúdo
fundamental da reforma sindical, conforme exposto no ante-projeto, abrange três âmbitos:
o modelo de organização sindical, de negociação coletiva e de solução de conflitos no
trabalho. No entanto, há um eixo central que articula e dá coerência ao conjunto da
proposta de reforma: trata-se de uma (nova) forma de controle e regulação do Estado
sobre os sindicatos, agora “legitimada” com a incorporação das centrais sindicais ao
aparelho de Estado. ¿A partir de quais proposições é possível identificar esse controle? 

1. A formação do Conselho Nacional de Relações de Trabalho (CNRT), de

composição tripartite (governo, trabalhadores e patrões), cujos membros serão

nomeados pelo MTE, será constituído por uma câmara tripartite e por duas câmaras

bipartites (uma com a representação dos trabalhadores, “indicados pelas centrais

sindicais com personalidade sindical” e do governo e outra com representantes do

patronato e do governo). Este Conselho detém o poder de registrar ou legalizar os

sindicatos, bem como de cassar e dissolver os mesmos, constituindo-se numa

representação subordinada ao Ministério do Trabalho, com o objetivo central de

fazer cumprir a legislação sindical, regulando e controlando a vida dos sindicatos em

todos os seus principais aspectos. Cabe destacar que a proposta define um estatuto

padrão para os sindicatos com direito de representação exclusiva, conferindo

àqueles que obtiverem registro antes da promulgação da lei, o direito de manter a

exclusividade de representação, desde que aprovada em assembléia. Neste caso, os

sindicatos têm um prazo de um ano para comprovarem a sua representatividade e,

se não cumprirem as exigências definidas, podem ter cassada a sua “personalidade

sindical”. Todas essas decisões estarão nas mãos do CNRT. Para alguns autores trata-

se da manutenção do “velho monopólio sindical”, pois embora proponha a

revogação da “unicidade sindical”, admite uma única representação sindical (Galvão,

2005). Na realidade essa formatação atende às correntes sindicais que defendem a

unicidade sindical. No texto do anteprojeto está dito: “A chamada exclusividade de

representação constitui, na verdade, uma garantia àqueles que defendem a

manutenção da unicidade sindical” (MTE, 2005).

2. O reconhecimento das centrais sindicais no sentido de lhes conferir

“personalidade sindical” por parte do Estado representa, na realidade, um retrocesso
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em relação a legitimidade e reconhecimento real que as centrais conquistaram,

especialmente a Central Única dos Trabalhadores-CUT, junto aos trabalhadores, e

mesmo junto ao patronato e aos governos com os quais a CUT discutiu e negociou

durante toda a sua história. Inscreve-se, portanto, na estratégia de “estatização” das

organizações operárias. Ademais, de acordo com a nova estrutura sindical proposta,

as centrais sindicais terão o poder de vetar e criar sindicatos, mudança que confere

um poder às centrais sobre as organizações de base –os sindicatos–, como nunca

tiveram, ferindo, desta forma, a autonomia dos mesmos e a liberdade de os

trabalhadores criarem as suas próprias organizações sindicais. 

3. Embora a nova legislação determine o fim do Imposto Sindical (de forma

progressiva) –considerado como a principal representação material e simbólica do

atrelamento dos sindicatos ao Estado–, propõe a sua substituição por uma

contribuição financeira (também) compulsória, agora denominada de Contribuição

de Negociação Coletiva, que será recolhida de todos os trabalhadores beneficiados

por instrumento normativo, independente de filiação sindical, desde que aprovada

em assembléia. A novidade é que essas contribuições serão agora distribuídas às

centrais sindicais, que até então não dependiam ou não recebiam nenhum

financiamento através do Estado e, agora, passam a depender. As contribuições

financeiras também serão destinadas para formar o Fundo Solidário de Promoção

Sindical (FSPS), que tem por objetivo custear as atividades do CNTR e “de
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programas, estudos, pesquisas e ações voltadas à promoção das relações sindicais

e do diálogo social” (MTE, 2005: artigo 131). 

4. O quarto aspecto diz respeito a regulamentação do direito de greve, inscrito no

espírito do diálogo e negociação, conforme exposição de motivos do Projeto de Lei:

“a disciplina do exercício do direito de greve no contexto de uma ampla legislação

sindical indutora da negociação coletiva” (MTE, 2005). Diferente da situação atual,

determina um conjunto de exigências e de penalidades aos trabalhadores e de

liberdades aos empregadores, a exemplo da obrigatoriedade de comunicação da

greve com antecedência de 72 horas ao empregador e a obrigação de garantir a

continuidade dos serviços “cuja paralisação resulte em danos a pessoas ou prejuízo

irreparável pela deterioração irreversível de bens” (MTE, 2005: artigo 113),

liberando o empregador para a contratação temporária de trabalhadores que irão

substituir os grevistas a fim de garantir os serviços mínimos. Uma regulamentação

que fere a liberdade de greve, enquanto forma de luta e pressão dos trabalhadores,

à medida que assegura aos empregadores medidas que lhes permitem impedir os

efeitos da decisão de parar o trabalho. 

Ainda se poderia incluir um quinto aspecto relativo à negociação coletiva como
procedimento fundamental (e obrigatório) entre trabalhadores e empregadores, que na
versão final do PL, elimina a data-base e define as negociações tripartites, através das
centrais sindicais e confederações patronais. A maior polêmica esta em torno do art.
100, parágrafo 3°, que define “o contrato coletivo de nível superior poderá indicar as
cláusulas que não serão objeto de modificação em níveis inferiores”. Em versões
anteriores do projeto, estabelecia a prevalência da norma mais favorável ao trabalhador
em caso de conflito entre cláusulas contratuais, bem como entre estas e as disposições
legais (Galvão, 2005).

Para alguns especialistas: “A reforma sindical sinaliza um modelo de reforma trabalhista
que tende a flexibilizar os direitos dos trabalhadores”, opinião do presidente da
ANAMATRA (Associação Nacional dos Magistrados da Justiça do Trabalho), Grijalbo
Coutinho e isto por conta da revisão feita na ultima versão do PL, que retirou o “principio
da norma mais benéfica”, o que para o jurista, pode-se concluir que “que há espaço, no
futuro, para uma reforma trabalhista que permita que o negociado prevaleça sobre o
legislado, ou seja, que acordos entre patrões e empregados flexibilizem direitos
garantidos em lei“ (Valor Econômico, 10/02/2005).

No próprio entendimento do Fórum Nacional do Trabalho, a reforma sindical ocupa um
lugar central e estratégico no quadro das mudanças das relações de trabalho e dos
instrumentos que regulam o trabalho no Brasil, preparando, desta forma, o terreno para a
reforma trabalhista, como observou o presidente da ANAMATRA. É o que esta expresso na
exposição de motivos do PL:
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Essas e outras questões suscitam há décadas o debate público e indicam a

necessidade de aprimorar o atual sistema de relações de trabalho, tarefa que exigirá

operações complexas e que trará conseqüências tanto para os atores sociais como

para as diferentes esferas do Poder Público ligadas à regulação do trabalho […] A

reforma sindical é o primeiro passo. A prioridade conferida a ela não decorre de

motivações estritamente políticas, mas do entendimento de que a redefinição do

sistema de relações coletivas de trabalho deve ser o centro dinâmico de qualquer

esforço de democratização das relações de trabalho, precedendo, assim, a revisão

dos demais institutos que regulam o trabalho no Brasil (MTE, 2005. Grifos meus). 

São alguns pontos que revelam uma relação política de tipo novo entre o Estado e os
sindicatos, em que o Governo negocia uma proposta de reforma sindical, cujo eixo está
na institucionalização e estatização do que tinha de mais autônomo na organização
sindical brasileira: as centrais sindicais que nasceram livres do controle do Estado. Agora
não só incorporadas ao aparelho de Estado, mas com o poder de decidir acima e sobre
o movimento sindical, na condição de membros do “poder público” ou do Estado. 

UUmm qquuaaddrroo ddee ccrriissee ee ddee rreessiissttêênncciiaass

O quadro, já difícil para os movimentos sociais, foi agravado com a crise política que o
Partido dos Trabalhadores sofreu em 2005 e que levou a um processo de
desmoralização do Governo, do Parlamento e dos Partidos, em especial do Partido dos
Trabalhadores. Não obstante, o quadro de crise profunda, como soe acontecer, há um
processo de reação e resistências no país. De um lado, o MST vive as contradições
criadas entre a sua própria trajetória de luta anti neoliberal, de autonomia e
independência em relação ao Estado e a contemporização (e esperança) em relação ao
Governo Lula, que ajudou a construir. É o que se depreende de seu balanço de 2005: 

A preocupação com a gravidade da crise brasileira tem sido constantemente

manifestada em conjunto com outros movimentos sociais. O quadro é dramático. A

crise não se limita a um problema político-partidário. Toca intensamente a questão

ideológica, refletida na ausência de projetos, e mergulha o Brasil no abismo social.

Lamentavelmente não há pensamento estratégico e a longo prazo voltado para

resolver os verdadeiros problemas estruturais do país, o que arrasta essas questões

para o futuro. Os reflexos da política econômica adotada, que convive com taxas de

juros bárbaras, estão no desemprego […] Segundo o professor da Unicamp,

Eduardo Fagnani, o pagamento de três dias de juros das dívidas interna e externa

consome o orçamento de um ano da Reforma Agrária. Os gastos com 20 dias de

juros são equivalentes ao que foi investido durante 10 anos com habitação popular
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e saneamento básico […] O desafio de colocar 12 mil marchantes em movimento

por dezessete dias –de forma organizada e séria– fez da Marcha Nacional pela

Reforma Agrária um feito inesquecível […] Mas se a Marcha deixou o aprendizado

da organização e da solidariedade, o governo decepcionou mais uma vez: não

cumpriu os sete compromissos assumidos na chegada da manifestação em

Brasilia (<http://resistir.info/> 2006. Grifos meus).

O balanço do MST expressa, de um lado, a postura de crítica ao governo Lula, o
reconhecimento da “ausência de projetos de longo prazo”, o “não cumprimento de
compromisos”, diagnostica o “abismo social” e o “quadro dramático” da crise. No
entanto, contraditoriamente, ainda acredita na possibilidade de mudança com Lula,
expressa por seus principais dirigentes em vários documentos e ocasiões, a exemplo nas
manifestações do 1° de maio organidas pela CUT, UNE e MST, que se transformaram em
palcos de campanha eleitoral em apoio à re-eleição de Lula. 

Outras formas de resistências nascem num nível de confronto aberto com o Governo
Lula, a exemplo da formação da Coordenação Nacional de Lutas (CONLUTAS),
constituída por sindicatos, organizações populares, movimentos sociais de vários tipos e
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que tem por objetivo: “organizar a luta contra as reformas neoliberais do governo Lula
(Sindical/Trabalhista, Universitária, Tributária e Judiciária) e também contra o modelo
econômico que este governo aplica no país, seguindo as diretrizes do FMI”
(CONLUTAS, 2006).

Desde a sua origem, congrega não apenas sindicatos, mas todo tipo de movimento e
organização disposto a lutar contra a política neoliberal implementada pelo Governo
Lula. Hoje a direção da CONLUTAS está propondo se transformar numa central sindical,
mesmo que preservando a sua composição, que não se limita aos sindicatos. Um
modelo de estrutura, portanto, que inova em termos da (curta) tradição das centrais
sindicais criadas no Brasil. 

São movimentos e contra-movimentos que exprimem um quadro político não apenas
de divisões e re-uniões, mas de uma reorganização de alto a baixo dos movimentos
sociais e políticos no Brasil, especialmente aqueles que buscam uma saída
independente do atual governo, e que procuram efetivamente inaugurar uma “era pós
neoliberal”, na direção do que tem se denominado de “refundar a esquerda” no país. 
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NNoottaass

1 Ver Francisco de Oliveira (2003).

2 O Fórum Nacional do Trabalho (FNT) foi constituído por bancadas representativas dos
trabalhadores, dos empresários e do governo, cujos membros foram escolhidos pelas cen-
trais sindicais, pelas federações e confederações empresariais e pelo Ministério do
Trabalho, respectivamente.

3 A representação dos trabalhadores foi centralizada pelas centrais sindicais, sem a partici-
pação das confederações, que excluídas do processo, criaram o Fórum Sindical do
Trabalho, a fim de discutir e expressar os desacordos com a falta de democracia e com as
propostas resultantes do FNT (Galvão, 2005).

4 Cabe observar que participei da Conferência Estadual da Bahia, como membro de um
grupo de pesquisadores da UFBA, na bancada do “setor público”, no Grupo Temático
Organização Sindical. No que se refere a essa experiência, gostaria de contribuir com o
seguinte depoimento: nas questões essenciais sobre a organização sindical não havia con-
senso sequer internamente às bancadas, em especial a dos trabalhadores. A única que
tinha uma posição unitária era a dos empregadores. Na Plenária Geral final, chegou a oco-
rrer a interrupção da discussão para proceder a um processo de votação na bancada dos
trabalhadores, constituída por dirigentes sindicais de diferentes tendências da CUT e da
Força Sindical. 

5 Embora no texto do PL, o MTE admita a existência de divergências tanto com empresá-
rios como com a representação dos trabalhadores, tendo predominado a posição do
governo nas situações em que não houve consenso. Ver Exposição de Motivos da Reforma
Sindical-Proposta de Emenda à Constituição - PEC 369/05, Anteprojeto de Lei, Ministério
do Trabalho (2005).
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